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Agradezco a DIOS quien me reg;¡Ja la vida y todo cuanto se ha 

creado tan sólo para mi, desde lo que mis ojos alcanzan a ver, hasta lo que 

ni siquiera mi imaginación es capaz de creer postole, todo aquello que mi 

intuición ~e ha marcado como pauta para ser quien soy y estar donde 

estoy, y especialmente, la fuerza para levantarme de las caídas y estar hoy 

en día de pié, más firme, agradecida y dispuesta a gozar a! máximo de la 
/ 

oportunidad de existir. esperando furtalecer mi fe para cumplir con la 

misión que se me ha encomendado. 
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LIC. ALFONSO NAVA NEGRETE. 

Sin cabida para la más mínima duda, es usted más triunfudor que 

cualesquiera de los muchos que hemos tenido la bendición de conocerlo y 

la oportunidad de trabajar a su lado, dejando en nosotros más que una 

huella imborrable W1 '•ejemplo a seguir, un querer ser que sirve de 

inspiración a nuestro proceder, presente y futuro, como personas y 

protesionistas. / 

GRACIAS por ser todo un MAF..STRO, y por dejamos ser 

alurrutos de sus cátedras; como una de ellos, m empeñaré en no 

defraudarlo, correspondiendo a su atención, empello y cuidado con que de 

su mano, el presente trabajo se ha visto concluido. 

No hay moneda que pague, el rorte del pelambre que ron su 

experiencia y conocimientos, practica sobre nosotros, ron la confianza de 

sentirlo como a uno de los más respetables y por que no. hasta temido de 

los amigos; así como las finezas y atenciones de su Sellora esposa . 
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Con respeto, admíración y curiño, para todos los JUBILADOS y 

PENSIONADOS que creyendo en mí han hecho posible éste éxito, de 

manera única y especial, para aquellos dos que siendo todavía muy fuertes, 

ejemplo de la bondad divina que Dios ~'ha tenido, me dieron la vida 

hace no muchos ail<?S, compartiendo basta la fecha lo mejor, lo peor, lo 

alegre, lo triste y todo lo que mi existencia pueda abarcar, volviendo 

posible é>'te esperado momento. 

Sra MARIA LUISA RI~ CRUZ. Mamá, con la cabeza en 

alto, coraje formado en las aulas d; mi Facultad y temor que he de 

confesar por éstos momentos, cada vez nos parecemos y unimos más, 

Sr. JOSE LUIS TREJO RAYA Papá, seguiremos trabajando 
/ 

hasta el final, con la consigna de ser tan felices por el resto de los días 

como lo somos ahora 

Mi Gratitud .Eterna para ustedes por la lucha incesante, los 

excesivos cuidados y su fiel compañía. Muy pronto seré yo, uno de sus 

mAs fuertes apoyos y sustentos. 

Su Hija 



A Dofiá JOSEFINA CRUZ SAN. NICOLAS, por sus cuidados 

desde que Dios me l:jio la vida que para los médicos y por las 

circunstaucias era muy poco fiictihle. 

Por su·compaiÍía de todos los días, sus acertados remedios para 

los altJliajos en ~ s;u;;d, su aetuar coqio segunda madre y Su ejemplo de 

amor a Dios y la educación que ~;,~a con base en su experiencia 

como wla . gran mujer, ~ admírabli .• y la mas envidiable de las 

ABUELITAS. ¡,, 
,. 

MUÑITOS Te Quiero Mucho. 



• 

• 

. . 

A mis dos HIJOS. LUIS ALEJA.lIDRO TREJO RIVERA y 

NELLY YUNNUEN TRE!O RIVERA, que han tenido que soportarme 

como hennana mayor, sufriendo mis histerias, mis prisas, mis regaños y 

mis desvelos, ayudándome en el <:Umplimieitto de muchas de mis tareas .. 
(como ejemplo el presente trabajo), en el que sin duda alguna, la gran 

parte de su realización les corre5ponde a ell'lS. 

Ser exigente es una caracteristica intrlnseca de mi ser, lo siento, 

pero prometo ser mejor y juro amarlos y estar antes y después de ustedes, 

hasta el último de los días. 

No olviden que nunca y por ningún motivo, deben de darse por 

vencidos, todo lo que esperan ya es de ustedes, solamente abran bien los 

ojos para que vean lo que tendrán que abrazar cuando sus sueílos sean una 

hermosa realidad. 
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A tres ANGEU!S que han ~o al ~o mio desde hace 

poco más de 26 años, quienes adelantándosenos en el camino, por designio 

divino y llamado en el cielo, son testigos de todo cuanto he realizado en la 

vida, confortándome al sentir tristeza, multiplicando mis alegrías con ellos 

compartidas y encendiendo la luz de mi vela, al~ándome de la oscuridad y 

el peligro. 

La función aún no t~ por~ nunca me abandonen. 

Sra. CONSUELO RAYA RUIZ y Sres. JUAN TREJO 

RAMIREZ y JOSE LUIS TREJO RIVERA ABUELITOS Y 

HERMANO, que a pesar de no recordar su partida, su ausencia me ha 

dolido siempre, espero que un día estemos tan juntos como el dia de hoy, 

para darles de frente las gracias por todo. 



A todos los SERES que he conocido en una infinidad de tiempos 

y espaci-Os. causantes y acompañantes de lamentos y fracasos. de regocijos 

y triunfus, de doode el mayor de éstos dos últimos sin duda alguna, lla sido 

haberlos conocido, ya sea mediante el entrec:ruzamiento de sus caminos 

con el mio 6 con el goce de cualesquiera de las fracciones de segundo a su 

lado compartidas, motivos de gratas y enriqueredoras experiencias. 

Destacando de éste muy importante número, listado de nombres, 

rostros conocidos, un sin fin de olvidados, de fiuniliares y amigos, al mejor 

de los COMPUCES, a mi media naranja olvidadiza de una de sus 

semillas, al conocedor de mi historia, al niilo acompallante de juegos, al 

hombre que cambió mi vida y utópico COMPAÑERO ETERNO, de quien 

por amor tuve que separarme, pero que sin duda, nunca ha estado ausente 

de mi vida, de lo que hago y de lo que omito, y a quien por su mágica 

existencia. ayuda sin precio, suma paciencia e incansables presiones, le 

considero tan ganador de ésta meta como yo, y tan buen abogado como 

espero serlo. 

A pesar de la distancia, estamos juntos, a pesar del tiempo jamás 

nos olvidaremos, ni de nosotros, ni de los sueflos comunes ya cumplidos y 

de los que esperan en el tintero cumplirse, los que se verán realizados 

estando solos o con otras compañías, en nombre de uno de los más bellos 

recuerdos: "'oosotros~. 

Las Gracias no son suficientes por haberle puesto más de un color 

a mi entorno, te aseguro que al voltear hacia tu izquierda, tu derecha, 

adelante o bacía atrás, en cada momento allí me verás. Si fisicamente ya 

no ocupamos un solo espacio, espiritualmente seguiremos siendo un solo 

ser. 

La mente humana no ha sido facultada para olvidar, mucho 

menos mi corazón y mi alma, para dejarte de amar 
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Por iíltirilo y no por ello menos importante. dedico el presente . . 
logro á. un vigilante mío que ya no está en éste mundo, mi CHAMACO . .,-
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Fue un logro de todos lós que han dado alegria a mi ser 

complementándolo . 

.• . 

. . 



I N D I e E 

TRODUCCIÓN 

• 
U'ITULOI . i 
lFUNCIONPUBLICA. ;¡: • 
Concepto de Función Pública. ' 
. Naturaleza Juridica de Ja Función Pública. 
. Clasificación de los Trabajadores al Servicio del Estado. 
. Derechos y deberes de los empleados y funcionarios públicos. 

\PITULOII 
)S TRABAJADORES AL SERVICIO DEL ESTADO • 
. Concepto de Trabajador al Servicio del Estado. " 
. Régimen Juridico al que se encuentran sujetos Jos trabajadores al servicio del Estado. 
. Organismo del que pertenecen y dependen. 

• 

. Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores al Servicio del Estado: antecedentes, 
turalezajuridica, objetivos y funcionamiento. · • 
. Prerrogativas de Ja Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Th\6ajadores del Estado 
ralos Trabajadores al Servicio del Estado. ''•i.l,:; ·~¡: 
\PITULO m ': ·~ 
¡NSIONES Y JUBILACIONES. j¡¡c 
·Conceptos de Pensión y Jubilación. í'i!' 
· Clases de pensiones y jubilaciones. ~ 
· Las jub~'?'17" y~~ de los Trabajadores al Servicio del Estado son ~bles de incrementarse; 
odamento ¡undico de dicho mcremento. , · .. "~ 
. Petición de incremento de una pensión, por parte del Trabajador al Servicio dt-JJ!sÍado y respuesta de Ja 
toridad oompetente para resolver dicha cuestión. "" 
. Requisitos y procedimiento que deben seguir los Trabajadores al servicio del Estádo o familiares 
rechohabientes, para hacer valer el derecho de jubilación frente al Instituto de Seguridad y Servicios 
ciales de los Trabajadores del Estado . 

\PITULOIV 
l DEFENSA JURIDICA DEL DERECHO DE LOS TRABAJADORES DE INCREMENTO 
SUS PENSIONES Y JUBILACIONES FRENTE A LOS TRIBUNALES MEXICANOS • 
. El Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, auroridad de carácter fi.'Cal 
le carácter administrativo en relación a las pensiones de tipo civil. 
· La Negativa Ficto de las autoridades. 
· Tribunal Fiscal de la Federación. Competencia de éste para'conocer de asuntos en materia pensionario civil. 
. ¿Sobreseimiento como único camino posible de seguir para¡'(esolver el problema?. 
. Ultimo recurso: el Juicio de Amparo. · .• 
. Aplicabilidad de Ja Jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y de los Tribunales 
1legiados y Fiscal de la Federación, en relación a las pensionts otorgadas por el lnstitut.c) de Seguridad 
)ervicios Sociales de los Trabajadores del F.stado. ''. 

>NCLUSIONES. 

BLIOGRAFÍA 

Pág. 

l 
5 
7 

16 

58 
70 
75 

78 

123 

149 
153 

156 

161 

168 

178 
181 
190 
199 
209 

213 

217 

221 



.. 

INTRODUCCIÓN 

V 

Sin duda alguna, y quizá de manera muy presunciosa, la;base d~ todo \o existente (conocido 
: •,'l' 

no), es el ser humano, para el cual has¡a Dios ocupó siete días de su etefllidad con el único fin de crear todo 
' ' 

ianto en éste mundo existe, facilitándoie con lujo de detalles vueltos coinodid~des su 'andar por la vida, sin 
' • • j 

:vidar claro está, la consigna de esforzarse por conseguir lo que desea· y le gus¡a, pagando por ello el alto o 

rjo precio que tenga asignado. 

Bajo éste orden e ideas, el trabajo ya sea fisico o mental, para el hombre se volvió por 

·den divina una obligación, y por su coexistencia y lucha por sobrevivir dentro de toda sociedad, una 

:rdadera necesidad, en forma similar al mundo del derecho como manera más idónea de imponer el orden 

itre los divergentes intereses humanos, 

Con el paso del tiempo, se ha ido re&filando poco a poco y a favor de los trabajadores ,,, 
mtemplados de manera generalizada, toda una serie de derechos y prerrogativas que en la medida de los 

ienos deseos de los legisladores, la mala experiencia de afios de abuso y explotación en el mundo entero, la 

belión del mie,do, el cansancio de la miseria, así como el infinito deseo del~ombre y de la mujer de vivir 

m dignidad, lo que ha marcado la pauta de los textos legales hoy en día dedicados a la regulación de las 

faciones laborales, ya sean éstas entre particulares o entre ellos y el Estado. Por ser éste último el elemento 

tse pero meramente ficticio, para el cumplimiento de la multiplicidad de fines a él encomendados, se creó la 

unada Administración Pública como su esqueleto y a los cargos públicos ineludiblemente ocupados por 

)mbres trabajadores del Estado, como múscuios, inteligencia y voz de aquél. 

Es así como las relaciones de tipo laboral entre los hombres, dieron origen a reglas escritas 

Je nuestro país México es digno de presumir por su importancia, mostrándolos con orgullo y como ejemplo 

resto del mundo, aunque sea en forma de letra escrita, pues su cumplimentación es un asunto totalmente 

eno a lo primero, en virtud de que ello depende nuevamente del actuar humano, que bajo dicha calidad, 

:etende ser en muchas ocasiones perfecto, objetivo y justo, consiguiendo las más de las veces, ser todo lo 

mtrario: prepotente, arbitrario, injusto, falaz, abusivo, absurdo, subjetivo y con intereses demasiado 

ntadores y lucrativos como para ser ignorados por alguna de las cada ocasion más abundantes 

oshonestidades de quienes ocupan el puesto de jefes, sea esto desde el más bajo hasta el más alto de los 

veles. 

Pensar rninimarnente en lo requerido para que un gobierno funcione como tal, sería dar 

icio a una lista interminable de funciones que día con día deben de ejecutarse lo mejor posible; contenidas 

1as en las leyes mexicanas y otras en la costumbre y lógica del servidor público. no debe perderse de vista el 

)r tantos nombrado y no por ello conocido, 'estado de derecho', conjuntamente con la procuración de los 
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. · 
enores errores, pues como en todo éstos cuestan, y los derivados del cru;o en comento, de antemano se s~be 

Jdrian representar la inestabilidad en el empleo del trabajador y/o caos eq una dependencia de Estado o ha(lta 
: , 

ve! nacional, y llegando a los extremos, .motivo del alza y baja de los dineros internacionales. 

De todo lo manifestaqo, deducimos que éste país se ·mueve por el trabajo agotador de 
' 

gunos y demasiado descansado de otros; como sea el caso, toda labor a además de su 'justa' retribución que 
' ' l nuestro sistema deja mucho que desear para la mayoría, merece un de~canso, .con el más simple sentido :de 

~rmitir continuar trabajando, es por ésta razón que desde más o menos el año de 1761, surgió la idea ~: eJ 

rritorio que ocupa éste México lindo y querido, de garantizar una ayuda para los desprotegidos, apareciendo 

s pensiones, más adelante las jubilaciones y no hace mucho tiempo, los organismos cada vez más 

;pecializados en otorgarlas, encargados de proveer de lo más indispensable a quienes tras una vida 

itregada a una labor, ya no pueden valerse por sí rrúsmos y menos aún, desemp_eñar trabajo alguno. 

Triste e irremediablemente, la vida fácil y sencilla por naturaleza del ser humano, y en 

;pecífico del ingenioso y luchador mexicano, debe de cubrir el requisito de fondo de ser complicada en 

<tremo (más la de los otros que la propia), por lo cual de manera increible hasta para el más pequeño 

1crédulo, proveer y recibir descanso es todo un carrúno lleno de peros, porqués, vueltas y regresos, copias, 

árrútes, tiempo, dinero, paciencia, salud, etcétera, que debe de invertirse para formar parte de las filas de 

1bilados y pensionados del Instituto de Seguridad y Servicios Socialt;s de los Trabajadores del Estado, 

uienes cabe añadir, teniendo derechos nuevos que.se desprende.n <le taíes caracteres, no los pueden gozar sin 

1 agotarrúento forzoso del procedimiento legal seguido ante la autoridad superior competente, quien 

udiendo aplicar una sanción por desacato a sus órdenes contendidas en la resolución que poniendo fin a 

:¡uél conflicto, da Ja razón por criterio definitivo de nuestro máximo Tribunal, de observancia y aplicación 

bligatoria a todos los casos análogos, dentro del supuesto en que estamos colocados, a los ex funcionarios 

el Estado; con indicaciones bien sustentadas que se cumplen más por el rrúedo al pago de una multa o a la 

dquisición de un problema, que al de vivir largo tiempo como prerrúo o castigo, y llegar a ser, más temprano 

ue tarde, uno de esos viejos que ya no cuentan, no valen, ni tienen voz y mucho menos voto, así como 

unpoco merecen respeto y siempre pueden esperar, al fin y al cabo ya no hacen nada. ¿Será a caso, que se 

etendrá el tiempo para nosotros?, ¿Será que ya no pasaremos la noche? ¿O ya no despertaremos el día de 

iañana para vivirlo?. No lo sabemos, pero ojalá tengamos la fuerza y voluntad de cambiar lo que nos 

esagrada y molesta, o al menos de preparar nuestro desenlace por la vida, lo menos hurrúllante y 

eshumanizado posible, al fin ya no nos preocuparemos por lo demás, sino por uno rrúsmo cuando los que 

oemos éstas lineas, tengamos la dicha de ser ancianos con la tarea cumplida. Deseando que el presente 

·abajo de investigación pueda apoyar a unos cuantos de los más desprotegidos, desconocedores y olvidados, 

ajo su consideración queda la Defensa Juridíca de los Jubilados y Pensionados en México. 

•.: .. 



CAPITULO l 

"LA FUNCION PUBLICA" 

1.- CONCEPTO DE FUNCION PUBL.ICA. 

La palabra función der¡va etimológicamente de la voz !~tina funtio, perteneciente a la mi~ma 

raiz del verbo fungor-fungi, que ~uiere decir cumplir, ejecutruj, desempeilar. De esta 

etimológicamente, función es cumplimiento, ejecución, desempefio. 

En tanto, el término público implica la idea de estar hablando de algo notorio, patente, 

manifiesto, visto o sabido por todos como primera acepción; y como segunda y quizá la más adecuada, 

aquella que implica ta idea de potestad o autoridad para hacer una cosa como contrapuesto a privado . 

. Atendiendo primeramente el término función y siendo ésta una palabra empleada de origen 

por las ciencias físico-naturales, hoy en día es de dominio común para las disciplinas jurídico-sociales, 

dependiendo su concepción en gran medida, de la idea que cada quien tenga del propio Estado, viendo de la 

misma una evolución histórica, de la cual resaltan épocas como ·por ejemplo, la del Sistema Político Francés a 

principios del siglo XIX, donde se tuvo la idea de un Estado autoritario que se caracterizaba por ser 

absolutista y centralizador. Bajo éste contexto, la función pública era concebida como una jerarquía donde . ~ 
reinaba la fidelidad, la conformidad, la obediencia y la disciplina, como en el 'ejército. Todos los funcionarios 

eran nombrados discrecionalmente por medio del poder central, sin requerirse para ello, gara'ltía de carrera 

alguna; podían ser declarados cesantes sin indemnización ni recurso legal alguno que poder hacer válido para 

cambiar las cosas, admitiendo ésta regla, sólo excepciones para los magistrados y miembros del ejército; los 

altos funcionarios ejercen su autoridad sin limitaciones y sin control sobre los funcionarios inferiores. La 

jerarquía podía traducirse por diferencias radicales entre los funcionari'os, en cuanto a las remuneraciones, la 

consideración, el prestigio y una barrera imposible de superar para los subalternos expresada en el sentido de 

que no podían penetrar en los cuadros superiores. 

Este tipo de administración, evolucionó en el curso del slglo XIX, bajo la influencia de las 

ideas políticas y de los acontecimientos sociales, como el naciente parlamentarismo de ese entonces, la 

descentralización, la multiplicación de los servicios y de los agentes públicos, etc. Como consecuencia de 

ello, se transforma la condición de los funcionarios de mánera que el nombramiento de los mismos es 

discrecional sólo para ciertos casos, se organiza el progreso en la carrera, desde los cargos más bajos hasta los 

más altos de la jerarquía. Se relaja la disciplina con los regímenes liberales, organizándose con ellos lo 

relativo a las penas disciplinarias. Aparecen algunal} garantías para los funcionarios, que pueden someter sus 

dificultades al órgano jurisdiccional. ~!" 
,,,,,-
:"f 



En el siglo XX ya, aparecen distintas épocas de reacción contra la imperante situación en 

cuanto al régimen jurídico de la función pública, otorgando mayores garantías a los funcionar\os, 

produciéndose la evolución bajo la presión de las transformaciones socia!~s. Las agrupaciones de funcionaiios 
' 

se hacen más fuertes y la noción di; jerarquía éstá en regresión en todos sus aspectos: obediencia, 
" 

remuneración y disciplina. 

Llegando hasta nuestrqs días, aparecen varias corrienti::~· de pensamiento, de las cuales una 

de ellas, aún cuando carente de fuerza y contraria a nuestras concepcione~, es digna de mencionarse, nos qice 

que la función pública significa una actividad del Estado que no puede jamás concebirse como análoga a la de 

un particular, aún cuando se tratara de una gran empresa. A pesar de ya aceptarse un acercamiento entre los 

asalariados y los funcionarios en cuanto a licencias, ventajas sociales, etc., los primeros se hallaban sometidos 

a un estatuto cuyas disposiciones jamás de someten a discusión, a una disciplina y a las obligaciones que 

sobrepasan las de los- empleados particulares. En la función pública se aplica un derecho que es el 

administrativo, totalmente diferente al privado que'pro~ege al empleo de ésre mismo carácter. 

La idea que secundamos y defendemos como punto particular de vista, es la surgida del ,,,. 
pensamiento de hombres que dedicados a la investigación, han establecido la linea principal de la doctrina de 

nuestro tiempo, entre ellos el Maestro Alfonso Nava Negrete. El pensamiento común en cuestión, concibe a la 

Función Pública como la relación existente entre el Estado y sus trabajadores o funcionarios públicos, 

relación para la cual se crea todo un sistema especialidado y particularizado de leyes y reg!a'l!entos que tienen 
/ 

corno objeto establecer la debida organización.y mantener el orden y respeto en el devenir diario. 

En algunos Estados, la función pública ha sido concebida como un oficio, llegándose al 

extremo de la politización completa en todos los sentidos, por la aplicación de principios democráticos. 

Parte vital de la evolución histórica del quehacer del Estado hasta aquí descrita, lo 

constituye el principio de la División de Poderes, por medio del cual se encuentra la forma de evitar toda una 

serie de abusos, dominios, explotaciones, malversaciones, caprichos y todo tipo de injusticias, de quien o 

quienes en su momento se encontraban con el poder en las manos para determinar la dirección de un Estado y 

la línea a seguir de su población, repitiéndose los mismos hechos desagradables por cientos de aftas, ya sea 

bajo la forma de la Monarquía, del Imperio, del Congreso, de la República, etc,. considerándose muy 

acertadamente, que una sola persona e incluso un grupo de ellas, no puede encargarse de todas aquellas 

actividades necesarias para el funcionamiento de un Estado, de manera que lo más conveniente era llevar a 

cabo una separación de la actividad Estatal, considerada fundamentalmente de tres órdenes: la encargada 

de gobernar al Estado y hacer observar sus leyes, en primer término; en segundo, la encargada de crear dichas 

leyes; y por último, la encargada de la administración de la justicia, aplicación y respeto de esas leyes; 

apareciendo para formar parte de toda formación Estatal, los órganos identificados como Poderes 

2 
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Independientes, a Jos cuales se confieren tales atribuciones, a saber: Pode~ Ejecutivo, Poder Legislativo y 

Poder Judicial respectivamente. 

Como ya se mencionó, ésta División de Poderes es prute de 1a propia formación de cada . ' 
Estado, aún cuando varían en la actualidad las formas de gobierno, subsistiendo a!gunas Monarquías e . ' : 

' Imperios al lado de una mayoría de Reqúblicas en el mundo entero. Nu~stro país no debiendo porque ser. la 

excepción, decide a través del Congreso Constituyente de 1917, incluir de manera definitiva éste principio de 

gobernabilidad, utilizando desde ese entonces hasta el día de hoy uno de los numerales que integran su Carta 

Fundamental o Constitución Política, específicamente, dentro del Título Tercero, Capítulo I, De la División 

de Poderes, el artículo 49 que a la letra dice: 

"Art. 49.- El Supremo Poder de la Federación se divide, para su ejercicio, en Legislativo, 

Ejecutivo y Judicial.· 

No podrán reunirse dos o más de estos Poderes en una sola persona o corporación, ni 

depositarse el Legislativo en un individuo, salvo el caso de facultades extraordinarias al Ejecutivo de la 

Unión, conforme a lo dispuesto en el articulo 29. En ningún otro caso, salvo lo dispuesto en el segundo 

párrafo del articulo 131, se otorgarán facultades extraordinarias para legislar." 

Encontrando si analizamos nuestra Carta Magna, un apartado especial que precisa las 

facultades, obligaciones, constitución y demás aspectos relativos a cada uno de los Poderes en mención. 

Para conseguir la mejor conceptualización de lo que es función pública, debemos de 

considerar diversos puntos de vista emitidos por destacados juristas de entre los cuales estamos en condición 

de mencionar a los siguientes: 

La Enciclopedia Jurídica OMEBA, nos dice primeramente que el término función, al 

margen de sus acepciones corrientes, ha sido utilizado por las ciencias sociales con significados distintos, 

designando unas veces el conjunto de ocupaciones de un individuo (Max Weber) y, otras aquellas situaciones 

en las que una variable depende de otra, acepción que a pesar de derivar del término matemático, ha sido 

adoptada por los antropólogos y sociólogos funcionalistas. 

Continúa explicándonos que "vinculada la palabra función con el aspecto público, se hace 

referencia a las consecuencias (de un hecho o acción Estatal y Social) que contribuyen a la satisfacción de las 

necesidades del sistema en que se producen, favoreciendo la supervivencia y adaptación de éste; sin que deba 

de confundirse con la fmalidad de aquél (que tiene por lo regular un carácter subjetivo), dado que la función 

es una consecuencia objetiva, y observable como tal, de dicha acción, con la independencia de los objetivos 
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que persiga; por otra parte, el carácter funcional de una acción no puede ser juzgado en forma abstracta y 

general, sino únicamente con referencia al sistema social en que se da, poniéndose de manifiesto el carác\er 

relativo o histórico de los fenómenos sociales, contribuxendo también a privilegiar de modo caoi exclusi:vo , . 
los sucesos políticos y sociales públicos considerados como positivos en la medida en que, al adecuarse a Íos 

'K\ 

valores dominantes en una sociedad, contribuyendo al fortalecimiento de éstos, y por tanto al mantenimiento 

de las estructuras existentes"1
. 

A. Plantey, tratadista francés, considera que " ... al tratar de definir lo que es la función 

pública, debemos de tener bien presente y claro, que estarnos refiriéndonos a una actividad de Estado que no 

puede jamás concebirse como análoga a la de un particular, aun cuando se tratara de una gran empresa, 

aplicándose en la función pública un derecho que es el administrativo, diferente del derecho privado, que es el 

aplicable al empleo privado"' . 

Cretella J. en su obra Théorie Juridique de la Fonction Publique, nos explica que" ... función 

es un concepto evidentemente dinámico, que lleva a la idea de vida, de movimiento, de actividad. Por esto 

podría decirse que función es toda actividad ejercida por un órgano para la realización de un determinado fin; 

así la función pública es el término con el cual se designa de manera general y objetiva un conjunto de actos 

que se deben realizar para cumplir con la obligación impuesta al Estado, distinguiendo las nociones de poder 

que es una manifestación de voluntad y la de función que es una manifestación de actividad'" . 

Villegas Basavilbaso piensa que la función pública, " ... hace referencia a un término 

estudiado en derecho administrativo con relación al funcionario público y no con la Institución, corresponde 

en realidad al derecho público, cuando erróneamente se le considera exclusiva del derecho administrativo, 

caracterizada por el conjunto de atribuciones que cada uno de los órganos puede ejercer, es decir, la forma 

como se declara la voluntad de cada uno de éstos órganos"' . 

Guillermo Cabanellas dice "que la .función pública es el conjunto de deberes, derechos y 

situaciones que se originan entre el Estado y sus servidores"5 • 

El ilustre maestro Don Gabino Fraga, precursor y fundador del Derecho Administrativo en 

nuestro país, considera a la función pública como aquella que "--- es la que el Estado realiza bajo un orden 
'-

1 ENCICLOPEDIA JURIDICA OMEBA. Edit. Driskill, 1979, Buenos Aires, Argentina, p.p. 31-40 
2 

PLANTEY, Alain. Librairie Générale de Droit et de Jyrisprudence, Deuxiéme Edition. París. 1963 Tomo II. 
pág. 136 
3 CRETELLA J. Théorie Jurídique de la Fonction Publique. Librairie de Droit Administrative. Troisiéme 
Edition, Par+is, 1976. pág. 99 
4 

VILLEGAS BASA VILBASO, Benjamín. Tratado de Derecho Administrativo, Edit. Abeledo-Perrot. 
Buenos Aires, Argentina. 1977. p.p. 89 - 78 
5 

CABANELLAS, Guillermo. Diccionario de Derecho Usual. Edit. Bibliográfica OMEBA, Buenos Aires, 
Argentina. 1953. Volúmen 2, pág. 63 
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.. 

jurídico, y que consiste en la ejecución de actos materiales o de actos qµe determinan situaciones jurídi\:as 

para casos individuales"6 

Por otra parte, es conc~bida la función pública como "e.I poder del Estado, en cualesquiera 

de las manifestaciones que prevé el articdo 49 de nuestra Carta Fundamento!: 1e$islativa, ejecutiva y judic\al, 

requiriendo de los medios idóneos que permitan su expresión, es decir, de los órganos a través de los cuaies 

se manifieste la voluntad estatal, como producto del ordenamiento jurídico que los crea y regula para el 

adecuado ejercicio del Estado"' , dice Luis Humberto Delgadillo Gutiérrez . . 
·• 

Contando también con la opinión de .nuestro Máximo Tribunal, la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación, que ha desviado su atención también para definir lo que debemos de entender por función 

pública, para lo cual el Presidente de dicha Institución a través de su informe de actividades presentado en el 

afio de 1959 y publicado a través de la Primera Sala, en la página 36 d~l mismo nos dice: "Si por función 

pública ha de entenderse el ejercicio de las atribuciones esenciales del Estado, realizadas como actividades de 

gobierno, de poder público que implica soberanía e imperio, y si tal ejercicio en definitiva lo realiza el Estado 

a través de personas físicas, el empleo público se identifica con el órgano de la función pública y su voluntad 

o acción trascienden como voluntad o acción del Estado, lo que justifica la creación de normas especiales para 

su responsabilidad, situación ésta de incorporación a la función pública, que no ocmTe tratándose de los 

servidores de organismos descentralizados, quienes por su peculiar naturaleza quedan fuera de la órbita del 

poder público, dedicados a la realización de servicios públicos que no implican soberanía e imperio".' 
~ 

Considerando todos y cada uno 1 de los elementos proporcionados por las distintas 

concepciones de función pública antes referidas, es nuestro deber concluir expresando la idea que hemos 

logrado formar de dicho concepto, misma que nos atrevemos a expresar, c;;mo el conjunto de derechos y 
<!· 

obligaciones que se derivan de la relación laboral entre el Estado y sus servidóres. 

2.- NATURALEZA JURIDICA DE LA FUNCION PUBLICA. 

Precisado en el apartado anterior, lo que es la función pública, iniciamos ahora la tarea de 

determinar cual es la esencia misma que le da la razón de ser a dicha figura dentro del ámbito del derecho, es 

decir, su naturaleza jurídica, para lo cual citamos a continuación las clasificaciones o categorías más 

6 
FRAGA MAGAÑA, Gabino. Derecho Administrativo. Edit. Porrúa. México, 1960, 8a. ed. pág. 61 

7 
DELGADILLO GUTIERREZ, Luis Humberto. Elementos de Derecho Administrativo. Edit. Limusa, 

México, D.F., 3a. reimpresión, 1991, p.p. 235 

8 
TRUEBA URBINA, Alberto. Nuevo Derecho Administrativo del Trabajo. Teoría General de la Seguridad. 

Tomo 11. Edit. Porrúa, México, D.F., 1979, pág. 208 

,, 
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imponantes que se han emitido para el estudio de la naturaleza jurídica propia de los actos administrativ,)s 

que para el precursor de nuestro derecho administrativo son en esencia cinco, en tanto que para el maestro 

Alfonso Nava Negrete cuatro que son las siguientes: 

clasifica en: 

Para el Maestro Gabino Fraga, el acto administrativo en atención a su naturaleza jurídica, se 

a) El acto emitido por una voluntad única.- Se forma por una sola volunt~d, 

conservando ese carácter aún cuando en el procedimiento previo a su emanación se hagan 

necesarios otros actos de voluntad, tales como opiniones, consultas, juicios técnicos, etc. 

b) Colegial.- Es el que emana de un órgano único de la administración, constituido por 

varios miembros, habiendo, en tal caso diversas voluntades fisicas pero una sola voluntad 

administrativa. 

c) Complejo o colectivo.- Se forma por el concurso de voluntades de varios órganos 

de Ja Administración, por ejemplo los Actos del Presidente que requieren el refrendo de 

algún Secretario. 

d) Acto Unión.- Para cuya constitución se requiere de la intervención de varias , 
voluntades con las cuales ni su finalidad es idéntica, como en Jos casos colectivos, ni su 

efecto es el de dar nacimiento a una situación jurídica individual, como por ejemplo Jos 

contratos. 

e) Contrato.- Existe en éste acto Ja concurrencia de varias voluntades, concluyéndose 

que si no es un acto administrativo, sí puede ser un acto de derecho administrativo. 

Por su parte, el maestro Nava Negrete al respecto considera: 

a) Actos Unilaterales, como aquellos más estudiados por el derecho administrativo, 

provenientes de Ja sola voluntad de la administración, que sin embargo puede formarse 

de varias voluntades. 

b) Los antes mencionados se encuentran en contraposición a los actos bilaterales que son 

el resultado de Ja intervención de dos sujetos más que de dos voluntades: Ja de la 

administración y Ja de los particulares: son Jos contratos administrativos. 
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c) El acto colectivo o colegial que implica la intervención de varias voluntades, pero 
' 

pertenecientes a un mismo órgano administrativo, como acontece con los cuerpos de 

consulta o asesoría que tienen las Secretarías de Estado. 

d) Acto complejo por su parte, es el que surge de la coqcurrencia de la voluntad de varios . . 
órganos administrativos, que deciden por unanimidad o por mayQría, lo que acontece 

' ! : . 

por ejemplo, en el seno de las comisiones intersecret~riales. . . 

En consideración a lo anteriormente manifestado y bajo nuestra propia conceptualización, a 

la naturaleza jurídica de la función pública la podemos considerar como Ja relación laboral existente entre el 

Estado y sus trabajadores, pauta a su vez para la existencia de todo un mundo de derechos y obligaciones que 

de la misma se derivan. 

3.- CLASlFICACION DE LOS TRABAJADORES AL SERVICIO DEL ESTADO. 

El Estado como persona ficticia, incorpórea que no se puede captar por medio de los 

sentidos, no puede actuar o moverse por sí misma, por lo que precisa forzosa y necesariamente de personas 

físicas que realicen sus funciones, seres humanos que desempeí\en desde los más modestos servicios hasta 

aquellos de más alta jerarquía y responsabilidad; siendo todos ellos por ende empleados o trabajadores al 
/ 

servicio del Estado, empleados o funcionarios públicos que aportan su ~ctividad física y/o intelectual para 

atender los propósitos estatales mediante determinadas prestaciones; llevándonos todo ello a la conclusión de 

que la administración pública se hace por hombres. 

Los órganos del Estado están constituidos por la estructura formal y sustantiva de la que 

emana la voluntad pública, delimitada en su esfera de competencia legal y reglamentaria. Son precisamente 

las normas jurídicas las que prevén la existencia del órgano, su integración, su esfera de actuación y sus 

alcances. La norma dispone el cómo, cuándo, dónde, porqué y para qué de la r::1anifestación del poder estatal. 

Sin embargo, la sola existencia de esta esfera de competencia no es suficiente para la 

expresión del poder público. También se necesita la pru.ticipación de una persona física que externe la 

voluntad del Estado, para que al ejecer la competencia que le es atribuida, su actuación se manifieste como 

expresión del órgano del que forma parte, de tal manera que sea el propio órgano el que actúe a través del 

individuo. 

. . 
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Dice al respecto Rafael ~ielsa que "la realización de los fines d'I Estado no se conciben sin 

la actividad física de personas que son en 'sentido lato, sus agentes, los cuales, según el carácter jurídico de la 

actividad y la naturaleza del vinculo que lqs une al Estado, se dividen en fü~cionarios y empleados".' 

De lo anterior desprendemos la existencia de dos elementQs tol)1o partes esenciales de ur.a . . 
unidad: la competencia y las personas fisi~as, ya que la sola esfera de competencia, además de los edificios, 

inmobiliario y el equipo, sólo construirían una estructura innanimadá e im;xpresiva, y por lo tant;?, 
' ¡ : 

instrascendente, y por otra parte, la sola actuación de la persona füica, sin atribuciones legales ;o 
' 1 ' : 

reglamentarias, sería la expresión de un individuo más de la población y no la actuación del poder del Estado. 

Del uso, la costumbre y el texto legal, derivamos distintas denominaciones con las cuales se 

identifica al Trabajador al Servicio del Estado, distinguiéndose las que a continuación se citan: 

En primer término y de forma muy generalizada, la palabra burócrata derivando de la raíz 

"bureau" que significa escritorio y "cratos" que significa poder, da la idea de que el burócrata es aquella 

persona que tiene el poder detrás del escritorio. 

Al trabajador, bajo nuestra personal opinión, lo podemos concebir como la persona, obrero, 

jornalero, empleado, que desarrolla una determinada actividad material o intelectual, o bien de ambas formas, 

con un propósito económico o social que implica la prestación personal y subordinada de un servicio a 

cambio de un salario ó remuneración. 

Definido el término del cual nos ocupamos, podemos agregar para su mejor comprensión, lo 

que nos dice el maestro Rubinstein J. Santiago, en su obra denominada Diccionario de Derecho del Trabajo y 

de la Seguridad Social, Editorial Depalma. Buenos Aires, Argentina, 1983, pág. 311 al respecto, en el sentido 

de asegurar que un empleado público se caracteriza entre otros aspectos por los siguientes: 

1.- Por no tener atribución especial designada en la Ley. 

2.- Sólo colabora en la realización de la Función pública por éstas circunstancias: 

a) Por su incorporación voluntaria a la organización púlillca; 

b) Por no participar en la formación o ejecución de Ja voluntad pública, por no tener carácter 

representativo; 

' BIELSA, Rafael. Principios de Derecho Administrativo. Edit. Depa!m~'. Buenos Aires, Argentina. 1966. 
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e) Por hacer de la función pública y su ejercicio, el me.dio habitual de vida, su actividad 

fundamental y su carrera; 

d) Siempre es retribuido: 

e) Por tener carácter con¡ractual su relación con el Estado, conforme al~ tesis de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación ya expuesta. 

Al empleado lo concebimos como la persona que realiza funciones de cualquier tipo para 

una empresa o el gobierno. 

Y al funcionario como el empleado del Estado que desempeña funciones públicas, con 

cierta jerarquía y autoridad derivadas de algún texto legal. 

Del universo de personas que el Estado emplea se han pretendido agrupar aquellas que por 

características comunes se encuentran sujetas a un régimen particular d~ empleados o funcionario públicos, 

excluyendo a quienes de manera eventual o accidental le prestan servicio en períodos electorales, censales o . . 

en cumplimiento a mandatos legales impuestos en ejercicio del· pode; .. de imperio como cargas públicas; 

haciéndose más usuales los términos empleados y funcionarios públicos, sobre los que algunos autores hacen 

varias distinciones. 

Guillermo Haro dice que "funcionario es el que esta· proveído de imperium, esto es, de 

poderes propios a la función que desempeña, como la facultad de ordenar y decidir, caracterizándose por 

expresar y participar en la formación y ejecución de la voluntad estatal, diciendo y llevando a cabo sus 

determinaciones por su carácter representativo al participar en los actos públicos, por no recibir en algunas 

legislaciones, una retribución y por ejecutar las disposiciones legales especiales de su investidura". 13 

Para García Oviedo y Martínez Useros, ''es funcionario todo el que se incorpora 

voluntariamente al organismo del Estado; el empleado es quien se incorpora al organismo estatal, haciendo .. 
del ejercicio de la función encomendada el objeto primordial de sus actividades y de su vida .... El empleado 

es únicamente aquél funcionario que hace de la función su medio habitual de'yida, su carrera". 14 

pág. 464 
13 HARO, Guillermo. La Reforma de la Función Pública en Méxfoo. Instituto de Administración Pública. 
Madrid, España. 1946. pág. 206 
1
' GARCIA OVJEDO Y MARTINEZ USEROS. Ob cit. pág. 312 
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Mientras que el "funcionario está vinculado al Est¡¡do poi un cargo representativo de éste y 

el empleado por una vinculación interna" 'i , opina Rafael Bielsa. 

"En sentido amplio funcionario público ·es toda persopa incorporada a la Administración 

Pública por una relación de servicios prdfe~ionales y retribuidos, regulad.9s, por el Derecho Administrativo, y 

en sentido estricto son funcionarios públicos, sólo aquéllos en que concurran las caracteristicas qe 

incorporación, profesionalidad, retribución y sometimiento al Derecho Administrativo" 16 
, indica. Entrena 

Cuesta. 

Señala Dromi que "ni la permanencia, ni la profesionalidad o la retribución, sirven para 

caracterizar al empleado público, y sólo podemos atenemos a la descripción que la norma positiva haga del 

individuo sujeto a ese régimen para aplicarle las normas correspondientes" .17 

Para la subjetiva opinión de Luis Huinberto Delgadillo Gutiérrez, "es indistinto el uso de las 

expresiones empleado público y funcionario público, para identificar a todos los trabajadores que de alguna 

manera pennanente y regular, mantienen una relación de servicios con el Estw.6'."18 

Debiéndose de destacar -nos señala-, cuatro notas características de los empleados públicos: 

su incorporación, la regularidad de la relación, su retribución y el sometimiento al derecho administrativo. 

La incorporación se entiéndo como el acto por el cual la persona fisica es asimilada al 

órgano público. Mediante éste acto el sujeto se confunde con el propio órgano, pasando a formar parte de él, 

de tal forma que los actos que realiza le son atribuidos al Estado, como consecuencia de la figura jurídica de 

la imputación. 

La incorporación es el efecto del acto que la doctrina denomina investidura, es decir, el 

otorgamiento de una envoltura especial en favor de una persona, a fin de que pueda llevar a cabo el ejercicio 

de una competencia, en el que se identifican dos fases: la designación y la toma de posesión. 

La primera tiene lugar, normalmente mediante un acto de designación (electiva o no), 

aunque puede deberse a un hecho puramente fisico o incluso a una designaci6n para un órgano distinto cuya 

titularidad va unida a la de otro, sin que para ésta última se requiera un nombramiento específico. 

15 BIELSA, Rafael. Ob cit. pág. 467 
16 ENTRENA CUESTA. Ob cit. pág. 55 
17 DROMI, José Roberto. Instituciones de Derecho Administrativo. Edit. Astea. Buenos Aires, Argentina. 
1983. pág. 268 

18 DELGADILLO GUTIERREZ, Luis Humberto. El Sistema de Responsabilidades de los Servidores 
Públicos. Edil. Porrúa. México. 1996. pág. 69 
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La segunda fase de la investidura marca el momento de la a>unción efectiva de ses 

funciones por parte del titular y el comieµzo del desarrollo de las mismai:, entre nosotros recibe el nombre 

tradicional de toma de posesión. 

Por regulación de la relación entendemos que parte del h''cho de que se trata de empleadc¡s 

que se incorporan al servicio público con una idea de permanencia, como un modo de vida, como una 

ocupación habitual, lo que excluye aquellas relaciones que desde su origen se plantean con el carácter de 

eventuales, o para una obra y servicios limitados en el tiempo; pudiendo identificar como empleados públicos 

a las personas incluidas en el padrón de personal al servicio del Estado, ya que él supone la permanencia de 

la relación. 

Dentro del ámbito de la retribución tenemos que el desempeño de la función pública está 

identificada con el servidor público como un medio de vida de determinado tipo de personas que hacen de su . 
actividad laboral un medio para subsistir, cuando mends preferentemente, ·¡ior lo que se incluyen en el 

presupuesto de egre~os. 

El sometimiento al Derecho Administrativo nos obliga a tener presente que la regulación de 

la actividad del elemento subjetivo del órgano implica la sujeción a las nonnas que establecen la existencia y 

funcionamiento del órgano, por lo que, indepencjíentemente de su relación laboral y de sus condiciones 

particulares que al respecto presente, su actividad es materia del Derecho Administrativo. 

Lo anterior ha dado lugar a que se manifieste que ni la profesionalidad ni la permanencia en 

el cargo sirven para determinar la calidad de empleado público, (funcionarios), ya que tanto el personal 

político como el obrero, hacen de su actividad su ocupación profesional, que realizan de manera permanente, 

por lo que será necesario acudir en cada caso en particular, a lo que expresamente establezca cada una de las 

leyes que lo regula. 

Sin embargo con el término 'empleado público' se identifica al trabajador de la 

Administración Pública Centralizada, generalmente conocido como burócrata, cuya incorporación se produce 

en la mayoría de los casos mediante el nombramiento; se diferencía a los 'funcionarías', como aquellos 

empleados que tienen específicamente atribuidas sus funciones en las normas legales, con facultades de 

decisión y dirección, de tal forma que son la vía a través de la cual se exterioriza la voluntad del órgano. 

Por tanto, desde el punto de vista laboral, el término más amplio es el de 'trabajador del 

Estado' ya que implica a toda persona sujeta a una relación laboral; luego tenemos al 'empleado público' que 

se circunscribe al trabajador de la Administració'.' Pública Centralizada; y, finalmente al 'funcionario público' 

diferenciado por atributos particulares que derivan de su condición jurídica'". 
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Don Gabino Fraga señal~ que compartiendo la opinión d1i Bielsa, debemos de concebir al 
. ' 

funcioanrio, tomando en cuenta los elementos constitucionales que se derivan del artículo 108, como "todou 
: ' ' ¡ 

los funcionarios tienen carácter representativo que los coloca como inte1mediarios entre el Estado y los 
. . ' 

particulares, en tanto que existen indud~blemente al lado de ellos todp el conjuntq de agentes de li.1 
1 • • 1 

Administración que sólo guardan la relación intema con el servicio; necesaria para auxiliar a lo~ 

representantes en el ejercicio de sus facultades." 19 

El concepto de funcionario, es una noción que se encuentra actualmente en franca 

evolución, no es un concepto estático e inmóvil dentro del derecho, sino que tiene un especial dinamismo que 

hace posible el que hoy exista una diversidad de criterios al respecto. El funcionario tuvo en la antigüedad un 

carácter sacerdotal y guerrero, aún en las denominadas democracias, como la República Griega, donde la 

respuesta del dado, de la piedra preciosa y de la urna utilizada para elegirlo, se consideró como Ja más segura 

manifestación de la voluntad divina. 

En la Edad Media, se acentúa el carácter militar del funcionario, teniendo el cargo la 

condición de accesorio del feudo y por lo tanto, al ser parte de su patrimonio, es susceptible de herencia. 

Todos los funcionarios están al servicio del Estad9, lo que se manifiesta de una manera material y sensible. Es 

el Estado quien los paga y el funcionario tiene un carácter permanente en el desempeño de sus funciones. 

La doctrina nacional y foránea utilizan las denominaciones empleado y funcionario, 

entendiendo por funcionarios a aquellos que tienen derecho de mando; de iniciativa y de decisión, y que 

ocupan, en consecuencia, los grados más elevados de la jerarquía, y por empleado aquellos que atienden a la 

preparación y ejecución de las decisiones emanadas de una autoridad superior y que por ello se encuentra en 

el grado más bajo de Ja escala jerárquica. 

Como parte primordial del tema a estudio encontrarnos el texto legal conformado por 

ordenamientos específicos como lo son la Ley Federal de Trabajadores al Servicio del Estado, la Ley Federal 

de Responsabilidades de los Servidores Públicos y la Ley del Instituto d~ Seguridad y Servicio> Sociales de 

los Trabajadores al Servicio del Estado principalmente, los cuales encontrando su fundamento en la Carta 

Magna, se hacen cargo de clasificar de la manera indicada a continuación, a los que genéricamente podemos 

denominar trabajadores al servicio del estado. 

Dichos Trabajadores al Servicio dt;I Estado, mediante lo dispuesto en la Ley Federal del 
'r 

mismo nombre son concebidos como toda persona11q~e preste un servicio físico, intelectual o de ambos 

géneros, en virtud de nombramiento expedido o p~r figurar en las listas de raya de los trabajadores 

19 FRAGA MAGAÑA, Gabino. Ob cit. pág. 61 

. \ji 

'~ 

12 



temporales, nos indica el artículo 3; mismo que relacionado con el numeral lº del mismo ordenamiento legal, 

encargado de darnos a conocer el ámbito competencia! de éste, seftala que se trata de una ley de observancia 

general para los titulares y trabajadores de las dependencias de los Poderes· de la Unión, del Gobierno del 

Distrito Federal y de las Instituciones que a continuación se enumeran: Instituto de Seguridad y Servicies 

Sociales de los Trabajadores al Servicio del Estado, Juntas Federales de Mejoras Materiales, Instituto 

Nacional de la Vivienda, Lotería Nacional, Instituto Nacional de Protección a la Infancia, Instituto Nacional 

Indigenista, Comisión Nacional Bancaria y de Seguro~, Comisión Nacional de Valores, Comisión de Tarifas 

de Electricidad y Gas, Centro Materno-Infantil "MaxÍmino Avlla" Carrlacho" y Hospital Infantil, así como los 

otros organismos descentralizados, similares a los anteriores que tengan a su cargo función de servicios 

públicos. 

No obstante el amplio listado de las personas sujetas al ordenamiento legal en comento, la 

propia ley confonne a lo dispuesto en su articulo 8, se encarga de realizar la exclusión de los sujetos no 

afectos a la misma que son los trabajadores de confianza a que se refiere el artículo 5 que a continuación se 

citará, los miembros del Ejército y Annada Nacional con excepción del personal civil de las Secretarias de la 

Defensa Nacional y de Marina, el personal militarizado o que se militariza legalmente, los Miembros del 

Servicio Exterior Mexicano, el personal de vigilancia de los establecimientos penitenciarios, cárceles o 

galeras y aquellos que presten sus servicios mediante contrato civil o que sean sujetos al pago de honorarios . . , . 
El numeral 4 se encarga de real_izar una clasificación más detallada de los trabajadores al 

servicio del Estado, señalando que éstos se dividen en dos grupos: los de confianza y los de base. 

Art. 5~- Los trabajadores de confianza son: 

1.- Los que integran la planta de la Presidencia de la República y aquellos cuyo 

nombramiento o ejercicio requiere la aprobación expresa del Presidente de la República. 

II.- En el Poder Ejecutivo, los de las dependencias y de las entidades comprendidas dentro 

del régimen del Apartado "B" del artículo 123 Constitucional, que desempeñen funciones que confonne a los 

catálogos a que alude el artículo 20 de la ley en mención sean de: 

a) Dirección, como consecuencia del ejercicio de sus atribuciones legales, que de manera 

pennanente y general le confieren la representatividad e implican poáer de la decisión 

en el ejercicio del mando a nivel de directores generales, directores de área, adjuntos, 

sub-directores y jefes de departamento. 
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b) Inspección, vigilancia y fiscalización, exclusivamente a nivel de las jefaturas y sub­

jefaturas, cuando estén consider~dos en el presupuesto de la dependencia o entidad de 

que se trate, así como el personal técnico que en forma exclusiva y pennanente esté 

desempeñando tales funciones ocupando puestos que a la fecha son de confianza. 

c) Manejo de fondos o valores, cuando se implique la factiltad legal de disponer de éstos, 

determinando su aplicación o destino. El personal de apoyo queda excluido. 

d) Auditoría: a nivel de auditores y sub-auditores generales, así como del personal técnico 

que en forma exclusiva y permanente desempef\e tales funciones, siempre que 

presupuestalmente dependa de las Contralorías o de las Areas de Auditoría. 

e) Control directo de adquisiciones cuando tengan la representación de la dependencia o 

entidad de que se trata con facultades para tomar decisiones sobre las adquisiciones y 

compras, así como el personal encargado de apoyar con elementos técnicos éstas 

decisiones y que ocupe puestos presupuestalmente considerados en éstas áreas de las 

dependencias y entidades con tales características. 

f) En almacenes e inventarios) el responsable de autorizar el ingreso o salida de bienes o 

valores y su destino o la baja y alta de inventarios. 

g) Investigación Científica, siempre que implique facultades Pª'ª determinar el sentido y 

la forma de la investigación que se le lleve a· cabo. 

h) Asesoría o Consultoría, únicamente cuando se proporcione a los siguientes servidores 

públicos superiores: ·secretar!º• Sub-secretario, Oficial Mayor, Coordinador General y 

Director General en las dependencias del Gobierno Federal o sus equivalentes en las 

Entidades. 
~ 

i) El personal adscrito presupuestalmente a las Secretarías particulares o Ayudantías. 

j) Los Secretarios Particulares de: Secretarios, Sub-secretario, Oficial Mayor y Director 

General de las dependencias del Ejecutivo Federal o sus equivalentes en las entidades, 

así como los destin~dos presupuestalmente al servicio de los funcionarios a que se 

refiere la fracción l de este artículo. 

k) Los Agentes del Ministerio Público Federal y del Distrito Federal. 

1) Los Agentes de las Policías Judiciales y los Miembros de las Policías Preventivas. 

Han de considerarse de base también, todas las categorías que con aquella clasificación 

consigne el Catálogo de Empleos de la Federación, para e personal docente de la Secretaria de Educación 

Pública. 

III.- En el Poder Legislativo: en la Cámara de Diputados: el Oficial Mayor, el Director 

General de Departamentos y Oficinas, el Tesorero General, los Cajeros de la Tesorería, el Director General de 

Administración, el Oficial Mayor de la Gran Comisión, el Director Industrial de la Imprenta y 

Encuadernación y el Director de la Biblioteca del Congreso. 
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En la Contaduría Mayor de Hacienda: el Contador y el Sub-contador Mayor, los Directore:; 

y Sub-directores, los Jefes de Departamento, los Auditores, los Asesores y jos Secretarios Paiticulares de lo; 

funcionarios mencionados. . .. 
IV.- En el Poder Judicial; Los Secretarios de los Ministro? de la Supren;ia Corte de Justici¡1 

de la Nación y en el Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal, los S•¡cretarios del Tribunal Pleno y d\l 

las Salas. · 

Por su parte, señala e\ artículo 6, que son trabajadores de confianza: 

Todos aquéllos no incluidos en la numeración del artículo 5 antes citada, y que por ello 

serán inamovibles, ·excluyéndose de dicha inamovilidad, a los de nuevo ingreso, hasta después de 

transcurridos seis meses de servicios sin nota desfavorable en su expediente. 

Abordando al segundo de los ordenamientos legales mencionados, en forma particular la 

Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores al Servicio de\ Estado dice en su 

artículo 1 º, que dicha ley es de orden público, de interés social y de observancia en toda la República, 

aplicándose a: 

/ 

L- A los trabajadores al servicio civil de las dependencias y de las entidades de la 

Administración Pública Federal que por ley o por acuerdo del Ejecutivo Federal se incorporen a su régimen, 

así como a los pensionistas y a los familiares derechohabientes de unos u otros; 

II.- A las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal y de los Poderes de 

la Unión a que se refiere esta ley; 

lII.- A las dependencias y entidades de la Administración Pública en los estados y 

municipios y a sus trabajadores en los términos de los convenios que :1 Instituto celebre deacuerdo con ésta 

ley, y las disposiciones de las demás legislaturas locales; 

IV.- A los Diputados y Senadores que durante su mandato constitucional se incorporen 

individual y voluntariamente al régimen de ésta ley, y 

V. - A las agrupaciones o entidades que en virtud ·de acuerdo de la Junta Directiva se 

incorporen al régimen de esta ley. 
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En tanto, la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos, con fundamento 

en lo dispuesto por la fracción 1 de su artipulo 1° en relación con el artículo 2, señala~ que los sujetos di: 

responsabilidad en el servicio público son los sujetos mencionados en el primero y tercer párrafo del articule¡ 

108 Constitucional, y todas aquellas personas que manejen o apliquen recurso económicos federales, a saber:; 

· Art. 108.- Para los efectos de las responsabilidad a que alude éste título se reputarán coro<; 

servidores públicos a los representantes de elección popular, a los miembros de los poderes judicial federal y 

judicial del Distrito Federal, a los funcionarios y empleados y, en general a toda persona que desempeñe un 

empleo, cargo o comisión de cualquier naturale2a en la Administración Pública Federal o en el Distrito 

Federal, quienes serán responsables por los actos u omisiones en·que incurran en el desempeño de sus 

respectivas funciones. 

El Presidente de la República, dur'!"te el tiempo de su encargo, sólo podrá ser acusado por 

traición a la patria y delitos graves del orden común. 
.) 

Los gobernantes de los Estados, los d!plhados a las legislaturas locales y los Magistrados de 

los Tribunales Superiores de justicia loéales, serán responsables por vio1aciones a ésta Constitución y a las 

leyes federales, así como por el manejo indebido de fondos y recursos federales . . .. 
La Constitución de los Estados }e la República precisarán, en los mismos términos del 

primer párrafo de éste artículo, y para los efectos de sus responsabilidad, el carácter de servidores públicos de 

quienes desempeñen empleo, cargo o comisión en los Estados o Municipios. 

Es de ésta forma como son concebidos e incluso clasificados los trabajadores al servicio del 

Estado, que denominados de una u otra forma, sujet9s a determinado ordenamiento legal e identificados por 

medio de cualquiera de las concepciones precisadas. hacen posible el actuar físico del Estado en si, dejando 

en la mayoría de los casos, sus mejores años y la vida entera en la Institución donde se desempeñan como 

trabajadores. 

4.- DERECHOS Y DEBERES DE LOS EMPLEADOS Y FUNCIONARIOS PUBLICOS. 

Iniciamos precisando antes que todo, lo que significa una relación jurídica, entendiendo por 

ésta el vinculo que une a dos o más sujetos de derecho y por el cual uno de ellos (acredor), titular de un 

derecho subjetivo, puede exigir del otro (deudor), el cumplimiento de una obligación. 

Esta idea llevada al campo del Derecho Administrativo, constituye el origen de lo que se 

conoce como relación jurídico-administrativa que se entiende como la relación jurídica que tiene lugar con el 
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surgimiento del Estado de derecho, con el cual se ttansforma al individuo de un sujeto de poder, a un sujeto 

de derecho, al someter al derecho la actua~iÓn del Estado, protegiendo los .derechos subjetivos tanto de los 

empleados estatales que hacen posible la existencia y actuación de éste, como la de los gobernados. , 

La relación toma el noinbre de jurídico-administrativa por e) 'sólo'. hecho de ser la 

Administración Pública uno de los sujetos creados de ella, desprendiéi1dose una serie de derechos y 

obligaciones o deberes para ambas parte, al igual que de toda relación, pero reguladas éstas por el derecho 

administrativo, por razones obvias. 

Hablamos ya de la presencia de dos tipos de sujetos, uno de ellos activo y el otro pasivo; 

aún cuando predomina la idea de caracterizar a la Admlu,iistración Pública como el sujeto activo y al empleado 

y/o gobernado como el pasivo, debemos de aclarar que tiUlto los derechos ,c;omo los deberes a que se dieran 

lugar, serían compartidos por cada uno de ellos, existiendo en forma reciproca. , 

Pudiendo ser tan variados y numerosos, los derechos y las obligaciones de los empleados 

públicos, tema a desarrollar en éstos renglones, lo cual nos colocaría quizá, en una narración casi 

interminable, que hemos optado por precisar y analizar aquéllos que a nuestro parecer son los más 

importantes, dejando claro que se hará, sólo en cuanto ataíle a los empleados y no así al Estado, de los que no 

sólo tenemos alguna idea, si no hemos vivido y experimentado en terceros o en 'carne propia'. 

Dentro del ámbito de los deberes, debemos de considerar que el desempeño de la función no 

consiste en una serie de prestaciones particulares, sino que se resume a la obligación genérica de realizar 

dentro de la Administración la actividad que le es exigida conforme al texto legal en sentido lato, sin 

embargo, es factible hacer un listado de los que no deben mandarse nunca al baúl de los recuerdos. 

Los derechos como el anverso de la moneda, debemos de entenderlos primeramente como 

todas y cada una de las posibilidades, pequeñas o grandes, con que cuentan única y exclusivamente los 

empleados estatales, de exigir y hacer cumplir lo que el simple hecho de ser humanos les otorga, es decir, la 

derivación de su condición de personas físicas, trabajadores como cualesquiera otros, necesitados de cumplir 

satisfacciones y necesidades mínimas para su supervivencia y desarrollo pleno dentro de la vida, aspectos 

exigibles al ente llamado Estado, a través de la propia Administración Pública por la cual se organiza y 

cumple con sus objetivos y fines. 

Las normas que regulan a la propia función pública, ya sea que se trate de Leyes para 

Instituciones especificas, para la regulación de la Seguridad Social, decretos y toda de expresión de la ley, 

incluyen en su texto con mayor o menor precisión, los derechos y las obligaciones de los servidores del 

Estado, y en casos excepcionales sólo al no contemplarse en el ordenamiento especifico, a saber la Ley 

Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos, las responsabilidades de los mismos, teniendo 
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.... 

también base constitucional, en el tex\o del articulo 108 que dentro del Titulo Cuarto, De la~ 

responsabilidades de los servidores públicos, es la pauta para el buen fuúcionamiento de los agentes de¡ 

Estado. 

Siendo posible lo anterior, gracias a la piedra angular de toda expresión de la normajuridica 
' ' ' 

en nuestro país, la carta Fundamental, · la Constitución Política de lps Estados Unidos Mexicanos: 
¡ : 

Contemplándose en ésta desde su propuesta como iniciativa ante el Congreso Constituyente de 1917 y ~ 

' consecuencia directa de los movimientos revolucionarios iniciados años antes en nuestro país, hasta el textc1 

que rige nuestra vida como mexicanos hoy en día, la previsión social, medio para proteger o ayudar a los más 

débiles, hecho que trae aparejado el surgimiento de las condiciones elementales bajo las cuales todo ser 

humano debe desempeñar un trabajo determinado; surgiendo así el articulo 123 que dirigido a éstas dos ideas 

fundamentales, es el punto de partida para la creación de las dos leyes reglamer.tarias vigentes en materia 

laboral: la Ley Federal del Trabajo, con objeto de regular el apartado A del numeral en cita ("dirigido a los 

obreros, jornaleros, empleados, domésticos, artesanos, y de una manera todo Contrato de trabajo") y la Ley 

Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado. Reglamentaria del apartado B del artículo 123 

Constitucional, (para regular el trabajo realizado "entre los Poderes de la Unión, el Gobierno del Distrito 

Federal y sus trabajadores"), sobre la cual pondremos especial atención a lo largo de toda nuestra 

investigación. 

De ésta manera, es desde el propio texto de la Constitución, donde podemos encontrar los 
/ 

derechos y deberes fundamentales de los trabajadores al servicio del Estado, texto que consideramos 

necesario transcribir en nuestro trabajo. 

"Art. 123.- Toda persona tiene derecho al trabajo digno y socialmente útil; a efecto, se 

promoverán la creación de empleos y la organización social para el trabajo, conforme a la ley. 

El Congreso de la Unión, sin contravenir a las bases siguientes, deberá expedir leyes sobre 

el trabajo, las cuales regirán: 

B.- Entre los Poderes de la Unión, el Gobierno del Distrito Federal y sus trabl\jadores: 

1.- La jornada máxima de trabajo diurna y nocturna será de ocho horas, respectivamente. Las 

que excedan serán extraordinarias y se pagarán con un cierto por ciento más de la remuneración fijada para el 

servicio ordinario. En ningún caso el trabajo extraordinario podrá exceder de tres horas diarias ni de tres veces 

consecutivas; 

II.- Por cada seis días de trabaj~ disfrutará el trabajador ·de un día de descanso, cuando 

menos, con goce de salario íntegro; 
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1!1.- Los trabajadores gozarán de ·vacaciones, que nunca serán menores de veinte días al 

año; 

IV.- Los salarios serán fij~dos en los presupuestos respectivos, sin que su cuantía pueda ser 

disminuida durante la vigencia de éstos. 

En ningún caso los salarios podrán ser inferiores al mínimo para los trabajadores en general 
' : ' ' 

en el Distrito Federal y en las Entidades de la República; 

V.- A trabajo igual corresponderá salario igual, sin tener en cuenta el sexo; 

VI.- Sólo podrán hacerse retenciones, descuentos, deducciones o embargos al salario, en los 

casos previstos en la~fleyes; 

v¡r.- La designación del personal se hará mediante sistemas que permitan apreciar los 

conocimientos y aptitudes de los aspirantes. El Estado organizará escuelas de Administración Pública; 

VIII.- Los trabajadores gozarán de derechos de escalafón a fin de que los ascensos se 

otorguen en función de los conocimientos, aptitudes y antigüedad. En igualdad de condiciones, tendrá 

prioridad quien represente la única fuente de ingreso en su familia; 
~ 

IX.- Los trabajadores sólo podrán ser suspendidos o cesados por causa justificada, en los 

términos que fije la ley. 

. . 
En caso de separación injustificada tendrán derecho a optar por la reinstalación en su trabajo 

' 
o por la indemnización correspondiente, previo el procedimiento legal .. En los casos de supresión de plazas, 

los trabajadores afectados tendrán derecho a que se les otorgue otra equivalente a la suprimida o a la 

indemnización de ley; 

X.- Los trabajadores tendrán el derecho de asociarse para la defensa de sus intereses 

comunes. Podrán, asimismo, hacer uso del derecho de huelga, previo el cumplimiento de los requisitos que 

determine la ley, respecto de una o varias dependencias de los Poderes Públicos, cuando se violen de manera 

general y sistemática los derechos que éste artículo les consagra; 

XI.- La seguridad social se organizará conforme a las siguientes bases mínimas: 

a) Cubrirá Jos accidentes y enfermedades profesionales, las enfermedades no profesionales y 

maternidad, y la jubilación, la invalidez, vejez y mu~; • • i ·,B;,- 19 



b) En caso de accidente o enfermedad, se conservará el derecho al trabajo por el tiempo que 

determine la ley; 

c) Las mujeres durante el embarazo no realizarán trabajos que exijan un esfuerzo 

considerable que signifiquen un peligro pan¡ su salud en relación con la gestipn; 

Gozarán forzosamente de un mes de descanso antes de la fecha fijada aproximadamente 

para el parto y de otros dos después del mismo, debiendo percibir su salario íntegro y conservar su empleo y 

los derechos que hubiere adquirido por la relación de trabajo. En el período de lactancia tendrán dos 

descansos extraordinarios por día, de media hora cada uno, para alimentara sus hijos. Además, disfrutarán de 

asistencia médica y obstétrica, de medicinas, de ayudas para lactancia y d~ servicio de guarderías infantiles; 

d) Los familiares de los trabajadores tendrán derech¿ a asistencia médica y medicinas, en 

los casos y en la proporción que determine la ley; 

e) Se establecerán centros para vacaciones y para recuperación, así como tiendas 

económicas para beneficio de los trabajadores y sus familiares; 

f) Se proporcionarán a los trabajadores habitaciones baratas, en arrendamiento o venta, 

conforme a los programas previamente probados. Además, el Estado mediante las aportaciones que haga, 
/ 

establecerá un Fondo Nacional para la Vivienda a fin de constituir depósitos en favor de dichos trabajadores y 

establecer un sistema de financiamiento que permita otorgar a éstos crédito barato y suficiente para que 

adquieran en propiedad habitaciones cómodas e higiénicas, o bien para construirlas, repararlas, mejorarlas o 
1 

pagar pasivos adquiridos por éstos conceptos. • ·. 

Las aportaciones que se hagan a dicho fondo serán enteradas al organismo encargado de la 

seguridad social regulándose en su ley y en ia que corresponda, la forma y el procedimiento conforme a los 

cuales se administrará el citado fondo y se otorgarán y adjudicarán los créditos respectivos; 

Xll.- Los conflictos individuales, colectivos o ínter-sindicales serán sometidos a un Tribunal 

Federal de Conciliación y Arbitraje integrado según lo prevenido en la ley reglamentaria. 

Los conflictos entre el Poder Judicial de la Federación y sus servidores, serán resueltos por 

el pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; 

XIII.- Los militares, marinos y miembros de los cuerpos de seguridad pública, así como el 

personal de servicio exterior~ se regirán por sus propias leyes. 
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El Estado proporcionará a los miembros en el activo del ejército, fuerza aérea y armada, las 

prestaciones a que se refiere el inciso f) de la fracción ;x1 de éste apartado, e11 términos similares y a través del 

organismo encargado de la seguridad social de los cóin¡Íonente de dichas insiituciones; y 

XIII bis.- El Banco Centr~l y las entidades de la Administración Pública Federal que formen 

parte del sistema bancario mexicano regirán sus relaciones laborales con sll~ trabajadores por lo dispuesto en 

el presente apartado; 

XIV.- La ley determinará los cargos que serán considerados de confianza. Las personas que 

los desempeñen disfrutarán de las medidas de protección al salario y gozarán de los beneficios de la seguridad 

social". 

Por su parte, la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado, en su Titulo 

Segundo referente a los Derechos y Obligaciones de los trabajadores y de los titulares, Capitulo Uno, artículos 

12 al 46 bis, reiterando lo dispuesto a través del apartado B del articulo 123 Constitucional, señalando a 

manera de ejemplo: 

"Art. 12.- Los trabajadores prestarán sus servicios en virtud de nombramiento expedido por 

el funcionario facultado para extenderlo o por estar incluidos en la lista de raya de trabajadores temporales, 

para obra determinada o por tiempo fijo." 

"Art. 13.- Los menores de edad que tengan más de 16 afios tendrán capacidad legal para 

prestar servicios, percibir el sueldo correspondiente y ejercitar las acciones derivadas de la presente ley." 

"Art. 14.- Serán condiciones nulas y no obligarán a los trabajadores, aún cuando las 

admitieren expresamente, las que estipulen; 

l.- Una jornada mayor de la permitida por ésta ley; 

!l.- Las labores peligrosas o insalubres o nocturnas para menores de 16 años; 

III.- Una jornada inhumana por lo notoriamente excesiva o peligrosa para el trabajador, o 

para la salud de la trabajadora embarazada o el producto de la concepción; 

IV.- Un salario inferior al mínimo establecido para los trabajadores en general, en el lugar 

donde se presenten los servicios, y 
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V.- Un plazo mayor de 15 días para el pago de sus sueldos y demás prestaciones 

económicas." 

"Art. 15.- Los nombramientos deberán contener: 

I.~ Nombre, nacionalidad, edad, sexo, estado civil y domicilio; 

Il.- Los servicios que deban prestarse, los que se detem1inarán con la mayor precisión 

posible; 

III.- El carácter de nombramiento: definitivo, interino, provisional, por tiempo fijo o por 

obra determinada. 

IV.- La duración de lajomada de trabajo. 

V.- El sueldo y demás prestaciones que habrá de percibir el trabajador, y 

VI.- El lugar en que presta sus servicios." 

"Art. 16.- Cuando un trabajador ;;ea trasladado de una población a otra, la dependencia en 

que preste sus servicios dará a conocer previamente al trabajador las causas de traslado y tendrá la obligación 

de sufragar los gastos de viaje y menaje de casa, excepto cuando el traslado se hubiere solicitado por el 

trabajador. 

Sí el traslado es por período mayor de 6 meses, el trabajador tendrá derecho a que se le 

cubran previamente los gastos que origine el transporte de menaje de casa indM;pensable para la instalación de 

su cónyuge y de sus familiares en linea recta ascendentes o descendentes, o colaterales en segundo grado, 

siempre que estén bajo su dependencia económica, asimismo, tendrá derecho a que se le curan los gastos de 

traslado de su cónyuge y parientes mencionados en éste párrafo, salv~t¡U<l'el traslado se debaa solicitud del 

propio trabajador. 

Solamente se podrá ordenar el traslado de un trabajador por las siguientes causas: 

I.- Por organización o necesidad del servicio debidamente justificados. 

ll.- Por desaparición del centro de trabajo; 

III.- Por permuta debidamente autorizada, y 
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IV.- Por fallo del tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje." 

"Art. 18.- El nombramient9 aceptado obliga a cumplir con los deberes inherentes al mismo 

y a las consecuencias que sean confonne a la ley, 1 uso y a la buena fé''. 

"Art. I 9 .- En ningún caso el cambio de funcionarios de una dependencia podrá afectar el 

derecho de los trabajadores". 

"Art. 20.- Los trabajadores de los Poderes de la Unión y del gobierno del Distrito Federal, se 

clasificarán confonne a lo señalado por el catálogo general de puestos del gobierno federal. Los trabajadores 

de las entidades cometidas al régimen de ésta ley, se clasificarán conforme a sus propios catálogos que 

establezcan dentro de su régimen interno, en la fonnulación, aplicación y actualización de los catálogos de 

puestos, participará conjuntamente los particulares o sus representantes de las dependencias y de Jos 

sindicatos respectivos". 

Como principales obligaciones, tenemos las señaladas Jlilr el artículo 44 que a Ja letra dice: 

"Art 44.- Son obligaciones de los trabajadores: 

1.- Desempeñar sus labores con Ja intensidad, cuidado·y esmero apropiados, sujetándose a la 

dirección de sus jefes y a las leyes y reglamentos respectivos; 

II.- Observar buenas costumbres dentro del servicio; 

Ill.- Cumplir con las obligaciones que les impongan las condiciones generales de trabajo; 

IV.- Guardar reserva de Jos asuntos;que lleguen a su conocimiento con motivo de su trabajo; 

V.- Evitar Ja ejecución de actos que pongan en peligro su seguridad y la de sus compañeros; 

VI.- Asistir puntualmente a sus labores; 

VII.- No hacer propaganda de ninguna clase dentro de los edificas o Jugares de trabajo, y 

VIII.- Asistir a los institutos de capacitación para mejorar su preparación y eficiencia". 
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No debiendo perder de vist~ que en la organización y desempeño de las funciones públicas, 

el interés público prevalece sobre el interés individual y, por consiguiente, l~ tutela a las ventajas personales 

del funcionario no podrá, estar en oposició,n al desempeño público del en\pleo del Estado, entonces, ésta 

deberá subordinarse al interés general del ser,vicio. 

Siendo necesario como en todo seguir un orden, hemos d~cidido fijar npestra atención en 

primer término, sobre los derechos de los empleados públicos o también conocidos, como ventajas personales 

de Jos funcionarios. 

Los derechos de los funcionarios pueden tener sus fuentes en la Constitución, en la ley o en 

Reglamentos, como ya vimos; según su origen tendrán diferente estabilidad y la discrecionalidad 

administrativa será más o menos restringida, por ello, la doctrina divide los derechos de los funcionarios en 

distintas categorías, empleando criterios de clasificación que aún cuando totalmente subjetivos, son 

coincidentes en la mayoría de los supuestos, considerando como sobresalientes las opiniones al respecto de 

los maestros Gabino Fraga Magaña y Alfonso Nava Negrete que al respecto rezan: 

El maestro Gabino Fraga nos dice que haciendo un listado de las diversas prerrogativas que 

pueden otorgarse al empleado, estarnos en condición d,e citar las siguientes: 

Previo a cualquier determinación, debe de exanlinarse si el funcionario y el empleado tienen 
/' 

derecho al cargo o empleo para el qu~ son designados, destacándosl' en el sistema legal mexicano tres 

categorías de disposiciones que nos auxiliarán en ésta tarea: 

1) Las que se encuentran de conformidad con el Poder Público para hacerse libremente las 

remociones que se consideren pertinentes, lo que involucra a los empleados de 

confianza; 

2) Atendiendo a todas las resoluciones en las cuales se fija un témlino para la duración del 

cargo, y 

3) Las que establecen la facultad de remoción sólo por causas especiales y de acuerdo con 

un procedimiento también esp~ial, para lo cual se obedecerá lo dispuesto por la Ley 

Federal de Trabajadores al Servicio del Estado que consagra entre otros derechos, la ,, 
inamovilidad de los trabajadores de base. . •.• 

1. Entrando en materia, citamos como primer derecho el del ascenso, concepto jurídico que 

comprende tanto la atribución de un empleo superior en la misma función, como \a atribución de un sueldo 

mayor dentro del mismo empleo. . . 
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2. El funcionario y el empleado gozan además, de ciertas v~ntajas materiales que el Estado . ' . 
les otorga, como son la remuneración que recibe en la mayoría de los casos el nombre de sueldo y que se fija 

unilateralmente por el Estado, sin que sea mqtivo de alteraciones por la vfa contractual. 

3. Una ventaja más es la ~yuda que se le da al trabajador ·en atención a circunstancias de 
' insalubridad o carestía de la vida en el lugar ponde presta sus servicios, que se denomina sobresueldo. 
1 . 

4. Existen también las compensaciones que se dan al funci<inario o empl~ado por los gastos 

de atenciones sociales que impone el rango, constituyéndose así los gastos de representación. 

5. Tenemos también las remuneraciones concedidas por trabajos en horas fuera de la jornada 

legal y que deben ser por el ciento por ciento más del salario asignado a las horas de jornada diaria. 

6. Atendiendo al nuevo régimen de .Prestaciones que con el carácter de obligatorias establece 

la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Social~s ·de los Trabajadores al Servicio del Estado, podemos 

desprender una serie de facultades de los trabajadores que a reserva de ser tratadas con mayor profundidad 

más adelante, citamos a continuación: 

a) Medicina preventiva, 

b) Seguro de Enfermedades y maternidad, 
/' 

c) Servicios de Rehabilitación Física y Mental, 

d) Seguro de riesgos del trabajo, 

e) Seguro de Jubilación, 

f) Seguro de retiro por edad y tiempo de servicios, 

g) Seguro de invalidez, 

h) Seguro por causa de muerte, 

i) Seguro de cesantía en edad avanzada, 

j) Indemnización global, 

k) Servicios de atención para el bienestar y desarrollo infantil, 

1) Servicio de Integración a jubilados y pensionados, 

m) Arrendamiento o venta de habitaciones económicas pertenecientes al Instiruto, 

n) Préstamos hipotecarios para la adquisición en propiedad de terrenos y/o casas, 

construcción, reparación, ampliación o mejoras de las mismas, así como para el pago de 

pasivos adquiridos por éstos conceptos, 

o) Préstamos de mediano plazo, 

p) Préstamos a corto plazo, 

q) Servicios que contribuyan a mejorar la calidad de vida del servidor público y familiares 

derechohabientes, 
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r) 

s) 

t) 

. . 
' Servicios turísticos, t'" •• 

Promociones culturales, de preparación técnica, fomente1 deportivo y recreación, 
' 

Servicios funerarios. 

7. Debemos de citar tambiér.t el derecho a formar y ser parte c!c un sindicatq. 

8.- Paralelo a lo anterior, surge el derecho a la huelga cons~grado como parte fundamental 

de la s garantías constitucionales regladas por el texto Constitucional. 

Dándole la palabra al maestro Nava Negrete, sefiala como derechos y una de las caras de la 

moneda denominada trabajo burocrático, lo siguiente: 

l. Derecho al cargo, que representa el derecho a que se le dé trabajo una vez que se le 

nombra trabajador al servicio del Estado, hablando de un derecho de naturaleza personal, no real, sin que sea 

un derecho que forme parte de su patrimonio, aspecto reclamable ante los Tribunales. 

2. Derecho al sueldo, como derecho constituciona4neitte consagrado por el artículo 

123, obligándonos a distinguir entre sueldo presupuesta\ o nominal y suell:lo neto o realmente recibido. El· 

primero es el que se prevé en el presupuesto de egresos de la Federación, donde cada Secretaría de Estado 

tiene asignadas partidas de sueldos según jerarquías o puestos, es un sueldo que se expresa en una cifra de 

pesos que no es el que se percibe pues a ésta se le restii. una serie de descuentos: impuesto sobre la renta, 

fondo de pensiones, servicios del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores al Servicio 

del Estado, cuota sindical si es trabajador de base, quedando el sueldo neto, el que recibe el burócrata cada 

quincena. 

3. Lo anterior conlleva la existencia de los sobresueldos, compensaciones y bonos, ya 

sea por conducto de tiempo extraordinario, trabajos especiales o un mayor nivel burocrático respectivamente. 

4. Derecho al ascenso, lo que significa subir a otros niveles jerárquicos-administativos 

y asimismo de orden presupuesta\, siguiéndose el sistema escalafonario al tratarse de un trabajador de base. 

5. Derecho a la seguridad social que comprende un grupo de derechos que integran la 

seguridad social del burócrata, en los que se encuentran amparados tanto los trabajadores de base como los de 

confianza, con el fin de asegurar que el trabajador viva plenamente bien y feliz, a través por ejemplo de 

seguros de vida, de enfermedades profesionales y no profesionales, de desempleo, jubilación, préstamos, 

vivienda, recreación y defunción, entre otros. 
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6. Derecho a fonnar ~indicato, consagrado para los trabajadores de base y concebido 

como el derecho de asociarse en un sindicato para la defensa de sus derechos laborales, pudiendo existir en 

principio sólo un sindicato por cada Secretaría o departamento de Estado, d9stacándose a éste respecto una 

reciente refonna en el sentido de poder ex~tir en fonna legal, el número de sindicatos que se constituyan 
i ¡ 

siguiendo las nonna preestablecidas para ello: 

7. Derecho de huelga, que para ser sinceros puede con~iderarse como una utopía. 

8. Derecho a defenderse en el Tribunal Burocrático, quedando excluidos los 

trabajadores de confianza, pero orillándonos al conocimiento del Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje 

de los Trabajadores del Estado. 

Citadas las dos opiniones anteriores, concluimos señalando como principales derechos de 

los trabajadores al servicio del Estado: 

DERECHOS DE LOS TRABAJADORES AL SERVICIO DEL ESTADO 

Derechos cuyo contenido no es Derechos de ' conJettldo Derechos de contenido 

exclusivo, ni predominantemente exclusivamente económico, exclusivamente económico, 

económico. simultáneo con la realización del simultáneo con la realización del -· 
servicio. sen'icio. 

1.- Derecho a la estabilidad 1. - Derecho al sueldo J.- Derecho a la Jubilación 

2.- Derecho a la carrera 2.- Derecho al complemento del 2.- Derecho a la pensión 

3.- Derecho a la licencia sueldo 

4.- Derecho de asociación 3.- Otras remuneraciones 

5.- Derecho de huelga 
1 

6. - Derecho a la libertad de opinión 

Precisando respecto de cada uno de ellos, el alcance que tienen. 

!) Derecho a la estabilidad- Se encuentra vinculado a éste el problema de los funcionarios 

inamovibles y amovibles. Reunidas ciertas condiciones, el ordenamiento positivo establece la innamovilidad 

del funcionario por lo que la pérdida de eshibilidad sólo se perderá en los supuestos queel ordenamiento 

jurídico ha previsto; así, los funcionarios que no reúnan éstas condiciones son amovibles. 
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El derecho a la estabilidad no es un derecho natural i.nher,,nte a la personalidad humana, • 

sino un derecho otorgado por el ordenamiento jurídico vigente y en la medida que éste determine. El 

funcionario no tiene un derecho subjetivo ~ que el legislador lo mantenga permanentemente en el cargo, 

pudiendo suprimirlo el legislado teniendo en cuenta las necesidades admirlistr.ativas, pero su actitud no puede 

ser arbitraria. En la práctica y en muy contad¡1s ocasiones, se llega a la supresi~n de los cargos, y cuando llega 

a hacerse, se opta por distribuir a los funcionarios en los demás departamentos~ 

Manteniéndose el cargo, el funcionario tiene derecho a ejercerlo y a que no se obstaculice su 

actuación, derecho, naturalmente, que está sujeto a ciertas limitaciones. 

La doctrina hace una distinción de la inarnobilidad en absoluta y relativa. En el caso de la 

absoluta, se reconoce al funcionario no sólo el derecho al cargo, sino también a desempeilarlo en un 
' determinado lugar. En cambio la relativa es cuando se extiende sólo el derechp al desempeilo del cargo, pero 

no al lugar en que se desempeile. 

No suprimiéndose el cargo o no existiendo responsabilidad por parte del funcionario, la 

relación funcional no puede rescindirse por voluntad de la administración, y aquél puede seguir 

desempeñando el cargo. La protección que se otorga al funcionario en el ejercicio del cargo, no tiene otro 

límite más que el de la supresión del mismo o la responsabilidad por causas predeterminadas. 

La inamobilidad debe ser concebida en aquellos cargos que demanden imparcialidad, 

competencia, especialidad técnica, pues ésta produce sanos resultados en el desenvolvimiento de asuntos 

administrativos que exigen estas cualidadesal ser resueltos de conformidad con los principios ténicos y de 

justicia que los impone. 

Los efectos de la inamobilidad pueden clasificarse en funciones públicas electivas, de 

! confianza y administrativas. Las funciones electivas son las que dependen de una elección popular, tienen un 

término fijo de duración. Las funciones de confianza serían las de los miembros del Gabinete que deben tener 

la confianza del Jefe de Estado. Las administrativas serían las que desempeñan normalmente los funcionarios 

públicos. 

Existen razones de interés público que han impuesto la inamobiiidad absoluta, entre ellas la 

de asegurar la independencia y la imparcialidad de los funcionarios, garantizando el buen funcionamiento del 

servicio y favoreciendo el principio de la especialización en bien del servicio que se presta. 

Visto éste aspecto desde el punto de vista de nue·stro derecho positivo, podemos señalar que 

son las propias leyes y reglamentos a través de los cuales se crea un determinado cargo, las que determinan 

cual va a ser la duración de los funcionarios que los ocupen, las tareas que se les encomienda.'1. y solamente 
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para algunos cargos de gran importancia, la posibilidad de seguir en el mismo por un segundo período, todo 

ello sin perder de vista, uno de los principios fundamentales de la vida n~cional de nuestro país, la No 

Reelección. 

Así las cosas, para detennínar el derecho a la estabilidad de un funcionario determinado, 

deberemos de atender el texto mismo de la ley por la cual se crea el carg~ que ocupa, las cuales por lo 

general, conocemos como Leyes Orgánicas. 

2) Derecho a la carrera.- Se vincula éste derecho con el derecho al ascenso, entendido éste 

como designación para un cargo de categoría superior a la del que venia desempeñando. El ascenso, es el 

adelanto en la situación jerárquica del funcionario público. Mediante éste los funcionarios pueden realmente 

hacer carrera administrativa progresando desde los cargos inferiores hasta lo~ \le jerarquía más elevada. Si el 

funcionario no tuviere derecho a la carrera, quedaria dependiendo de la buena o mala voluntad de los 

gobernantes, con los perjuicios consiguientes para la Administración Pública, pues el funcionario perdería 

todo aliciente para ampliar sus conocimientos; conocido é,sto como ascenso de grado. 

Existe también el ascenso de clase, que tiene lugar cuando el funcionario mantiene el mismo 

cargo pero su sueldo es aumentado. 

• 
El fundamento del derecho a la carrera debe encontrarse en las consideraciones que el 

empleado, por el mismo ejercicio de su función, aumenta gradualmente su capacidad y experiencia, y en 

consecuencia, también su utilidad para la administración, agregando a éstas razones principales la de mayores 

necesidades económicas del empleado, lo que justifica un progreso en la carrera. 

Las facultades de la Administración Pública en materia de ascensos son discrecionales, pero 

ésta se encuentra limitada en general por el derecho positivo. 

En cuanto al ascenso por antigüedad se puede decir que, manteniéndose la relación, el 

funcionario tiene un derecho condicionado solamente a su capacidad nonnal y al transcurso del ténnino. 

En cuanto al ascenso por elección que también existe, ocurre con motivo de la apreciación 

del mérito, no le dá ningún derecho subjetivo al funcionario, sino solamente un interés legítimo protegido en 

Jo que respecta a las condiciones de competencia de la autoridad que efectúa el ascenso y al procedimiento 

empleado para conseguirlo. Este tipo de ascenso lo realiza la Administración Pública, teniendo en cuenta la 

calidad y Ja capacidad del funcionario. 

El ascenso por antigüedad es automático, y el orden de ascenso resulta de la duración del 

servicio de cada funcionario en la clase jerárquica e inme?iatamente infeiior. 

,. 29 



Este sistema tiene ventajas~ inconvenientes. Los inconvenientes serán: 

... 
a) No siempre la antigüedad en el cargo inferior otorga c01npetencia para desempeñar un 

cargo superior. 

b) No aprecia la capacidad excepcional o superior de funcionarios jóvenes que pueden 

desempeñar cargos superiores con mayor competencia que los antiguos funcionarios. 

c) Empleado como sistema cerrado de promoción o ascenso, elimina a funcionarios capaces, 

sin darles la oportunidad de demostrar su competencia. 

d) Suprime la emulación entre aspirantes. 

e) El celo en la inteligencia del funcionario resultan inútiles. 

f) Hacen lentoel proceso de promoción. 

Las ventajas de este sistema son las iguientes: 

a) Hacen desaparecer el favoritis~o en el ascenso y la intervencióe en la política, viniendo a 

hacer reactivo eficaz contra tal intromición. 

b) Su propia lentitud permite al aspirante prepararse para desempeñar el cargo superioren su 

oportunidad. 

c) Disminuye la discordia entre los posibles aspirantes. 

En el sistema de promoción por méritos, deberá tener en cuenta ela habilidad del 

funcionario, su actividad, la confianza, la conducta, la dedicación al trrabajo, etc. Se podrá establecer un 

puntaje con cada uno de los elementos que constituyen el mérito. El sistema del mérito del funcionario para el 

ascendo tiene también dificultades: 

a) Falta de un criterio o norma verdadera para aquilatar la eficiencia del funcionario. 

1 

b) La dificultad de determinar con justo criterio la apreciación del mérito. 

" 
c) La complejidad que trae aparejada una constante atenciori"a la aplicación del método. 
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d) La actitud de los funcionarios que creen que el mérito no elimina las influencias. 

Existe también el procedimiento del examen para en ascenso. del funcionario, que consiste 
' en apreciar la capacidad o idoneidad de los µspirantes al ascenso mediante j>rueba oral o escrita u oral y 
\ , 

escrita, pudiendo ser el examen comparativq, simple, especial o individual.' Se ha objetado éste sistema 
~ . . 

diciendo que es bueno para el ingreso en la Adr'inistración Pública, pero no astpara el ascenso. 

El derecho a la carrera, se ha convertido en los últimos tiempos como un principio a seguir 

sobre todo en los organismos encargados de la impartición de la justicia en nuestro país, considero al respecto 

que se trata de una forma de incentivar a los empleados públicos tanto al mejor desempefio de su trabajo, 

como a la actualización constante que los mantenga a la vanguardia en lo que se refiere a sus obligaciones, 

configurando a la vez, el ánimo en el trabajador de escalar mejores posiciones dentro del organigrama 

dispuesto por el texto legal para la Institución a la que pertenezca, siempre y cuando a nuestro parecer se 

cubran dos requisitos fundamentales: el deseo de hacerlo y el contar con la capacidad intelectual para 

conseguirlo. 

3) Derecho al Descanso.- MientrJ; el funcxionario dedica su actividad alservicio del 

Estado, es lógico que, deacuerdo con un principio de economía del trabajo, tenga derecho a un período de 

descanso mayor o menor, impuesto o requerido. 

El descanso se impone, en beneficio del fva de parte del benficiario. 

La licencia, en cambio, debe de ser solicitada por el funcionario, teniendo el Estado la 

facultad de otorgársela, permitiéndole intemimpir sus servicios mediante un plazo determinado, de acuerdo 

con lo que establezca la ley y manteniendo la remuneración que le corresponda, lo que les dá un carácter 

excepcional. 

El otorgamiento de la licencia es un derecho del funcionario, en el supuesto de que fuera por 

razón d enfermedad. 

Entre los efectos jurídicos que se producen con motivo de la licencia citamos los iguientes: 

a) El empleado que las disfruta está impedido de realizar acto alguno del cargo en el cual ha 

cesado temporariamente, por virtud de aquella careciendo, enconsecuencia, de valor y eficacia los que llevare 

a cabo. 

b) El desempefio de las funciones a !<!argo del funcionario en licencia pasa interina y 

provisionalmente a otro funcionario, ya que el cargo ~~ queda vacante por ser la licencia una cesación 
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temporal breve. quien goza de licencia ordinaria, conforme a las condicione.s legales, sigue disfrutando de .• 
todo el sueldo. 

c) En el caso de enfermedad se paga el sueldo íntegro durante un cierto período y luego se 

va reduciendo hasta que, si continúa la enferniedad, el empleado debe abandonar el cargo. 
. ' 

d) Otras de las retribuciones económicas que se dan al funcionario, son los viáticos que 

quedan suprimidos durante el período de lic~!'cia y se pasan a quien desempef!e provisionalmente el cargo. 

La licencia puede clasificarse en ordinaria, forzosa, extraordinaria y legal. Ordinaria es la 

concedida al funcionario público deacuerdo con su solicitud después de un cierto tiempo de servicios, 

conforme a las disposicones legales en vigor y con el objeto de que descanse. Forzosa es la que se impone al 

funcionario, separándole temporariamente de su actividad funcional, como correción disciplinaria por haber 

incurrido en falta. Extraordinaria es la licencia a que tiene derecho el funcionario por razones de enfermedad, 

de maternidad, prestación de servicio militar. Legal es la licencia que se otorga al funcionariocuando las 

disposicones vigentes lo autorizan, para interrumpir sus funciones en el cargo que desempefia a los efectos de 

ocupar otro; expirado el plazo de la licencia, el funcionario debe regresar a cumplir con los deberes a su 

cargo, porque si no lo hace, se presentaría una extralimitación en la liee)}cia que podría dar lugar a la 

aplicación de sanciones. 

El derecho al descanso fue una de las más importantes ideas que constituyeron la base de 

movimientos revolucionarios en nuestra historia nacional, de manera más clara en el movimiento de 

Independencia de 181 O, con el cual se atacaba en forma directa la esclavitud y el abuso hacia los jornaleros 

que trabajaban 'de sol a sol'; formando tiempo adelante, uno de los derechos y garantías constitucionales de 

todos los trabajadores del país consagrados en el texto del artículo 123, el cual ya fue transcrito incluso, al 

comienzo del presente apartado. 

4) Derecho a la Asociación.- La asociación de los funcionarios públicos tiene una edad 

antigua, es en su origen puramente amistosa, corporativa en algunas ocasiones, pero siempre autónoma. 

Las asociaciones se clasifican teniendo en consideración el fm que procuren realizar; cuando 

la finalidad perseguida es el lucro o ganancia son mercantiles, pueden perseguir también fines políticos, 

científicos, literarios y profesionales. 

Sosteniendo en la doctrina distintas opiniones al respecto de éste derecho, a saber: 

a) Se reconoce a los funcionarios el derecho de asociación, dentro de ciertos límites, para 

abogar por la defensa de intereses profesionales comunes, pero a condición de no colocarse frente al Estado, 
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coaccionando a las autoridades, interviendo en la organización jerárquica de la Administración Pública y 

llegando a la acción directa y absolutamente sindicalista. 

b) Existen otros autores que admiten que los funcionarios puedanagruparse con entera 

libertad igualque los demás trabajadores, constituyendo toda clase de asociaciones y sindicatos. 
' . 

Vinculado con el siguiente ~erecho a tratar, la asociación ql\e en nuestro ¡¡ais se manifiesta 

con la formación de sindicatos, representa una importante garantía de respetO, dignidad y confianza de las 

autoridades hacia los trabajadores, así como la forma de apoyo y ayuda entre ellos, también contemplados en 

el texto constitucional, no nos dejan opción a decir algo más al respecto. 

5) Derecho a la Huelga.- La huelga del funcionario no deja de ser una suspensión o 

paralización temporal de la actividad que se ha obligado a desenvolver en el cargo, con manifiesta infracción 

de los deberes nacidos de la ley, que son respetar dicha organización jurídica y actuar según lo demande 

elservicio público. Infracción que puede tener sanciones jurídicas, desde el punto de vista administrativo, por 

falta a los deberes del cargo, desde el punto de vista civil, por el daño que se cause al Estado o a los 

particulares, e incluso desde el punto de vista penal si la huelga es de tal gravedad que lesiones o perturbe los 

reglamentos básicos de la solidaridad social. 

La huelga del funcionario no entrafia la renuncia al cargoque se desempeí\a ni el abandono 
/ 

del mismo, pues el deseo del huelguista es continuar con el puesto pero mejorando sus condicones. Es 

una paralización o supresión temporal de la actividad que se ha comprometido a desarrollar el funcionario. 

La huelga es un medio empleado por los funcionarios para obtener una fmalidad no 

alcanzada de buen grado. Su objeto es influir coactivamente sobre la autoridad pública, paralizando un 

servicio público y perturbando los intereses generlaes de la colectividad para alcanzar mediante ella la 

finalidad propuesta. Entre los múltiples fmes que persigue la huelga de los funcionarios, el fundamental es 

reclamar el pago de haberes que no se le han hecho efectivos y la mejora de las condiciones en que presta el 

servicio. 
• 

Contra el reconocimiento al derecho de huelga de los funcionarios públicos se han hecho 

valer dos argumentos fundamentales: 

a) La huelga está en contradicción con la noción de subordinación y de obediencia 

jerárquica, por lo que es condenable, puesto que contradice las condiciones que defmen la considicón jurídica 

de los funcionarios públicos. Pudiendo agregar el hecho de que la huelga tiene normalmente por fm obligar al 
1 

Estado a agregar elementos de esa situación jurídica, como por ejemplo la remuneración, y que dicha 
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situación jurídica riene carácter legal o reglamentario, perteneciendll a la Administración Pública determinarla 

unilateralmente. 

b) Un segundo argumento ee el principio de la continuidad \le las funciones públicas. por 

definición, las actividades desempeñadas por :el Estado lo son porque los poderes públicos estiman que son 

esenciales y su funcionamiento debe ser asegurado, en interés general, sin interrupción. 

Siendo en conclusión, complementarios ambos argumentos. 

6) Derecho a la Asistencia y Seguridad Sociales.- En cuanto a éstos derechos, el funcionario 

tiene derecho a exigir las prestaciones que se establezcan deacuerdo con las disposiciones legales existentes. 

Por lo que se refiere al derecho de asistencia social, el funcionario tiene derecho a que se le 

admita para el uso de los servicios que el Estado haya organizado, obteniendo de los servicios sociales 

dependientes de los organismos descentralizados, los beneficios que reglarnentarianiente le corresponden. 

De la seguridad social como uno de los rubros más importantes para la humanidad entera, 

podemos decir tuvo sus primeras manifestaciones pr~cisarnente con el movimiento revolucionario de 1910, 

constituyendo hoy en día, no sólo un tema más· de ·estudio, sino un apartado completo dentro del ámbito 

jurídico, una rama de nuestro derecho y la certeza de protección del gobierno.hacia sus empleados. Todo ello 
/' ' 

se ve manifestado con la creación, subsistencia y actualización de textos legales que desde la Constitución 

Política hasta diversos Reglamentos, pasando por Leyes específicas como la del !SSSTE, la del IMSS o la del 

JSF AM, disponen los pasos a seguir, procedimientos, objetivos y derechos mismos de los trabajadores dentro 

de todo aquello que pueda competir a la Seguridad Social. 

7) Derecho a los honores.- Algunos funcionarios tiene derecho al uso del uniforme. Otros 

pueden usar condecoraciones. El derecho a los honores tiene un carácter social y se relaciona con la 

consideración debida al funcionario, deacuerdo con su jerarquía, se debe a la investidura y no a la persona. 

Ubicando ésta prerrogativa a nuestro sistema jurídico, concluimos que se trata de un derecho 

que tan sólo puede ser ejercitado por los sujetos pertenecientes a las Fuerzas Armadas y Ejército de nuestro 

país, de manera que para abordar en el mismo, necesitamos hacer un análisis de las leyes militares, lo cual 

para el desempefio de nuestro trabajo, considerarnos no necesario. 

8) Otros Derechos.- La doctrina se refiere al derecho de la libertad de opinión. La libertad 

de conciencia del funcionario, es decir, la de adherirse a las opiniones religiosas, filosóficas o políticas de su 

elección, tiene como origen la proclamación de éste derecho como universal desde la redacción de la 

Declaración del Hombre y del Ciudadano de 1789. Existiendo también la libertad de cultos, entendida como 
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que ningún funcionario podrá ser molestado en razón uei culto que profesa. Tampoco deberá serlo en razón de 

sus ideas políticas o filosóficas. 

.¡ 

Cuando el ejericicio de la libertad de opinión no se traduc~ solamente en una adhesión 

intelectual, sino que se esterioriza en la forma pe actitud, expresión verbal o material, debe de tener un limite, 
' ' 

aún cuando fuera del servicio, dicha libertad 9onstituya el ejercicio de un der~cho del individou debe estar . . 
impulsada ésta por su vocación hacia la función pública. . . .. 

9) Derecho al sueldo o retribución.- Derechos de contenido exclusivamente económico, 

presuponen el establecimiento de un adecuado régimen de retibución a funcionarios públicos y empleados del 

Estado en general como uno de los aspectos cruciales del régimen jurídico de éstos; considerando desde el 

punto de vista del interés público, que el sueldo puede ser el medio más útil para conseguir la eficacia del 

personal, y desde el punto de vista privado, que si bien es cierto !os empleados públicos acuden a la 

Administración Pública impulsados por una vocación hacia la función pública, lo hacen lo hacen también 

atraídos por ciertas perspectivas de carácter económico que no podemos desconocer; siendo el sueldo un 

beneficio pecuniario que corresponde al funcionario mientras se encuentra investido del cargo público; un 

beneficio pecuniario activo: el sueldo, salario o remuneración económica. 

Se subdivide el sueldo en generales y especiales, siendo los primeros los que se reciben en 

forma periódica y como consecuencia del desempeño de la función pública y los especiales, los que perciben 
-·· 

por actos o circunstancias determinados. 

En conclusión, el sueldo es un beneficio pecuniario, activo y g!'neral, porque se fija para ser 

pagado en una especie de tiempo amplio; definiéndose como la remuneración permanente y periódica que con 

cargo al presupuesto y por partes, devenga el funcionario por los servicios prestados en el cargo público en 

que está investido y necesarios para su vida. 

De acuerdo con éste concepto, el sueldo deberá de reunir las siguientes características. 

a) Remuneración permanente. 

b) Remuneración periódica. 

c) Cargo al presupuesto de dicha remuneración. 

d) Pago por partes. 

e) Pago por servicios prestados. 
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f) Estar investido del cargo. 

El suelde es el mismo para todos los agentes de la misma cat~goría, y puede ser modificado 

en todo instante por nuevas medidas reglamentarias, sin que el füncionario en servicio pueda hacer valer 

pretendidos derechos adquiridos, no puediendo tampoco renunciar por adelantado a su sueldo, ya que no tiene 

ningún derecho al mismo. . . 

Desde les puntos de vista político, financiero y jurídico, el sueldo suscita importantes 

cuestiones, las principales serían: 

a) Es regla general que todo funcionario público debe ser remunerado por el servicio que 

presta, siendo de carácter excepcional el servicie gratuito. 

b) La remuneración o el sueldo resultan ser una ventaja juasta para aquellos funcionarios 

que dedican toda su actividad y todo su tiempo al servicio público, atrayendo en esta forma a la 

Administración Pública a personas capaces y honradas. 

c) La remuneración o sueldo deben de ser justos y proporcionales. 

En cuanto a los caracteres jurídicos del sueldo, es necesario señalar el de la 

inembargabilidad, ya sea que se trate, sueldos, jubilaciones y pensiones. 

Las bases para la fijación del sueldo son distintas: 

a) Las condiciones exigidas para desempei!ar el cargo, los deberes del mismo y las 

responsabilidades. 

b) El asegurará al funcionario no sólo la subsistencia, sino una vida decorosa. 

c) La situación económica del Estado. 

d) El rango social que corresponda a Ja función. El Estado debe pagar Jo necesario para 

obtener y mantener una persona eficiente. 

La libertad de opinión y el sueldo principalmente, como garantías individuales 

contempladas en nuestra Constitución, consideramos son por demás explícitas al ser tratadas por los 

numerales indicados en el proemio del presente apartado, dejándonos sin palabras con las cuales abundar en 
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ellos, pudiendo concluir al respecto tan sólo, que se tratan de no sólo derechos, sino necesidades de todo ser 
' humano. 

Hablando de manera concreta sobre el derecho al salario y valorando lo dispuesto por el 
t ' ! 

artículo cuarto constitucional, consideramos npestro deber el recordar a todas ~quellas personas que puedan 
. . ~ ' 

llegar a tener acceso a éstos párrafos y que en ese momento o a futuro se encarll¡uen de detemünar o influir en 

la toma de decisiones al respecto, que el salario de un trabajador, debe de ser tanto proporcional a su esfuerzo, 

como suficiente para vivir al menos honesta y decorosamente, basto para cubrir en todo momento, las más 

mínimas necesidades personales y/o familiares de éste. 

JO) Derecho o la Jubilación.- El más importante de todos los derechos es el de la jubilación 

que se otorga al funcionario que deberá haber prestado sus servicios cierto número de años establecidos por la 

ley y teniendo una determinada edad fijada por el derecho positivo; al lado del derecho de pensión que se 

analizará escuetamente en el siguiente inciso, consideramos necesario precisar que dedicaremos un Capítulo 

especial para su desarrollo, en consideración de ser el eje central y razón misma de existir de toda nuestra 

labor de investigación, de la presente Tesis. 

Ocupando nuestra atenciónen principio con el derecho a la jubilación, se pueden distinguir 

distintas clases de ellas; una es la ordinaria y otra la extraordinaria, ésta se acuerda al funcionario que ha 

pasado situaciones de retiro antes de tener derecho a la jubilación ordinaria, por ejemplo por invalidez, o -
haber cumplido un cierto número de afios sin habOr alcan?.ado los requeridos en el servicio. 

Surge la figura del retiro que es lo que se paga al funcionario por este concepto es una renta 

vitalicia, que no debe de confundirse con la jubilación que es lo que percibe el funcionario como un capital 

formado por vía de seguro. 

., 

En cuanto a la naturaleza jurídica del acto de jubilación, se puede decir que, determinadas 

por leyes o retlamentos las condiciones requeridas para disfrutar de ese derecho, tan pronto como ocurran en 
' 

un funcionario y se realice el acto de declaración de retiro, entra el funcionario en la situación de retirado, 

siendo incuestionable que éste pasa de un estado jurídico a otro, de la condición de funcionario activo a 

retirado, de Ja clase activa a la clase pasiva, de allí que se diga que la jubilación es un acto que inviste al 

funcionario retirado de un status general , impersonal y objetico de jubilado. 

El régimen de la jubilación es materia de ley y de reglamento y no de la voluntad de las 

partes interesadas en la misma. 

La jubilación es una institución
1 

de previsión social creada para evitar que los 

viejosservidores del Estado no tengan medios de vida cuando estén imposibilitados para trabajar. 
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La jubilación tiene los siguientes caracteres: 
' 

1.- El monto de la jubilación ~stá vinculado al del sueldo. 

2.- La jubilación presenta diversos caracteres diversos a los del sueldo: 
' ' 

a) El monto de la jubilación no está vinculado a las retenciones efectuadas ene! sueldo. 

Siendo la base de la liquidación constituida por los últimos su~ldos o un promedio de los sueldos de los cinco 

años mejores, fijándose la jubilación como un porcentaje del sueldo y aún puede actualizarse. 

11) Derecho a la Pensión.- Se presentan las pensiones para el caso de fallecimiento de los 

funcionarios y en atención a los años de servicio prestados que se abonan a las viudad y a los huérfanos en las 

¡;ondiciones marcadas por la ley. 

La pensión es un derecho que la ley acuerda a determinados deudos del funcionario público, 

con derecho a la jubilación en estado de jubilado. Esta ventaja económica consiste en el pago a esos dedudos 

de una suma de dinero en forma periódica y durante el tiempo que la ley fije, naciendo éste derecho al 

momento de la muerte del causante jubilado o con derecho a la jubilación, surge de la ley y no de la voluntad 

del causante, como un derecho personal y no hereditario. 

La pensión que algunos llaman Montepío, no es una gracia, sino que se otorga en estricta 

justicia porque el funcionario con su trabajo ha colallorado para su existencia. Su fundamento es evidente 
1 

porque la situación en que se encuentra la familia de un servidor del Estado que fallece, obliga a proveer lo 

necesario para mantenerla en condiciones similaresa las que tenían en la vida ctel causante. 
,~~ 

La pensión tiene el caráéter de un derecho autónomo que no es obligatorio, ya que no 

comprende el importe total de la jubilación del decujus, sino una cuota porporcional al número de personas 

que componen la familia del funcionario. 

La pensión constituye un derecho de los hijos y de la viuda que reconoce la causa en la 

relación de función que tenía el causante, asegurando la vida del supérstite. 

12) Derecho a las Pensiones Graciables.- La pensión graciable es la remuneración o favor 

pecuniario que no se funda en un derecho subjetivo del presunto beneficiario. 

Graciables es lo que se puede conceder gracio5amente, sin sujeción a ningún precepto, 

derivando la facultad de otorgar éste tipo de pensiones para el Congreso. 
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Las pensiones graciables tiene carácter alimentario y est~n sujetas a una condición 

resolutoria: que el beneficiario carezca de medios económicos para vivir según la posición social del causante 

y que no tenga parientes que se hallen en condifiones de suministrarle alimentos, siendo posible que el órgano 

estatal pueda denegarlos si la persona benefici~da no se encontrase en las condiciones descritas por la ley. 

Extinguiéndose al momento de comprobarse falsedad en las cqnfirmaciones declaradas ante . 
el Estado respecto de la situación del posible 'beneficiario, siendo la única raz~n del beneficio, la situación 

económica de éste. 

Los requisitos exigidos para su otorgamiento son los siguientes. 

1.- Enunciación de servicios extraordinarios o eminentes prestados ala nación por el 

peticionario o beneficiado del proyecto, o por el causante de la pensión que hubiere de otorgarse. 

2.- Funciones públicas desempei!adas con la documentación debidamente autenticada. 

3.- Documentos probatorios. 

4.- Situación económica pátrimonial con la certificación patrimonial correspondiente. 

La atribución del derecho de pensión graciable se funda en motivos de gratitud nacional 

hacia el causante o hacia el beneficiario, teniendo como finalidad la asistencia social fundada en el vinculo 

familiar. 

Debemos de mencionar que la pensión graciable no es un tema considerado por nuestro 

derecho en la actualidad, siendo importante por el hecho de haber sido una forma muy cotidiana de 

corresponder el esfuerzo de personas fieles a las causas de lucha, notorio sobre todo en épocas pasadas, origen 

de leyes dirigidas por ejemplo a los Veteranos de la Revolución. 

·Así como han quedado precisados quizá los más importantes derechos de los empleados 

públicos, en justa reciprocidad, debemos de mencionar el reverso de la moneda, es decir, los deberes que 

dirigidos a los mismos sujetos, tienen como único objeti~o, el mejor desempeño de sus funciones, mismos 

que pueden listarse de la siguiente mlll!era, dando continuidad a la clasificación que del tema nos 

proporcionan los maestros Gabino Fraga y Nava Negrete: 

Don Gabino Fraga distingue al respecto: 

l. Previamente a la toma de posesión del cargo y, en consecuencia, a la iniciación de 

labores, Ja Constitución impone a los funcionarios públicos, sin excepción alguna, la obligación de prestar la 

protesta de guardar la Constitución y las leyes que de ella emanan. 
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2. Desempeñar las labores con la intensidad, cuidado y esmero apropiados, sujetándose a la 

dirección de sus jefes y a las leyes y reglamentos respectivos. 

3. Observar buenas costumbre dentro del servicio. 

4. Cumplir las obligaciones que les impongan las condiciones generales de trabajo. 

5. Guardar reserva de los asuntos que lleguen a su conocimiento con motivo de su trabajo. 

6. Evitar la ejecución de actos que pongan en peligro su seguridad y la de sus compañeros. 

7. Asistir puntualmente a sus labores. · 

9. No hacer propaganda de ninguna clase dentro de los edificios o lugares de trabajo. 

10. Asistir a los institutos de capacitación para· mejorar su preparación y eficiencia. 

Destacando que el incumplimiento a cualquiera de las obligaciones antes citadas, da paso al 

fincamiento de responsabilidad al funcionario público, la cual se clasifica de tres tipos: 

1) Responsabilidad penal, que tiene lugar por delitos que sólo con esa calidad se pueden 

cometer, o bien por actos en los que se considera como un agravante la circunstancia de que su autor 

desempeña una función pública. 

Para su regulación, el Código Penal consagra uno de sus títulos a los "Delitos cometidos por 

funcionario públicos", considerando entre ellos: el ejercicio indebido o abandono de funciones públicas, el 

abuso de autoridad, el cohecho, el peculado y la concusión. 

Además de ser un aspecto que regulado por la Constitución, dá pie a la existencia de la Ley 

Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos. 

2) Responsabilidad administrativa, la cual tiene lugar con motivo de cualquier falta 

cometida por el empleado en el desempeño de sus funciones, pudiendo ser concomitante con la 

responsabilidad penal y civil. 

3) Esta última, la responsabilidad civil, tiene lugar en los casos en que la falta de 

cumplimiento de las obligaciones impuestas al titular del cargo produce un menoscabo en el patrimonio del 

Estado y es independiente de la imposición de las sanciones que establece la Ley de Responsabilidades. 

40 



Atendiendo a la doctrina del Maestro Nava Negrete, como principales deberes de los 

burócratas tenemos: 

1. Deber de prestar la protesta legal, impuesto conforme a lo establecido en el artículo 

128 de la Constitución que a la letra dice: "todo funcionario público, sin excepción, antes de tomar posesión 

de su encargo, prestará la protesta de guardar la Constitución y las leyes que de ella emanan'', debiendo 

entenderse que se trata de una obligación comprendida para todo trabajador incorporado al servicio del 

Estado. 

Dicha protesta, aplicable desde el Presidente de la República hasta el más modestos de los 

servidores del Estado, en cumplimiento a lo dispuesto por el artículo 87 Constitucional, versa como sigue: 

"Protesto guardar y hacer guardar la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos y las leyes que de ella emanen, 

y desempeñar leal y parrióticamente el cargo de Presidente de 

la República que el pueblo me ha conferido, mirando en todo 

por el bien y prosperidad de la Unión, y si así no lo hiciere, que 

la nación me lo demande." 

. 
2. Deber de prestar el cargo, lo cual tiene el significado de que el trabajador no sólo 

preste sus servicios, que trabaje, sino además que lo haga con toda la capacidad técnica o profesional o 
/ 

experiencia que tenga. 

3. Deber de obediencia jerárquica, que consiste en cumplir con las órdenes del 

inmediato superior, específicamente ése y no de otros superiores, a menos que su obediencia implique la 

comisión de un delito. 

4. Deber de discreción, lo que implica guardar secreto de todas !as cosas que hacen en 

el desempeño de su cargo, no debiendo hacer publicidad ni comunicar a nadie lo que sucede dentro de su 

oficina o lo que está llevando a cabo por motu proprio. 

5. Deber de residencia, que 'iíÍiplica conocer desde efectuado el nombramiento, el 

Jugaren que se prestará el servicio por el trabajador y~~ la residencia del trabajador en tal lugar. . . . ,,$ 

6. Deber de diligencia, es decir, ser diligente, presto, expedito, rápido, esmerado, 

atento, cuidadoso, responsable, un auténtico servidor público. Ausencia que en la mayoría de los casos, ha 

dado origen a que las palabras burocracia y burócrata se tengan en tal mal concepto, que se usen 

peyorativamente para descalificar a la administración y al trabajador. 
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. . 

Consecuencia de su incumplimiento surgen las responsabilidades, que atendidas por el 

maestro Nava, debemos de entenderlas como sigue: 

1) Responsabilidad Administrativa, nace pr faltas en la prestac¡ón del empleo o cargo, o por 

incumplimiento de obligaciones o deberes que previenen la Ley Burocrática y la de Responsabilidades, 

recogiendo ésta última en su artículo 47, toda una gama de deberes y obligaciones que en su momento se 

precisarán dentro del desarrollo del presente trabajo. 

2)Responsabilidad Civil, la cual aparece cuando el trabajador, al prestar el servicio, daña o 

perjudica los bienes o recursos de la administración o de particulares; siendo susceptibles de incurrir en ella 

los manejadores de fondos o valores de gobierno, los funcionarios a !autorizar adquisiciones o contratar y 

ejecutar obras públicas, etcétera. 

3) Responsabilidad Penal, además de lo dispuesto por el ordenamiento penal relativo, 

para los altos funcionarios en estricto acatamiento de_k estipulado por el numeral 11 O de la Constitución, se 

concibe un tribunal pena que es la Cámara de Dipuci;~os como órgano acusador y la Cámara de Senadores, 
·";'t. ' 

como órgano juzgador, para ser enjuiciados por determinados delitos anterjormente eran conocidos como 

oficiales, siguiéndose el procedimiento ante esas cámaras que se tlenomina j~icio político, abarcando delitos 

del orden común que los mismos funcionarios cometan durante el tiempo que estén en el cargo o empleo. En 

éste sentido si se presenta una declinatoria al finalizar el procedimiento de tipo positiva, la consecuencia es el 
/ 

desafuero del funcionario, esto quiere decir, poner a disposición de los jueces del orden común al presunto 

infractor. Si la declinatoria es de tipo negativo, nada puede hacerse hasta en tanto el funcionario deje de serlo, 

no ocupe ya puesto alguno dentro de la Administración Pública. 

Todo lo antes referido, nos lleva a concluir respecto de los deberes de los trabajadores al 

servicio del Estado, que existen como principales: 

DEBERES DE LOS TRABAJADORES AL SERVICIO DEL ESTADO 

Deberes de carácter obligatorio o Deberes de carácter no obligatorio o Deberes a los que se les imponen 

reglados discrecionales sanciones por su incumplimiento 
• 

1.- Deber de lealtad 1. - Deber de obediencia jerárquica !.-Responsabilidad civil 

2. - Deber de obediencia jerárquica 2.- Deber de residencia 2.- Responsabilidad penal 

3.- Deber de la inhabilidad 3.- Deber de dignidad 3.-Responsabilidad administrativa o 

4.- Deber de la incompatibilidad .,disciplinaria 

5.- Deber de dedicación y discreción 
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Debiendo ahora de explicar su ~ontenido, podemos decir: 

I) Deber de lealtad- Por éste deber se impone al funcionario una obligación moral y 

jurídica de fidelidad a la Constitución y a las ley~s que integran el ordenamiento jµrídico positivo. Es un deber 

general implícito, aún cuando, ciertos funciofiarios tienen que prestar juramento al asumir la función, 

juramento que se les exige en razón de lamay0r autoridad que la función les atribuye y deacuerdo con el 

especial contenido de la misma. 

La lealtad como un deber de carácter moral so distingue sustancialmente del deber de 

obediencia, toda vez que éste no agota el cumplimiento de los deberes del agente público, por cuanto, además 

de obedecer al superior jerárquico, debe velar por los intereses públicos que se le han confiado, con todas sus 

fuerzas intelectuales y morales, en detrimento de sus intereses personales. 

El funcionario debe de ser leal a la directivas que le dierande la Administración Pública, así 

lo que constituye la falta de lealtad es toda manifestación o demostración de hostilidad a los principios, 

derechos y garantías consagrados en la ley. 

La doctrina distingue tres categorías de lealtad. La lealtad personal, la lealtad gubernamental 

y la lealtad nacional. 

; 

La primera se produce en los regímenes autoritarios, en los cuales el detentador del poder 

puede exigir a los funcionarios una fidelidad política activa que podría existir aúnfuera de las instalaciones 

donde se presta el servicio. La lealtad se encarna bajo la forma de un juramento de fidelidad hacia la persona 

del jefe del Estado ya sea que se trate de un rey, de un emperador o de un dictador. 

La lealtad gubernamental implica que todos los funcionarios están obligados 

primordialmente ala lealtad con referencia al gobierno. 

Lo fundamental es la llamada lealtad nacional, por la que el funcionario debe de ser fiel al 

Estado, ya que está a su servicio: En virtud de esa relación, no solamente tiene la obligación de cumplir 

conscientemente los deberes que le son impuestos, sino también la obligación general de lealtad y obediencia 

al Estado. Implica entonces, el respeto de la ley, del espíritu de la ley y de las Instituciones que el país 

libremente se ha dado. Implica una conducta demostrativa de que el funcionario cumple con los intereses no 

solamente materiales, sino también morales y políticos de la Administración Pública. 

"Es incompatible con éste deber de lealtad cualquier forma de critica desleal a la 

Administración Pública por medio de publicaciones que ofenda al decoro de la misma, que implique su 
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denigración, también los actos de subordinación cometidos públicamente con ofensa al principio de autoridad 

y disciplina"'° , opina al respecto Zanobini. 

Desde nuestro particular punto de vista, el deber de lealtad más que considerarse como un 

deber en estricto sentido de los empleados públicos, debería de ser concebido y utilizado como un principio 

sobre el cual pudiera regirse la vida de todo ser humano, ya sea en su desempeflo como integrante de una 

sociedad, de un trabajo, etc., o como individuo único. 

Considerado como uno de los ejes centrales de.la actividad Estatal, palabras más o palabras 

menos, se espera sea una base por demás conocida de los empleados públicos y estipulada en los distintos 

ordenamientos jurídicos. 

2) Deber de obediencia jerárquica.- Vinculado con el deber de la lealtad está el de la 

obediencia. A la vez se relaciona con dos principios fundamentales, el de jerarquía y el de competencia. El 

concepto de jerarquís sirve para justificar la obediencia jerárquica. El de competencia trata de establecer sus 

limites jurídicos. 

El deber de obedíencía a las órdenes dadas por los supe1iores es, entonces la simple 

consecuencia lógica y práctica del deber que tienen todoslos habitantes de respetar la ley, y ello porque la 

democracia reposa sobre éste principio. 

La obediencia jerárquica se justifica por distintas consideraciones: técnica, ya que es la 

condición de la '1nidad, de la continuidad y de la eficacia administrativa; jurídica, ya que las decisiones de los 

superiores jerárquicosson normas de derecho interno y los funcionarios están en relación directa con la 

Administración Pública; y política, yaque esla consecuencia directa del pi;ler de mando que tienen los 

funcionarios que están a la cabeza de toda jerarquía y son responsables del funcionamiento de los servicios. 

Estas órdenes pueden ser prescripciones de carácter'general, como las circulares, u órdenes 

individuales. En los dos supuestos, se nota el carácter imperativo para el funcionario. El principio de la 

obediencia jerárquica es inherente a la organización administrativa. 

Sin embargo, no todos los funcionarios está sujetos al deber de obediencia, aunque no por 

ello éste deja deser un deber obligatorio, teniendo como excepciones a los Magistrados que no está sujetos al 

deber de obediencia en !oque se refiere a sus sentencias. Debe considerarse que los jueces tampoco están 

jerarquizados con relación a sus deberes y que cada juez es una unidad judicial enteramente independiente 

con relación a los otros, dependiendo sólo de la ley y de su conciencia, sin responder tampoco por sus 

20 ZANOBINI, Guido. Curso de Derecho Administrativo. Edit. Milano. Italia. 1936. pág. 2 74 
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entencias. En los cuerpos colegiados de la Administración Pública no existe tampoco éste principio; tampoco 

:n los funcionariosadministrativosque ejercen funcibnes eminentemente técnicas y en cuyo ejercicio deben 

leterminarse según su ciencia, siendo posible la existencia de órdenes e instrucciones por orden de un 

,uperior. los funcionarios colocados a la cabeza de la Administracón Central tampoco tienen Ja obligación de 

espetar éste deber. 

La subordinación jerárquica y el correlativodeber de obediencia pueden admitirse solamente .. 
mtre funcionarios que forman parte de Ja misma rama de la Administración Pública. Un ministerio no puede 

jar órdenes a otro que pertenezca a otro ministerio; ya que en cada uno existe una organización jerárquica 

ndependiente. 

La voluntad del superior es una manifestación de voluntad del Estado y el inferior debe de . 
)bedecerla, porque la desobediencia traerá aparejada Ja desobediencia disciplinaria. 

El administrado puede recurrir, por mediodel recurso Jerárquico, en las condiciones que 

establece el derecho positivo, de toda decisión administrativa que afecte sus derechos subjetivos o intereeses .. 
legítimos. 

Este deber tiene sus límites a saber: Ja competencia del órgano, sea por razón de materia, de 

cuantía, de grado o de territorio, se presenta como una limitación jurídica al deber de obediencia, cuando 

suurge el problema de deber de obediencia, ya que no basta que la orden seadada por un funcionario 

competente en razón de materia, grado y territorio para que el inferior la cumpla. 

La teoría de la obediencia a la ley lia sido expuesta por Duguit. Se llama de la legalidad 

restringida y sostiene que ninguna orden ilegal se puede imponer al inferior y que éste queda exonerado de 

toda responsabilidad si no la ejecuta, por cuanto el funcionario está obligadó''a ajustarse a la ley; teoría muy 

criticada con la que estamos de acuerdo, es a nuestro parecer, una buena base para hacer mención de dos 

términos: el equilibrio y la confianza. 

3) Deber de dedicación.- Por demás explícito, indispensable en el desempeño de la 

actividad del Estado y contemplado en foi-roa especial dentro de la Ley Federal de Responsabilidades de los 

Servidores Públicos, es también una de las directrices que se le hacen saber a los empleados públicos desde el 

momento de su ingreso a un empleo público. 

El deber de dedicación se descompone en el deber de incompatibilidad moral y en el deber 

de incompatbilidad material, con sus respectivas exigencias constitutivas. 
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El deber de dedicación plante~ el problema de las incompatibi\idades, es decir, de aquellas 

acitividades que están prohibidas a los funciQnarios. Entendiendo a ésta corr¡o el deber que nace de la 

imposibilidad de acumular un mismo empleado yarios empleos. 

La incompatibilidad entraña dc.>s elenientos: 1) que el empleado debe dedicar su actividad al 

servicio de un modo especial. 2) Que el Estado remunere al empleado de modo que este. pueda subvenir a sus 

necesidades. 

La doctrina señala tres objetivos fundamentales a que puede responder un sistema legal de 

incompatibilidad: 

1.- La defensa y garantía dei interés público en la actuación de las autoridades. 

En lo que respecta a las autoridades, el propósito del régimen de incompatabilidad es el de 

conseguir la exclusiva dedicación de aquéllas al servicio del cargo público, al ejercicio de las funciones 

propias. 

La debida dedicación a la función pública excluye la libertad de dedicación a otros empleos 

públícos o privados, de actuaciones encaminadasa la gestión, de modo directo o indirecto, de agentes o 

intereses ajenos al servicio públíco. 

El ejercicio por la misma autoridad de otros cargos públícos implíca el riesgo de 

subordinación a una autoridad distinta de aquella a la que se encuentra vinculado en el ejercicio de su función, 

con el perjuicio que ésto tarería aparejado. 

2.- La dedicación de los funcionarios al cargo público y sus exigencias. 

En cuanto a los funcionarios, el estricto cumplimiento del deber de dedicación comprende el 

desempefio del cargo en el tiempo, forma y lugar establecido legalmente y la consiguiente abstención de 

acumulación de funciones públícas o privadas, más cuando su ejercicio implica oposición formal o real de los 

intereses respectivos, o limita el rendimiento al queel funcionario está obligado. 

3.- La ordenación del mercado de trabajo. 

Por medio del régimen de las incompatibíldades, se pretende una ordenación del trabajo en 

el sector público y en el sector relación de incompatibilidad y relación, se corre el riesgo del incumplimiento 

del deber de dedicación. 
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Se fundamentan las incompatbilidades de los funcionarios públicos en: 

1 º. La libertad de acción e independencia y honestidad profesior¡al; 

2°. La de sustraer tiempo a las autoridades del cargo públicq con el desempefto de otro 

público o de actividades privadas. 

3°. Una equitativa distribución de haberes, obviando su acumul~ción en perjuicio depersonas 

aptas para el desempeño de funciones públicas. 

La incompatibilidad, como es lógico suponer, está justificada por razones de pretender el 

mejor de los servicios, dedicación total a las funciones públicas, imposibilidad de ejercer éstas 

simultáneamente con otras actividades, obligación de asegurar la independencia de los funcionarios y de no 

permitir su intervención en asuntos que puedan tener interés o respecto a personas con las cuales pudieran 

estar vinculadas. 

Pero la calidad de funcionario impone ciertas obligaciones inherentes a la función misma, 

las que pueden ser afirmadas y reguladas por acto administrativo aunque no esté consagrado especialmente 

dicho acto en la ley. 

Se podrá admitir que cabe establecer incompatbilidad por vía administrativa en el caso en 

que de no respetarse implicaría una violación de los funcionarios públicos. Las demás incompatabilidades 

requieren ley al implicar una limitación de Ja esfera de libertad individual. 

La incompatibilidad puede ser clasificada en absoluta y relativa, expresa o legal y virtual o 

de facto. La absoluta es cuandoderiva de una norma legal, constitución o ley y elsuperior jerárquico no tiene 

facultad para eliminarla. La relativa es cuando Ja cumulación no está en oposición efectiva con los intereses 

de la Administración Pública ni con los deberes de la función, pudiendo ser autorizada porel superior 

jerárquico dentro de lo disponga la ley o el reglamento. es expresa al establecerse en Ja ley formal o material, 

Constitución, ley o reglamento. Y es virtual cuando está sujeta a examen previo a fin de decidir sobre su 

existencia o inexistencia. 

Tiene como efecto jurídico la incompatbilidad en general, la extinción de la función pública 

con respecto al cargo incompatible, extinción que se produce desde el momento en que se declara y notifica. 

La incompatibilidad se refiere a la acumulación de distintos cargos, sean todos de naturaleza 

pública y/o privada. 
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La inhabilitación, comporta Ja prohibición que sufre todo funcionario de tener en el ejercicio 

le su cargo y en relación con su servicio intereses que compromete su independencia; distinguiéndose éste 

fenómeno fundamentalmente de la incompatibilidad, ya que no se trata de Ja prohibición de acumular cargos 

Júblicos con otros de naturaleza pública o privadsa, sino simplemente de no tener interés personal en la 

iecisión de asuntos que le están encomendados. 

Habiendo quedado así y en forma un tanto implícita dentro del anterior análisis, otro de los 

ieberes de los funcionarios públicos, el deber de incompatibilidad, tercero en nuestra lista, del que todo lo 

:¡ue podamos decir, ha quedado escrito en los renglones precedentes. 

4) Deber de discreción.- Este se manifiesta por dos cl!!$es de obligaciones de grado 

diferente. Una está estrictamente determinada y precisada por Jos textos, es de orden penal y constituye en el 

deber de guardar secreto. La otra, de carácter más contingente, radica en el hecho de que haya varios según el 

cargo que ocupe el funcionario y sus circunstancias; se Je designa (,'()n el nqmbre de deber de reserva y éste es 

en parte consecuencia práctica del deber general de lealtad. 

A su vez el deber de guardar secreto puede clasificarse en dos categorías, ya seaque Ja 

protección del secreto se refiera a hechos o informaciones de servicio, o que proteja Jos intereses particulares. 

El deber de guardar secreto no debe extenderse a las informaciones sin importancia que pueda dar el 

funcionario y que constituyen leves indicaciones. 
/ 

Tratándose de funcionarios públicos, Ja revelación del secreto adquiere mayor importancia 

para aquellos que por la naturaleza del cargo que desempeilan, están obligados a corresponden en más alto 

grado a la confianza depositada en ellos por el Estado . 

El deber de guardar secreto 

•• . . :·. 
además, tiene verificativo no sólo el tiempo en que el 

funcionario ejerce efectivamente el cargo, sino que debe regir aún cuando éste no pertenezca más a los 
~-· 

cuadros de Ja Administración Pública. 

En algunos supuestos el secreto debe guardarse por razón de Ja propia naturaleza de los 

asuntos, y en otros casos por virtud de orden recibida de un superior. siendo el deber inherente a la función 

pública, no requiriendo estar expreso por ley escrita. 

5) Deber de Residencia.- Como los funcionarios tienen que cumplir sus tareas en un 

detenninado lugar, es conveniente que tengan su residencia en el sitio donde ejercen su función o empleo, éste 

deber en el lugar donde se desempeilene sus funciones está vinculado al deber de puntualidad. Tratando en 

ésta forma de obtener el mejor cumplimiento de Ja labor, opina entre otras cosas el maestro Alessi. Punto que 

48 



a pesar de ser importante no se ha considerado un deber trascendental, careciendo de mención si quiera dentro 

de nuestras leyes. 

El cumplimiento del horario puede estar vinculado estrechamente conel deber de residencia, 

por lo que para la elección de cargo político es fundamental de residencia, considerándose que ei funcionario 

al hacerse cargo de su función, transfiere definitivamente su residencia y con ella el asiento principal de su 

familia y al lugar de sus funciones. 

Cabe seilalar que la residencia es un ~lemento de facto, mientras que el domicilio legal es un 

elemento de iure. 
. . 

Los efectos del cumplimie!'to de los deberes de la función, son los que derivan de la 

exigencia del interés público de que el domicilio y la residencia legaldel funcionario, se asienten en el lugar 

donde éste cumple sus funciones 

6) Deber de dignidad- Este deber se llama también de integrida sd e implica la obligación 

del funcionario de ser honorable y de buenas costumbres en consideración a su profesión, tanto en el ejercicio 

de la función como fuera del cargo, en sus relaciones sociales. Se basa en la circunstancia de que el 

funcionario es un órgano del ente en que presta sus servicios. 

En cuanto al ejercicio del cargo, abarca las relaciones del funcionario con sus superiores, 

con sus iguales, con sus subalternos y con el público interesado en los asuntos a su cargo. 

Desde el punto de vista de los actos ajenos al cargo, debemos referimos a ciertos hábitos 

que hacen desmerecer en el concepto público, con motivo de conductas qqe pueden ser consideradas como 

contraria a éste deber, citándose entre éstos el escándalo, la conducta en el juego, los ataques violentos a las 

autoridades, etc., actitudes del funcionario que pos su publicidad pueden influir en el prestigio de la función 

pública. 

El funcionario también debe excusarse de intervenir en todo aquello en que su actuación 

pueda originar interpretaciones de parcialidad o en las cuales incurra una incompatibilidad moral. 

Entrando a otro aspecto del tema deberes de los funcionarios públicos, aparece el punto 

relativo a la responsabilidad que puede originarse hacia !os mismos por el incumplimiento de sus deberes y 

las posibles sanciones a aplicar a cada caso conreto, lo que se explica de la manera siguiente: 
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.. 
. .. 

El funcionario tiene que cumplir los deberes impuestos, trayendo su infracción aparejada 

Jna responsabilidad. La relación del deber del funcionario solamente alcanza al aparato administrativo, al 

)rden y a la disciplina establecidos a la competencia, apareciendo la responsabilidad disciplinaria. 

Puede haber otros caso en que la actividad del funcionario haya causado un daño a un 

patrimonio, tratándose entonces de la responsabilidad civil. 

El acto efectuado por el funcionario que no cumple cor1 sus deberes, puede representar 

también una figura delictiva definida por el derecho penal, existiendo una responsabilidad penal del 

funcionario aplicándosele sanciones penales. 

• 
Puede existir otro tipo de responsabilidad, la política, que es la qu alcanza al número de 

funcionarios que son los gobernantes. 

Los primeros tres tipos de responsabilidad, la disciplinaria, civil y penal pueden dar lugar a 

tres sanciones distintas con efectos específicos de cada una de las materias afectadas. 

La trasngresión de las funciones del empléado del Estado que den origen a una 

responsabilidad penal, afectando indudablemente la disciplina del servicio y del orden público y ambiente 

social, hace que sus efectos trasciendan al exterio~; notando en la mayor parte de los casos la presencia del 

dolo, por lo que el ejercicio del poder disciplinario no es suficiente para la reparación del daño causado, 

interviniendo el poder punitivo del Estado con sus sanciones que reprimen el hecho con la privación de la 

libertad del agente y en algunos supuestos con la inhabilitación temporal o perpetua para desempeñar 

cualquier otro cargo. 

Siendo la responsabilidad más grave la de tipo penal, presentada cuando los funcionarios en 

el ejercicio de su cargo realizan actos o funciones que constituyen delito previsto y penado por las leyes, 

habiendo en consecuencia: 

a) Infracción de un deber por el funcionario en el ejercicio de su cargo, ya sea por acción o 

por omisión. 

Elemento genérico porque se encuentra en todos los casos de responsabilidad. 

b) La intervención de dolo o culpa; 

Elemento indispensable, ya que si no hay dolo o culpa como causa del incumplimiento del 

deber, no es posible imputar delito alguno al funcionario. 
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c) La previsión del delito y de la pena por las leyes. 

Condición también indispensable que se funda en el principio clásico, según el cual no 

puede imponerse pena que no se haya establecida por la ley, respetándose las garantías individuales de todo 

individuo. 

En algunas circunstancias la calidad del funcionario no altera la configuración del delito, 

pero constituye una agravante especial. 

La Administración Pública debe ser diligente en la observación de las disposiciones sobre 

el control de arqueos y balances que reflejen el estado administrativo y financiero, y con él la conducta de los 

funcionarios, las omisiones o la negligencia de la Administración Pública, implicaría culpa para ella y en 

consecuencia, no puede hacerse recaer la responsabilidad en los terceros. 

Siendo más que bellas todas las palabras expuestas, sobre los derechos y los deberes de los 

servidores públicos, lamentablemente en nuestro pais, por primacía que se dá a los intereses particulares y no 

de la colectividad, es necesaria la existencia de un ordenamiento jurídico que vele por el debido respecto de 
• 

aquéllos, llamado Ley Federal de Responsabilidádes de los Servidores Públicos, con independencia de los 

propios Estatutos, Reglamentos y Otras leyes creadas por la Administración Pública para cada una de sus 

Instituciones y Dependencias, con base en la propia Constitución Política, como la forma de procurar el 

mejor ejercicio de los fines y deberes del Estado, sobresaliendo las siguieµtes medidas y sanciones: ,,, 

Sobresaliendo al respecto, lo dispu~sto desde el artí,culo 108 Constitucional dirgido a la 

responsabilidad de los servidores públicos y lo más importante de la Ley Federal de Responsabilidades de los 

Servidores Públicos, así: 

"Art. 108,- Para los efectos de las responsabilidad a que alude éste título se reputarán como 

servidores públicos a los representantes de elección popular, a los miembros de los poderes judicial federal y 

judicial del Distrito Federal, a los funcionarios y empleados y, en general a toda persona que desempeñe un 

empleo, cargo o comisión de cualquier naturaleza en la Administración Pública Federal o en el Distrito 

Federal, quienes serán responsables por los actos u omisiones en que incurran en el desempeño de sus 

respectivas funciones. 

El Presidente de la República, dunu¡te el tiempo de su encargo, sólo podrá ser acusado por 

traición a la patria y delitos graves del orden común. \!( 
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Los gobernantes de los Estados, los diputados a las legislaturas locales y los Magistrados de 

los Tribunales Superiores de justicia locales, serán responsables por violaciones a ésta Constitución y a las 

leyes federales, así como por el manejo indebido de fondos y recursos federales. 

La Constitución de los Estados de la República precisarán, en los mismos ténninos del 

primer párrafo de éste artículo, y para los efectos de sus responsabilidad, el carácter de servidores públicos de 

quienes desempeñen empleo, cargo o comisión en los Estados o Municipios." 

Específicamente la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos, señala: 

"Art. lo.- Esta ley tiene por objeto reglamentar el Título Cuarto Constitucional en materia 

de: 

1.- Los sujetos de responsabilidad ene! servicio público; 

II.- Las obligaciones en el servicio público; 

III.- Las responsabilidades y las sancionesadministrativas en el servicio público, así como 

las que se deben resolver mediante juicios políticos. 

IV.- Las autoridades competentes y los procedimientos para aplicar dichas sanciones; 

V.- Las autoridades competentes y los procedimientos para declarar la procedencia del 

procesamiento penal de los servidores públicos que gozan de fuero, y .:.• 

VI.- El registro patrimonial de los servidores públicos". 

"Art. 2.- Son sujetos de esta ley, los servidores públicos mencionadas en el párrafo primero 

y tercero del artículo 108 constituciona1"'y todas aquellas que manejan o apliquen recursos económicos 

federales." 

"Art. 3.- Las autoridades competentes para aplicar la presente ley serán: 

1.- La Cámara de Senadores y Diputados del Congresos de la Unión; 

1 bis.- La Asamblea de Representantes del Distrito Federal; 

II.- La Secretaría de Contraloria General de la Federación; 
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!II.- Las dependencias del Ejecutivo Federal; 

IV.- El Departamento del Distrito Federal; 

V.- La Suprema Corte de Justicia de la Nación; 

VI.- El Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal; . . 
Vil.- El Tribunal Fiscal de la Federa!i6n; 

•. 

VIII.- Los Tribunales de Trabajo, en los términos de la legislación respectiva; 

IX.- Los demás órganos jurisdiccionales que determinen las leyes." 

"Art. 46.- Incurren en responsabilidades administrativas los servidores públicos a quese 

refiere el artículo 2 de ésta ley." 

"Art. 47.- Todo servidor público tendrá las siguientes obligaciones, para salvaguardar la 

legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y efis;icia que deben ser observadas en el desempeño de su 

empleo, cargo o comisión y cuyo incumplimiento dará lugar al procedimeinto y a las sanciones que 

correspondan, sin perjuicio de sus derechos laborales, así como de las normas específicas que al respecto rijan 

en el servicio de las fuerzas armadas: ... 

1.- Cumplir con la máxima diligencia el servicio que le sea encomendado y abstenerse 

decualquier acto u omisión que cause la suspensión de dicho servicio o implique abuso o ejercicio indebido de 

un empleo, cargo o comisión; 

II.- Formular y ejecutar legalmente, en su caso, los planes, programas o presupustos 

correspondientes a su competencia y cumplir las leyes y otras normas que determinen el manejo de recursos 

económicos públicos; 

III.- Utilizar los recursos que tengan asignados para el desempeño de su empleo, cargo o 

comisión, las facultades que les sean atribuidas o la información reservada a que tenga acceso por su función 

exclusivamente para los fines a que están afectos; 

.· 
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IV.- Custodiar y cuidar la documentación que por razón desu empleo, cargo o comisión, 

conserve bajo su cuidado o a la cual tenga acc~so, impidiendo o evitando el us~, la sustracción, destrucción, 

ocultamiento o innutilización indebida de aquellas; 

V.- Observar buena conducta en su empleo, cargo o comisión, tratando con respeto, .. 
diligencia, imparcialidad y rectitud a las personas con las que tenga relación con motivo de éste; 

h ~ 

.,. 
VI.- Observar en la dirección de sus inferiores jerárquico~ las debidas reglas del trato y 

abstenerse en agravio, desviación o abuso de autoridad; 

VII.- Observar respeto y subordinación legítimas con respecto a sus superiores jerárquicos 

inmediatos o mediatos, cumpliendo las disposidiones que éstos dicten ene! ejercicio de sus atribuciones; 

"" 
VIII.- Comunicar por escreito al titular de la dependencia o entidad en la que presten sus 

servicios, las dudas fundadas que le suscite la procedencia de las órdenes que reciba; 

IX.- Abstenerse de ejercer las funciones de un empleo, cargo o comisión. después de 

concluido el periódo para el cual se le designó o de haber cesado; por cualquier otra casua, en el ejercicio de 

sus funciones; 

X.- Abstenerse dedisponer o autorizar a un subordinado a no asistir sin causa justificada a 

sus labores por más de 15 días contínuos o 30 discontinuos en un afio, asi ~o.mo de otorgar indebidamente 

licencias, permisos o comisiones con goce total o parcial de sueldo, y otras percepciones, cuando las neca 

inetrés personal, familiar o de negocios, incluyendo aquellos de los que pueda resultar algún beneficio para él, 

su cónyuge o parientes consanguíneos hasta por el cuarto grado, por afmidad o civiles, o para terceros con los 

que tenga relación profesionales, laborales o de negocios, o para socios o sociedaddes de los que el servicio 

público de las personas antes referidad hayan formado o formen parte; 

XIV.- Informar por escrito al jefe inmediato y en su caso, al superior jerárquico sobre la 

atención y trámite de los asuntos a que hace referenci la fracción anterior y que sean de su concimiento; y 

observar sus instrucciones por escrito sobre su atención, tramitación y resolución cuando el servidor público 

no puede abstenerse de intervenir en ellos; 

XV.- Abstenerse, durante el ejercicio de sus funciones de solicitar, aceptar o recibir, por sí o 

por interpósita persona, dinero, objetos mediante enajenación a su favor, en precio notoriamente inferior al 

que el bien de que se trate y tenga en el mercado ordinario, o cualquier donación, empleo, cargo o comisión 

para sí, o para las personas a que se refiere la fracción XIII y que procedan de cualquier persona física o 

moral cuyas actividades profesionales, comerciales e industriales se encuentren directamente vinculadas, 
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reguladas o supervisadas por el servidor público de que se trate en el deserr~peño de su empleo, cargo o 

comisión y que implique interés en conflicto. Esta prevención es aplicable ha~ta un año después do que se 

haya retirado del empleo, cargo o comisión; 

XVI.- Desempeñar su emp!eq, cargo o comisión sin obetner q pretender obtener beneficios 

adicionales a las contraprestaciones que el Es\ado le otorga pare! desempeño pe su función; sean para él o 

para las personas a que se refiere la fracción Xlll; 

XVII.- Abstenerse de intervenir o participar indebidamente en la selección, nombramiento, 

designación, contratación, promoción, suspensión, remoción, cese o sanción de cualquier servidor público, 

cuando tenga interés personal, familiar o de negocios eq el caso, o pueda derivar alguna ventaja o beneficio 

para él o para las personas a que se refiere la fracción XII; 

XVIII.- Presentar con oportunidad y veracidad, las declaraciones de situación patrimonial, 

en los términos establecidos por ésta ley; 

XIX.- Atender con diligencia las instrucciones, requerimientos y resoluciones que reciba de 

la Secretaría de la Contraloria, conforme a la competencia de ésta;· 

XX.- Supervisar que los servidores públicos sujetos a su dirección, cumplan con las 

disposicones de éste artículo, y denunciar por escrito, ante el superior jerárquico o la contraloría interna los 

actos u omisiones que en ejercicio de sus funciones llegare a advenir respecto de cualquier servidor público, 

que pueda ser causa de responsabilidad administrativa en los términos de ésta ley, y de las normas que al 

efecro se expidan; 

XXI.- Abstenerse de culquier acto u omisión que impliquen incumplimiento de cualquier 

disposición jurídica relacionada con el servicio público y; 

XXII.- Las demás que le impongan las leyes y reglamentos. Cuando el planteamiento que 

formuleel servidor público a su superior jerárquico debaser comunicado a la Secretaría de la Contraloria 

General, el superior procederá a hacerlo sin demora, bajo su estricta responsabilidad, poniendo el trámite en 

conocimiento del subalterno interesado, si el superior jerárquico omite la comunicación de la contraloría 

general, el subalterno podrá practicarla directamente informando a su superior hacerca de éste acto; 

' XXIII.- Abstenerse, en ejercicio de sus funcionaes o con motivo de ellas, de celbrar o 
' 

autorizar la celebración de pedidos o contratos relacionados cm; -adquisiciones, arrendamientos y 

enajenaciones de todo tipo de bienes, prestación de servicios decua!quier naturaleza y la contratación de obra 

pública, con quien desempeñe un empleo, cargo o comisión en el servicio público, o bien con las sociedaddes 
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de las que dichas personas formen parte, sin \a autorización previa y espccific;a de la secretaría a propuesta 

razonada, conforme a las disposiciones legales aplicables, de\ titular de \a dependencia o entidad de que se . ' 

trate. Por ningún motivo podrá celebrarse ped¡do o contrato alguno con quien se encuentre inhabilitado para 

desempeñar un empleo, cargo o comisión en el servicio público, y 

XXIV.- Las demás que le impongan las leyes y reglamentos". 

"Art. 53.- Las sanciones por falta administrativa consistirán en: 

!.- Apercibimiento privado o público; 

II.- Amonestación privada o pública; 

III.- Suspensión; 

IV.- Destitución del puesto; 

V.- Sanción económica, y 

.. 
VI.- Inhabilitación temporal paraj:lesempeílar empleos. 

Cuando la inhabilitación se impogna como consecuencia de un acto que implique lucro, o 

cause daños o perjuicios, será de un año hasta diez años si el monto de aquello no excede de 200 veces el 

salario mínimo mensual vigente en el Distrito Federal, y de 10 a 20 años si excede a dicho límite. Este último 

plazo de inhabilitación también será aplicable por conductas graves de los servidores públicos. 

Para que una persona que hubiere sido inhabilitada en los términos de ley por un plazo, 

mayor de 1 O aílos, pueda volver a desempeñar un empleo, cargo o comisión en el servicio público una vez 

transcurrido el plazo de \a inhabilitación impuesta, se requerirá que el titular de la dependencia o titular a la 

que pretende ingresar, de aviso a la Secretaría en forma razonada y justificada de tal circunstancia. 
> •. :; 

La contravención a lo dispuesto por el párrafo que antecede será causa de responsabilidad 

administrativa en los términos de ésta ley, quedando sin efecto el nombramiento o contrato que en su caso se 

haya realizado." 
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"Art. 54.- Las sanciones administrativas se impoqdrán tomando en cuenta Jos siguientes 

fomentos: .. 
1.- La gravedad de Ja responsabilidad en que se encurra y la conveniencia de suprimir 

' 
>rácticas que infrinjan, en cualquier forma, )as qisposiciones de esta ley o las qu~ se dicten con base en ella; 

II.- Las circunstancias socioeconómicas del servidor público; 

III.- El nivel jerárquico, Jos antecedentes y las condiciones del infractor; 

IV.- Las condiciones exteriores y los medios de ejecución; 

V.- La antigüedad del servicio; 
, . 

VI.- La reincidencia en el incumplm;i~nto de obligaciones, y 

VII.- El monto del beneficio, daño o perjuicio económicos derivados del incumplimiento de 

obligaciones." 

Concluyendo la primera gran parte de nuestra investigación repitiendo como en múltiples 
/ 

ocasiones a lo largo de éste trabajo, que sin l.as personas fisicas el Estado no podría ni siquiera existir; a 

pesar de ello, lamentablemente y quizá como única explicación lógica a la creación de los ordenamientos, 

preceptos, sanciones y de otros medios coactivos aplicables sólo a los funcionarios y empleados públicos para 

el caso del incumplimiento de sus funciones y obligaciones como tales, equiparando éstos a la nada jurídica, 

sea la condición imperfecta del ser humano, que en la mayoría de casos y muy comúnmente en nuestro país, 

la ley suprema y fundamental la representan sus propios intereses por sobre los del resto de los ciudadanos, 

olvidándo que su posición los hace merecederos del privilegio de 'servir, más no ser ser.ridos ni servirse'. 
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CAPITULOD 

"LOS TRABAJADORES AL SERVICIO DEL ESTADO" 

·CONCEPTO DE TRABAJADOR AL SERVICIO DEL ESTADO. 

Abordar el rubro de 'Traba¡ador al Servicio del Estado', implica tpda una serie de 

ncepciones que se han expresado al respecto por distintos entes, verbigracia, la doctrina, el propio textc¡ 

~al e incluso nuestro máximo Tribunal, la Suprema Coite de Justicia de la Nación, quienes desviando su 

mción hacia dicho punto y con el fin de precisar el mismo, amplían poco a poco nuestro panorama que 

bre éste grupo de trabajadores se tiene y que si recordamos fue analízado, aún cuando someramente en 

capítulo anterior, partiendo de la base fundamental de que por habl:;i- del Estado como uno de los 

jetos de la relación jurídica y tratarse de una mera ficción que no puede percibirse por medio de los 

ntidos, requiere de las personas físicas' para el desempeño de sus funciones y consecuentemente el 

mplimiento de sus fines y obligaciones. Esencialmente, a los trabajadores del Estado, se les identifica a 

tvés de dos denominaciones bastante comunes, éstas son la d~ empleado público y la de burócrata, para 

mprensión del rubro a estudio, analizaremos los distintos puntos de vista que lo tratan. 

/ 

A) Desde el punto de vista de la Doctrina, concebimos a los trabajadores al servicio del 

:tado como: 

El maestro Don Mario de la Cueva, al respecto se manifiesta en el mismo sentido que lo 

ce la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado en su artículo 3o. que más adelante 

mscribiremos y que podemos resumir como "la persona que preste un servicio físico o intelectual, por 

rtud de un nombramiento que Je asigne sus funciones a determinar o por percibir la justa retribución a su 

lario como parte de las listas de raya del Estado."18 

Luís Humberto Delgadillo Gutiérrez, lo hace utilizando en forma indistinta las 

:presiones 'empleado público' y 'funcionario público', expresiones con las cuales se identifica a "todos 

s trabajadores que de una manera permanente y regular, mantienen una relación de servicio con el 

;tado. Destacando en ellos cuatro notas primordiales: su incorporación, la regularidad de su relación, su 

tribución y el sometimiento al derecho Administrativo. "19 

FRAGA MAGAÑA, Gabino. Ob. cit. Pág. 138 
DELGADILLO GUTIERREZ, Luis Humberto. Ob. cit. Pág. 69 

58 



Para Guillenno Haro, la denominación más correcta es la de 'servidores públicos', 

sma que concibe como aquélla que "engloba en su totalidad a toda persona que de una u otra forma 

sempeña un empleo, cargo o comisión en Ja Administración Pública. "20 

El maestro Ernesto Gutiérrez y González nos dice que "los trabajadores al servicio del 

trulo son todas aquéllas personas que en la medida de sus funciones asignadas por ley, son las que hacen 

e el Estado funcione, mal las más de las veces, otras bien, pero lo hacen funcionar. "21 

B) Desde el punto de vista Legal, los textos de la ley aplicables para dilucidar el tema en 

tudio, lo son la propia Constitución Política, la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado 

la Ley Federal del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, que al 

;pecto señalan: 

Respetando las jerarquías, comenzamos citando lo dispuesto por la Constitución Política 

los Estados Unidos Mexicanos que incluyendo en su artículo 5 la salvaguarda de la libertad de trabajo 

mo una de las garantias individuales del ciudadano mexican,o y considerando a éste, como una de las 

tividades más sagradas del ser humano, dispone: 

"Art. 5. - A ninguna persona podra impedirse que se dedique a la profesión, industria, 

•mercio o trabajo que le acomode, siendo lícitos. El ejercicio de ésta libertad sólo podrá vedarse por 

:terminación judicial cuando se ataquen los derechos de terceros, o por resolución gubernativa, dictada 

1 los términos que marque la ley, cuando se ofendan los derechos de la sociedad. Nrulie puede ser 

ivado del producto de su trabajo, sino por resolución judicial. 

La ley determinará en cada Estado, cuáles son las profesiones que necesitan título para su 

ercicio, las condiciones que deban llenarse para obtenerlo y las autoridades qne han de expedirlo. 

Nrulie podrá ser obligado a prestar trabajos personales sin la justa retribución y sin su 

eno consentimiento, salvo el trabajo impuesto como pena por la autoridad judi¡,-ial, el cual se ajustará a 

dispuesto en las fracciones I y II del artículo 123. 

HARO, Guillermo. Ob. cit. Pág. 213 
GUTIERREZ Y GONZALEZ, Ernesto. Derecho Adminlstrativo y Derecho Adnñnistratívo al Estilo Mexicano. 
lit. Porrúa. México, D.F., 1993, p. 531 
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En cuanto a los servicios p~blicos, sólo podrán ser obli¡iatorios, en los términos qu~ 

ablezcan las leyes respectivas, el de las armas y Jos jurados, así como el desempeño de los cargos 
! . l 

~cejiles y los de elección popular, direc!f! o indirecta Las funciones electorales y censales tendrár¡ 

·ácter obligatorio y gratuito, pero serán retribuidas aquellas que se re~licen profesionalmente en lo~ 

minos de ésta Constitución y las leyes correspondientes. Los servicios profesionales de índole socia:¡ 

·án 'obligatorios y retribuidos en los ténninos de la ley y con las excepciones que ésta señale. 

El Estado no puede permitir que se lleve a efecto ningún contrato, pacto o convenio que 

1ga por objeto el menoscabo, la pérdida o el irrevocable sacrificio de la libertad de la persona, por 
. ·.' 

alquier causa. 
, .· 

Tampoco puede admitirse convenio en que la persoo.¡\;pacte su proscripción o destierro, o 

que renuncie temporal o permanentemente a ejercer determinada pr9fesión, industria o comercio. 

El contrato de trabajo sólo obligará a prestar el servicio convenido por el tiempo que fije 

ley, sin poder exceder de un año en. perjuicio del trabajador, y no podrá extenderse, en ningún caso, a la 

1uncia, pérdida o menoscabo de cualquiera de los derechos políticos o civiles. 

La falta de cumplimiento de dicho contrato, por lo que respecta al trabajador, sólo 

•ligará a éste a la correspondiente responsabilidad'civil, sin que en ningún caso pueda hacerse coacción .,,. 
bre su persona". 

Dando continuidad al citado artículo 5°, tenemos el más importante y base de toda 

tividad laboral que se desarrolle en nuestro país, esto es, el artículo 123 Constitucional, que dividido en 

•s apartados A y B, para la regulación del trabajo prestado a empresas privadas y al Estado 

spectivamente, a pesar de haber sido ya in~luido en el capítulo anterior, consideramos necesario citar de 

tevo, obviamente enfocados al cumplimielito de la función pública que es lo que nos interesa. 

"Art. 123.- Toda persona tiene derecho al trabajo digno y socialmente útil; a efecto, se 

amoverán la creación de empleos y la organización social para el trabajo, conforme a la ley. 

El Congreso de la Unión, sin contravenir a las bases siguientes, deberá expedir leyes sobre 

trabajo, las cuales regirán: 
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B.- Entre los Poderes de la UrJión, el Gobierno del Distrito Federal y sus trabajadores: 

1.- La jornada máxima de trapajo diurna y nocturna será de ocho horas, respectivamente 

> que excedan serán extraordinarias y se p~arán con un cierto por ciento más de la remuneración fijadl1 

a el servicio ordinario. En ningún caso el trabajo extraordinario podrá exceder de tres horas diarias m 
. : 

tres veces consecutivas; 
, 

ll.- Por cada seis días de trabajo disfrutará el trabajador de un día de descanso, cuando 

mos, con goce de salario integro; 
. 

m. - Los trabajadores gozarán de vacaciones, que nunca serán menores de veinte días al 

D' , 

IV. - Los salarios serán fijados en los presupuestos respectivos, sin que su cuantía pueda 

: disminuida durante la vigencia de éstos. 

En ningún caso los salarios podt'lÍll ser inferiores al mínimo para los trabl\iadores en 

neral en el Distrito Federal y en las Entidades de la República; 

V.- A trabajo igual corresponderá salario igual, sin tener en cuenta el sexo; 

VI.- Sólo podrán hacerse retenciones, descuentos, deducciones o embargos al- salario, en 

s casos previstos en las leyes; 

Vil. - La designación del personal se hará mediante sistemas que pennitan apreciar los 

mocimientos y aptitudes de los aspirantes. El Estado organizará escuelas de Administración Pública; 

VIII. - Los trabajadores gozarán de derechos de escalafón a ñn de que los ascensos se 

orguen en función de los conocimientos, aptitudes y antigüedad. En igualdad de condiciones, tendrá 

ioridad quien represente la única fuente de ingreso en su familia; 

IX.- Los trabajadores sólo podrán ser suspendidos o cesados por causa justificada, en los 

rminos que fije la ley. 
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. . 

En caso de separación inju~tificada tendrán derecho a optar por la remstalación en su 

)ajo o por la indemnización correspondie\1te, previo el procedimiento fogal. En los casos de supresió~1 

plazas, los trabajadores afectados tendrán derecho a que se les otorgue o)Ia equivalen~e a la suprimida o 
• ! : 

1 indemnización de ley; 

X. - Los trabajadores tendrán el derecho de asociarse para la defensa de sus interese.s 

nunes. Podrán, asimismo, hacer uso del derecho de huelga, previo el cumplimiento de los requisitos 

~ determine la ley, respecto de una o varias dependencias de los Poderes Públicos, cuando se violen de 

nera general y sistemática los derechos que éste artículo les consagra; 

XI. - La seguridad social se organizará conforme a las siguientes bases mínima~: 

a) Cubrirá los accidentes y enfermedades profesionales, la~ enfermedades no profesionales 

naternidad, y la jubilación, la invalidez, vejez y muerte; 

b) En caso de accidente o enfermedad, se conservará el derecho al trabajo por el tiempo 

e determine la ley; 

c) Las mujeres durante el embarazo no realizarán trabajos que exjjan un esfuerzo 

nsiderable que siguifiquen un peligro para su salud en relación con la gestión; 

Gozarán forzosamente de un mes de descanso antes de la fecha fijada aproximadamente 

ra el parto y de otros dos después del mismo, debiendo percibir su salario íntegro y conservar su empleo 

los derechos que hubiere adquirido por la relación de trabajo. En el periodo de lactancia tendrán dos 

:scansos extraordinarios por día, de media hora cada uno, para alimentara sus hijos. Además, disfrutarán 

: asistencia médica y obstétrica, de medícinas, de ayudas para lactancia y de servicio de guarderias 

fantiles; 

d) Los familiares de los trabajadores tendrán derecho a asistencia médica y medicinas, en 

s casos y en la proporción que determine la ley; 

e) Se establecerán centros para vacaciones y para recuperación, así como tiendas 

:onómicas para beneficio de los trabajadores y sus familiares; 
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t) Se proporcionarán a los trabajadores habitaciones bar.itas, en arrendamiento o venta, 

tforme a los programas previamente probados. Además, el Estado mediante las aportaciones que haga, 

1blecerá un Fondo Nacional para la Vivienda a fin de constituir depósitos en favor de dichos 

>ajadores y establecer un sistema de financiamiento que permita otorgar a éstos crédito barato y 

íciente para que adquieran en propiedad habitaciones cómodas e higiénicas, o bien para construirlas, 

ararlas, mejorarlas o pagar pasivos adquiridos por éstos conceptos. 

Las aportaciones que se hagan a dicho fondo serán enteradas al organismo encargado de la 

.uridad social regulándose en su ley y en la que corresponda, la forma y el procedimiento conforme a 

cuales se administrará el citado fondo y se otorgarán y adjudicarán los créditos respectivos; 

XII.- Los conflictos individuales, colectivos o intersindicales serán sometidos a un 

bunal Federal de Conciliación y Arbitraje integrado según lo prevenido en la ley reglamentaria 

Los conflictos entre el Poder 'iuáicial de la Federación y sus servidores, serán resueltos 

r el pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; 

XIIl. - Los militares, marinos y miembros de los cuerpos de seguridad pública, así como el 
--

rsonal de servicio exterior, se regirán por sus propias leyes. 

El Estado proporcionará a los miembros en el activo del ejército, fuerza aérea y armada, 

; prestaciones a que se refiere el inciso t) de la fracción XI de éste IÍj>artado, en términos similares y a 

vés del organismo encargado de la seguridad social de los componente de dichas instituciones; y 

XIIl bis.- El Banco Central y las entidades de la Administración Pública Federal que 

rmen parte del sistema bancario mexicano regirán sus relaciones laborales con sus trabajadores por lo 

spuesto en el presente apartado; 

XIV.- La ley determinará los cargos que serán considerados de confianza. Las personas 
' 

e los desempeñen disfrutarán de las medidas de protección al salario y gozarán de los beneficios de la 

guridad social". 

Abordando ahora lo establecido por disposiciones más específicas contenidas en leyes 

peciales, tenemos principalmente dos que ya señalamos: 
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La ley Federal de Trabajadc;res al Servicio del Estad, crea¡la para ellos a la letra dice: 

Dentro del Título Primero ryferente a las Disposiciones Gi:nerales, Capítulo Único de la 

y de Trabajadores al Servicio del Estado, ·hace mención del concepto trabajador al servicio del Estadq, 
' : . 

lniendo a éste a través del numeral 3 de d¡cho ordenamiento legal de la iuanera siguiente: 

,) 

"Art. 3o. - Trabajador es toda persona que preste un servicio fisico, intelectual o de ambo¡s 

~eros, en virtud de nombramiento expedido o por figurar en la5 listas de raya de los trabajador~s 

nporales." 

Debernos añadir que la misma ley crea dos grupos fundamentales de trabajadores, los de 

nfianza y los de base, de conformidad con lo dispuesto por el articulo 4 de la ley en mención, siendo 

nbién la ley la que nos dice quienes quedan comprendidos dentro de cada grupo. 

"Art. 5.- Son trabajadores de con~: .•· .. 
. ' .. , 

I.- Los que integran la planta de la Presidencia de la República y aquellos cuyo 

>mbrarniento o ejercicio requiera la aprobación expresa del Presidente de la república, 
~ 

II.- En el Poder Ejecutivo, los de las dependencias y de las entidades comprendidas dentro 

:1 régimen del apartado B del artículo 123 Constitucional, que desempeñen funciones que conforme a los 

ltálogos a que alude el articulo 20 de esta ley sean de: 

a) Dirección, como consecuencia del ejercicio de sus atribuciones legales, que de manera 

errnanente y general, le confieren la representatividad e implican poder de decisión en el ejercicio del 

1ando a nivel directores generales, directores de área, adjuntos, subdirectores y jefes de departamento, 

b) Inspección, vigilancia y fiscalización: exclusivamente a nivel de las jefaturas y 

1bjefaturas, cuando estén considerados en el presupuesto de la dependenci¡¡. o entidad de que se trate, así 

orno el personal técnico que en forma exclusiva y permanente, esté desempeñando tales funciones 

cupando puestos que a la fecha son de confianza. 

c) Manejo de fondos o valores, cuando se implique la facultad legal de disponer de éstos, 

leterrninado su aplicación o destino. El personal de apoyo queda excluido. 
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" 

d) Auditoria: a nivel de auditores y subauditorcs generales, así como el personal técnico 

.e en forma exclusiva y permanente desempeña tales funciones, siempre que presupuestalmente dependa 

· las contralorias o de las áreas de auditoría. 

e) Control directo de adquisiciones: cuando tenga la representación de la dependencia o 

tidad de que se trate, con facultades para tomar decisiones sobre las adquisiciones y compras, así como 

personal encargado de apoyar con elementos técnicos éstas decisiones y que ocupa puestos 

esupuestalmente considerados en éstas áreas de las dependencias y entidades con tales características. 

f) En almacenes e inventarios, el responsable de autorizar el ingreso o salida de bienes y 

Jores y su destino o la baja y alta en inventarios. 

g) Investigación Científica, siempre que implique facultades para determinar el sentido y 

forma de la investigación que se lleve a cabo. 

h) Asesoría o Consultoría, únicamente cuando .se proporcione a los siguientes servidores 

tblicos superiores, secretario, subsecretario, oficial mayor, coordinador general y director general en las 

:pendencias del gobierno federal o en sus equivalentes en las entidades. 

i) El personal adscrito presupuestalmente a las Secretarías particulares o ayudantías. 

j) Los secretarios particulares de, secretario, subsecretario, oficial mayor y director general 

: las dependencias del Ejecutivo Federal o sus equivalentes en las entidades, así como los destinados 

·esupuestalmente al servicio de los funcionarios a que se refiere la fracción I de éste artículo. 

k) Los agentes del Ministerio Público Federal y del Distrito Federal. 

1) Los agentes de las policías Judiciales y miembros de las Policías Preventivas. 

Han de considerarse de base todas las categorías que con aquella clasificación consigne el 

táJogo de empleos de la Federación, para el personal docente de la Secretaría de Educación Pública. 

La clasificación de los puestos de confianza en cada una de las dependencias o entidades, 

rmará parte de su catálogo de puestos. 
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lll.- En el Poder Legislativc:>: En la Cámara de Diputados: el Oficial Mayor, el Director 

neral y sus oficinas, el Tesorero Gen:eral, los cajeros de la Tesoreria, el Director General de 

!ministración, el Oficial Mayor de Ja gxan Comisión, el Director Gjmeral de la Imprenta y de )a 

cuademación y el Director de la biblioteca del Congreso. 

En la Contaduría Mayor de \facienda: el Contador y el Subcontador Mayor, los Directo~'S 

5ubdirectores, los Jefes de Departamento, los Auditores, los Asesores y los Secretarios Particulares ~e 

; funcionarios mencionados. 

En la cámara de Senadores: Oficial Mayor, Tesorero y Subtesorero. 

IV.- En el Poder Judicial: los Secretarios de los Ministros de la Suprema Corte de Justicia 

la Nación y en el Tribunal Superior de Justicia en el Distrito Federal, los secretarios del tribunal pleno 

le las salas." 

"Art. 6.- Son trabajadores de base: 

Los no incluidos en la enumeración anterior y que, por ello, serán inamovibles. Los de 

1evo ingreso no serán inamo~ibles sino despuéS' de seis meses de servicios sin nota desfavorable en su 

pediente." 

Desde el punto de vista de otro ordenamiento legal, como lo es la Ley del Instituto de 

guridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, tenemos: 

"Art. 5. - Para los efectos de esta ley, se entiende: 

l.- Por Dependencias, las Unidades Administrativas de los Poderes de la Unión y del 

)biemo del Distrito Federal: al igual que las de los Estados y Municipios que se incorporen al régimen 

seguridad social de ésta ley; 

ll.- Por Entidades de la Administración Pública los orgarusmos, empresas y las 

;tituciones públicas paraestatales que se incorporen al régimen de esta ley; 

' 
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III.- Por trabajador, toda persona que preste sus servicios e¡i las dependencias o entidades 

tcionadas, mediante designación legal o nombramiento, o por estar incll¡ido en las listas de raya de los 

•ajadores temporales, con excepción de a~uellos que presten sus servici\>s mediante contratos sujetos a 
egislación común y a los que perciban ~us emolumentos exclusivam~nte con cargo a la partida d9 

iorarios; 

rv. -Por pensionísta, toda persona a la que ésta ley le recon9zca tal carácter; y 

V.- Por familiares derechohabientes a: 

- La esposa, o a falta de ésta, la mujer con quien el trabajador o pensionísta ha vivido 

no si lo fuera durante los cinco años anteriores o con la que tuviese hijos, o siempre que ambos 

manezcan libres de matrimonío. Si el trabajador o pensionista tiene varias concubinas, ninguna de ellas 

.drá derecho a recibir ésta prestación. 

- Los hijos menores de 18 años; de ambos o de sólo uno de los cónyuges, siempre que 

pendan económicamente de ellos. 

- Los hijos solteros mayores de 18 años, hasta la edad de 25, previa comprobación de que 

rán realizando estudios medio o superior, de cualquier rama del conocimiento en planteles oficiales o 

;onocidos y que no tengan un trabajo remunerado. 

- Los hijos mayores de 18 años incapacitados física o psiquícamente, que no puedan 

ibajar para obtener su subsistencia, lo que se comprobará mediante certificado médico expedido por el 

stituto y por medios legales procedentes. 

- El esposo o concubinario de la trabajadora o pensionista siempre que fuese mayor de 55 

los de edad, o esté incapacitado física o psíquicamente y depende económicamente de ella. 

- Los ascendientes siempre que dependan económicamente del trabajador o pensionista 

- Los familiares que se mencionan en éste articulo, tendrán el derecho que ésta ley 

;tablece si reúnen los requisitos siguientes: 
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a) Que el trabajador y pensionista tenga derecho a las prestaciones señaladas en el artículo 
' 

: ésta ley. 

b) Que dichos familiares no tengan por sí mismos, derechos propios a las prestaciones 
' . 

liadas en el artículo antes mencionado." 

C) Por último, desde el punto de vista de la Jurisprudencia emitida por nuestro máJ<imo 

mnal entendemos a los trabajadores al servicio del Estado como: 

* TRABAJADORES AL SERVICIO DEL ESTADO PROVISIONALES. QUIENES LO 

\!.- (Artículos 63, 64 y 65).- Conforme a la letra y al espíritu de los artículos 73, 74 y 75 de la Ley 

ieral de los Trabajadores al servicio del Estado, son empleados públicos provisionales, los siguientes: 

os que son designados para cubrir las vacantes temporales menores de seis meses (que pueden ser 

obrados y removidos libremente por el titular); b) los que son designados para cubrir vacantes 

tporales mayores de seis meses (que deben ser nombrados por el riguroso escalafón); c) los que siendo 

base participan en el movimiento escalafonario a que se contrae el inciso que antecede; y d) los que son 

ignados entre tanto la comisión de escalafón emite dictamen. Consecuentemente, en caso de 

Ltroversia sobre la naturaleza de los servicios de un trabajador, cuando el titular alega que éste tiene el 
.· 

ácter de provisional, dicho titular debe acreditar en el juicio respectivo, que al empleado se le otorgó 

nbramiento con carácter de provisional precisamente bajo los supuestos señalados en los cuatro incisos 

!CÍonados. 

ecutoria: Informe de 1968, Cuarta Sala, página 37 y 38. A.D. 5358-67. Instituto de Seguridad y 

:vicios Sociales de los Trabajadores del Estado. R. 26 de febrero de 1968) . . 
* TRABAJADORES AL SERVICIO DEL ESTADO. (Artículos 3º y 4°).- Por el sólo 

:ho de que un empleado público ocupe un puesto con carácter provisional interino por más de seis 

:ses, no adquiere el derecho a la planta en forma definitiva, en perjuicio de aquellos empleados de 

egoria inmediata anterior que podían aspirar a ocupar dicho empleo; siendo los puestos susceptibles de 

iuirirse en forma definitiva, por el sólo transcurso del tiempo, aquellos que queden libres una vez 

rridos los escalafones y que son ocupados por empleados de nuevo ingreso. 

jecutoria : B.I.J., número 82, p. 78, de 2 de marzo de 1953; A.D. 4373-1951. Francisco Rivera 

>ntreras. R. 26 de febrero de 1953). 
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• TRABAJADORES AL SERVICIO DEL ESTADO, EN LISTA DE RAYA, SON 

ABAJADORES DE BASE. (Artículos 3° y 4°).- Los trabajadores al servicio de la nación que figurim 
. ' 

las listas de raya deben de considerar51¡ de base supuesto que no esljín incluidos en los de confianza 

: clasifica el artículo 4 del Estatuto de los trabajadores al servicio del pstado, tri tampoco exceptuadps 
: ! ' 

re los que no quedan comprendidos en la ley citada, por el artículo 5 de la misma. 

ecutoria: B.I.J; número 77, página 457. lo. de septiembre de 1952. AD. 4912-1951. Secretaria de 

mutticaciones y Obras Públicas. R. 15 de agosto de 1952). 

* TRABAJADORES AL SERVICIO DEL ESTADO. DE CONFIANZA.- No están 

•tegidos por el apartado B del artículo 123 en cuanto a la estabilidad en el empleo. El Tribunal Federal 

Conciliación y Arbitraje no incurre en violación de garantías si absuelve del pago de indemnización 

nstitucional y salarios caídos reclamados por un trabajador de confianza que alega un despido 

istificado, si en autos se acredita tal cariicter, porque Jos trabajadores de confianza no están protegidos 

: el artículo 123 de la Constitución, apartado B, sino en lo relativo a la percepción de sus salarios y las 

:staciones del régimen de seguridad social que les corresponde, pero en lo referente a la estabilidad en 

mipleo. 

aparo Directo 3635-78.- Manuel Velázquez Villaseñor.- 14 de marzo de 1979.- 5 votos.- Ponente: 

fonso López Aparicio.- Secretario: Carlos Villascán Roldán. 

nparo Directo 1485/80.- Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado.- 23 

julio de 1980.- Unanimidad de 4 votos.- ponente: Julio Sánchez vargas.- Secretario: Jorge Landa. 

nparo Directo 6624/80.- Secretario de la reforma Agraria.- 27 de abril de 1981.- 5 votos.- Ponente: 

nia Cristina Sahnorán de Tamayo.- Secretario: F. Javier Nijanfos Navarro. 

nparo Directo 7306/82.- Jaime Moreno Ayala.- 13 de abril de 1983.- Unanimidad de 4 votos.- Maria 

istina Salmorán de Tamayo.- Secretario: Héctor Santacruz Femández. 

nparo Directo 1626/82.- Secretario de la Reforma Agraria.- 3 de agosto de 1983.- 5 votos.- Ponente: 

fonso López Aparicio.- Secretario: Carlos Villascán Roldán. 

risprudencia: Informe de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Segunda Parte, 1983, Cuarta Sala, 

ginas 18 y 19. 
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•TRABAJADORES AL SERVICIO DEL ESTADO. LA CALIDAD DE EMPLEADO 

ERNUMERARIO NO ALTERA SU CONDICION DE EMPLEADO DE BASE. (Artículos 6 y 12).­

:alidad de supcrnwnerario que tenga w1 empleado, es independiente de la clasificación que le 

~sponda dentro del artículo 4 del Estatutp Jurídico, pues tal clasificaci4n sólo depende de la naturale~a 
' . 

l función desempeñada, y no de la duración que puede tener el nombramiento. Así, pues, un trabajador . ' 
de base o de confianza según la labor que se le encomiende, y, por ende, los supernumerarios está;n 

egidos por el estatuto dentro de los límites de su designación transitoria. 

cutoria: B.I.J., número 94, página 226, 2 de mayo de 1975.- AD. 6338/1954. Secretario de Hacienda 

édito Público. R. 15 de abril de 1955). 

Todo lo anterior, nos coloca en la pqsibilidad de definir bajo nuestro particular punto de 

1, a los trabajadores al servicio del Estado como toda aquellas persona que por desempeñar una 

viciad especificada o no en la ley aplicable a cada caso concreto, mantiene una relación de tipo laboral 

el Estado, provocando que éste cumpla con sus fines y objetivos, adquiriendo para sí una serie de 

:chos y obligaciones correlativos con el Estado mismo. 

/ 

REGIMEN JURIDICO AL QUE SE ENCUENTRAN SUJETOS LOS TRABAJADORES AL 

R.VICIO DEL ESTADO. 

Para delimitar Ja situación jurídica del trabajador al servicio del Estado resulta 

veniente partir de los preceptos constitucio.iyiles. Nuestra Constitución utiliza los términos 

tpleados', 'funcionarios', 'trabajadores' y 'servi~es públicos'. Así tenemos que respecto del Poder ,,, ,, 
~slativo, los artículos 7 4 y 77 se refieren a los Úfes y demás empleadós de la Contaduría Mayor de 

;ienda y de ambas Cámaras; con relación al Ejecutivo, el artículo 89, fracción II faculta al Presidente 

la república para nombrar y remover libremente a sus colaboradores inmediatos, así como a los demás 

pleados de la Unión; y en el Poder Judicial se refiere a Jos empleados y funcionarios, en los artículo 94 

02; por otra parte, el apartado B del artículo 123 regula las relaciones entre los poderes de Ja Unión y el 

bieruo del Distrito Federal y sus trabajadores, el 128 se refiere al juramento constitucional de Jos 

cionarios y, finalmente todo su Título IV se refiere a los servidores públicos. 

Los artículos en mención señalan: 
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Para el Poder Legislativo. 

"Art. 74.- Son facultades exdusivas de la Cámara de Diputados: 

... 111.- Nombrar a los jefes y demás empleados de esa ofici.na; ... " ,. 
"Art. 77.- Cada una de las Cámaras, puede sin intervencióp de la otra: 

... ill.- Nombrar los empleados de su Secretaría y hacer el Reglamento Interior de la 

na, y ... " 

Para el Poder Ejecutivo. ., 

"Art. 89.- Las facultades y obligaciones del Presidente son las siguientes: 

... 11.- Nombrar y remover libremente a los .Secretarios del despacho, al Procurador 

teral de la República, remover a los agentes diplomáticos y empleados superiores de Hacienda y 

ibrar y remover libremente a los demás empl~os de la Unión, cuyo nombramiento o remoción no 

determinado de otro modo en la Constitución o en las leyes ... " 

Y para el Poder Judicial. 

"Art. 94.- Se deposita el tjercicio del Poder Judicial de la Feder.ición en una Suprema 

te de Justicia, en tribunales colegiados y unitarios de circuito y en juzgados de distrito . 

... La competencia de la Suprema Corte de Justicia, su funcionamiento en pleno y salas , la 

ipetencia de los tribunales de circuito y juzgados de circuito y las responsabilidades en que incurran 

servidores públicos del Poder Judicial de la Federación, se regirán por lo que dispongan las leyes, de 

formidad con las bases que ésta Constitución establece ... " 

"Art. 102. - A. La ley organizará el Ministerio Público de la Federación, cuyos 

cionarios serán nombrados y removidos por el Ejecutivo, de acuerdo con la ley respectiva, debiendo 

Lr presididos por un Procurador General, el que deberá tener las niismas calidades requeridas para ser 

ristro de la Suprema Corte de Justicia ... " 
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Aparentemente el régimen jurídico de los trabajadores al servicio del Estado se encuentra 

~lado en el apartado B del artículo 123 de nuestra Constitución Política, así corno en la ley Federal d~ 

Trabajadores al servicio del Estado, reglamentaria de este apartado, lo cual dista mucho de ser Ja 

:!ad puesto que, independientemente del régimen jurídico que en lo particular rige a los Diputados y 

<adores, en los términos de la Ley Orgánica del Congreso dela Unión y a los Funcionarios del Poder 

icial, de acuerdo con la ley Orgánica del Poder Judicial Federal, en .el ámbito del Poder Ejecutivo la 

ición de muchos de sus trabajadores son reguladas por el apartado A quien su fracción XXXI se destina 

los trabajadores de empresas de Participación Estatal Mayoritaria y de algunos Organismos 

scentralízados, así como por la ley Federal del Trabajo, lo cual nos permite afirmar que la nominación 

Apartado B del articulo 123 y el de su Ley Reglamentaria no son exactos, puesto que las Empresas de 

ticipación Estatal Mayoritaria, los Organismos Descentralizados y los Fideicomisos Públicos forman 

te de la Administración Pública Federal Paraestatal, en los términos del artículo 90 Constitucional y su 

reglamentaria, lo cual nos pone ante una primera gran subdivisión del régimen jurídico de los 

Jajadores al servicio del Estado, a observar: 

a) Los regulados en el aparatado A del articul<i 123 Constitucional y por la Ley Federal 

Tra!Jajo. 

b) Los regulados por el apartado B del artículo 123 Constitucional y por la Ley Federal de 

. Trabajadores al Servicio del Estado. 

Dentro del segundo apartado, debemos excluir a los trabajadores que en los términos del 

ículo 8 de la Ley Federal de los Tra!Jajadores al Servicio del Estado no quedan comprendidos en el 

µroen que ella establece, por lo que será necesario emplear la clasificación a). 

c) Los empleados de confianza, que sólo se encuentran regulados por la fracción XIV del 

ículo 123 Constitucional, sin ningún otro ordenamiento secundario que expresamente los comprenda. 

d) Los miembros del Ejército y Armadas Nacionales, cuya situru..-ión se prevé en la 

teción XIII del apartado B del articulo 123, con un régimen regulado por las leyes orgánicas del Ejército 

0uerza Aérea Mexicanas, y Orgánica de Ja Armada de México. 

e) Los miembros del Servicio Exterior Mexicano, en los términos de la fracción XIII del 

ículo 123 y en la Ley Orgánica del Servicio Exterior Mexicano. 
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f) Los que ejercen funciones de seguridad pública, q11e están sujetos a sus propios 

~amentos, y excluidos del régimen genera,!. 

g) Los empleados sujetos a contrato civil o sujetos a hcmorarios, que se regulan en los 

minos del contrato celebrado de acuerdo a la legislación civil. 

h) Finalmente, los empleados de las entidades bar¡carias que ~ parte de la 

ministración Pública Federal, en los ténninos de la fracción XIII bis del artículo 123 y su ley 

~amentaria 

Lo anterior pone de manifiesto la gran diversidad de posiciones que rigen las relaciones de 

trabajadores al servicio del Estado, creando confusiones por la falta de uniformidad en su regulación y 

existencia de diversas regulaciones conforme a cada grupo, se refiere así como graves diferencias entre 

)S, lo cual impide hablar de un sólo régimen jurídico para los trabajadores al servicio del Estado. 

Por tanto, la determinación de la naturaleza juridica de la relación que une a los 

bajadores al servicio del Estado con éste, desde el punto de vista de su régimen laboral, implica ser una 

npleta diferenciación de los tipos de trabajadores, no obstante quo en sentido amplio se considere como ,, 
~s a todas las personas incorporadas al Estado por una relación de servicios retribuidos, aunque como 

nos visto, regulada por diferentes ordenamientos. 

En el mismo sentido se manifiesta Guillermo Haro, cuando nos dice que "podriamos citar 

r ejemplo, la pluralidad de regimenes juridicos a la que están sujetas las relaciones entre los trabajadores 

;us patronos en el sector público. Así pertenecen al sector central del Gobierno Federal, las siguientes 

:>endencias y sin embargo sus relaciones con los trabajadores se rigen por diferentes leyes: 

a) Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado (Para la Secretaria de 

1bemación). 

b) Ley Orgánica del Ejército y Fuerza Aérea mexicana (para el Ejército). 

c) Ley Orgánica de la Armada de México (para la Armada). 
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d) El Reglamento del Servicio Exterior (para el Servicio Exterior Mexícano)."22 
. ' 

La situación descrita, que no es privativa de nuestro sis.tema jurídico, ha provocado que 

tratadistas acusen la existencia de un gn\D desorden jurídico en ésta materia. 
' ' 

Al respecto, Entrena Cuesta nos dice que "el concepto 4e funcionario público (en su más 
' plia acepción como empleado público), es uno de los más imprecisos de cuantos se manejan por la 

:trina jurídico administrativa, debido una parte, a la discrepancia entr~ su sentido vulgar y técnico y, 

a, a la diversidad de criterios con que se emplea en el derecho positivo. 

Agregando que en la época del Estado absoluto prevalecía la idea de estimar que el 

tcionario se encontraba en un mero estado de sumisión en relación con la Aclnúnistración Pública, la 

~ lo designaba por un acto de poder revocable en cualquier momento; en cambio, cuando surge el 

:ado de Derecho con el prevalece la idea de garantía de los particulares, se abre paso a la teoría de la 

.stencia de un contrato privado entre ambas partes, y como tal, inalterable por cualquiera de ellas. 

Ambas teorías caen en desuso conforme avanzamos en el siglo XIX y adquieren madurez 

la doctrina jurídico-adnrinistrativa. Surge entonces Ja idea de estimar que entre la relación de Estado y 

icionario existe ciertamente un contrato, pero de ca.-ácter administrativo: el contrato de función 

blica."23 

En el mismo sentido se expresa Guido Zanobini, para quien "la naiuraleza jurídica del 

o por el cual se efectúa la incorporación al servicio del Estado ha sido objeto en el curso de la historia 

diferentes apreciaciones. Al principio y antes de la.separación del derecho civil y del derecho público, 

considerará a dicho acto como un contrato reinario del derecho civil. 

Lo que en el acto jurídico de Ja incorporación al servicio del Estado surte efecto, debe ser 

voluntad el Estado; el acto administrativo que contiene el nombramiento, el consentimiento del súbdito 

ra el cual se emite, sólo tiene el valor de una condición a observar, condición esencial, por otra parte 

ra la validez del acto. Este efecto se produce, como en todos los actos administrativos, a partir del 

Jmento de la notificación., de la comunicación hecha en debida forma a la persona."24 

f:lARO, Guillermo. Ob. cit., pág. 204 
ENTRENA CUESTA, Rafael. Ob. cit., pág. 28i 
ZANOBINI, Guido. Curso de Derecho Administrativo. Edit. Milano., Italia, pág. 274 
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La concepción anterior no es unánimemente aceptada ppr la doctrina administrativa, ya 

para muchos la incorporación se produce "por un acto que condicionl\' la aplicación del estatuto kgal y 

no puede crear ni variar dicho estatutp y que además pennite la 11\odificación de éste en cualquier 

nento sin necesidad del consentimiento del empleado, es el acto que la doctrina denomina acto-
: ' i 

:m"25 
, opina el maestro Gabino Fraga. 

El Illl!estro Acosta Romero se manifiesta en el núsmo sentido en que lo hace Don Gabino 

ga, al aducir: "resunúendo, nuestro criterio sobre la naturaleza jwidica del nombramiento, acto por el 

1 nace la relación entre el Estado y sus servidores, pensamos que es un acto materialmente 

rlÍnÍstrativo que permite la aplicación de las leyes conducentes al personal, y en el cual concurren las 

untad es del Estado y del trabajador". 26 

Lo real es que por la naturaleza de su incorporación al servicio público ha variado 

forme a los cambios del propio Estado, tanto en su estructura como en sus actividades, a partir de su 

isformación a Estado de Derecho, en que sujeta sus relaciones a un ordenamiento jurídico, y luego con 

avance a Estado intervencionista, que al asumir gran número. de actividades anteriormente reservadas a 

particulares, utiliza formas de derecho privado y se sujeta a normas que los regulan. 

De ésta manera, nos darnos cuenta que sin dejar de ser todos Jos grupos de trabajadores, 

pleados al servicio del Estado, y con base en Ja amplitud de nuestro Derecho Administrativo, réginien 

: rige el desempeño de sus funciones, es deber primordial, aplicar a cada caso c.oncreto Ja ley específica 

1 que se encuentran supeditados cada uno de aquellos. 

ORGANISMO DEL QUE PERTENCEN Y DEPENDEN. 

Recordando el hecho de que uno de esos tantos fines que el Estado debe de llevar a cabo 

constituye la seguridad social, como parte importantísima para el -desarrollo del ser hnmano y como 

recho de todo trabajador, es el motivo que junto con la imposibilidad de que el Poder Ejecutivo realice 

sólo todas las funciones estatales, lo que da origen a la creación de una Institución especializada que se 

ga cargo de otorgar, salvaguardar, vigilar y cumplir con los principios básicos de dicha seguridad social. 

'RAGA MAGAÑA, Gabino. Ob. Cit., pág. 133 
>.COSTA ROMERO, Miguel. Teoría General del Derecho Administrativo. Edit. Ponúa, México, 1984, pág. 236 
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A raíz del prodigioso trabajo del Constituyente de 1917, decide establecerse en la C<;rta 

gna los preceptos identificados como Garantías Individuales y G¡¡rantías Sociales, con base é~tas 

mas en el nuevo artículo 123 dedicado a la protección de la clase trabajadora, citado en páginas atrás 

1de se estipulan una serie de derechos l\únimos a respetarse en toda !'.elación laboral que se present~e 
' 

ce dos personas (fisicas o morales), dándose uno de los pasos más gra¡ides no sólo de nuestro país s¡no 

mundo entero. 

Este gran paso, inicio de todo un amplio camino por recorrer, dio origen a tener como 

etivo la satisfacción de las necesidades de seguridad social exigidas por los trabajadores al servicio del 

ado quienes no pudiendo evitar una comparación entre ellos y el resto de los trab!!,iadores de nuestro 

>, deciden tomar la bandera de exigencia para que se creara una ley que los protegiera, surgiendo el 

rtado B del artículo 123 Constitucional y paralelamente, la Legislación Federal del Trabajo 

cocrático formado por la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado, la Ley del Instituto de 

~dad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, Legislación de las Fuerzas Armadas 

•re Seguridad Social, Ley Federal de Responsabilidades, reglamentos, estatutos, decretos y demás 

enarnientos relacionados con los antes referidos, cobrando vida también así el Instituto de Seguridad y 

vicios Sociales de los Trabajadores del Estado (I.S.S.S.T.E.), encargado de otorgar la seguridad social 

nandada en forma especial para los empleados del Estado. _, 

Es así como de dicho Instituto penden los hilos más sobresalientes dd bienestar de los 

>ajadores y sus familiares derechohabientes, mismo~ que analizaremos párrafos más adelante, dentro de 

: segundo capítulo, asentando en éstos momentos tan sólo, la dependencia que tienen si no la totalidad 

los trabajadores del Estado, como lo vimos en el rubro anterior, al menos sí los señalados por los 

pios textos legales aplicables al caso concreto de seguridad social. 

Nuestro panorama al respecto puede ser ampliado con lo establecido en la Ley Federal de 

Trabajadores al Servicio del Estado, nulrcando las reglas de aplicabilidad, verbigracia, en cuanto a 

etos se refiere, expresa literalmente: 

"Art. lo.- La presente ley es de observancia general para los titulares y trabajadores de las 

oendencias de los Poderes de la Unión, del Gobierno del Distrito Federal, de las Instituciones que a 

ttinuación se enumeran: Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, 

.tas Federales de Mejoras Materiales, Instituto Nacional de la Vivienda, Lotería Nacional, Instituto 

~ional de Protección a la Infancia, Instituto Nacional indigenista, Comisión Nacional Bancaria y de 
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;uros, Comisión Nacional de Valores, ¡:::omisión de Tarifas de Electricidad y Gas, Centro Matemo­

ll!til "Maximino Avila Camacho" y Hospital Infantil; así como de los otros organismos 

centralizados, similares a los anteriores c¡ue tengan a su cargo función de servicios públicos." 
. " 

"Art. 2o.- Para los efe~tos de ésta ley, la relación jurídica de trabajo se entier¡de 

tblecida entre los titulares de las dependencias e instituciones citadas. y los trabajadores de base a $US 

ricios. En el Poder Legislativo, las directivas de la gran comisión de cada Cámara asu.'llirán dicha 

~ción." 

"Art. 8.- Quedan excluido;; del régimen de ésta ley los trabajadores de confianza a que se 

ere el artículo 5, los miembros del Ejército y Armada Nacional, con excepción dei personal civil de las 

:retarias de la Defensa Nacional y de Marina; el personal militarizado o que se militarice legalmente; 

miembros del Servicio Exterior Mexicano, el personal de vigilancia de los centros penitenciarios, 

celes o galeras, y aquellos que presten sus servicios mediante contrato civil o que sean sujetos al pago 

honorarios". 

En tanto, la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del 

:ado establece: 

... 
"Art. lo.- La presente ley es de orden público, de interés.social y de observancia en toda 

~epública; y se aplicará: 

I.- A los trabajadores al servicio civil de las dependencias y de las entidades de la 

ministración Pública Federal que por Ley o por Acuerdo del Ejecutivo Federal se incorporen a su 

:Unen, así como a los pensionados y familiares derechohabientes de unos y otros; 

II.- A las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal y de Jos Poderes 

la Unión a que se refiere ésta ley; 

I!I.- A las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal en los Estados y 

micipios y a sus trabajadores en los términos de los convenios que el Instituto celebre de acuerdo con 

:a ley, y las disposiciones de las demás legislaturas locales; 
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IV. - A los Diputados y Senadores que durante su mandato Constitucional se incorporen 

ividualmente y voluntariamente al régimen de ésta ley; y 

V.- A las agrupaciones o entidades que en viitud de :,1cuerdo de Ja Junta Directiva se 

orporen al régimen de ésta ley." 

Acotado lo anterior respecto al organismo del que dep'\'fiden los trabajadores al servicio 

Estado, es menester ahora, estudiar con mayor profundidad al I.S.S.S.T.E., tema central de nue&tro 

uiente apartado. 

INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS TRABAJADORES DEL 

:TADO: ANTECEDENTES, NATURALEZA JURIDICA, OBJETIVOS Y 

JNCIONAMIENTO. 

Contando con total libertad de espacio para hablar del Instituto de Seguridad y Servicios 

ciales de los Trabajadores del Estado (I.S.S.S.T.E.), tan extenso y basto como para hacer un sólo 

bajo, aprovecharemos la oportunidad que se n<¡s brinda para desarrollar los que bajo nuestro criterio, 

rr los más importantes aspectos que pueden desprenderse del referido Instituto, con el fin primordial de 

mprender tanto su importancia, como su grandeza y utilidad; tarea que emprendemos señalando los 

tecedentes, naturaleza juridica, objetivos y funcionamiento del mismo, empleando para ello 

mcialmente, el texto de la Ley del propio Instituto y por su Estatuto Orgánico. 

ANTECEDENTES. 

Al Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado lo podemos 

nsiderar como una respuesta a la demanda revolucionaria de los trabajadores, por lo que la vuelve 

rinenternente revolucionaria, pudiendo llegar a la conclusión de que se trata de un organismo público 

scentralizado por servicios creado por la revolución mexicana para servir a quienes le sirvieron a ella. 

Pero sus antecedentes más remotos, traspasan en el tiempo el estallido de Ja revolución de 

1 O en nuestro país, remontándose al momento en que por primera vez se empleó la palabra pensión bajo 

misma connotación que le damos actualmente. 
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ESTA TESIS NO SALE 
DE LA BlBLlO'iECA 

Los conceptos de pensión r jubilación, aplicados al contexto primordial de nuestro estudio 

rno lo es la situación particular de los tÍabajadores al servicio del Estado dependientes del Instituto de 

guridad y Servicios Sociales de los Tr¡ibajadores del Estado, regulados por la Ley, Estatuto y o¡ros . . . 
lenarnientos juridicos del Instituto, tiene¡¡ su propia historia que se ini9ia con la impor'.ación de siste1!1as 

líticos, culturales y sociales que trajo c;onsigo la dominación espailóla, reflejándose en el ámbito de 

mas de protección y asistencia a la clases desposeídas. 

La protección antes referida se manifiesta con el establecimiento del sistema de los 

)ntepíos durante la Época Colonial, iniciando el camino de lo que más tarde se conocerla con el 

robre de pensiones civiles: el Primer Monte dé Piedad de México, que similar al que existía en la Villa y 

•rte de Madrid, se establece por Cédula Real de 2 de junio de 1774 teniendo el fin de aliviar en algo las 

cesidades de los menesterosos. 
. . 

Otorgándose una pensión de 200 pesos anuales en favor de Fray Bartolomé de las Casas 

n carácter vitalicio por sus servicios prestados a la comunidad y al rey, como la primer pensión 

ncedida en el territorio que hoy ocupa nuestro país. 

Mucho más flexible y completa la ley de 1947, con vigencia hasta el día 30 de diciembre 

1 afio de 1959, fecha trascendental en la que con gran fiesta nace a la vida jmidico-administrativa de 

1estro país el I.S.S.S.T.E. como bandera de lucha y objeto a alcanzar, principahrnente de la clase 

agisterial de la Nación. A través de tantos ailos, con gran gusto se vivió el establecimiento de todo llll 

;tema contemplado en el texto hoy vigente del Instituto, y el otorgamiento de la primera pensión por 

bilación por parte de la Dirección General de Pensiones, con una cuota diaria de 3.45 pesos al Sr. Félix 

aria Alcérrega con 29 años de servicios al Estado. hasta el 30 de marzo de 1926, quien se inició como 

ecanógrafo y se retiró como Notario de la Secretarfu de Agricultura y Fomento. 

1 NATURALEZA JURÍDICA. 

El Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, es llll 

ganismo descentralizado por servicios. Se dice que un organismo es descentralizado, cuando llena 

•terminados requisitos estipulados por la misma ley que les da vida, concibiéndose a éstos, como las 

:rsonas morales creadas por Ley del Congreso de la Unión, o por Decreto del Ejecutivo Federal, 

llllquiera que sea su estructura pero que tenga las siguientes caracteristicas: 
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l. Que su patrimonio se integre total o parcialmente con fondos o bienes generales, 

~aciones, subsidios, concesiones, derec/los, impuestos específicos, etc.. 

2. Que tenga por objeto prestar un servicio público so.cial, la investigación científica y 

10lógica, explotación de bienes o recurso de la Nación. 

3. Que obtengan o apliquen recursos para fines de asistencia o de seguridad social. 

Otro rasgo característico es el de la personalidad jurídica · 

El Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, rige sus 

1ciones por medio de una Ley Federal; entonces, tiene por ende personalidad jurídica propia; dicha ley 

expidió el 28 de diciembre de 1959 por el entonces Presidente Adolfo López Mateos, entrando en vigor 

lo. de enero de 1960. 

En cuanto a la personalidad jurídica propia de los organismos descentralizados, ello no 

nifica que puedan disfrutar de plena autonomía, en ese sentido, el Estado ha legislado que todo 

gamsmo Descentralizado debe regirse de acuerdo con lo dispuesto por la Ley Orgánica de la 

ministración Pública Federal y por la Ley Federal de las Entidades Paraestatales, así como por las 

posiciones administrativas giradas por el Ejecutivo y las disposiciones hacendarias que tiene a su cargo 

Secretaria de Hacienda y Crédito Público, la que además tiene funciones de control económico sobre el 

ipio Instituto. 
. " 

Ahondando en el tema, hemos de decir que la primera de las disposiciones legales citadas 

el párrafo anterior, la Ley Orgánica de la Administración Pública, regulando el rubro de los 

garusmos Descentralizados, a la letra ordena lo siguiente: 

Art. 1°.- La presente ley establece las bases de organización de la Administración Pública 

deral, centralizada y paraestatal. 

La Presidencia de la República, las Secretarias de Estado, los Departamentos 

lministrativos y la Consejería Jurídica del Ejecutivo Federal, integral la Adrnlnlstración Pública 

ntralizada. 
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Los organismos descentralizados, las empresas de part,icipación estatal, las instituciones 

ionales de crédito, los organismos auxiliares nacionales de crédito, la~ instituciones nacionales de 
' . 

,uros y fianzas y los fideicomisos, componen la administración públic<.1 paraestatal. 
' ' 

Art. 3.- El Poder Ejecutivo de la Unión se auxiliará en' los términos de las disposici~nes 

ales correspondientes, de las siguientes entidades de la administración pí1blica paraestatal: 

l.- Organismos descentralizados; 

II.- Empresas de participación estatal, instituciones nacionales de crédito, organizaciones 

ciliares nacionales de crédito e instituciones nacionales de seguros y fianzas; y 

IIL- Fideicomisos. 

Sobresaliendo para nuestro tema de investigación, el texto del numeral 45 de la ley en 

;¡, encargado de definir el tema a estudio así: 

Art. 45 .- Son Organismos Descentralizados las entidades creadas por ley o decreto del 

•ngresos de la Unión o por decreto del Ejem1tivo Federal, con personalidad jurídica y patrimonio 

ipios, cualquiera que sea la estructura legal que adopten. 

Necesariamente y para un mayor desarrollo del punto Organismos Descentralizados, la 

y Orgánica de la Administración Pública Federal, se complementa con la Ley Federal de las Entidades 

raestatales que dentro del Capítulo !, denominado "De las disposiciones generales", regula lo que a 

rtinuación citamos: 

! 

Art. 1 º.- La presente Ley, Reglamentaria en lo conducente del articulo 90 de la 

~nstitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, tiene por objeto regular la organización, 

pcionamiento y control de las entidades paraestatales de la Administración Pública Federal. 

Las relaciones del Ejecutivo Federal, o de sus dependencias, con las entidades 

estatales, en ""1anto unidades auxiliares de la Administración Pública Federal, se sujetarán, en primer 

· o, a lo establecido en esta Ley y sus disposiciones reglamentarias y. sólo en lo no previsto, a otras 

posiciones según la materia que corresponda. 
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Art. 2.- Son entidades paraestatales las que con tal carácter determina la Ley Orgánica de 

\dministración Pública Federal. 

Art. 5.- El Instituto Mexicano del Seguro Social, el 1Jistituto de Seguridad y Servi~ios 

:iales de los Trabajadores del Estado, el Instituto del Fondo N~cional de la Vivienda para: los 

bajadores, el Instituto de Seguridad Social de las Fne!7.as Armadas y los demás organismos de 

uctura análoga que hubiere, se seguirán rigiendo por sus leyes específicas en cuanto a las estructuras 

sus órganos de gobierno y vigilancia, pero en cuanto a su funcionamiento, operación, desarrollo y 

1trol, en lo que no se oponga a aquéllas leyes específicas se sujetarán a las disposiciones de Ja presente 

Aquellas entidades que además de Órganos de Gobierno, Dirección General y Órgano de 

µlancia cuenten con patronatos, comisiones ejecutivas o sus eqmvalentes, se seguirán rigiendo en 

ITTto a éstos órganos especiales de acuerdo a sus leyes u ordenamientos relativos. 

Art. 11.- Las entidades paraestatales gozarán. de autonomía de gestión para el cabal 

nplimiento de sn objeto, y de los objetivos y metas señalados en sus programas. Al efecto, contarán con 

L administración ágil y eficiente y se sujetarán a, los sistemas de control establecidos en la presente Ley 

n lo que no se oponga a ésta a los demás que se relacionen con a Administración Pública. 

El Capítulo II, específicamente destinado a los Organismos Descentralizados, dispone: 

Art. 14.- Son Organismos Descentralizados las personas jurídicas creadas conforme a lo 

puesto por la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal y cuyo objeto sea: 

l.- La realización de actividades correspondientes a las áreas estratégicas o prioritarias; 

!l.- La prestación de un servicio público o social; y 

Ill.- La obtención o aplicación de recursos para fines de asistencia o seguridad social. 

Art. 15.- En las leyes o decretos relativos que se expidan por el Congreso de la Unión o 

el Ejecutivo Federal para la creación de un organismo descentralizado se establecerán, entre otros 

en tos: 

l.- La denominación del organismo; 

!!.- El domicilio legal; 
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III.- El objeto del organismo conforme a lo seilalado en d artículo 14 de esta Ley; 

IV.- Las aportaciones y fuentes de recursos para integrar su patrimonio así como aqudlas 

se determinen para su incremento; 

V.- La manera de integrl\f el Órgano de Gobierno y d7 designar al Director General; así 

10 a los servidores públicos en las dos jerarquías ~eriores a éste; 
' 

VI.- Las facultades y obligaciones del Órgano de Gol:¡iemo seftalando cuales de diyhas 

1ltades son indelegables; 

VII. - Las facultades y obligaciones del Director General, quien tendrá Ía representación 

t1 del Organismo; 

VIII.- Sus Órganos de Vigilancia así como sus facultades; y 

IX.- El régimen laboral a que se sujetarán las relaciones de trabajo. 

El órgano de gobierno deberá expedir el Estatuto Orgánico en el que se establezcan las 

es de organización así como las facultades y funciones que correspondan a las distintas áreas que 

:gren el organismo. 

El estatuto orgánico deberá inscribirse en el Registro Público de organismos 

centralizados. 

En la extinción de los organismos deberán observarse las mismas formalidades 

lhlecidas para su creación, debiendo la Ley o Decreto respectivo fijar la forma y términos de su 

inción y liquidación. 

Art. 17. - La administración de los organismos descentralizados estará a cargo de un 

;ano de Gobierno que podrá ser una Junta de Gobierno o su equivalente y un Director General. 

Art. 18.- El Órgano de Gobierno estará integrado por no menos de cinco ni más de quince 

l!l1bros propietarios y de sus respectivos suplentes. Será presidido por el Titular de la Coordinadora de 

:tor o por la persona que éste designe. 

El cargo de miembro del Órgano de Gobierno será estrictamente personal y no podrá 

empeñarse por medio de representantes. 
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> • 

Art. 19.- En ningún caso podrán ser miembros del Órgano de Gobierno: 

1.- El Director General del Organismo de que se trate. Se exceptúan de esta prohibi~ión 
' . . 

:llos casos de los organismos a que se refiere el artículo 5 de ésta ley; 

ll. - Los cónyuges y las personas que tengan parentesco por consanguinidad o afmi¡:lad 

a el cuarto grado o civil con cualquiera de los miembros del Órgru~o'de Gobierno o con el Dire~tor 

teral; 

III.- Las personas que tengan litigios pendientes con el organismo de que se trate; 

IV. - Las personas sentenciadas por delitos patrimoniales, las inhabilitadas para ejercer el 

tercio o para desempeñar un empleo, cargo o comisión en el servicio público, y . 
V.- Los diputados y senadores al H. Congreso de la Unión en los térnrinos del articulo 62 

1stitucional. 

Art. 20.- El Órgano de Gobierno se reunirá con la periodicidad que se señale eu el 

~tuto orgánico sin que pueda ser menor de 4 veces al año. 

El propio Órgano de Gobierno sesionará válidamente con la asistencia de por lo menos la 

ad más uno de sus miembros y siempre que la mayoría de los asistentes sean representantes de la 

ninistración Pública Federal. Las resoluciones se tomarán por mayoría de los miembros presentes 
/ 

iendo el Presidente voto de calidad para el caso de empate. 

Art. 21.- El Director General será <lBi~o por el Presidente de la República, o a 

~cación de éste a través del Coordinador de Sector 
2

por el órgano de Gobierno, debiendo recaer tal 

bbramiento en persona que reúna los siguientes requisitos: 

I.- Ser ciudadano mexicano por nacimiento qi¡e no adquiera otra nacionalidad y estar en 

o goce y ejercicio de sus derechos civiles y públicos; 

II.- Haber desempeñado cargos de alto nivel decisorio, cuyo ejercicio requiera 

ocimientos y experiencia en materia administrativa; y 

III.- No encontrarse en alguno de los impedimentos que para ser miembro del Órgano de 

ierno señalan las fracciones II, III, IV y V del artículo 19 de esta Ley. 

Art. 22.- Los directores generales de los organismos descentralizados, en lo tocante a su 

esentación legal, sin perjuicio de las facultades que se les otorguen en otras leyes, ordenamientos o 

tos, estarán facultados expresaIDente para: 

I.- Celebrar y otorgar toda clase de actos y documentos inherentes a su objeto; 
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.. 
II.- Ejercer las más amplías facultades de dominio, administración y pleitos y cobranzas, 

de aquéllas que requieran de autoriuición especial según otras dis¡iosiciones legales o reglrunentarias 
' 

apego a esta Ley, la ley o decreto de freación y el estatuto orgánico
1 

III.- Emitir, avalar y nego9iar títulos de crédito. 

IV.- Formular querellas y otorgar perdón; 

V.- Ejercitar y desistirse de acciones judiciales inclusive del juicio de amparo; 

VI.- Comprometer asunto"s en arbitraje y celebrar transacciones; 

VII.- Otorgar poderes generales y especiales con las facultades que les competan, entre 

s las que requieran autorización o cláusula especial. Para el otorgamiento y validez de estos poderes, 

tará la comunicación oficial que se expida al mandatario por el Director General. Los poderes 

erales para sufrir efectos frente a terceros deberán inscribirse en el Registro Público de Organismos 

;centralizados; y 

VIII.- Sustituir y revocar poderes generales o especiales. 

Los directores generales ejercerán las facultades a que se refieren las fracciones ll, III, VI 

TJI bajo su responsabilidad y dentro de las limitaciones que señale el estatuto orgánico que autorice el 

1ano o Junta de Gobierno. 

Art. 23. - Para acreditar la personalidad y facultades según el caso, de los miembros del 

1ano de Gobierno, del Secretario y Prosecretario de éste, del Director General y de los apoderados 

terales de los organismos descentralizados, bastará con exhibir una certificación de la inscripción de su 

nbramiento o mandato en el Registro Público de Organismos Descentralizados. 

Cabe agregar, que el multicitado Registro Público de los Organismos Descentralizados, 

á manejado por la Secretaria de Hacienda y Crédito Público, debiendo de inscribirse en él, cualquiera 

los casos siguientes: 

1.- El Estatuto Orgánico y sus reformas o modificaciones; 

II.- Los nombramiento de los integrantes del Órgano de Gobierno así como sus 

rl.OClODes; 

III.- Los nombramientos y sustituciones del Director General y en su caso de los 

~directores y otros funcionarios que lleven la finna de la entidad; 

IV. - Los poderes generales y sns revocaciones; 
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V.- El acuerdo de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público o de la depende:ncia 

rdinadora de sector en su caso qu~ sei!ale las bases de la fui;ión, extinción o liquidación, de 

formidad con las leyes o decretos que ordenen las mismas; y 

VI.- Los demás documentos o actos que determine el rtljllamento de este ordenam.ient~. 

Acotando por último, que la cancelación de las inscripciones realizadas en el Registro 

lico de los Organismo Descentralizados, procederá en el caso de su extinción una vez que se haya 

cluido su liquidación. 

Todo lo antes manifestado, nos ayuda a concluir que el Instituto de Seguridad y Servicios 

iales de Jos Trabajadores del Estado aún cuando tiene personalidad juridica propia, debe acatar las 

)Osicioues de otras leyes sobre la materia, lo que implica un cuidado y vigilancia constantes del Estado 

>ecto a su patrimonio. 

La Secretaria de Hacienda y Crédito Público además, tiene en torno al Instituto de 

uridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, la facultad de interpretar 

iinistrativamente su ley, cuando algo no está claro o puede entenderse de dos o más formas, o bien, 

carse solución a algo sobre Jo que no está _legislado claramente. Estos mecanismos de control y 

iinistración quieren decir que un organismo descentralizado, no puede hacer y deshacer las cosas de 

erdo al criterio de sus funcionarios en turno; tratándose de un organismo debidamente estructurado 

ao parte del gobierno federal y por tanto, plenanaente sujeto a realizar las normas constitucionales que 

m la vida de la nación, obligado a seguir la política de seguridad social que orienta y dirige el régimen 

ional y todo lo que en concreto deba realizarse para servir al pueblo. 

Regulándose el tema patrimonio por la ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales 

los Trabajadores del Estado, se indica a través del numeral 174 lo siguiente: 
1 

"Art. 174.- El patrimonio del Instituto lo constituirá: 

1.- Sus propiedades, posesiones, derechos y obligaciones; 

11.- Las cuotas de los trabajadores y pensionistas, en los términos de esta ley; 

IIL- Las aportaciones que hagan las dependencias y entidades conforme a esta ley; 
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IV.- El importe de los créditos e intereses a favor del Instituto y a cargo de: los 

•ajadores o de las dependencias y entiqades a que se refiere esta ley; ' 

V.- Los intereses, rentas, plusvalías y demás utilidades que se obtengan de las inversiones . . . 
: conforme a esta ley haga el Instituto; 

VI. - El importe de indemnizaciones, pensiones caídas e intereses que prescriban en favor 

Instituto; . ' . 

VII.- El producto de las sanciones pecuniarias derivadas de la aplicación de esta ley; 

VIII.- Las donaciones, herencias y legados a favor del Instituto; 

IX. - Los bienes muebles e inmuebles que las dependencias o entidades destinen y 

reguen para los servicios y prestaciones que establece la pre.sente ley, así como aquellos que adquiera 

nstituto y que puedan ser destinados a los mismos fines; y 

X.- Cualquiera otra percepción respecto de la cual el Instituto resulte beneficiario." 

El patrimonio como aspecto importante a destacar de los organismos descentralizados, 

íldo propio origina el hecho de que para el Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los 

1bajadores del Estado, se integre su economía fundamentalmente con las cuotas y aportaciones que 

rea el artículo 21 de la Ley en vigor. 

Según el artículo 21 de la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los 

1bajadores del Estado, el Estado aporta lo signiente: 

"Art. 21.- Las dependencias y entidades públicas sujetas al régimen de ésta ley cubrirán al 

tituto, aportación el equivalen!~ al 17.65% del sueldo básico de cotización de Jos trabajadores. 

Dicho porcentaje se aplicará en la signiente forma: 
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1.- 6. 75% para cubrir los seguros de medicina preventiva, enfermedades, maternidad y los 

vicios de rehabilitación fisica y mental; 

II.- 0.50% para cubrir las prestaciones relativas a préstll\nos a mediano y corto plazo; 

Ill.- 0.50% para cubrir los servicios de atención para el bienestar y desarrollo mfantil; 

egrales de retiro a jubilados y pensionistas; servicios turísticos; promociones culturales, de preparación 

nica, fomento deportivo y de recreación; servicios funerarios; 

IV.- 0.25% para cubrir integramente los seguros de riesgos del trabajo; 

V.- 3.50% para la prima que se establezca anualmente, conforme a las valuaciones 

uariales, para el pago de jubilaciones, pensiones e indemnizaciones globales, así como para integrar las 

ervas correspondientes conforme a lo dispuesto en el artículo 182 de ésta ley; 

VI.- 5.00% para constituir el fondo de la vivienda; 

VII.- El porcentaje restantes se a¡>licará para cubrir los gastos generales de administración 

l lnstituto, exceptuando los correspondientes al fondo de la vivienda 

Los porcentajes señalados en las fracciones I a IV incluyen gastos específicos de 

ministración, además, para los servicios de atención para el bienestar y desarrollo iufantil, las 

~endencias y entidades, cubrirán el 50% del costo unitario por cada uno de los hijos de sus trabajadores 

e hagan uso del servicio en las estancias de bienestar infantil del Instituto. Dicho costo será determinado 

Jalmente por la Junta Directiva." 

Se aclara por la propia ley, que los trabajadores contribuyentes o los pensionistas y 

>ilados y sus familiares derechohabientes, no adquieren dereého alguno, individual o colectivo sobre el .. 
trimonio del Instituto, sino sólo a disfrutar de los beneficios que la propia ley les otorga. 

Los bienes muebles e inmuebles que pertenezcan al Instituto gozarán de las franquicias, 

mogativas y privilegios que sean concedidos a los fondos y bienes de ésta ley. 
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Dichos bienes, así como los actos y contratos que celebre el Instituto estarán exentos de 

la clase de impuestos y derechos, y de aquellos en los que inte1,venga la materia de viviendi¡, no 

¡uerirán intervención notarial. 

Por todo ello, desde su creación, el Instituto de Seguridad y Servicios Sociales d~ los 

ibajadores del Estado se consideran como un organismo con solvencia del todo acreditada, sin estar 

ligado a constituir depósitos o fianzas legales de ninguna clase, y sólo para el caso de que en cual~uier 

npo en que sus recursos no bastaran para cumplir con las obligaciones adquiridas a su cargo y 

ablecidas por la ley en estudio, el déficit será cubierto por las dependencias y entidades, en la 

>porción que a cada una corresponda. 

Desde otro punto de vista, la propia ley hace mención en su Título Cuarto, en lo relativo 

as funciones y organización del Instituto, lo relativo al aspecto personalidad juridica, de la siguiente 

nera: 

"Art. 149.- El instituto tendrá personalidad jurídica para celebrar toda clase de actos y 

ttratos, así como para defender sus derechos ante los tribunales o .fuera de ellos, y para ejercitar las 

:iones judiciales o gestiones extrajudiciales que }e competen. El Instituto deberá obtener la autorización 

via del Gobierno Federal por conducto de la S~a de Programación y Presupuesto y de la 

ntraloria General de la Federación, para desistirse de las acciones intentadas o de los recursos 

lrpuestos; así como para dejar de interponer los que las leyes le concedan, cuando se trate de asuntos 

~ afecten al erario federal." 

La magnitud de la obra que debe de realizar el Instituto de Seguridad y Servicios Sociales 

los Trabajadores del Estado, los amplios objetivos de su misión, el acelerado desarrollo de las 

esidades de los trabajadores, la elevación de Jos costos de operación e instrumentales, hacen que sus 

zsos naturales y financieros sean limitados, y, por lo tanto, padezca de carencias e insuficiencias que 

auestran que el Instituto de que hablamos no es perfecto pero sí perfectible. 

OBJETIVOS DEL INSTITUTO. 

La creación del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado 

levó a cabo principalmente con el fin de garantizar, promover y proporcionar a los trabajadores al 
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vicio del Estado la seguridad social a que el texto constitucional les dio derecho a raíz de la creación 

apartado B del artículo 123 Constitucional; seguridad social que incluida en la Ley del Instituto de 

guridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, conteqipla con profiindidad, los aspi;!ctos 
' 

~ la misma, a través de los artículos ::¡ y 3 menciona. Indicándose 9on el numeral 2, que la segUfidad 

:ial de los trabajadores comprende dos. tipos de regímenes a los cual"s se encuentran sujetos a sab~r: 1.­

:égimen obligatorio y II.- el régimen voluntario. 

Por su parte, el Estatuto Orgánico, de manera muy genérica, señala como objeto del 

.tituto: 

"Art. lo.- El Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado 

rre por objeto otorgar a los servidores públicos, pensionistas y demás derechohabientes sujetos al 
1 • 

µmen de su ley, así como las funciones que determine la legislación aplicable, para lo cual conducirá 

; actividades en forma programadas, con base en las políticas que para el logro de los objetivos y 

.oridades de la planeación nacional del desarrollo establezcan la Junta Directiva y el Director General 

rrforme a sus respectivas atribuciones". 

El antes mencionado artículo 3 de .la ley del instituto sefiala: 

"Art. 3. - Se establecen con carácter obligatorio los siguientes seguros, prestaciones y 

rvicios: 

l.- Medicina Preventiva; 

Il. - Seguros de Enfermedades y maternidad; 

III.- Servicios de Rehabilitación fisica y mental; 

IV.- Seguros de riesgos del trabajo; 

V.- Seguro de Jubilación; 

VI. - Seguros de retiro por edad y tiempo de servicios; 
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VII.- Seglll"OS de Invalidez; 

Vlll.- SegW"o por causa de Muerte; 

IX.- Segmo de cesantía en edad avanzada; 

X.- Indemnización global; 

XI. - Servicio de atención para el bienestar y desarrollo infantil; 

XII.- Servicios integrales de retiro a jubilados y pensionistas; 

xrn.- Arrendamiento o venta de habitaciones económicas pertenecientes al Instituto; 

XIV. - Préstamos hipotecarios y financiamiento en general para vivienda, en sus 

>dalidades de adquisición de propiedad de terrenos y/o casa habitación, construcción, reparación, 

pliación o mejoras de las mismas; así como para el pago de pasivos adquiridos por éstos conceptos; 

XV.- Préstamos a mediano plazo; 

XVI.- Préstamos a corto plazo; 

XVIT.- Servicios que contribuyan a mtjorar la calidad de vida del servicio público y 

niliares derechohabientes; 

XVID.- Servicios Turisticos; 

XIX.- Promociones cultlll"ales, de preparación técnica, fomento deportivo y recreación; 

XX. - Servicios Funerarios y 

XXI.- Sistema de Ahorro para el Retiro." 

La propia ley, marca en su Título Cuarto, dedicado a la funciones y organización del 

tituto y dentro del primero de éstos rubros, las siguientes: 
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"Art. 150.- El Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del E~tado, 
' ; ' 

Irá las siguientes funciones: 

l.- Cumplir con los prowamas aprobados para otorgar las prestaciones y servicios a su 

~o; 

11.- Otorgar jubilaciones y pensiones; 

lll. - Detenninar, vigilar y cobrar el importe de las cuotas y aportaciones, así como los 

iás recursos del Instituto; 

IV.- Intervenir los fondos y reservas de acuerdo a las disposiciones de ésta ley; 

V.- Adquirir los bienes muebles e inmuebles necesarios para la realización de sus fines; 

VI.- Establecer la estructura y funcionamiento de sus unidades administrativas; 

VII.- Administrar las prestaciones y servicios sociales, así como desarrollar las 

mociones señaladas en las fracciones XI, XII, XVII, XVIII y XIX del articulo 3 de ésta ley; 

VIII.- Difundir conocimiento y prácticas de prevención social; 

IX. - Expedir los regiamentos para la debida prestación de sus servicios y de la 

anización interna; 

X.- Realizar toda clase de actos jurídicos o celebrai l~s contratos que requiera el servicio;y 

XI.- Las demás funciones que le confieran ésta ley y sus reglamentos." 

Debiendo destacar que por el curso de nuestra. investigación, enfocamos nuestra máxima 

~ción sólo a los derechos relativos a las pensiones y jubilaciones, mismos que analizaremos en el 

oítulo Tercero. 
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ORGANIZACION Y FUNCIONAMIENTO DEL INSTITUTO PE SEGURIDAD Y SERVICIOS 

CIALES DE LOS TRABAJADORES AL SERVICIO DEL ESTADO. 

La organización del Instituto puede definirse como w¡a estructura Jinifuncional, es ~ecir, 

jerarquías y funciones cuentan con una estructura de tipo lineal, de manera nue existen órganos o 

cionarios a niveles superiores que tienen a sú cargo, una serie de subalternos que deben de acat¡rr las 

enes que de aquellos reciban. Para comprender mejor éste aspecto, es el propio Instituto el día 14 de 

rl de 1988, que a través de sesión de esa núsma fecha, crea el Estatuto Orgánico del Instituto de 
1

piirldad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, ptiblicado en el Diario Oficial de la 

l
~eración de fecha 8 de junio de 1988, referido en renglones antenores, con la finalidad precisamente de 

ablecer la organización propia del organismo en cuestión, lo que se cumple de la manera siguiente: 

"Art. 3o.- Para el estudio, planeación, atención y ejecución de los asuntos y actos que le 

mpeten, el Instituto contará con: 

A) Órganos de Gobierno: 

- Junta Directiva 

- Director General. 

1 

- Comisión Ejecutiva del Fondo para la Vivienda 

- Comisión de Vigilancia 

B) Unidades Administrativas: 

- Subdirección General Méct.ca. 

- Subdirección General de Prestaciones Económicas. 

- Subdirección General de Servicios Sociales y Culturales. 

- Subdirección General Jurídica 
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- Subdirección General eje Administración. 

- Subdirección General qe Obras y Mantenimiento. 

- Subdirección General de Finanzas. 

- Subdirección General de Abastecimientos 
1 

- Contraloría General. 

- Coordinación General de Comunicación Social. 

- Coordinación General de Delegaciones. 

- Coordinación General de Atención al Derechohabiente. 

C) Órganos desconcentrados. 

- Fondo de la Vivienda. 

- Delegaciones. 

- Centro Médico Nacional "20 de Noviembre" . 

- Hospitales Regionales. 

. 
·' 

- Sistema Integral de Tiendas y Farmacias. 

- Gerencias Regionales. 

D) Comisión Interna de Administración y Programación." 
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Realizando un análisis de los órganos de gobierno, como los más importantes de en1re los 

1pos que fonnan al Instituto de Segurjdad y Servicios Sociales de lo.s Trabajadores del Estado, deqemos 

'Ocar nuestra atención hacia su propja ley, que dedica el Capítu1o II del Titulo Cuarto a los éuatro 
' 

ncipales órganos de funcionamiento dpl Instituto. 

"Art. 151.- Los órganos de gobierno del Instituto serán: 

1.- La Junta Directiva; 

II. - El Director General; 

III.- La Comisión Ejecutiva del Fondo de la Vivienda; y 

IV.- La Comisión de Vigilancia'' 

En cuanto a la Junta Directiva: 

Como máximo órgano de gobierno del Instituto, tendrá a su cargo la programación 

ratégica del Instituto, la supervisión de la marcha del mismo y el control de sus actividades, para lo cual 

Jerá definir en el programa institucional y en los programas operativos anuales, los objetivos, metas, 

oridades y estrategias del Instituto, así como garantizar la conexión del proceso de programación con 

. de presupuestación, evaluación y control. 

"Art. 152.- La Junta Directiva se compondrá de 11 miembros; 5 serán los respectivos 

Liares de las secretarias siguientes: de Programación y Presupnesto, de Hacienda y Crédito Público, de 

lubridad y Asistencia, Desairnllo Urbano y Ecología, de Trabajo y Previsión Social; el Director General 

~ al efecto designe el Presidente de la República, los 5 restantes serán designados por la Federación de 

tdicaios de trabajadores al servicio del Estado. · 

El Presidente de la República designará de entre los miembros de la Junta Directiva a 

ien deba presidirla" 

Los miembros de la Junta Directiva, no pueden ser af mismo tiempo servidores públicos 

confianza del Instituto, salvo el Director General, sefiala el artículo 153. 
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En tanto, el numeral 154 nos dice que los miembros de Ja Junta Directiva durarán en sus· 

:os por todo el tiempo que subsista su designación, pudiendo . ser revocados sus nombrantjentos 

::mente por quienes los hayan desigm¡do. 

El artículo 155 especifica que por cada miembro propietario de la Junta Directiva, se 
' ' ' 

1brará un suplente, el cual lo sustituirá en sus faltas temporales, en los términos todo ellp del 

amento aplicable a éste caso específico. 

Importantísimo lo que señala el artículo 156 que dice: "Para ser miembro de la Junta 

:ctiva se requiere: 

!.- Ser ciudadano mexicano por nacimiento y en pleno ejercicio de sus derechos; 

II.- No estar desempeñando cargo alguno de elección popular, y 

III.- Ser de reconocida competencia y honorabilidad." 

El numeral siguiente indica: "artíc~o 157 .- Corresponde a la Junta Directiva: 

!.- Planear las operaciones y servicios del Instituto; 

II. - Examinar para su aprobación y modificación, el programa institucional y los 

gramas operativos anuales de acuerdo con lo establecido en la Ley de Planeación, así como los estados 

ltlcieros del Instituto. 

III.- Decidir las inversiones del Instituto, excepto tratándose del sistema de ahorro para el 
1 

ro, y determinar las reservas actuariales y financieras que deban constituirse para seguir el 

rgamíento de las prestaciones y servicios que determine ésta ley, así como el cumplimiento de sus 

IV. - Conocer y aprobar en su caso, el primer bimestre del año, el informe ponnenorizado 

estado que guarde la administración del Instituto; 

V.- Aprobar y poner en vigor los reglamentos interiores y el servicio del Instituto; 
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VI.- Establecer o suprimir delegaciones del Instituto er¡ las entidades federativas; 
. ' 

Vil.- Autorizar al Director General a celebrar convenios con los gobiernos de los fatados 

e los municipios, a fin de que sus trlfbajadores y familiares aprovei:hen las prestaciones y servicic,>s que 

nprende el régimen de ésta ley; 

VIII.- Dictar los acuerdos y resoluciones a que se refie:fe el articulo 162 de ésta ley; 

IX. - Dictar los acuerdos que resulten necesarios para otorgar las demás prestaciones y 
' 

vicios establecidos con ésta ley; 

X.- Establecer los Comités Técnicos que estimen necesarios para el auxilio del 

nplimiento de sus funciones; 

XI. - Nombrar y remover al personal de confianza del primer nivel del Instituto, a 

>puesta del Director General sin perjuicio de las facultades que a él efecto le delegue; 

XII.- Conferir poderes generales o especiales, de acuerdo con el Director General; 

XIII.- Otorgar premios, estímulos y recompensas a los servidores públicos de! Instituto, de 

nformidad con lo que establece la ley de la materia; 

XIV.- Proponer al Ejecutivo Federal los proyectos de reforma a ésta ley; 

XV. - En relación con el Fondo de la Vivienda: 

a) Examinar y en su caso aprobar, dentro de los últimos tres meses del año, el 

esupuesto de ingresos y egresos, así como los programas de labores y de financiamiento del fondo para 

siguiente año; 

b) Examinar y en su caso aprobar, en el primer bímestre del año, el informe de actividades 

la Conúsión Ejecutiva del Fondo y, dentro de los cuatro prímeros meses del año, los estados financieros 

te resulten de la operación en el último ejercicio; 
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c) Establecer las reglas ¡¡ara el otorgamiento de créditos; 

d) Examinar y aprobar ¡mualmente el presupuesto de gastos de administración, operación 
. ' 

gilancia del fondo, los que no deberipi exceder del 0.75% de los re~ursos totales que ma."leje; 

e) Detenninar las reservas que deben constituirse para asegurar la operación del fondo y 

cumplimiento de los demás fines y obligaciones del mismo. Estas reservas deberán invertirse en 

>res de instituciones gubernamentales; 

f) Vigilar que los créditos y financiamientos que se otorguen se destinen a los fmes para 

que fueron programados y; 

" 
g) Las demás funciones necesarias para el cumplimiento de los fines del Fondo; y 

XVI.- En general realizar todos aquellos actos y operaciones autorizados por esta Ley y 

que fuesen necesarios para la mejor administración y gobierno del Instituto." 

La Junta Directiva podrá celeprar _por lo menos una sesión cada dos meses y cuantas sean 

esarias para la debida marcha de la Institución; siendo válidas dichas sesiones cuando esté presente por 

nenos 6 consejeros, tres de los cuales deberán ser representantes del Estado y tres de la Federación del 

licato de los trabajadores al servicio del Estado. 

Esta Junta Directiva podrá ser auxiliada por un Secretario y los Comités Técnicos de 

•yo que determine la propia junta, cuyas funciones van a determinarse por el reglamento que al 

'ecto se emita. 

Los acuerdos de la Junta Directiva se tomarán por mayoóa de votos de los miembros 

rtes. En caso de empate, el Presidente tendrá voto de calidad. 

! 

A falta de Presidente de la Junta, las sesiones serán presididas por uno de los 

resentantes del Estado que se elija por los presentes. 

Sus resoluciones que afecten intereses particulares, podrán recurrirse ante la misma dentro 

los 30 días siguientes, en caso de que la Junta llegue a sostener su resolución, los interesados podrán 
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1dir ante la Secretaria de Programacjón y Presupuesto dentro de un término de 30 días para que ésta 

uelva en definitiva. 

En cuanto al Director Qene1'lir. 

Este tendrá a su cargo la conducción y ejecución de las acciones operativas del Instituto 

tlfonne a la Ley y al Estatuto y demás disposiciones aplicables, así como las obligaciones y facultades 

e expresamente se le confieren. 

"Art. 163.- El Director General del Instituto tendrá las obligaciones y facultades 

;uientes: 

!.- Ejecutar los acuerdos de la Junta y representar al
0 

Instituto en todos los actos que 

1uieran su intervención; 

II.- Convocar a sesiones a los miembros de la Junta Directiva; 

!II.- Someter a la aprobación de Ja Junta Directiva el programa institucional y programa 
/ 

erativo anual del Instituto, de conformidad con las disposiciones aplicables; así como todas aquellas 

estiones que sean de la competencia de la misma; 

IV.- Presentar a la Junta Directiva un informe anual del estado que guarde la 

· stración del Instituto; 

V.- Someter a la Junta Directiva los proyectos de reglamento interiores y de servicios para 

operación del Instituto; 

VI.- Expedir los manuales de organización, de procedimientos y de servicios al público; 

VII.- Proponer a la Junta Dire~i:iva el nombramiento y, en su caso, la remoción de los 

·dores públicos de primer nivel del Instituto y nombrar a los trabajadores de base y de confianza de los 

ientes niveles, sin perjuicio de la delegación de facultades para éste efecto; 
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Vlll.- Resolver, bajo su inmediata y direc'ta responsaQilidad., los asuntos urgentes a reserva 

infonnar ala Junta Directiva sobre las acciones realizadas y los resultados obtenidos; 

IX.- Formular el calendario oficial de actividades ye! Instituto y conceder licenpias al 

rsonal, vigilar sus labores e imponer las correcciones discipliparias · procedentes conforme a las 

ndiciones generales de trabajo, sin perjuicio de la delegación de factútades; 

X.- Presidir las sesiones de la Comisión Interna de Administración y Programación; 

XI.- Firmas las escrituras públicas y títulos de crédito en que el Instituto intervenga, 

iresentar al Instituto en toda gestión judicial, extrajudicial y administrativa y llevar la fim1a del Instituto 

t perjuicio de la delegación de facultades que fuere necesaria; 

XII.- Las demás que le fijen las leyes o los reglamentos y aquellas que expresamente le 

igne la Junta Directiva" , sei!ala 

El Director General va a ser auxiliado por los trabajadores de confianza que al efecto 

ale el Reglamento Interno y que a propuesta del mismo nombre la Junta Directiva. La Junta Directiva 

erminará cual de estos servidores públicos suplirá al Director General en su faltas temporales. 

En cuanto a la Comisión Ejecutiva del Fondo para la Vivienda: ... 
"Art. 165.- La Comisión Ejecutivll ·del Fondo para la Vivienda estará integrada por 9 ·,. 

embros; uno designado por la Junta Directiva, a propuesta del Director General del Instituto, el cual 

á las veces de vocal ejecutivo de la conúsión; un vocal nombrado por cada una de las siguientes 

endencia: Secretaría de Programación y Presupuesto, Secretaria de Hacienda y Crédito Público, 

cretaria del Trabajo y Previsión Social y Secretarla de Desarrollo urbano y Ecología y cuatro vocales 

nombrados a propuesta de la federación de sindicatos de los trabajadores al servicio del Estado. Por 

vocal propietario se designará un suplente." 

Los vocales de la Comisión Ejecutiva del Fondo para la Vivienda no podrán ser miembros 

la Junta Directiva Igualmente va a ser incompatible ésta designación con el cargo sindical de secretario 

eral de la sección correspondiente al Fondo. 
"I 
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Para ocupar el cargo eje vocal se requiere ser mexipano por nacimiento, de reconocida 

10rabilidad y experiencia técnica y aí)ministrativa 

Los vocales de la Comjsión Ejecutiva del Fondo para la Vivienda estarán en sus fin\ciones 

lo el tiempo que subsista su designapón, pudiendo ser removidos libremente a petición de quienes los 

ran propuesto. 

La Comisión Ejecutiva del Fondo para la Vivienda sesionará por lo menos dos v~ces al 

:s. Las sesiones van a ser válidas por lo menos con la presencia de 5 de sus miembros, de los cuales uno 

·á el Vocal Ejecutivo, dos representantes del gobierno federal y dos de la Federación de Sindicatos de 

1bajadores al Servicio del Estado. Las decisiones se tomarán por mayoría de los representantes, y en .. 
;o de empate, el vocal ejecutivo tendrá voto de calidad. 

"Art. 169.- La Comisión Ejecutiva del Fondo para la Vivienda, tendrá las atribuciones y 

misiones siguientes: 

I.- (Derogada) 

II. - Resolver sobre las operaciones del fondo, excepto aquellas que por su importancia 
<. 

teriten acuerdo expreso de la Junta Directiva, la que deberá acordar lo conducente dentro de los l 5 días 

;uientes a la fecha en que se haga la petición correspondiente; 

!Tl.- Examinar, en su caso aprobar y presentar, a la Junta Directiva los presupuestos de 

¡resos y egresos, los planes de labores y financiamientos, así como los estados financieros y el informe 

labores formulados por el vocal ejecutivo; 

IV.- Presentar a la Jwita Directiva para su aprobación, el presupuesto de gastos de 

ministración, operación y vigilancia del fondo, los que no deberán exceder del 0.65% de los recursos 

:ales que administre; 

La Comisión Ejecutiva del Fondo para la Vivienda procurará que los gastos a que se 

fiere la presente fracción sean inferiores al limite señalado; 

V.- Proponer a la Junta Directiva las reglas para el otorgamiento de créditos y; 
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VI.- Las demás que le señale la Jwita Directiva" 

"Art. 170.- El vocal ejecutivo de la Comisión Ejecutiva d~l Fondo pro-a la Vivienda tendrá 

, facultades siguientes: 

!.- Asistir a las sesiones de la Jwita Directiva con voz, pero sin voto, para informar de los 

mtos del fondo, 

!!.- Ejecutar los acuerdos de la Jwita Directiva y de la Comisión Ejecutiva del Fondo para 

Vivienda relacionados con el fondo; 

lil.- Presentar anualmente a la Comisión Ejecutiva del Fondo para la Vivienda, dentro de 

¡ dos primeros meses del año siguiente, los estados financieros y el informe de actividades ele! ejercicio 

terior; 

IV.- Presentar a la Comisión Ejecutiva del Fondo para la Vivienda, a más tardar el último 

a de septiembre de cada año, los presupuestos de ingresos y egresos, el proyecto de gastos y los planes 

' labores y de financiamiento para el año siguienJe; 

V.- Presentar a la consideración de la Comisión Ejecutiva del Fondo para la Vivienda un 

forme mensual sobre las actividades de la propia comisión; 

VI.- Presentar a la Comisión Ejecutiva del Fondo para la Vivienda para su consideración y 

1 su caso aprobación, los programas de financiamiento y créditos a que se refieren las fracciones I y II 

:l artículo 103, a ser subastados y otorgados según corresponda por el Instituto; 

VII. - Proponer al Director General los nombramientos y remociones del personal técnico 

administrativo de la Comisión Ejecutiva del Fondo para la Vivienda, dándole intervención a la 

ederación de Sindicatos de Trabajadores al Servicio del Estado del Instituto que en derecho corresponde; 

VIII. - Las demás que le señalen ésta ley y sus disposiciones reglamentarias." 

En cuanto a la Comisión de Vigilancia se nos indica: 
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Estará compuesta por 7 miembros: un representante de la Secretaria de la Con¡rnloría 

lera! de la Federación; uno de la Secretaría General de Presupuestp; uno de la Secretaría de Hacienda y 

;dita Público; uno del Instituto de Seguridad y Servicios Socii¡les de los Trabajadores del Estado 

ignados por el Director General, 9on derecho a voz pero sin yoto y que actua_rá como seqretario 

túco; tres designados por la Federación de Sindicatos de Trabajadores al Servicio del Estado. 

La Junta Directiva cada seis meses designará de entre los miembros de la Comisión de 

µJancia, representantes del gobierno federal a quien debe presidirla Por cada miembro de la Comisión 

Vigilancia se nombrará un suplente que actuará en caso de falta del titular. 

La Comisión de Vigilancia se reunirá en sesión cuantas veces sea convocada por su 

:sidente o a petición de dos de sus miembros. 

La Comisión de Vigilancia deberá presentar un informe annal a la Junta Directiva sobre el 

rcicio de sus atribuciones, pudiendo solicitar sus integrantes concurrir a las reuniones de la Junta 

rectiva para tratar asuntos urgentes relacionados con las atribucion~s de la Comisión de Vigilancia. 

Conforme al artículo 173.- "La Comisión de Vigilancia tendrá las siguientes atribuciones: , 

I.- Vigilar el cumplimiento de las disposiciones legaJes y reglaDlentarias aplicables al 

:tituto; 

II. - Cuidar que las inversiones y los recursos del instituto se destinen a los fines previstos 

los presupuestos y prograDlas aprobados; 

III. - Disponer la práctica de anditorlas en todos los casos en que lo estinlen necesario, 

"' diendo auxiliarse con las áreas a fines del propio instituto; 

IV. - Proponer a la Junta Directiva o al Director General según sus respectivas 

ibuciones, las medidas que juzgue apropiadas para alcanzar mayor eficacia en la administración de los 

rvícios y prestaciones; 
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V.- Examinar los est:i\los financieros y la evaluación financiera y actuaria! del instituto, 

ficando la suficiencia de las aportaciones y el cwnplimiento de lps programas anuales de const.itución 

·eservas establecidas en el capítulo <¡uarto del titulo cuarto, de la p{esente ley; 

VI.- Designar a un auditor externo que auxilie a la Comisión de Vigilancia en las 

vidades que así lo requieran; y 

VII.- Las que le fijen el Reglamento Interior del Instituto y las demás disposiciones 

!les aplicables." 

Atendiendo ahora el aspecto referente a las Unidades Administrativas, podemos señalar de 

a una de ellas: 

Tanto para los subdirectores generales, contralor general y coordinador general, se 

pulan las siguientes atribuciones, conforme lo establecido por el articulo 43 del Estatuto. 

I.- Planear, programar, organizar, dirigir, controlar y evaluar las funciones encomendadas 

irea a su cargo; 

II.- Observar las normas y políticas generales del Instituto; 

JII. - Formular el anteproyecto de programa que corresponda al área de su responsabilidad 

umplirlo, una vez aprobado; 

IV.- Acordar con el Director General los asuntos cuya importancia así lo requiera y 

rrder aquellos que correspondan al área que tengan asignadas; 

V.- Desempeñar las comisiones que les encomiende el Director General; 

VI.- Realizar estudios y proponer proyectos de modernización administrativa que requiera 

lesarrollo de los servicios que presta el Instituto en sus respectivas áreas; 

VII. - Proporcionar informes y datos que les sean solicitados por otras unidades 

ninistrativas; 
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VIII.- Intervenir en la formulación del programa de desconcentración administrativa y 

mar y supervisar las actividades de las Subdelegaciones en el ámbito de su competencia; 
' 

IX.- Administrar los recursos asignados al área de su responsabilidad; 

X.- Coordinar sus actividades con las demás áreas del Instituto y, en su caso, con las 

>endencias y entidades de Ja admini~tración pública federal; 

XL- Cumplir con las disposiciones aplicables sobre capacitación y adiestramiento de los 

bajadores del Instituto, y 

XII.- Las demás que señalen otras disposiciones aplicables y las que les asignen la Jw1ta 

rectiva o el Director General. 

Para el desempeño de las funciones antes referidas, se aclara en el estatuto que Jos 

>directores generales y coordinadores generales, serán auxiliados por subdllectores de área, jefes de 

vicios, jefes de departamento, jefes de oficina y demás personal que autorice el presupuesto; en tanto 

e el contralor general, será auxiliado por subcontralores, jefes de servicios, jefes de departamento y 

es de oficina. 

Particularizando en cada wia de las wiidades de administración, se señala por el estatuto 

·gánico del Instituto: 

"Art. 45.- La Subdllección General Médica tendrá las funciones siguientes: 

!.- Planear, organizar, nonnar, coordinar y controlar Jos servicios de atención médica, de 

agnóstico, preventiva, curativa, quirúrgica, hospitalaria, odontológica, fannaceútica y de rehal>ilitación 

e otorga el Instituto en sus diferentes niveles de atención; 

!l. - Proporcionar atención médica a Jos derechohabientes del Instituto sujetos al régimen 

· su ley y participar en los programas nacionales en materia de salud; 

III.- Proporcionar los servicios de rehabilitación fisica y mental a minusválidos 

echohabientes del Instituto; 
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IV.- Elaborar programas de enseñanza y fomentar lii investigación científica, en aspectos 

1tención, conservación y recuperacipn de la salud; 

V.- Vigilar la prestación de los servicios médfoos siibrogados, para mantener el r¡ivel de 
1 • ' 

dad institucional; 

VI.- Elaborar, operar y actualizar el sistema de infon:µación médica; 

. '. 
VII.- Conceder licencias e incapacidades médicas en los ténninos y condiciones 

1blecidos en la ley y el reglamento respectivo, y 

VIII. - Las demás que señalen otras disposiciones aplicables." 

"Art, 46.- La Subdireccióp. \}eneral de Prestaciones Económicas tendrá las funciones 

nentes: 

1.- Planear, organizar, normar, coordinar, controlar y evaluar el sistema integral de retiro; 

actividades de seguridad, higiene y medicina del trabajo, el otorgamieDto y recupernción de créditos a 

to y mediano plazo, y, la afiliación y vigencia ~e derechos; 

!l.- Conceder, negar, suspender, modificar o revocar las jubilaciones y pensiones en los 

nínos de la ley y resolver las inconformidades que se presenten en relación con las mismas; 

ID. - Aprobar las nóminas de pago de jubilaciones y pensiones; aplicar los aumentos que 
V 

·a ellas determine la junta; autorizar anticipos del 100% de la pensión probable en los casos previstos 

· la ley, así como el pago de gastos de funerales de los pensionistas; 

IV.- dictaminar las solicitudes y, en su caso, autorizar el pago de indemnizaciones 

bales, de acuerdo con ías normas establecidas; 

V.- Dictaminar los asuntos relativos a accidentes y enfermedades del trabajo, así como 

•rgar en su caso, pensiones o indemnizaciones derivadas de los mismos y otorgar los subsidios por 

'ermedades no profesionales; 

VI. - Coordinar el programa de servicios integrales de retiro a jubilados y pensionistas; 
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VII.- Promover la inti;gración y funcionamiento de las comisiones mixtas de seguridad e 

iene de las dependencias y entidadliS sujetas al régimen de la ley :y de una comisión consultiva nacional 

e comisiones consultivas estatales c\e seguridad e higiene del sect<ir público federal; 
. ' 

VIII.- Realizar estudios, investigaciones y estadísti~ sobre accidentes y enferrne<\ades de 

)ajo; sugerir en el ámbito de competencia del Instituto las medidas preventivas de seguridad e higiene 

el trabajo y desarrollar en coordinación con la Subdirección General Médica las acciones inherentes a 

dicina del trabl\Ío;' 

IX.- Dar trámite a las solicitudes,y, en su caso, autorizar los créditos a mediano plazo para 

adquisición, por parte de los trabajadores o pensionistas sujetos al régimen de la ley, de bienes de uso 

radero, preferentemente los que tengan en venta los centros comerciales y las tiendas del Instituto; 
. . 

X.- Dar trámite a las solicitudes y, en su caso, autorizar los créditos a corto plazo; 

XI. - Calcular el monto y plazo de los créditos. a corio y mediano plazo, con base en las 

osiciones que dicte la Junta; 

XII.- Organizar, diseñar, operar y controlar el sistema de registro y recuperación de 

udos por los créditos otorgados, en coordinación con la Subdirección General de Finanzas; 

XIII.- Efectuar las gestiones administrativas necesarias para la aplicación oportuna de 

uentos y/o recuperaciones de adeudos por concepto de créditos concedidos por el Instituto, así como 

evolución de descuentos improcedentes; 

XIV.- Organizar, implantar, operar y controlar el sistema de cuenta individual que facilite 

torgaroiento, registro y recuperación de los crédito~; 

XV.- Determinar y recuperar Ja cartera vencida por concepto de créditos otorgados, 

leciendo los adeudos y los mecanismos para la recuperación de éstos~ 

XVI. - Establecer las bases para la constitución, manejo y aplicación de fondos de garantía 

los créditos otorgados por el Instituto; 
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XVII.- Cancelar los adeudos de aquellos trabajadores que por alguno de los motivos que 

la la ley, estén imposibilitados de saldar créditos, utilizando ~l fondo de garantía para hacer las 
''l.1-' 

elaciones y los registros contables correspondientes; 

XVID.- Establecer y operar un mecanismo de afili~ión de las dependencia$, enti<fuies y 

nismos sujetos al régimen de la ley, así como de sus trabajadores; 

XIX.- Establecer y operar el mecanismo de vigencia de derechos para los asegurados y sus 

iliares, beneficiarios, demandantes de los seguros, servicios y prestaciones; 

XX- (Derogada); 
... 

XXI. - Las demás que señalen otras disposiciones aplicables." 

ientes: 

,;) . 
"Art. 48.- La Subdirección General de Servicios Sociales ~\flliturales tendrá las funciones 

I.- Planear, organizar, normar, 900rdinar y controlar la operación de sistemas de . 
tentación económica en el trabajo, de· estancias para el. bienestar y desarrollo infantil, de servicios 

:rarios, turísticos, culturales, deportivos y recreativos para los derechobabientes del Instituto, así como 

talleres de terapia ocupacional para pensionados y jubilados; 

II. - Estudiar, proponer y aplicar las normas que se aprueben para el funcionamiento de los 

~cios sociales y culturales que proporciona el Instituto a sus derechohabientes; 

m. - Contribuir al apoyo asistencial de los derecho habientes sujetos al régimen de la ley; 

IV.- Elaborar programas culturales Pjlfª los derechohabientes, y 

V.- Las demás que señalen otras disposi~ones aplicables." 

"Art. 49.- La Subdirección General Juridica, tendrá las funciones siguientes: 
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:si. 

.. 
!.- Planear, organizar, nonnar, supervisar y evaluar los servicios jurídicos y la aplicación 

las disposiciones jurídicas relacionadas con el Instituto; 

!l.- Representar al Instituto para su defensa juridica en .li¡s gestiones jupiciales, 

rajudiciales y administrativas, en los térnúnos de los poderes otorgados; en las Delegaciqnes del 

tituto, dicha defensa jurídica estará a cargo del titular de la Unidad Jurídica respectiva; 

III.- Interponer las demandas judiciales, formular los informes previo y justificado en los 

:ios de amparo, y promover los recursos de revisión, queja y reclamación de los casos donde el Instituto 

parte; 

IV. - Asesorar a los servidores públicos del Instituto en las audiencias donde hayan sido 

ialados como autoridades responsables; 

.. 
V. - Establecer los mecanismos de comunicación y coordinación con las unidades 

ninistrativas del Instituto, para apoyarlas en el· cumplimiento de las resoluciones judiciales o 

rjudíciales; 

VI. - Conocer de los procedimientos administrativos correspondientes a los recurso 

vistos en la ley del Instituto, en coordínación con las áreas sustantivas sobre las que versen los 

os; 

VII. - Certificar y expedir copia de los documentos que obren en poder del Instituto, para 

exhibidos en asuntos judiciales y contencioso-administrativos, relativos al ámbito de su competencia; 

VIII.- Sistematizar el marco juridico e instrumentos normativos relacionados con las 

buciones, funcionamiento y actividades de las distintas áreas del Instituto y mantenerlo actualizarlo; 

IX. - ·Asesorar jurídicamente a los órganos \le gobierno y unidades administrativas del 

'tuto; 

X.- Emitir opiniones y dictámenes de carácter legal sobre los criterios de interpretación y 

icación de las normas juridicas y reglamentarias que regulen las actividades y funcionamiento del 

'tuto; 
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XI. - Realizar y reviSl¡f los estudios de proyecto d•; reforma a la ley y reglamentos que 

gran el marco jurídico del Instituto; 

XII. - Dictaminar, evaluar y registrar los convenios y contratos que suscriba el C. Director . . 
1eral del Instituto, de los que puedep derivarse derechos y obligaciones de carácter patrimonial; .. 

XIII. - Atender los asuntos relativos a las relaciones del Instituto con tos sindicatos de las . ' 

dades y dependencias no incorporadas al régimen de seguridad social del Instituto; 

XIV. - Realizar los actos necesarios para legalizar la adquisición, destino o enajenación de 

bienes inmuebles del Instituto, así como intervenir en los asuntos de los que se deriven derechos y 

igaciones a cargo del mismo; 

XV.- Supervisar los actos y operaciones que requieran la formalización ante fedatarío 

>lico e inscripclón de los mismos ante el Registro Público de la .Propie-Oad y del Comercio de cada 

idad y del Distrito Federal, así como autorizar el pago de los honorarios correspondientes a los notarios 

>licos; 

XVI. - Llevar el archivo y mantener la custodia de los testimonios notariales que acrediten 

préstamos hipotecarios otorgados; 

XVII.- Formular los convenios de incorporación, continuación voluntaria y 

onocimiento de antigüedad a que se refiere la ley; 

XVIII. - Promover el desarrollo de las relaciones institucionales en el ámbito nacional e 

:rnacional; 

XIX.- Supervisar y evaluar las actividades y procédimientos que realizan las Unidades 

ídicas Delegacionales, y 

XX.- Las demás que señalen otras disposiciones aplicables." 
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"Art. 50.- La Subdirección General de Administración tendrá las funciones siguientes: . . . 
I.- Planear, organizar, normar, coordinar, y controlar las funciones de administr;roión de 

ll"SOS humanos, informática, cap~citación, servicios generales, : sistemas y organización, así wmo el 

:ma de organización y vigilancia' del Instituto y lo concemient~ a sus Comités de protecciói¡ civil, y 

lar la observancia de las normas tecrucas aplicables en cada caso¡ 

U.- Promover, coordinar y vigilar las acciones de mejoramiento, moderni<,ación y 

plificación administrativa; .. 
. 

III. - Proponer políticas en materia da personal e&Q~ordinación con el sindicato del 

ituto y conjuntamente en los términos de las disposiciones legales aplicables, intervenir en su 

:cción, nombramiento, ubicación y reubioación, así como intervenir en todas las gestiones relacionadas 
'-? 

la administración personal del Instituto; ,, 
:!~ 

N.- Diseñar y operar el sistema de capacitación·interna para los trabajadores del Instituto; 

V.- Prestar los servicios de limpi~ interior y exterior de los inmuebles del Instituto, así 

w formular y operar el programa de conservación de áreas verdes y plantas de ornato de los citados 

mebles, con base en la legislación aplicable; 

VI.- Formular y operar el programa de mantenimiento de vehículos propiedad del Instituto 

roponer la baja o reemplazo de los mismos; 

VII. - Establecer normas para el control de inventario de los bienes inmuebles que integran 

ictivo fijo del Instituto; 

VIII. - Proporcionar los sCr"vicios necesarios a las diferentes unidades operativas del 

titulo, relativos a la recepción y despacho de la correspondencia, archivo y registro de expedientes; 

IX.- Diseñar los sistemas para captar, analiwr, procesar y difimdir la información que se 

tere en el Instituto; 
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.... . -

X.- Intervenir en los cuerpos colegiados institucion;tles y los mecanismos de participación . . 
torial relativos a informática; 

' , 

XI.- Representar al Instituto frente a la Secretarí¡i de Hacienda y Crédito Público, en 

111tos de informática; 

XII. - Proporcionar y difimdir progratnaS de capllf tación para los derechohabientes de 

tituto; .) . 

XIII.- Norrnar, controlar y coordinar Ja operación internidel Sistema de Ahorro para el 

tiro establecido en favor de los trabajadores del Instituto; y 

XIV.- Las demás que señalen otras disposiciones aplicables." 

"Art. 51.- La Subdirección Genera! de Obras y Mantenimiento tendrá la.~ fimciones 

uientes: 

L- Planear, organizar, normar, coordinar y controlar el diseño, construcción, conservación, 

tenimiento y equipamiento de las unidades fisicas pertenecientes al Instituto; estructurando éstas de 
/ 

erdo con las políticas y estrategias establecidas por la normatividad para la protección del ambiente y 

uilibrio ecológico; 

Il.- Programar, convocar y celebrar las licitaciones o concursos que tengan por objeto la 

udicación de contratos de obra pública, servicios relacionados con la misma, servicios de conservación 

antenimiento de equipos e inmuebles, excepto los de informática, con base en la legislación aplicable; 

ID. - Formular y ejecutar los programas de inversión en construcción de obras y reserva 

· torial del Instituto, de conformidad con las disposiciones legales aplicables; 

IV. - Atender y otorgar el mantenimiento preventivo o correctivo, así como la 

servación de los bienes que integran la infraestructura fisica del Instituto; 

V.- Realizar estudios, programar y llevar a cabo los trámites para la adquisición de 

enos y bienes inmuebles que tengan por objeto ampliar la reserva territorial e infraestructura del 

"tuto, de conformidad con las disposiciones legales aplicables; 

112 



VI.- Realizar y mantener actualizado el registro federal de los bienes inmuebles y el 

íltario del equipo médico e industrial propiedades del Instituto, en coordinación con las Subdirección 

::ral de administración y Subdirección General jurídica; 

VII.- Establecer las normas y especificaciones técnicas para la operación de las )11lidades 

as pertenecientes al Instituto en coordinación con las áreas a Cll!Yº cargo se encuentre la utifu¡ación de 

tismas; 

VIII. - Llevar a cabo los procedimientos administrativos de rescisión de los contratos que 

bre y con apoyo de la Subdirección General Jurídica, ejercer las acciones que en derecho procedan 

recuperar los adeudos originados con motivo de las rescisiones o finiquitos de los contratos 

brados, cumpliendo con la normatividad vigente; y 

IX. - Las demás que señalen otras disposiciones aplicables." 

"Art. 51. - La Subdirección General de Finanzas tendrá las funciones siguientes: 

I.- Planear, organizar, normar, yoordinar y controlar los sistemas institucionales de 

lfllillación, presupuestación, contabilidad, tesorería y evaluación pragmática; 

II. - Coordinar la formulación, inílplantación y evaluación del programa institucional, de 

forrnidad con los lineamientos sectoriales y globales establecidos, así como proponer los ajustes que 

Liten necesarios; 

IIl.- Representan al Instituto frente a la Secretarla de Hácienda y Crédito Público en 

1tos de planeación, programación, presupuestación, contabilidad, tesorería y evaluación programática; 

IV.- Intervenir en los cuerpos colegiados institucionales y en los mecanismos de 

icipación sectorial relativos a planeación, progmmación, presupuestación, coutabilidad, tesorería y . ' 
luación programática; 

V. - Realizar de manera sistemática y permanente los estudios actuariales y fmancieros 

re el manejo de las reservas del Instituto con objeto de definir las bases cuantitativas de la suficiencia 

recursos y facilitar la programación institucional; 

113 



. , 

VI.- Diseñar y operar los sistemas de control presupuestario con el objeto de ¡¡gilizar y 
' . 

alizar el ejercicio; 

VII. - Diseñar y operar el sistema de registro contable por fondos, que \Jroduzca 

nnación financiera a través de mecanismos que permitan. sµ vinculación con la progr31jlación y 

upuestación del Instituto; 

VIII.- Coordinar la formulación y adecuación del presupuesto de egresos del Instituto, así 

LO operar el control contable de los ingresos, egresos, flujo de recursos financieros y normar la guarda 

LStodia de valores; 

IX. - Determinar la cuantificación de los adeudos al Instituto y promover su oportuna 

tperación, así como vigilar su aplicación de acuerdo a los programas y prioridades autorizados; 

X.- Diseñar y operar en los términos del artículo 22 de la ley del Instituto los sistemas de 

1peración de adeudos, previa autorización de la Junta. En el ,easo de adeudos, por concepto de cuotas y 

rtaciones al Instituto, solicitar a la tesorería de la federación la correspondiente retención sobre 

sferencias y participaciones a entidades parestataies, gobiernos estatales y municipales, 
/ 

,ectivamente, de acuerdo con los convenios de incorporación voluntaria; 

XI.- proponer y operar el sistema para el control de la~ operaciones derivadas tanto de la 

acitación de ingresos como de la movilización de fondos; 

XII. - Captar los ingresos proveniqntes de aportaciones y cuotas, los derivados de la 

>tación de los servicios médicos asistenciales y sociales, así come. formular, consolidar y controlar el 

rupuesto de ingresos del Instituto; 

XIII. - Diseñar y operar las estrategias de inversión de las disponibilidades y reservas del 

ituto buscando la racionalidad y eficiencia en el uso de los recursos disponibles, previa aprobación de 

unta; 
.. 

XIV. - Promover el establecinúento de sistemas para captar, procesar, analizar y publicar 

estadísticas que se generen en el Instituto; y 
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XV.- Las demás que ;;ei!alen otras disposiciones aplicables." 

"Art. 5 lB.- La Subdirección General de Abastecim.i.ento tendrá las funciones sigui~ntes: 

l.- Planear, organizar, nonnar, coordinar y contr(;ll!J! ,l:i aQministración de los ·recursos 
' 1 • • 

teriales del Instituto en los términos de las disposiciones aplicables; 

Il. - Proponer los lineamientos y criterios conforme a los cuales el Instituto adqµirirá los 

nes requeridos para su operación y funcionamiento e intervenir en los concursos relacionados con la 

¡uisición de bienes y en los contratos o convenios de suministros respectivos; 

ID.- almacenar, custodiar y proporcionar a las diversas áreas del Instituto, los bienes y 

vicios que requieran para su funcionamiento, así como establecer normas y control de inventarios de 

iacenamiento, conforme a las disposiciones relativas, y 

IV.- Las demás que señalen las disposiciones aplicables." 

"Art. 52.- La Contraloria General !endrá las funciones siguientes: 

!.- Planear, organizar, normary coordinar el sistema de control del Instituto; 

Il. - Vigilar el cumplimiento de las normas de control y fiscalización; 

ID. - Realizar por sí, a solicitud de la Junta, del Director General o de la Secretaria de la 

ntraloria General de la Federación, las auditorías y evaluaciones que se requieran; 

IV.- Inspeccionar, vigilar y comprobar que todas las áreas del Instituto cumplan con las 

igaciones derivadas de las normas y disposiciones aplicables; 

V. - Investigar las irregularidades en que incurran los servidores públicos que laboran en el 

tituto, así como aplicar leyes y, en su caso, en coordinación con el área respectiva, hacer las denuncias 

espondientes. Para los efectos anteriores, se deberá dar la intervención que en derecho corresponda 

io acuerdo del Director General, las sanciones administrativas qÚe correspondan en los términos que 

aleo al sindicato del Instituto; 
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Vk Atender y coor~ar las sesiones d~I Comité Técnico de quejas médicas, ¡¡poyando 

~ cuerpo colegiado en la substanci\ición y presentllción de dictámenes, a travéS del secretario técnico; y 

VII.- Las demás que seíl.alan otras disposiciones aplicabl~." 

"Art. 53.- La Coordinación General de Comunicación Social tendrá las funciones 

uientes: .. 
1.- Planear, programar, normar, organizar, coordinar, .Cl?ntrolar y evaluar las actividades de 

mación, difusión y relaciones públicas del Instituto, a'través de los medios de comunicación; 

11.- Formular e integrar los problemas de comunicación social, información, difusión y 

aciones públicas del Instituto y de sus unidades administrativas, y dip.gir los servicios de apoyo en éstas 

"" 1terias, de conformidad con las disposiciones aplicables; ciE, 
III.-Aprobar el diseño de las campañas de difusión de interés para el Instituto, así como 

ervenir en la contratación y supervisión de los medios dsi comunicación que se requieran para su 

Uización; 

~ 

IV. - Organizar entrevistas y conferencias con la prensa sobre los seguros, prestaciones de 

;vicios que otorga el Instituto y emitir los boletines relativos; 

.. , 
V.- Coordinar y apoyar la celelmición de conferencias, congresos y semmanos 

·~" ··-..,,/ 
acionados con las actividades del Instituto, y 

VI. - Editar y distribuir libros, revistas y demás publicaciones del Instituto, y 

VII. - Las demás que señalen otras disposiciones aplicables." 
• 

"Art. 54. - La Coordinación General de Delegaciones tendrá las funciones siguientes: 

1.- Coadyuvar en la implantación de las políticas, estrategias y líneas de acción que 

blezca el Director General para la operación de las delegaciones; 
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. . 

... 
II. - Apoyar a las unidades administrativas central e-~ en su relación con las delega,ciones, y 

r seguinúento al cumplimiento de los compromisos de intercambio de información entre ambos niveles 

administración; 

III. - Constituirse en un conducto de comunicación entre las delegaciones, Jos órganos de 

biemo y unidades administrativas centrales; 

.. 
IV.- Evaluar conjuntamente con las unidades administrativas centrales la operación 

ministrativa, técnica y financiera de las delegaciones, de acuerdo con las disposiciones relativas; 

\.,i 

V. - Auxiliar en forma conjunta con ·la Subdirección General de Fianzas a las delegaciones 

la elaboración y propuestas de los anteproyectos y proyectos de sus programas, presupuestos y remitir a 

; wtidades centrales las necesidades de las delegaciones, así como emitir opinión sobre las solicitudes de 

ipliación presupuesta! que presenten las núsmas; 

VI.- Apoyar al Director General en el establ~imiento y conducción de las relaciones 

;titucionales con las autoridades de los Estados, Municipios y Gobierno del Distrito Federal; 

VII. - Proponer y promover, previa aprobación del Director General, los criterios y 

eamientos para la coordinación de las delegaciones con las representaciones federales, estatales y 

· cipales, así como de los sectores social y privado; 

VIII. - Coadyuvar con las unidades administrativas en la solución de aquellos asuntos que 

generen en las delegaciones, informando de ellos al Director General; 

IX- Llevar el registro de las supervisiones y evaluaciones que efectúen las áreas 

· strativas a las delegaciones, conforme a las instrucciones del Director General, en el ámbito de 

petencia de las mismas áreas; 

X- Proponer al Director General, previa consideración de las sugerencias planteadas, por 

unidades administrativas, las modificaciones a la estructura orgánica y de funcionamiento de las 

egaciones; 

117 



. · .. 
XI. - Conocer de lrur supervisiones que efectúen las unidades administrativas y de las 

~torías a las delegáciones, y apoy¡ir éstas últimas en la atención de las recomendaciones que deriven de 

lias acciones; .. . 

XII.- Organizar y p¡¡rticipar en las giras de trabajo que realice el Director General a las 

egaciones e informarle sobre la operación operativa e ir1formática que guarde la dplegacjón 

respondiente; 

XIII. - Someter a la aprobación del Director General esquemas de regionalización de las 

egaciones para facilitar su coordinación y el apoyo a su gestión administrativa; 

XIV. - Coordinar las reuniones nacionales y regionales de delegados que se efectúen, así 

no concertar la participación de las unidades administrativas en las mismas, informando de sus 

ultados al Director General; 

XV.- Coadyuvar con la Subdirección General Juridica en la actualización de los 

trumentos jurídicos normativos que rigen la operación del nivel desconcentrado de las delegaciones del 

:tituto, así como proponer las modificaciones del caso a dichos instrumentos; y 
/ 

XVI. - Las demás que seftalen otras disposiciones aplicables o le encomiende en Director 

:neral." 

' 
"Art. 54.- La Coordinación General de atención al Deréchohabiente tendrá las funciones 

µientes: 
... 

• 

I.- Planear, coordinar, normar, organizar, controlar y evaluar el sistema de orientación, 
! 
brmación, quejas y sugerencias, así como operar la central de emergencias, para los derechohabientes 

Instituto que les permita recibir de manera oportuna, eficlente y personalizada, los seguros, 

taciones y servicios establecidos en la ley del Instituto; 

II. - Constituir el conducto formal de comunicación, entre el derechohabiente y las 

erentes unidades administrativas, en materia de orientación, información, quejas y sugerencias; 
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. -

m. - Recibir, procesar, encausar y dar seguimiento hasta su solución, en coordinación con 

; unidades administrativas competentes, a las quejas y sugernncias que se generen con rriotivo del 

~rgamiento de los seguros, prestac/ones y servicios; 

. . 
IV. - Promover los :mecanismos para dar atenci~n preferencial a los derechohabientes 

>Capacitados y de la tercera edad, ro el otorgamiento de los seguros, prestaciones y seivicios; . 
. . ' "" . 

:J 
V.- Recibir, procesar, encausar y dar seguimiento hasta su solución a las recomendaciones 

1e emita la Comisión Nacional de Derechos Humanos respecto al ~torgamiento de seguros, prestaciones 

rervicios; 

VI. - Coordinar con el área de capacitación del Insti11 el diseño, desarrollo e impartición 

· cursos dirigidos al personal de atención directa a la derechohabiencia, a fin de instruirlo sobre la 

portancia de su función para mejorar el desempeño de sus labores;· • 

VII. - Proponer al Director General las políticas, estrategias y líneas de acción que 

·tan optimizar la atención que se proporciona al derechobabiente y mejorar la imagen institucional; 

_, 
vm.- Las demás que señalen otras ~posiciones aplicables." 

v 
Tocando el rubro de los Órganos Desconcentrados, ~os destacar lo referente al 

ndo para la Vivienda que tiene por objeto establecer y operar un sistema de financiamiento que permita 

os trabajadores incorporados al régimen de la ley obtener, por una sola vez, crédito barato y suficiente 

"ante préstamos con garantía hipotecaria sobre inmuebles urbanos, para adquirir, construir, reparar y 

pliar o mejorar su vivienda, para el pago de enganche, gastos de escrituración y en su caso, en la ... 
stitución de un fideicomiso de apoyo cuando teiiga por objeto la adquisición de viviendas de interés 

ial, amortizar pasivos adquiridos por dichos conceptos, así como coordinar y financiar programas de 

cción de habitaciones destinadas a ser adquiridas en propiedad por los trabajadores, mediante 

ditos otorgados directamente por el Instituto o con la participación de entidades públicas y/o privadas. 

Por su parte las delegaciones se establecerán para la atención de los asuntos de su 

petencia, las cuales como unidades administrativas desconcentradas estarán jerárquicamente 

ordinadas a la Administración Central y se establecerán en las entidades federativas del país con el 

· eto de otorgar y promover la difusión de los seguros, prestaciQnes y s..arvicios a los derechohabientes, 
y; 
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~'."' .... ,, '•' -,~ 

. . ;~~ ~"~,l '. ,: . 
. , ......... 0·"'""· ··.~r. t. t .. . . l'., n· ,~"' , \ ·- .. ., , 

acuerdo a las atribuciones que les ~n conferiT,r ~;11lY y fegbuqentos aplicables, a fin de que las 

icirudes, bimites y gestiones correspon~entes se ~~en Opor:¡:· .te. dentro de su jurisdicción. 

Al frente de cada delegación habrá un delegm4> no . o por la Junta Directiva a 
i : ,· : ' 

•puesta del Director General, quien dependerá de éste último. · · . 

Para la atención de los asuntos, el delegado se 31!Xiliará por el número de sub\ielegll\ÍOS . , : ' 

: se consideren necesarios, designados por el Director General, así como el personal administJ:~ativo que 

requiera a fin de proporcionar los seguros, prestaciones y servicios a que se refiere la ley del Instituto 

Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado. 

En cada delegación funcionará un Consejo Consultivo, cuyo objeto será colaborar con el 

.egado en el análisis de los seguros, prestaciones y servicios del Instituto y formular propuestas sobre 

: programas de la delegación, para contribuir a alcanz.ar la excelencia en el otorgamiento de los mismos. 

Su integración, organización y funcioruinriento será de confomridad con el Reglamento de 

• Delegaciones del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Tranajadores del Estado y demás 

:posiciones que al efecto se expidan. 

Por otra parte, el Centro Médico Nacional "20 de Noviembre" y los Hospitales 

gionales, como unidades administrativas desconcentradas del Instituto, tienen por objeto el primero, 

rgar atención médica integral de lata especialidad, y los segundos, atención médica de tercer nivel a los 
\,. 

ajadores y derechohabientes del mismo, para cuyo efec.to contarán con los recursos técnicos y 
.¿c., 

tíficos más avanzados acorde a su nivel, que permitan otÓrgar servicios médicos de excelencia con 

iencia y calidad. La organización, integración y funcionamiento del Centro Médico nacional "20 de 

viembre" y de los Hospitales Regionales se establecerá conforme a lo dispuesto en los diferentes 

uales de organización que al efecto expida el Director General. 

Para su administración y funcionamiento, los centros mencionados, contarán con un 

nsejo Directivo, presidido, en el caso del centro Médico Nacional ''20 de Noviembre" por el Direct:Or 

eral, y en los Hospitales regionales por el servidor público que designe el Director General. 

· · smo, se auxiliarán de consejos consultivos que, en el primer caso presidirá el Subdirector Médico 

Instituto, y en los segundos, los Subdelegados Médicos. 
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El Sistema Integral de Tiendas y Farmacias, como unidad administrativa desconcentrada 

Instituto, tiene por objeto'planear, dirigir y nonnar las accione~ de protección del poder adquisitivo dei 

irio de los trabajadores al servicio del Estado mediante la venta de productos básicos y de consumo 

i el hogar, medicamentos y mat~rial de curación a precios e~nómicos, así como garantiZlll: el abasto 

1rtuno de bienes y servicios d~ comercialización a los dereichohabientes, para lo cual contará con 

)DOmía técnica y operativa, así como con los recursos humano~. materiales y financieros que 'determine 

presupuesto, que le permita otorgar estas prestaciones sociales a cargo del Instituto con eficiencia, 

1rtunidad y calidad. 

Para la eficaz coordinación, evaluación y control, así como el eficiente despacho de los 

ntos de su competencia, el sistema de tienda y farmacias contará con órganos administrativos 

;concentrados que se denominarán gerencias regionales, las que estarán jerárquicamente subordinadas 

sistema, y tend.-án las facultades específicas que les sefiale el estatuto del Instituto de Seguridad y 

:vicios Sociales de los Trabajadores del Estado para resolver sobre la materia y dentro del ámbito 

ritorial que se determíne. 

La estructura orgánica, integración y fimcionamiento del sistema de tiendas, del Consejo 

rectivo y de las Gerencias Regionales, se establecerán en los respectivos manuales de organización y 

)cedirnientos que al efecto expida el Director General, por ejemplo sus funciones: 

. . 
"Art. 59E.- Las Gerencias Regionales del sistema. de tiendas y farmacias tendrán las 

1 '"" 

¡uientes fimciones: 

L- Planear, supervisar, evaluar, coordinar y controlar las actividades de los centros 

merciales, tiendas y farmacias y todas en su ámbito territorial, y fonnular los programas específicos de 

ieración a que éstas se sujetarán; 

II. - Vigilar el acondicionamiento, apertura y funcionimiento de las unidades comerciales 

farmacias; 

III. - Recabar y evaluar la información sobre Ja recepción, existencia, transferencias, ventas 

devoluciones de las mercancías, así como sobre las anomalías, problemas y necesidades que se 

-esenten durante la operación; ·9· 
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IV.· Informar periódicamente la director del ~stema sobre el cumplimiento dP. los 
. ' gramas, objetivos y lineamientos del sistema e institucionales; 

• 

V. - Coadyuvar en la realización de estudios de mercado, comportamiento d,e precios, 

veedores y productos a nivel regional, y proponer al director del sistema, las soluciones a los 

blemas y desviaciones que se presenten en la operación de los programas; y 

. . 
•• 

VI.· Las demás que señalen otras disposiciones aplicables, y las que le asigne el director 

sistema 

Por cuanto atañe a la Comisión Interno de Capacitación e Información, el Estatuto dice: 

"Art. 60.· La Comisión Interna de Capacitación y Pc~gramación del Instituto se integrará 

· el Director General, quien la presidirá, y por el secretario de la junta, los subdirectores generales, el 

:al ejecutivo de la comisión ejecutiva, el contralor general y los coordinadores generales. 

irientes: 

El Director General designará al secietmio técnico de dicha comisión." 
~ 

/' 

"Art. 61.- La Comisión fa.terna de Capacitación y ProgTIIJllllción tendrá las atribuciones 

I. • Determinar las politicas para planear, coordinar y evaluar las acciones institucionales; 

II.- Establecer mecanismos de sistemas para la organización administrativa del fnstituto; 
"" . 

III. - Vigilar el cumplimiento de las dispósiciones en materia de modernización , . 

ninistrativa de programación, presupuestación y evaluación que dicte el Ejecutivo Federal y la Junta; y 

IV.· Establecer subcomisiones o grupos de trabajo específicos." 

De manera gráfica, la estructura linifuncional que hemos venido analizando, puede 

rervarse en el cuadro que a continuación se anexa 
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Terminando el anáµsis de los oxganismos que c;omponen al Instituto de Seguridad y 

:vicios Sociales de los Trabajadores del Estado, derivándose d~ las propias disposiciones legales tanto 

oxganización como el funcionamiento de la Institución de qu,'e se trata, sólo queda confiar pi que los 

isladores preocupados por seguir haciendo posible la prestación di: la seguridad social, ~ubsane y 

ualice los textos legales para ratificar que el trabajo unido, di~pliMrio y programado es 10: que da al 

hwnano en general y en nuestro caso especial, a los trabajadores al servicio del Estado, la certeza de no 

ar solos en su andar por la vida como perwnas útiles a la sociedad en general. 

PRERROGATIVAS DE LA LEY DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS 
• 

ICIALES DE LOS TRABAJADORES DEL ESTADO PARA LOS TRABAJADORES AL 

:RVICIO DEL ESTADO. 

Las prerrogativas que establece la ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de 

Trabajadores del Estado son varias, diversas y de especial importancia para el bienestar del trabajador, 

cual fuere el cargo que hubiere desempeñado por el simple !¡echo de ser antes que ello, persona 

Dichas prerrogativas aún cuando en forma de listado tan sólo, las mencionamos como 

to del artículo 3o. de la ley en cita, y a Sil vez, ~~mo contenido de la segurÍdad social garantizada por el 

pio Instituto: 

"Art. 3. - Se establecen con carácter obligatorio los siguientes seguros, prestaciones y 

"cios: 

L- Medicina Preventiva; 

IL- Seguros de Enfermedades y maternidad; 

ill.- Servicios de Rehabilitación fisica y mental; 

IV.- Seguros de riesgos del trabajo; 

V. - Seguro de Jubilación; 
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. . 

vr.. Seguros de retiJ;o por edad y tiempo de servicjos; 

VII.· Seguros de Im.:alidez; 

VIII.- Seguro por causa de Muerte; 

IX.· Seguro de cesantía en edad avanzada; 

X.- Indemnización global; 

XI. - Servicio de atención para el bienestar y desarrollo infantil; 

XII.· Servicios integrales de retiro a jubilados y pensionistas; 

XIII.· Arrendamiento o venta de habitaciones económicas pertenecientes al Instituto; 

XIV.- Préstamos hipotecarios . y financiamiento en general para vivienda, en sus 

lalidades de adquisición de propiedad de terrenos y/o casa habitación, construcción, reparación, 
~ 

1liación o mejoras de las mismas; así como para el pago de pasivos aóquiridos por éstos conceptos; 

XV.· Préstamos a mediano plazo; 

XVI.- Préstamos a corto plazo; 
• 

XVII. - Semcios que contribuyan a méjorar la calidad de vida del servicio público y . 
úliares derechohabientes; 

XVIII .• Servicios Turísticos; 

XIX. - Promociones culturales, de preparación técnica, fomento deportivo y recreación; 

XX. - Servicios Funerarios y 

XXI.· Sistema de Ahorro para el Ret¡io." 
-:!'I>' 

:??# 
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. . 

La propia Ley, eµ forma esp~ífica s...-ñala aj · respecto, como parte del régimen 

ligatorio: 

.. 
• 

* En caso de enfenrzedad, el trabajador y el pensionista tendrán derecho a las prestaciones 
' 1 

dinero y especie siguientes: 

- Atención médica de diagnóstico, odontología, quirúrgica, hospitalaria, farmac&útica ;y de 

tabilitación que sea necesaria desde el comienzo de la enfermedad y durante el plazo máximo de 52 

nanas para la misma enfermedad, el reglamento de servicios médicos determinará que se entiende por 

e último concepto. 

- En el caso de enfermos ambulantes, cuyo tratamiento médico no les impide trabajar, en 

e pensionistas el tratamiento de una misma enfermedad se tratará hasta su curación; y 

- Cuando la enfermedad incapacite al trabajador para el trabajo, tendrá derecho a licencia 

goce de sueldo o medio sueldo, conforme al aáfculo 11 d¡: la ley Federal de trabajadores al servicio 
.f 

Estado. Si al vencer la licencia por medio sueldo continúa la incap~dad, se concederá al trabajador 

cia sin goce de sueldo mientras dure la incapacidad, hasta por 52pnas contadas desde que se 
~· . 

ie ésta. Durante la licencia sin goce de sueldo, el Instituto cubrirá al asegurado un subsidio en dinero . 
'valente al 50% del sueldo básico que percibía el trabajador al ocurrir la incapacidad. 

- Al principiar la enferm,~ tanto el trabajador como la dependencia o entidad en que 

ore, darán el aviso correspondiente al Instituto. · ''·· 

* Para la mujer trabajadora, la pensionista, la esposa del trabajador o la pensionista o, 

su caso, la concubina de uno u otro, y la hija del trabajador o pensionista, soltera, menor de 18 años, 

dependa económicamente de éstos, tendrán derecho a las siguientes prestaciones: 

- Asistencia obstétrica necesaria a partir del día en que el Instituto certifique el estado de 

barazo, señalando ésta la fecha probable del parto. 

- Ayuda para la lactancia cuando, según dictamen médico, exista incapacidad fisica o 

oral para amamantar al hijo. Esta ayuda será proporcionada en especie, hasta por un lapso de seis 
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;es, con posterioridad al nacimiento, entregándose a la madre o falta de ~sta, a la persona en<:argada de 

ientarlo. 

- Una canastilla de maternidad al nacer el hijo, c,uyo costo será señalado perié;dicamente 

el Instituto mediante acuerdo de la Junta Directiva 

* El Instituto proporcionará servicios de medic¡na preventil'G tendientes a preserv\ll' y 

itener la salud de los trabajadores, pensionistas y sus familiares derechohabientes, quienes tienen 

echo a dicha atención preventiva. 

La medicina preventiva, conforme a los programas autorizados sobre la materia, atenderá: 

l) El control de enfermedades preveni.bles por vacunación; 

2) El control de enfermedades transmisibles; 

3) La detección oportuna de enfermedades crónico-degenen$vas; 

4) Educación para la salud; 

5) Planificación familiar; 

6) Atención materno infantil; 

7) Salud bucal; 

8) Nutrición; 

9) Salud Mental; 

10) Higiene para la salud; y 

11) Las demás actividades de medicina preventiva que determinen la Junta Directiva y el 

ector General. 

·. 
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A todo lo dispuesto por el texto legal, es nuestro deber señalar que muy lejos se encuentra 

:umplinúento de la realidad que tienen que soportar no sólo los pensionados y jubilado~, sino los . ' 
mos derechohabientes y hasta fos propios trabajadores del instituto de Seguridad y Servicios Sociales 

' . 
os Trabajadores del Estado que: se encuentran en activo, y quti ayudan a proporcionar dicho~ servicios, 

1 vez que para ejercer el der~cho de lo que podríamos qamar limosnear la atención '.médica en 
. ) ' 

!quiera de sus distintas mat!lrias, es imprescindible acre~tar una serie de peripecias~ trabi;is y 

táculos, como pasos previos a la raquítica recepción de una atención que en la mayoría de los casos 

1 mucho que desear; quizá, porque los entes que la prestan, piensan que jamás la vida los colocará del 

> lado de la barra de atención al público. 

• Aspecto muy importante lo constituye el Seguro de R~esgos de Trabajo, regulado así: 

Se establece éste en favor de los trabajadores a que se refiere el articulo lo. de la ley del 

dtuto y como consecuencia de ello, el Instituto se subrogarán la medida y términos de ésta ley, en las 

igaciones de las dependencias o entidades derivadas de la ley federal de trabajadores al servicio del 

ado y de las leyes del trabajo, por cuanto a los mismos riesgos se refiere. 

Para los efectos de la ley del Instituto, serán reputados como liesgos de trabajo los 
~ 

identes a que están expuestos los trabajadores en el ejercicio o con motivo del trabajo. 

Para ello se considerarán riesgos de trabajo, toda lesión_ orgánica o perturbación funcional, 

iediata o posterior, o la muerte producida repen,tinamente en el .ejercicio o con motivo del trabajo, 

~esquiera que sea el lugar o el tiempo en que se pre~ente, así como aquellos que ocurran al trabajador al 

;Jadarse directamente de su domicilio al lngar donde desempeña su trabajo o viceversa Asimismo se 

isideran riesgos de trabajo, las enfermedades señaladas por las leyes del trabajo. 

Los riesgos de trabajo serán calificados técnicamente por el lnstituto. El afectado 

onforme con la calificación, podrá designar un perito técnico o profesional para que dictamine a su vez. 

t
caso de desacuerdo entre ambas calificaciones, el Instituto le propondrá una tema, preferentemente de 

ecialistas de notorio prestigio profesional, para que elija uno, su dictamen resolverá en definitiva y seÍ'á 

elable y obligatorio para el interesado y para el Instituto. 
' . 

No se consideran riesgos de trabajo: 
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1) Si el accidente ocurre encontrándose el trabajador en estado de embriaguez; 

2) Si el accidente 9curre encontrándose el trabajador bajo la acción de algún narcótico o . ' 

ga enervante, salvo que exist¡¡ presoripción médica y el :trabajador hubiese puesto el hecho en 
. ' ... ' 

.ocimiento del jefe inmediato presentándole la prescripción suscrita por el médico; 

3) Si el trabajador se ocasiona intencionalmente una lesión por sí, o de acuerdo con otra 

sona; y 

4) Los que sean resultado de un intento de suicidio o efecto de una riña en que hubiere 

ticipado el trabajador u originados por algún delito cometido por éste. 
···. •· 

,, 
El trabajador que sufra un accidente de trabajo, tiene derecho a las siguientes prestaciones 

especie: 

- Diagnóstico, asistencia médica, quirúrgica y fannaceútica; .. 
- Servicio de Hospitalización; 

- Aparatos de prótesis y ortopedia; y 

- Rehabilitación. 

En caso de riesgos del trabajo, el trabajador tiene derecho a las siguientes prestaciones en 

ero: 

- Licencia con goce de sueldo íntegro cuando el riesgo del trabajo incapacite al trabajador 

a desempeñar sus labores; pagándose el sueldo básico desde el primer dia de incapacidad, siendo 

ierto por las dependencias o entidades hasta que tennine la incapacidad cuando sea temporal, o bien, 

ta que se declare la incapacidad permanente del trabajador. 

Para los efectos de la determinación de la incapacidad producida por los riesgos de 

ajo, se estará a lo dispuesto por la Ley Federal del Trabajo, por lo que respecta a los exámenes 

estrales a que deberá someterse el trabajador en la inteligencia de que si a los tres meses de iniciada . ...; 

a incapacidad no está el trabajador en aptitud de volver al trabajo, él mismo o la dependencia o 
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. . 

. . . 
dad, podrán solicitar en vist(l de los certificados médiC\)s correspondientes, que se · declare la 

pacidad permanente. No excediendo de un afio, contado a p'artir de la fecha en que el lns\ituto tenga 

ocinriento del riesgo para que •Se determine si el trabajador está apto para volver al servicio o bien 

:eda declarar su incapacidad pe1manente, en cuyo caso se esta¡rá a lo dispuesto a continuació~: 
,• 

• Al ser declarada una incapacidad parcial permanente, se concederá al incapacitado una 

sión calculada conforme a la tabla de valuación de incapacidades .de la Ley Federal del Trabajo, 

1diendo el sueldo básico que percibía el trabajador al ocurrir el riesgo y los aumentos posteriores que 

:espondan al empleo que desempeñaba hasta determíllllI'Se la pensión. El tanto por ciento se fijará entre 

náximo y el mínimo establecido en la tabla de valuación mencionada, teniendo en cuenta la edad del 

•ajador y la importancia de la incapacidad, según,~ absoluta para el ejercicio de su profesión u oficio, 

cuando quede habilitado para dedicarse a otros,'º si solamente hubiere disminuido la aptitod para su 

empeño. 

Si el monto de Ja pensión anual resulta inferior al 5% del salario mínimo promedio de la 

>ública Mexicana, elevada al año, se pagará al trabajador, en sustitución de la misma, una 

emnización equivalente a cinco anualidades de ia pensión que le hubiera correspondido. 

• Al ser declarada una incapacidad total permanente, se concederá al incapacitado una 

ión igual al sueldo básico que venia disfrutando el trabajador al presentarse el riesgo, cualquiera que 

iera sido el tiempo que estuvo en funciones. 

• La pensión respectiva se concederá con carácter provisional, por un período de 

tación de dos afios. Mientras éste lapso transcurre, el Instituto y el afectado tendrán derecho a solicitar 

evisión de la incapacidad, con el fin de aumentar o disminuirla cuantía de la pensión. Transcurrido el 

· odo de adaptación, la pensión se considerará como definitiva, y su ievi~ipn sólo podrá hacerse una vez 
. ' 

- o, salvo que existieran pruebas de un cambio sustancial en las condiciones de la incapacidad. 

Para ello, el incapacitado estará obligado en todo tiempo a someterse a los 

nocimientos, tratamientos y exámenes médicos que determine el Instituto. 

La pensión aludida será sin perjuicio de Jos derechos derivados de otro tipo de derechos 

pudieran relacionarse. 
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- Cuando el trabajador fallezca a causa de un ric.j;go del trabajo, los familiares señalados 
• 1 

artículo 75 de la ley del Instituto a saber (la esposa supérsÍire sola síno hay hijos o en concurrencia si 

1ay si son menores de 18 años o que no lo sean y estén. incapacitados total o parcial.mente para 

~ar; o bien hasta 25 años previa comprobación de que reafutan estudios de nivel medio o fuperior de 

IUier rama del conocimiento en planteles oficiales o reconocidos y que no tengan trabajo r~munerado; . . 
ta de esposa, la concubina sola o en concurrencia de los hijo~ o éstqs solos al reunir las con;dicion,::s ya 

:adas, siempre que sean hijos del trabajador o pensionista o vivido en su compañía durante los cinco 

que precedieron a su muerte y ambos hayan permanecido libres dÍJrante el concubinato; en caso de . 
:r varias concubinas, ninguna tendrá derecho a pensión; el esposo supérstite sólo o eu concurrencia de 

rijos o éstos solos al reunir las condiciones anteriores, siempre que aquél fuese mayor de 55 años, o 

íncapacitado para trabajar y hubiere dependido económicameute de la esposa; el concubinario sólo o 

oncurrencia con los hijos en los supuestos mencionados; a falta de cónyuge, hijos, concubína o 

:ubínario, la pensión se entregará a la madre o padre conjunta o separadamente y a falta de éstos a los 

ás ascendientes en caso de haber dependido del trabajador o pensiomsta dmante los cinco afios 

riores a su muerte; la cantidad total a que tengan derecho los deudos señalados en cada caso, se 

:!irá por partes iguales entre ellos, cuando fuesen varios los beneficiarios de una pensión y varios 

liesen el derecho, su parte será repartida proporcional.mente entre los restantes; los hijos adoptivos sólo 

rán derecho a la pensión por orfandad, cuando la adopción se baya hecho por el trabajador o 
/ 

;ionado antes de haber cumplido 55 afios de edad) en el orden establecido, gozarán de una pensión 

.valente al l00% del sueldo básico que hubiese percibido el trabajador al momento del fhllecimiento. 

* Con todas las cuestiones implicadas, se considera como una prerrogativa más a favor de 

trabajadores al servicio del Estado el denominado Sistema de Ahorro para el Retiro, respecto del cual 

ropia ley del Instituto en estudio, señala como los más sobresalientes aspectos: 

Que las dependencias y entidades están obligadas a enterar al Instituto el importe de las 

rtaciones correspondientes al Sistema de Ahorro para el Retiro, mediante la constitución de depósitos 

livor de cada trabajador, debiendo ser éste último el titular de la cuenta individual que sólo podrá ser 

(independientemente de que se encuentre sujeto al régimen pre.visto en la ley del Instituto de 

uridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, del Instituto Mexicano del Seguros Social 

e ambos), y cuyo manejo lo lleve a cabo la institución crediticia que· el propio trabajador designe, 

iendo proporcionar a la dependencia en Ja cual desempeñe stíS'"Íimciones el nombre de ésta y su 

1ero de cuenta. 
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En cualquier tiempo y momento el trabajador podrá solicitar el traspaso d1i su cuenta 

vidual, y por ende, el cambio qe institución o entidad financiera que la maneje, o bien, en forma total 

1TCial, el retiro de sus aportaciones a sociedades de inversión, casas de bolsa, instituciones de seguros o 

edades operadoras. 

El trabajador podirá retirar el saldo de la subc,uenta de ahorro, siempre y ~uando por . ; . 
mes de una nuava relación laboral, deje ser sujeto de aseguramiento obligatorio del Instituto, tendiendo . . . 

icho a contratar un seguro de vida o invalidez, a cargo de los recursos de la propia subcuenta. 

Todo trabajador que cumpla 65, años de edad o adquiera el derecho a disfrutar de una 

sión o jubilación, retiro por edad y tiempo de servicios, cesantía en edad avanzada, invalidez, 

1pacidad permanente total o parcial del 50% o más, tiene derecho a que la institución fmanciera que 

~eja su cuenta de ahorro por concepto del Sistema de Ahorro par¡i,51 Retiro, le entregue por cuenta.del 

ituto los fondos de la misma, con el fin de adquirir una pensión vitalicia entregada al trabajador en una 

exhibición. ... 

El famoso sistema del SAR, que como oro brillante ¡¡parece para los trabajadores como 

verdadera ayuda a sus necesidades, desgraci~ente con las reglas a que se encuentra sujeto, más 

un beneficio, representa el capital muerto que quizá nunca se tenga en las manos, y que además de ser 

buena base de inversión y manejo de dinero ajeno por aquéllas instituciones creadas exprofesarnente 

su manejo, para muchos es también, el sustituto a futuro de los derechos a jubilación y pensión. 

* Existen también derechos de Jos trabajadores que otorga el Instituto para ayudarlos a 

tar de bienes y servicios ajenos a Jos que son obligación de éste proporcionar. y que sólo pueden 

uirirse con cantidades monetarias, los cuales se t1 denominado préstamos que existen de dos clases: 

éstamos a Mediano Plazo y 2) Préstamos a C? Plazo, diferencia<!,'>s por el tiempo concedido por 

~i.tl· Jt,o para su pago total. :··'' ·{ 'f 

,1!i'. 
Consistenres en el préstamo solicitado por los trabajadores o pensionistas para adquirir 

es de uso duradero que tengan en venta los centros comerciales y las tiendas del Institmo, así como 

es muebles que garanticen plenamente su crédito. Considerando para su otorgamiento el monto del . 
do del trabajador y la amortización creciente. 
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No concediendo otro tipo de préstamo mientras éste permanezca insoluto, no ca~do 

poco intereses cuando se amol"ticen en un plazo máximo de 90 <lías, siendo el plazo muyor qµe se 
' ' 

cede para éstas adquisiciones el de 5 años y el interés, el q11e fije la Junta Directiva; mientras que la 

idad autorizada será hasta de veinte veces del sueldo básico mínimo mensual de los servi\iores ' . 
licos en las mismas condicion~ al de los préstamos a corto p\azo, 

Abordando éste punto, sólo podepos decir que la diferencia entre las tpstitu~ones 

tcarias y el Instituto de Seguridad y Servicios ~ciales de los Trabajadores del Estado, es tán sólo la 
• 

rente buena fé con que actúa el mencionado en último término, y el arrepentimiento y decepción de los 

•ajadores, jubilados y pensionados creyentes y dependientes de las buenas intenciones a su favor. 

* De vital trascendencia, es el Crédito para la Vtvienda, que satisfaciendo uno de los 

tcipales derechos de todo ser humano, principalmente trabajadores y específicamente trabajadores al 

ricio del Estado, regulado desde el texto .constitucional. hasta por la Ley Federal del Trabajo y la Léy 

los trabajadores al servicio del Estado, así como por la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios 

:iales de los Trabajadores del Estado, da vida al Fondo para la Vivienda que tiene por objeto: • . 

- Establecer y operar un sistema de financiamiento que permita a los trabajadores obtener 
~ 

lito barato y suficiente, mediante préstamos con garantía hipotecaria, o bien, a través del otorgamiento 

¡ina garantía personal, por una sola vez. · 

1 

- Coordinar y financiar programas de construcción de habitaciones destinadas a ser . 
uiridas en propiedad por los trabajadores que carezcan de ellas. 

Los recursos de éste fondo estarán integrados de la siguiente forma: 

- Con las aportaciones que las dependencias y entidades enteren al Instituto por el 

'valente a un 5% sobre el sueldo básico de sus trabajadores;¡,,¡ 

- Con los bienes y derechos adquiridos por cualquier título, 

- Con los rendimientos qne se obtengan de las inversiones de los recursos a que se refieren 

dos puntos aspectos anteriores. 
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Destinándose dichos recursos para: 

A- Para los depósitos constituidos a favor del tr,abajador por más de 18 mese1;, el crédito 

Irá cualquiera de los siguientes fines: 

- Para la adquisic:ión de habitaciones cómodru¡ e higiénicas, incluyendo las sujetas al 

men de condominio cuando el trabajador carezca de ellas, 

- A la construcción, reparación, ampliación o mejoramiento de sus habitaciones, 

- Al pago del enganche, para la adquisición de vivienda de interés social, 

- Al pago de pasivos contraídos por alguno de los anteriores conceptos. 

B- Al financiamiento de la construcción de conjuntos habitacionales para ser adquiridos 

diante créditos que otorgue el Instituto a los trabajadores, directamente o con la participación di? 

idades públicas y/o privadas. 

1 

Pudiendo ejercer los trabajadores el crédito otorgado, en la localidad que ellos mismos 
/ 

tgnen. . . 

C- Al pago de capital e intereses de la subcuenta del Fondo de la Vivienda de los 

ajadores. 

D- A cubrir los gastos de administración, operación y vigilancia del fondo en cuestión. 

E- A la inversión de inmuebles destinados a sus oficinas y muebles destinados al 

plimiento de sus fines. 

F- A las demás erogaciones relacionadas con el objeto del propio préstamo. 

Tendiendo el trabajador el derecho de elegir la vivienda nueva o usada, a la cual piense 

·car el importe del crédito que reciba, misma que podrá o no ser parte de conjuntos habitaciones 

ciados con recurso del propio fondo. 

• .. 
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Determinando la Junta Directiva mediante disposicionl}S generales publicadas en el Diario 

ial los montos máximos de los créditos, en función, entr~ otros aspectos, de los iugrpsos de los 

ajadores y el precio máximo de venta de las habitaciones; 'estando cubiertos éstos préstamos por un 

rro para los casos de incapacidad total o permanente o de muerte, situaciones que liberarían al 

ajador, jubilado o pensionista y a sus beneficiarios, de las obligaciones contraídas con ·el Instituto. 

:dando exentos los inmuebles adquiridos, a partir de la fecha de adquisición o construcdón, de los 

uestos federales y del Departamento del Distrito Federal, lo que se extiende para los convenios, 

tratos o actos en los que se hagan constar las correspondientes operaciones y que tendrán el carácter de 

itura pública registrada debidamente en el Registro Público de la Propiedad y del Comercio. . . 

* !¡in adquirir un bien inmueble, puede pedirse el arrendamiento y venta de vivienda del 

'iluto. 

Las viviendas propiedad del Instituto que se encuentran rentadas podrán enajenarse a sus 

ndatarios a título oneroso, siempre y cuando sean trabajadores al servicio del Estado o pensionistas. 

El Instituto puede proporcionar habiÍlK'iones en ammdamiento, con opción a venta, sin 

excedan los créditos otorgados al 85% del avalúo fijado al inmueble por institución bancaria; a menos 
~ . 

: el interesado proporcione el Instimto otras garantías adicíoiiales suficientes para garantizar el 

edente. 

La enajenación de las habitaciones podrán hacerse mediante venta a plazos con garantía 

otecaria o con reserva de dominio, o por medio de promesa de venta bajo las siguientes normas, 

iblece al respecto la ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado 

;u artículo 135, mediante VI fracciones, a saber: 

"I.- El trabajador entrará en posesión de la habitación sin más formalidades que la firma 

contrato respectivo; 

II. - Pagados el capital, intereses y accesorios, se otorgará el contrato, convenio o acto 

initivo que proceda., o se extenderá el finiquito correspondiente en los. ~asos en que hubiere otorgado 

1trato sujeto a condición resolutoria; 

III. - El plazo para cubrir el precio del inmueble no excederá de 15 años; 
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IV.- La administración, operación o mant~mto del conjunto habitacioru<l, así como 
. . . 

gastos correspondientes a esto~ conceptos, se reghiln por lo e~tablecido en el artículo 120 d.:; esta ley; 
. . 

V.- (Derogada); 

VI.- los convenios, contratos o actos eJI los que se hagan constar las correspondimtes 

:raciones se sujetarán a lo establecido por el segundo párrafo del artículo 118 de esta ley. 

Los pensionistas gozarán de los beneficios de éste artículo en los términos que dentro de 

lineamientos de esta ley fije la Junta Directiva por medio de acuerdos generales." 

Casi sin palabras, sólo podemos decir.que eJI la mayoria de los casos, el pago final serviría 

a garantizar la propiedad de varias unidades habi~ones con el paso de los años. 
~·: 

* Ocupándose eJI verdad del desarrollo integral del ser humano, la ley del LS.S.S.T.E. 

irda dentro del régimen voluntario, dos aspectos con los que relaciona también una serie de 

:staciones: las prestaciones sociales y las prestaciones culturales. 

En cuanto a las primeras, se con$idera obligación del Instituto atender las necesidades 
~ 

>leas del trabajador y su familia a través de la prestac!ón de servicios que contribuyan al apoyo 

stencial, a la protección del poder adquisitivo de sus asalariados, orie!ltados hacia patrones racionales y 

10s de consumo. . . 

Para ello, el Instituto proporcionará a precios módicos !os servicios sociales siguientes: 

- Venta de productos básicos y de consumo para el hogar; 

- De alirneJitación económica en el trabajo; 

- Centros turísticos; y 

- Servicios funerarios principalmente. 

Con las prestaciones culturales se cumplirá a través de los programas culturales, 

eativos y deportivos que tiendan a cuidar y fortalecerla salud mental e integración familiar y social del 
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bajador, y su desarrollo futuro, contando con la cooperación y el apoyo de los trabajadores, para cuyos 

es se ofrecerán los siguientes servicios: 

- Programas cul!ujales; 

- Programas educativos y de preparación técnica; 

- De capacitación: 
.;. 

- De atención a jubilados, pensionados e inválidos; 

- Campos e instalaciones deportivas para el fomento deportivo; y 

- Estancias de bienestar y desarrollo infantil. , 

Llegando el momento de colocar bajo la mira del microscopio, el tema central de nuestro 

bajo a Ja luz de las disposiciones que contiene la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de 

¡ Trabajadores del Estado respecto de dos de 11!5 prerrogativas concedidas a favor de los trabajadores al 

rvicio del Estado, que quizá como sobresalientes de entre la totalidad de ellas, garantiza el bienestar de 

s trabajadores en justa retribución a sus esfuerzos realizados con el cumplimiento de sus funciones. 

endo tales derechos los relativos a la Jubilación y a la Pensión. 

** Seguro o Derecho a la Jubilación o Pensión. 

Contempladas todas las reglas para el otorgamiento de las pensiones en el Capítulo V de 

multirreferida ley del I.S.S.S.T.E. a lo largo de 7 secciones, es la forma en que se definen las reglas a 

uir para todo lo referente a éstos dos beneficios. 

* Consideraciones Generales. 

Cabe iniciar nuestro análisis diciendo que el derecho a la pensión nace cuando el . . . 
bajador o sus familiares derechohabientes se encuentran en los supuestos consignados por la ley del 

titulo de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, satisfaciendo los requisitos en 

misma señalados. 
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El Instituto estar~ obligado a otorgar la pensión en un plazo máximo de noventa días, 

tados a partir de la fecha en que reciba la solicitud con la documentación respectiva, así como la 

stancia de licencia prepensio11aria, o en su caso, el aviso oficial de baja, sin perjuicio de que el 

'ajador pueda solicitar el cálculo de la pensión que pudiere corresponderle. 

Si a pesar de cumplir con los requisitos anteriores no se otorga la pensión, el Instituto ' . . 
Lrá obligado a efectuar el pago del 100% de la pensión probable que pudiera corresponder ¡ti solíqitante 

: estuviese separado definitivamente del servicio, sin perjuicio de continuar el trámite para el 

rgamiento de la pensión y de que se finquen las responsabilidades en que hubieren incurrido los 

cionarios y empleados del Instituto y los de las dependencias o entidades que en los ténninos de las 

~s aplicables estén obligados a proporcionar la información necesaria para integrar los expedientes que 

respondan. 

Al haber realizado el Instituto un pago indebido, en los términos del párrafo anterior, por 

isión o error en el informe rendido por la dependencia o entidad; se resarcirá el propio Instituto con 

go al presupuesto de éstas. 

Cuando se le haya otorgado a un pensionista una pensión sin que la disfrute, podrá 

unciar a ella y obtener otra, de acuerdo con las cuotas aportadas y el tiempo de servicio prestado con ,. 

;terioridad. 

En caso de que el pensionista regresare al servicio activo, no podrá ren!Ulciar a la pensión 

: le hubiere sido concedida para solicitar y obtener otra nueva, salvo el caso de personas inhabilitadas 

~ estén aptos de realizar el servicio. 

Las pensiones a que puede hacerse acreedor un trabajadores al servicio del Estado, pueden 

compatibles con otras pensiones, o con el desempeño de trabajos remunerados, conforme a las reglas 
'~<-" 

uientes: 

1. - La percepción de una pensión por jubilación, de retire por edad y tiempo de servicios o 

r cesantía en edad avanzada, con: 

a) El disfrute de una pensión de viudez o concubinato derivada de los derechos del 
•. 

bajador o pensionista; y 
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b) El disfrute de una pensión por riesgo del trabi,tjo. 

2.- La percepción de una pensión por viudez o C\)ncubinato con: 
' . 

a) El disfrute de una pensión por jubilación, de: retiro por e<!ad y tiempo de s,ervicios, por 

>antia en edad avanzada o por invalidez, derivado por derecho? prop\os como trabl\iador. 

b) El disfrute de una pensión por. riesgo del trabajo ya sea por derechos propios o 

rivados de los derechos como cónyuge o concubfuario del trabajador o pensionista; y 

'· 
é) El desempeño de un trabajo remunerado que no 'kplique la incorporación del 

bajador al régimen de la ley en cita. 

3. - La percepción de una pensión por orfandad, con el disfrute de otra pensión igual 

oveniente de los derechos derivados del Otro progenitor. 

En el caso de los supuestos anteriores, la suma de las cuotas no podrá exceder de la 

tidad fijada como cuota máxima. 

Cuando algún pensionista desempeñe un cargo, empleo o comisión remunerados en 

quier dependencia o entidad que impliquen la incorporación del régimen de la ley citada, deberá darse 

·so en forma inmediata al Instituto, teniendo la misma obligación al momento de otorgársele otra 

sión; el incumplimiento de lo anterior, será causa fundada al Instituto para suspender la pensión. 

Si el Instituto advierte la incompatibilidad de Ja pensión o pensiones que esté recibiendo 

trabajador o pensionista, éstas serán suspendidas de inmediato, pudiendo gozarse nuevamente de las 

smas cuando desaparezca la incompatibilidad y se reintegren las sumas recibidas, realizándose Jo 

erior en el plazo y con los intereses que fije el propio Instituto, mismo que no podrá ser mayor del 
0

9% 

ual y en un término nunca inferior al tiempo durante el cual las estuvo recibiendo, perdiéndose todo 

echo a al pensión, si no se cumple con éste procedimiento. 

La edad y el parentesco de los trabajadores y sus familiares derechohabientes se acreditará 

e el Instituto conforme a lo establecido en la legislación de tipo civil y la dependencia económica 
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ediante informes testimoniales que ante autoridad judicial o administrativa se rindan o bien con 

1cumentación que extiendan las autoridades competentes. 

• • 
El Instituto va a poder ordenar en cualquier ticpnpo, la verificación y auten1'cidad de los 

1cumentos y la justificación de los hechos que hayan servido. de base para conceder una p~sión y si se 

gare a descubrir que son falsos, el Instituto con audiencia del interesado, procederá a dicha revisión, 
! : ' 

nunciando en su caso los hechos al Ministerio Público para los efectos que procedan. 

Para que un trabajador o sus familiares puedan disfrutar de una pensión, deberán cubrir 

~viamente al Instituto los adeudos existentes. Al transmitirse una pensión por fallecimiento del 

1bajador o pensionista, sus familiares tendrán la obligación de cubrir los adeudos por concepto de 

:ditos a corto plazo que se hubieren concedido al de cujus. 

Pudiendo ser nula toda enajenación, cesión o gravamen de las pensiones, devengadas o 

:uras, que con carácter de inembargables, sólo podrán verse afectadas por la obligación de proporcionar 

mentos por mandato judicial y para exigir el pago de adeudos. con el Instituto. 

A los trabajadores que tengan derecho tanto a pensión de retiro por edad o tiempo de 
/ 

rvicios, como a pénsión por invalidez, por causas ajenas al desempeño del trabajo, podrá otorgarse sólo 

a de ellas, en su caso, laque el propio intfilesado señale. 

La cuota mínima y máxima de las pensiones, con excepción de las concedidas por riesgo 

l trabajo, serán fijadas por la Junta Directiva, sin que pueda exceder la máxima del 100% del sueldo 

;ulador. 

Asimismo, la cuota diaria máxima de pensión, será fij!Jda por la Junta Directiva, sin que 

eda exceder de hasta la suma cotizable total. 

En cuanto a la cuantía, ésta se incrementará conforme aumente el salario mínimo general 

ra el Distrito Federal, de tal modo que tado incremento porcentual a dicho salario se refleje en fas 

nsiones que paga el Instituto. 

Los jubilados y pensionados tendrán derecho a una gratificación anual igual en número de 

ts a las concedidas a los trabajadores en activo, según la cuota diaria de su pensión. Dicha gratificación 
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:>erá pagarse en un 50% antes ?el 15 de diciembre y el otro 50% a más tardar el 15 de enero; teniendo 

-echo también en su proporció11, a las prestaciones en dinero que les sean aumentadas de mf!11era general . . 
)S trabajadores en activo siempre y cuando resulten compatibles a los pensionados. 

Si al aplicar otrns leyes conjuntamente con la presente, estableciéndos.; ben~ficios 

>eriores en favor de los tral>ajadores, computándoles mayor número de años de servicio~ o tomando 

no base un sueldo superior regulador para .la determinación de la pensión, el pago de las diferencias 

[ºrabies al trabajador será por cuenta exclusiva de la dependencia o entidad a cuyo cargo determinen 

has leyes las diferencias; sin embargo, para que dichos beneficios puedan otorgarse, se requerirá haber 

plido previamente con los requisitos establecidos por la ley del Instituto en cuaqto al derecho a la 

sión se refiere, por ejemplo, el que toda fracción de más de seis meses de servicios se considerará 

o año completo, para los efectos del otorgamiento de las pensiones, respecto de las cnales se 

guen por llamarlos así, diversos tipos. 

* Pensión por Jubilación. 

Tienen derecho a la pensión por jubilación los lrabajadores con treinta años o más de 

· cios y las trabajadoras con veintiocho afíos o más de servicios e igual tiempo de cotización al 
/ 

tituto. cualquiera que sea su edad. 

La pensión por jubilación dará derecho al pago de una cantidad equivalente al l 00% del 

Ido que perciba el tral>ajador por el desempeño ;sus funciones al momento de jubilarse, comenzando 

percepción a partir del día siguiente a aquél en que el tral>ajador hubiese disfrutado del último sueldo 

es de causar baja, y que de conformidad a lo que establece la Ley. .del propio Instituto, deberá de 

ernentarse al mismo tiempo y en la misma proporción en que aumentan los sueldos básicos de los 

ajadores en activo. 

* Pensión de retiro por edad y tiempo de servicios . 
• • 

Tienen derecho a pensióu de retiro por edad y tiempo de servicios, Jos trabajadores que 

iendo cumplido 55 años de edad, tuviesen 15 años de servicios como mínimo e ignal tiempo de 

ión al Instituto. 
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El cómputo de los años de servicios se hará considerando uno solo de los •:mpleqs, aún 

indo el trabajador hubiere :desempeilado simultáneamer~te varios, cualesquiera que fuesen; en 

isecuencia, para dicho cómputo se considerará pcir una sola yez, el tiempo durante el cual haya tenido o 

ga el carácter de trabajador. 

El monto de la pensión de retiro por edad y tiempo de servicios se determinaiá de acuerdo 

1 los porcentajes de la tabla siguientes: 

Pensión de retiro por edad y tiempo de servicios 

Número de años de Servicio Monto de la Pensión 

15 aflos 50% 

16años 52.5% 

17 aflos 55% 

18 aflos 57.5% 

19años 60,,ó 

20 aflos 62.5% 

21 años 65% 

22años 67.5% 

23años 70% 
1 

24años 72.5% 

25años 75% 

26años 80% 

27años 85% 

28años 90~4' 

29años 95% 

Para calcular el monto de las calltidades que correspondall por pensión, se tomará en 

~nta el promedio del sueldo básico disfrutado en el último afio inmediato allterior a la fecha de la baja 

trabajador o de su fallecimiento. . . 

El derecho al pago de la pensión de retiro por edad y tiempo de servicios comenzará a 

iir del día siguiente a aquél en que el trabajador hubiese percibido el último sueldo alltes de causar baja. 

El trabajador que se separe del servicio después e haber cotizado cualldo menos 15 ailos al 

tituto podrá dejar la totalidad de sus aportaciones con objeto de gozar de la prerrogativa de que al 
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nplir la edad requerida para la pensión que le otorgue ésta. Si falleciera antes de cumplir los 55 años de 

id, a sus familiares derechohabientes se les otorgará la pensión. 

*Pensión por Invalidez. 
: .~· 

La pensión por invalidez se otorga a los trabajadores que se inhabiliten fisica o 

ntalmente por causas ajenas al desempefio de su cargo o empleo, si hubiesen contribuido con sus cuotas 

Instituto cuando menos 15 años, comenzando el derecho al pago de ésta p_ensión a partir del día 

uiente al de la fecha en que el trabajador cause baja, para calcular su momento se aplicará la tabla 

)tada en renglones anteriores. 

El otorgamiento de la pensión por invalidez queda sujeto a la satisfacción de los siguientes 

¡uisitos: 

1. - Solicitud del trabajador o de sus represent:intes legales; 

2.- Dictamen de uno o más médicos o técnicos designados por el Instituto, que certifiquen 

existencia del estado de invalidez. En caso )le que el afectado no estuviese conforme con dicho 

tarnen, él o sus representantes podrán designar médicos particulares para que dictaminen, y para el caso 

desacuerdo entre ambos dictámenes, el lnstitu!o propondrá al afe<-iado una terna de especialistas de 

orio prestigio profesional para que de entre ellos elija uno que dictaminará en forma definitiva. siendo 

pelable el dictamen del tercero en discordia y por lo tanto, obligatbrio tanto para el Instituto como para 

teresado. 

Por otra parte, Ja pensión por invalidez no se concederá: 

l.- Cuando el estado de inhabilitación sea consecuencia de un acto intencional del 

ajador u originado por algún delito cometido por él mismo; y 

2.- Cuando el estado de invalidez sea anterior a la fecha de nombramiento del trabajador. 

Los trabajadores que soliciten pensión por invalidez y los pensionados por la misma 

estarán obligados a someterse a los reconocimientos y tratamientos que el Instituto les prescriba y 
'-f v. 
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•porcione y, en caso de no hacerlo, no se dará trámite a su solicitud o se les suspenderá el goce de la 

1sión. 

La pensión por invalidez o la tramitacii>n de la !llisma se suspenderá: 

1.- Cuando el pensionista desempeñe algún cargo o empleo remunerado al implicar ello, la 
! 

orporación del trabajador al régimen de la ley del Instituto: · 

2.- En el caso de que el ~nsionista o solicitante se OÍ.egue injustificadamente a someterse 

nvestigaciones que en cualquier tiempo ordene el Instituto se practiquen, o se resista a las medidas 

:ventivas o curativas a que deba sujetarse, salvo que se trate de una persona afectada en sus facultades 

[!tales. 

El pago de la pensión o tramitación de la solicitud se reanudará a partir de la fecha en que 

pensionado se someta al tratanúento médico, sin que tenga lugar el reintegro de las prestaciones que 

ió de percibir durante el tiempo que haya durado .la suspensión. 

9 ·. 

La pensión por invalidez será revoéada cuando el trabajador recupere capacidad para el 
/ .. 

vicio; en éste caso, la dependencia o entidad que hubiera prestado sus servicios, tendrá la obligación de 

tituirlo en su empleo si es apto para el mismo, o en su caso, asignarle un trabajo que pueda desempeñar, 

hiendo ser cuando menos de un sueldo y categoría equivalente a los que tenía al sufür la invalidez, y si 

trabajador no aceptase tales condiciones, le será revocada la pensión. 

Si el trabajador no fuere restituido a su empleo o no se le asignara otro en los términos del 

rrafo anterior por causa imputable a la dependencia o entidad en que prestaba sus servicios, seguirá 

cibiendo el importe de la pensión, pero siendo ésta a cargo de la dependencia o entidad 

espondiente. 

* Pensión por causa de muerte. 

La muerte del trabajador por causas ajenas al servicio, cualquiera que sea su edad, siempre 

e hubiere cotizado al Instituto por más de 15 años, o bien acaecida cuando haya cumplido 60 o más 

s de edad y minimo l O años de cotización, así como la de un pensionado por jubilación, retiro por edad 
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llllpo de servicios, cesantía en edad avanzada o invalidez, dará origen a la pensiór¡ de viudez. 

ubinato, orfandad o ascendentes en su caso. . .. 
El derecho al pago de la pensión por cansa de ¡nuertt; ~ iniciará a partir del" fila si~uiente 

' la muerte del causante de la pensión. 
i 

. . . ' 

.. . ~· .... 
Los familiares derechohabientes el trabajadOJ) fall~do tienen derecho a pna pensión 

valente al 100% de la que hubiese correspondido al trabajador o para los servidores públicos 

:cidos a los 60 años o más de edad, con un mínimo de 1 O años de cotización. 

Los familiares derechohabientes del pensionista fallecido, tienen derecho a una pensión 

valente al 100% del importe de la pensión que venía disfrutando el pensionista. 

Si otorgada una pensión aparecen otros familiares con derecho a la misma, se les hará 

nsiva, percibiendo su parte a partir de Ja fecha qµe en que sea recibida la solicitud en el Instituto, sin 

er reclamar el pago de las cantidades cobradas p~jos primeros beneficiarios. 

En caso de que dos o más interesados reclamen derecho a pensión como cónyuges 

írstites del trabajador o pensionado, exhibiendo su respectiva documentación, se suspenderá el trámite 
~ 

beneficio hasta definir en forma judicial la situación, continuando el otorgamiento de la pensión sólo 

lo que respecta a Jos hijos. . . 

Cuando un solicitante, que se ostente como cónyuge supérstite del trabajador o pensionista 

ame un beneficio que ya se haya concedido a otra persona por el mismo concepto, se revocará tan sólo 

nterionnente otorgado, si existe sentencia ejecutoriada que declare la nulidad del matrimonio con la 

. se concedió la pensión. Si el segundo solicitando reúne los reqnisitos para que se le conceda la 

sión, se hará sin que tenga derecho a reclamar al Instituto las cantidades cobradas por el primer 

eficiario. 

Si el hijo del pensionado llegare a los 18 años y no pudiere mantenerse por su propio 

ajado debido a una enfermedad duradera, defectos fisicos o enfermedad psíqnica, ei pago de ia 

sión por orfandad se prorrogará por el tiempo que subsista su inhabilitación, estando obligado el hijo 

sionado a los reconocimientos y tratamientos que el Instituto le prescriba y proporcione y a las 

:stigaciones que en cualquier tiempo se ordenen para determinar su estado de invalidez, . 
iendiéndose la pensión si no acepta tales condiciones. Pudiendo continuar asimismo de la pensión, los 
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•S solteros hasta los 25 años de edad, previa comprobación de que están realizando estudios de nivel 

lío o superior en planteles oficiales o reconocidos y que no tengan un trabajo remunerado .. 

. . 
Los derechos a. percibir pJiisión se pierden para Jos falniliares derechohabientes del 

1ajador o pensionado por alguna de las siguientes causa: 

l.- Llegar a la mayoría de edad los hijos e hijas del trabajador o pensionado, siempre que 

estén incapacitados legalmente o imposibilitados fisicarnente para trabajar, así como en su desempeño 

no estudiantes, bajo los lineamientos antes mencionados. 

2.- Porque la mujer o el varón mencionados contraig~ nupcias o llegasen a vivir en 

1cubinato, recibiendo como única y última prestación el importe de seis meses de Ja pensión. 

La divorciada no tiene derecho a la pensión de quien haya sido su cónyuge, a menos que a 

muerte, él mismo estuviese pagándole pensión alimenticia por condena judicial y siempre que no 

istan otras personas con derecho a la misma; perdiendo la viuda todo derecho al momento de contraer 

evas nupcias o si viviese en concubinato; y 

3.- Por fallecimiento. 

Si un pensionista desparece de su domicilio por más de un mes sin que se tengan noticias 

su paradero, los familiares derechohabientes con derecho a la pensión, disfrutarán de la misma con 

bcter provisional, y previa la solicitud respectiva, bastando para ello la comp;obación del parentesco y 

saparición del pensionista, sin ser necesaria la promoción de diligencias formales de su ausencia. Si 

gase éste a presentarse posteriormente y en cualquier tiempo, él mismo tendrá derecho a disfrutar su 

sión y a recibir las diferencias entre el importe original de la misma y el entregado a sus familiares; 

do definitiva la transmisión con el fallecÍ1)li.ento del pensionista. 

Cuando ello ocurra, el Instituto o. la pagaduría entregará a sus deudos o a las personas que 

hubieren hecho cargo de la inhumación del importe de 120 días de pensión por concepto de gastos 

erarios, sin más trámite que la presentación del certificado de defunción y la constancia de los gastos. 

no existiesen parientes o personas que se encarguen de la inhumación, el Instituto lo hará. 
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• Pensión por Cesantía en Edad Avanzada. 

La pensión por cesantía en edad avanzada se otorgará al trabajador qf.le se separe 

untariamente del servicio o que quede privado de trabajo remunerado, después de los 60 a:¡¡os de edad y 

'ª cotizado por lo menos 1 O años al Instituto. La pensión de que hablamos, se calcular~ aplicando al 

•Ido regulador los porcentajes de la siguiente tabla: 

Pensión por Cesant{a en Etl'ad Avanzada 

A/los de Edad Ailos de Servicio Monto de la Pensión 

60años 10 a/los 40% 

61 años 10 a/los 42% 

62años lOaflos 44% 

63años JOaflos 46% 

64 ailos 10 ailos 48% 

6Sañosomás JOailoS .. SOOA. 

•. .. 
El otorgamiento de la pensión por cesantía en edad avanzada se determinará conforme al 

terior tabulador, incrementándose anualmente /conforme a los porcentajes fijados hasta los 65 años, . . . 
sta disfrutar del 50% 
1 

El derecho al pago de la pensión por cesantía en edad avanzada se iniciará a partir del día 

·ente en que se separe el trabajador voluntariamente o quede privado de trabajo remunerado el 

· dor público. 

Excluyéndose la posibilidad de conceder posteriormente pensiones de jubilaciones, de 

por edad y tiempo de servicios o por invalidez a menos que el trabajador reingresara al régimen 

ligatorio de estipulado por ley. 

Siendo importante señalar que el Instituto va a proporcionar servicios de pre-pensión y 

!-pensión a los trabajadores, pensionista y a sus familiares derechohabientes, respecto de cada uno de 

supuestos mencionados. 
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De igual forma, no podemos dejar fuera del tep:ia. Ja posibilidad para el trab,ajador que si11 

ter derecho a tipo alguno de pensión, podrá otorgársele e11 sus respectivos casos, una indemnizació~ 

uivalente a: 

1. - El monto total de las cuotas con que hubie¡¡e contribuido al Instituto, si tuviese de l a ji 

os de servicios; , . .. 
2.- El monto total de las cuotas, más 45 días de su último sueldo básico, si permaneció en 

servicio de 5 a 9 años; 

3. - El monto total de las cuotas, más 90 días de su último sueldo básico, si prestó sus 

:vicios de 1 O a 14 años. 

Si fallece el trabajador sin haber teuido derecho a la pensión, se entregará a sus 

neficiarios, en el orden establecido para el ejercicio de sus derechos respecto de las pensiones por el 

dculo 7 5 de la ley del Instituto en cuestión, ya citado dentro del texto de éste mismo Segundo Capítulo, 

indemnización que corresponda. 

Sólo pudiendo afectarse la indemnización en los siguientes casos: 

l.- Cuando el trabajador tuviere algún adeudo con el Instituto; 

2. - Previa orden de las autoridades competentes al imputársele al trabajador algún delito 

motivo del desempeño de su cargo y que entrafte responsabilidad con la entidad o dependencia 

rrespondiente, reteniendo el total de la indemnización, hastá que los tribunales dicten fallo absolutorio, 

n caso contrario, sólo se entregará el sobrante si lo hubiere, después de cubrir dicha responsabilidad. Si 

trabajador estuviere protegido por algún fondo de garantía, operará en primer término, pudiendo 

se la indemnización, sólo para cubrir los adeudos que tuviese el trabajador para con el Instituto 

ta la fecha de su muerte. 

Destacando como otra más de las prerrogativas en favor de los trabajadores al servicio del 

tado, la constitución de un organismo jurisdiccional de carácter especial y único para el conocimiento 

los problemas que llegasen a suscitarse entre el Estado y sus trabajadores, sea cual fuere el organismo o 

institución para quien aquellos prestasen sus funciones, pero siempre que estén a cargo del Gobierno 

147 



----------------- -- -

deral, surgiendo a la vida de nuestro país el Tribunal Federal de Conciliaci611 y Arbitraje, tribunal 

l que aunque no siempre s.e recibe, sí se espera neuttalidad en los problemas soinetidos a su 

mpetencia. 

Considerados éstos derechos como las málf importantes prestaciones a favor de los 

bajadores al servicio del Estado, después de haber precisado los aspectos que _los ü;itegran, 

ncentramos nuestra atención en un estudio pormenorizado y encaminado a la problemática actual que 

tán viviendo los ex-servidores públicos, hoy jubilados y pensionados por parte del Instituto de Seguridad 

Servicios Sociales de Jos Trabajadores del Estado, respecto del derecho que tienen de ser reconocidos y 

mpensados por sus años de servicios, esfuerzos puestos en· su labor, sus avanzadas edades y en la 

ayoría de los casos una muy precaria salud distinguida por un cúmulo de enfermedades, esperando tan 

lo recibir en la etapa ya no productiva de su vida, los medios justos con los que terminen su estancia eu 

te mundo, de la forma menos carente y más digna posible. 

148 



CAPITULO ID 

"PENSIONES Y JUBILACIONES" 
' 

ONCEPTOS DE PENSION Y JUBILACION. 

Con los conceptqs de pensión y jubilación, ·como ya vimos en el capítt~o anterior, 

nos referencia a dos de los derechos más importantes de !ps trabajadores al servicio dd Estado, sea 

fuere la función que dentro de la Administración Pública llegasen a realizar, constituyéndose de ésta 

a una garantia de supervivencia para el trabajador que dedicó gran patte de su vida sino es que la 

idad de ésta, a la colaboración con el Estado para el cumplimiento de sus fines, uno de los cuales es 

guridad social de la cual sería ilógico que los propios entes fisicos que dan vida el Estado carecieran. 

Respetando el orden de todo trabajo al desarrollarse, comenzaremos precisando los 

:eptos pensión y jubilación, con las deÍÍI\Íciones que consideratnos más completas: 
·o 

Para Santiago Rubinstein, el término jubüación es " el concepto que tiene su origen en la 

lbra jubilar, ténnino éste que deriva del latín jubilare que significa alegrarse al cesar la obligación de . . . . 
ajar. 

~ 

Es una prestación en dinero concedida por la ley a la persona que cesa en su trabajo 

ipliendo previatnente los requisitos de edad, aportaciones y servicios. 

El haber jubilatorio se determina en proporción al promedio de las remuneraciones 

cibidas, actualizándose por diferentes sistemas de movilidad''27 

Mientras tanto para Rodolfo Capón Filos la jubilación es "el derecho social destinado a 

:star ingresos económicos al agente luego de cesada la relación de empleo o el trabajo dependiente; se 

iene cuando el trabajador logra los requisitos establecidos en el régimen provisional para acceder a la 

·eencia jubilatoria, pudiendo ser intimado por el empleador para que inicie los trámites 

respondientes. "28 

RUBINSTEIN J. Santiago. Diccionario de Derecho del Trabajo y de Ja Seguridad Social. Edit Depalma. Duenos 
res, Argentina. 1983. pág. 127 
. CAPON FILOS, Rodolfo, Diccionario de Derecho Social. Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social. 
:laciones Individuales de Trabajo. Edit. Rubinzal-Culzani. Santa Fé, Argentina, pág. 316 
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Por su parte la Enciclopedia Juridica OMEBA define a la jubilación come¡ "el hecho de 

:!arar exento de prestar ·servicio a un funcionario, seiialándolc hal>er pasivo. Exención d(;l servicio por 

Ld o incapacidad fisica que se otorga a un funcionarlo o en!\)leado, seiialándole unos dereqhos pasivos o 

l pensión vitalica. "29 

Para nosotros, ¡il ténnino jubilación puede · concepirse \iesde dos punto:; de vista, el 

mero un tanto lato y muy legal, expresado como el derecl¡o conpedido por ley a todos ~quellos entes 

: bajo la calidad de trabajadores, particularmente los que se encuentran al servicio del Estado, de seguir 

·cibiendo el l 00% de sus ingresos, catalogados coino sueldo presupuesta!, sin continuar prestando sus 

vicios, previa la satisfacción de ciertos requisitos, de donde se destaca primordialmente, los aiios de 

vicio y los trámites burocráticos obligatorios de realizarse para la obtención he dicho fin; en segundo 

:ar, y un tanto más humanista y por desgracia realista, la jubilación es el derecho que la mayoría de los 

bajadores califica como Ja esperanza de tener asegurada al menos de manera económica, Jos últimos 

os de su vida, después de satisfacer el requisito de los aiios de los aiios de servicios exigidos por ley 

ra poder ejercer dicho derecho, (en los hombres 30 y en las mujeres 28 aiios de servicios), ilusión que 

' sólo es eso, pues tras una vida entregada al trabajo, el e~te fisico sólo recibe como monto de una 
1 

ilación, cantidades ridículas, de hambre, de miseria, de burla y de no ironía plenas, que lo único que les 

tiza, es un tormento permanente durante los últimos días de su vida, sin importar todos los esfuerzoa 

antaiio. 

Ahora bien, debemos de destacar como principales características jurídicas de toda 

ilación las siguientes: 

a) La jubilación es personal.- Es un derecho 9ue puede ser ejercido únicamente por el 

cionario público, ningún tercero puede ejercitarlo bajo título alguno. Por lo demás, el derecho a 

cibir una jubilación nace a instancia del interesado, aún cuando el funcionario tenga los servicios 

ueridos porque es esencialmente personal. 

Cuando se trata de funcionarios amovibles, el Estado puede ejercer el derecho de 

ilarlos. Ocurre entonces la llamada jubilación de oficio. 

b) La jubilación es renunciable.- El carácter personal de la misma explica que su titular 

e renunciarla. Como derecho incorporado al patrimonio del jubilado, es susceptible de renunciar. 

ENCICLOPEDIA JURÍDICA OMEBA. Ob cit. pág. 789 
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c) La jubilación es ab vitam. - Es vitalica y solamente puede ser suspendida o extinguida 

las causas que expresamente señala Ja ley aplicable, debiendo de ser pagada desde el día en que la 

te cesa en el servicio y hasta el dia de su muerte. . ' 

d) La jubilación no puede ser objeto de cesión total.- Teniendo en cuenta el carácter de 
' ' 

a alimentaria que tiene, no se concibe que pueda ser cedidii totalmente. 

e) La jubilación no puede ser objeto de un embargo total.- En mérito de su carácter de 

a alimentaria, las mismas razones que limitan la ce~ión de la jubilación explican y justifican la del 

iargo total del beneficio, pudiéndose embargar solamente la parte que autoricen las propias leyes. Esta 

itación tiene sustento en la necesidad de asegurar los fines de la seguridad social a través del derecho 

mo de la jubilación. 

Como hemos dicho, al funcionario se le practican retenciones sobre su sueldo que ingresa 

>resupuesto general de la Nación, éstas no son de propiedad individual del funcionario, por cuanto al 

resar al fondo común, dejan de pertenecer a aquél de un modo exclusivo. Las retenciones solamente 

1fieren un eventual derecho a Ja jubilación. 

Las retenciones practicadas sobre los sueldos de Jos trabajadores, tienen las siguientes 

Jidades: 

1) Son obligatorias.- Todos los funcionarios cuales sean las funciones que desempeñan, 

manentes o accidentales, estáu obligados a contribuir mediante descuento forzoso de su sueldo con las 

:epciones establecidas por la ley. La obligatoriedad de las retenciones tiende a dar a Ja institución 

ilación, la forma jurídica de un seguro obligatorio, siendo la Administración Pública el agente natural 

éstos descuentos. . . 
' 

2) Las retenciones son inembargables.- .Es lógico qúe el fondo común constituido c.on 

as las retenciones sea inembargable, el fondo común no puede : tanto estar afectado a otros fines 
·'f 

tintos de los que la ley establece. '¡/ 

3) Las retenciones son definitivas.- En general, salvo las excepciones legales, las 

:mciones son definitivas y el agente no tiene ningún derecho para pedir su devolución. El funcionario 
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: renuncie a su cargo o el que es declarado cesante por razones disciplinarias o el condenado a !a 

abilitación, no tiene derecl,10 a la devolución de sus aportes, sin embargo se estable que, los 

1cionarios que fueren declara\ios cesantes por razones de esononúa o por no ser necesarios sus servicios 

>Or cambio de designación en el órgano administrativo o ¡lor supresión del empleo en el presupuesto 
. ' 

1eral o en las leyes especiales, tendrá derecho a la devolución de todos los descuentos ~ufrido~ en sus 

:Idos, siempre que tenga más de 1 O años de servicios, con un interés del 3% anual, capitalizado cada 

J hasta la fecha de liquidación del beneficio. Esta devolución tcndl:á el carácter de una indenmización. 

4) Las retenciones son proporcionadas al sueldo.- No existe una proporcionalidad entre el 

mtum !haber jubilatorio y la suma de las retenciones· durante el tiempo de servicios. estableciéndose . . 
·a ello un porcentaje tipo por el sueldo para construir el fondo oomún y el monto de la jubilación, 

culado por el promedio de los sueldos percibidos por el agente en un plazo determinado de años de . . 
~ .. ¡. 

vicio. No existe, ninguna vinculación entre las rert\nciónes y el monto jubilatorio. 

Abarcando ahora el térnúno pensión, estamos en condición de señalar lo siguiente: 

La misma Enciclopedia Jurídica OMEBA al hacer referencia, ahora al concepto pensión, 

s dice que éste térnúno deriva del latín pensio-ónem, que siguifica cantidad anual que se asigna a uno . , 
r méritos o servicios propios o extraños, o bien por pura gracia del que la concede. Cantidad que se 

rcibe no correspondiente a un trabajo que se presta actualmente; por «iemplo, en el caso de los 

ilados. "30 

Por su parte el maestro Alberto Briceño Ruíz, la define como "un derecho que la ley 

erda a determinados deudos del agente público con derecho a la jubilación o en estado de jubilado, 

istente en el pago a esos deudos de una suma de dinero en forma periÓdica y durante el tiempo que la 

fije; algunos la llaman montepío, pero en realidad no es una gracia sino que se otorga en estricta 

· cia porque el funcionario con su trabajo ha concurrido a la existencia de ella. 

Debemos de señalar una diferencia fundamental que existe entre ambos conceptos, la cual 

·ca en que mientras los derechos simultáneos a la relación de servicios son ciertos y se encuentran 

dicionados únicamente por la subsistencia de aquéllos y la prestación del servicio, los derechos 

esivos son sólo eventuales, ya que se encuentran subordinados, además de a la previa prestación del 

ídem. Pág. 1023 
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vicio, a la duración de ésta y a otras condiciones detennin;idas por ciertos elementos juridicos como la 

:id, por ejemplo."31 

Para el tratadista y jurista Escriche, la pensión es "1ma renta o canon anual que perpetua o 

aporalmente se impone sobre alguna finca; la cantidad anual que da el rey por algún servicio ·especial 

>re las rentas del Estado o se impone sobre algún oficio o empleo; derecho a percibir ci(,rta porción de 

:tos de la mesa o beneficio durante la vida del que ,go~ ... "32 

' . 
~ 

Para José Pérez Mendoza, las pensiones "derivadas del latín pensión, hacen referencia a 

cantidad anual que se da a una persona por méritos y servicios propios t extraños, o bien por gracia del 

e la concede, debiendo de considerarse no como un acto caritativo del estado, de la empresa o del 

trón que la otorga, sino en el sentido estricto del término que significa la cobertura otorgada a un 

bajador por los riesgos a que está sujeto, como son los de vejez, inhabilitación, desempleo, etc., cuando 

íne los requisitos legales exigidos para cada uno de ellos."33 

Concluyendo al respecto, que con palabras n;¡ás o palabras menos, la idea central se 

nstriñe al derecho de los trabajadores de vivir asegurados por el resto de sus días y no a una gracia del 

tado, después de haber contribuido a éste con trabajo durante el tiempo estipulado por Ja ley, una vez 
•' 

gado el momento de ya no poder seguir haciéndolo, sea por su avanzada edad, por alguna enfermedad 

.e lo incapacite para ello, etc., el derecho a recibir consistente en una suma de dinero otorgada en forma 

riódica y durante el tiempo que la ley fije, cubriendo también las condiciones precisadas por el propio 

µo legal, derecho que se rige por las mismas reglas con las que mantjan las jubilaciones. 

CLASES DE PENSIONES Y DE JUBILACIONES. 

Como todo, los ternas pensiones y jubilaciones no quedan exentos de ser clasificados por 

eríos doctrinales que desde el particular punto de vista de éada uno de los autores, da vida y nombre a 

ersas clases dentro del tema que se esté tratando, así del que nos interesa, podemos bajo nuestro 

ecer las siguientes categorías. 

RICEÑO RUIZ, Alberto. Ob. Cit. págs. 505 y 517 
EREZ MENDOZA, José. Las Pensiones en el Derecho Mexicano. U.NA.M., México, D.F. 1955 pág. 23 
idem. pág. 24 
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J.- LAS JUBILACIONES. 

Primeramente debemos de distinguir que en caso de fallecimiento de los funcionarios y en 

5n de los servicios por ello~ prestados, se abonarán pen~iones a las viudas y a los ht1érfanos en las 
1 . 

1diciones que establezca el derecho positivo, de allí las 1139ac1as pensiones de viudez y de orfandad. 

Se pueden distinguir también y en fomta principal la jubilación c¡rdinarja y Ja 

raordinaria. La segunda se acuerda al funcionario que ha pasado a situación de retiro antes de tener 

echo a la jubilación ordinaria, por ejemplo invalidez, o haber cumplido un cierto número de años, sin 

>er alcanzado los requeridos en el servicio. 

El mecanismo jurídico y financiero de las jubilaciones· ordinarias puede concebirse en 

ma distinta según las relaciones establecidas entre la jubilación y las retenciones efectuadas con 

pecto al sueldo. 

Dicho importe puede ser utilizado en dos formas distintas: 

.. 
a) Bajo la forma de capitalización. Se realiza una capitalización colectiva instituyéndose 

a Caja de Jubilaciones a la que se aporta el conjunto de retenciones, o por medio de una capitalización 

lividual por cuenta de cada funcionario separadamente, tomando entonces el carácter de vitalicia. 

b) Bajo la forma de repartición. Los aporte~ retenidos sobre el conjunto de los sueldos de 

funcionarios entran a formar parte del presupuesto general del Estado sin recibir una afectación 

>ecial, en este caso, la jubilación tiene para cada funcionario el carácter de un sueldo prolongado 

lependientemente de las retenciones. 

Un importe que constituye el retiro del funcionario público puede hacerse periódicamente 

relación con las entregas realizados por el funcionario para consti,!trir dicho fondo o puede pagarse de 

sola vez, en relación con las entregas efectuada¡¡ de tiempo en tiempo por el funcionario mientras 

mpeñó el cargo. También puede ser pagado periódicamente, yiic;¡ en proporción a las cantidades que 

egó el funcionario mientras tuvo la situación de tal sino proporcionado el rango de la función y en . 
d de la entrega directa que hizo el fuiicionario para formar el fondo de retiro. 
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En el primer supuesto, los que se pagan al funcionario por concepto de retiro es una renta 

alícia; en el segundo se le entrega al funcionario un capital formado por vía de seguro; y ~n el tercero lo 

e percibe el funcionario es lo que se denomina la jubilaci(m, a fin de distinguirlo de la rpita vítalicia y 

: seguro. Independientemente del sistema que se adopte, el:retiro .no deja de ser un sueldp diferido, UJ,lª 

:te del sueldo retenida para ser pagada después. 

La jubilación tiene la ventaja de despertar el interés del funcionario por el cargo, al ver~e 

~gurado en sus años de vejez, teniendo al mismo tiempo la ventaja de permitir la renovación de los 

ldros de funcionarios que dejan de rendir toda su eficacia, sea por la edad o por otra causa que 

;minuya su capacidad; beneficiando la jubilación a toda clase de funcionarios, tanto electivos como de 

mbramiento. 

. ' 
JI.- LAS PENSIONES. . . 
El Derecho Administrativo distingue las siguientes clases de pepsiones: 

a) Pensiones de Montepío. 

Que son las que perciben las viudas y los huérfano~· de funcionarios incorporados a los 

ntepíos o sistema de pensiones. 

b) Pensiones Remuneratorias. 

.. 
Otorgándose por el Estado en recompensa a los servícios enrinentes prestados al país, 

cediéndose por una ley especial. 

e) Pensiones de Gracia o Graciales. 

Estas se conceden a las viudas e hijos, padres y hermanas solteras, de quienes han muerto 

defensa de la patria, del orden o de l¡is,ip.stituciones; y también las que se dan a las viuda y huéifanÓs 

los médicos y otros funcionarios que fallezcan por conse~Ú'encía deservicios prestados en tiempos de 

demia y en otras calamidades, requiriéndose una ley especial en cada caso. 

d) Pensión del Tesoro. 
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. . 
Existiendo éste tipo de pensión en otros pa\ses, citániós como ejemplo de ello España, 

~ar en el que se denominan Pensiones del Tesoro a las co11cedidas por la Ley de Presupuesto de 1864, 
' ~ 

~forme al proyecto de Ley del 2 de mayo de 1862, a las vii¡das y huérfanos de funcionari<.>s y empleados . . 
1 Estado no incorporados a Montepío, pudiendo ser de carácter vitalicio o temporal. . . 

En nuestro pros, conforme a la clasific;)ción aludida, sólo existen las pensiones 

nuneratorias, pudiéndose niencionar las pensiones otorgadas con cargo a ciertas lnstituciones de 

guridad Social que funcionan como organismos descentralizados por servicio o por colaboración, tal es 

caso del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado sobre el cual hemos 

~tramos nuestra atención, y aquellas que se equiparan a las de gracia, otorgadas por el Gobierno Federal 

los veteranos de la revolución y a las viudas y huérfanos de éstos, de conformidad con el acuerdo 

;pectivo. 

Además, podemos agregar como una de las principales clasificaciones, aquélla que dentro 

nuestro derecho positivo contempla la er.istencia de dos tipos esenciales de pensiones: las civiles para 

trabajadores al servicio del Estado y las militares; creadas exclusivamente, para los empleados que se 

uentran a cargo de cualquiera de las ramas y dependencias que forman el ámbito militar de nuestro 

's. 

Inclinándose nuestra atención total solamente a las de tipo civil, como posibles situaciones 

sentes de nuestros familiares o amigos y futuras situaciones propias, quizá no muy lejanas de hoy día. 

LAS JUBILACIONES Y PENSIONES DE LOS TRABAJADORES AL SERVICIO DEL 

TADO SON SUSCEPTIBLES DE INCREMENTARSE, FUNDAMENTO JURIDICO DE 

CHO INCREMENTO. 

Debiendo de destacar como una de las principales características de toda pensión y 

ilación otorgadas por dicho Instituto la posibilidad de ser incrementadas; ahora bien, enfocando 

estra atención hacia las pensiones y jubilaciones de tipo civil, es decir, aquéllas otorgadas por ·e1 

tituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, conforme a las disposiciones 

la propia ley del Instituto en vigor, y en cuanto al mandato de incremento que deberá practicárseles, 

podemos olvidar conceptos fundamentales que integran e incluso determinan ambas prestaciones. 
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A saber los contenidos en el articulo 15, dentro del Capítulo 1 dedicado al terna de 

:Idos, cuotas y aportacion~s de la Ley del instituto pe Seguridad y Servicios Spciales de los 

abajadores del Estado, que marcan las bases para toda relación económica entre los trabajadores y el 

1bierno Federal. 

"Art. 15.- El sueldo básico que se ton:iar¡i en c;uentil.para los efectos de es\a ley se 

egrará solamente por el sueldo presupuesta!, el sobresueld9 y la ¡::omprensión de la que más adelante se 

bla, excluyéndose cualquier otra prestacién que el trabajador percibiera con motivo de su trabajo. 

Sueldo presupuesta! es la remuneración ordinaria señalada en la designación o 

mbramiento del trabajador en relación con la plaza o cargo que desempeña. 

'Sobresueldo'. - Es la remuneración adicional concedida al trabajador en atención a 

cunstancias de insalubridad o carestía de la vida del lugar en que preste sus servicios. 

'Compensación'.- Es la cantidad adicional al siieldo presupuesta! y al sobresueldo que se 

rga discrecionalmente en cuanto a su monto y duración a un trabajador en atención a las 

ponsabilidad o trabajos extraordinarios relacionados con su cargo o por servicios especiales que 
/ 

sempeñe y que se cobran con cargo a la partida específica denominada 'compensación adicional por 

· cios especiales'. 

Las cotizaciones establecidas en los artículos 16 y 21 de ésta ley, se efectuarán sobre el 

Ido básico, hasta por una cantidad que no rebase diez veces el salario mínimo general que dictamine la 

misión Nacional de los Salarios Mínimos, y será el propio sueldo básico, hasta por la suma cotizable, 

e se tomará en cuenta para determinar el monto de los seguros, pensiones, subsidios y préstamos que 

rga ésta ley. 

El sueldo básico de los trabajadores de los organismos públicos se determinará con 

"eción a los lineamientos que fije el presente artículo." 

El texto legal, en éste como en muchos de los supuestos juridicos, se ve reforzado por 

terios jurisprudenciales emitidos por nuestros máximos tribunales, ya sea para su aclaración o 

mplementación, con es el caso de la siguiente tesis .emitida por el Tribunal Fiscal de la Federación y 

e a continuación se cita: 
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"1RABAJADORES AL SERVICIO DEL ESTADO, EL SOBRESUELDO, LAS 

>MPENSACIONES ADIC!pNALES Y RECONOCIMroNTO.S GENERALES, FORMAN PARTE 

~L SUELDO BASE DE ~ILACIÓN.- El articulo 15 d~ la Ley del Instituto de Seguri¡;!ad y Servicios 

ciales de Jos Trabajadores del Estado define que debe enteµderse por s11eldo presupuesta\, sobresueldo y 

mpensación. Así establece que el sobresueldo es la cantidad adicional que se otorga a ur¡ trabajador por . . . 

cunstancias de salubridad o carestía de la vida en el lugar en el que presten seivicios por los 

bajadores al servicio del Estado; asimismo proporcionan un concepto de compensación al decir que es 

monto adicional al sueldo presupuestal y al sobresueldo otorgado discrecionalmente, en atención a las 

;ponsabilidades o trabajos extraordinarios relacionados con su empleo o servicios especiales y que se 

bre con cargo a la partida denominada "Compensaciones adicionales al sueldo presupuesta! y al 

resueldo en forma general y continua constituyen compensaciones que deben sumarse al sueldo ya 

o para ajustarse el monto de una jubilación de los trabajadores al servicio del Estado, pese a que éstos 

os no deinuestren que tal cantidad se cubrió con n;cursos de la partida presupuestal que se identifica 

el nombre de "compensaciones adicionales por servicios especiales"; ya que ellos únicamente tienen 

carga probatoria de deinostrar que obtuvieron cantidades adicionáies generales y en forma continua a su 

do presupuestal. En consecuencia, es Ja autoridad" a quien corresponde probar que los conceptos que 

"bió el trabajador en activo, provienen de otro concepto diferente 'a la compensación conforme al 
/ 

"culo 81 del Código Federal de Procedimientos Civiies." .. 
Apelación Número lOO(A)-11-1342/96-11-3187/96.- Resuelto en sesión el 15 de abril de 

7, por Unanimidad de 5 Votos.- Magistrado Ponente: Lic. Luis Carballo Balvanera. Secretaria: Lic. 

·a de Lourdes Pérez Ocampo. 

Partiendo de dichas bases y como pi;ip.cipal disposición legal, tenemos el contenido del 
1 

·culo 5 7 de la ley del Instituto, mismo que constitµye el fundamento jurídico para todo increinento que 

o ya vereinos, debe practicarse a las pensione!¡ Y. jubilaciones basta el día de hoy otorgadas . 
... . 

"Artículo. 5 7. - La cuota mínima y máxima de las pensiones, con excepción de las 

cedidas por riesgos de trabajo, serán fijadas por la Junta Directiva del Instituto, pero la máxima no 

rá exceder del 100% del sueldo regulador a que se refiere el artículo 64, aún en el caso de la 

icación de otras leyes. 
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.. 

Asimismo, la cuota diaria máxima de pensión, será [Ijada por la Junta Directiva del 

'/i/uto, pero ésta no podrá ?xceder de hasta la suma cot,zable en los términos del artfpulo 15 de ésta 
; . . 

La cuantía de las pensiones se incrementará conforme aumente el J¡alario. mínimo 

ieral para el Distrito Federal, de tal modo que todo incremento pocentuala dicho salario se refleje 

iultáneamente en las pensiones que paga el Instituto. 

Los jubilados y pensionados tentÍ~dn derecho a una gratificación anual igual en 

mero de días a las concedidas a los trabajadores en activo, según la cuota diaria de su pensión. Esta 

ztificación drberá pagarse en un 50% antes del 15 de diciembre y ei ótró 50% a más tardar el 15 de 

ero, de conformidad con las disposiciones que dicte la Junta Directiva. Asimismo, tendrán derecho 

su proporción, a las prestaciones en dinero que les sean aumentadas de manera general a los 

rbajadores en activo siempre y cuando resulten compatibles a los pensionados. " 

A manera de relación suscinta, el incremento, de la pensión por jubilación de que son 

neficiarios los trabajadores del Estado en un momento dado, con base en la aplica.--ión del transcrito 

ículo 57 de la Ley del LS.S.S,T,E,, nos obl~ga a retomar un concepto mencionado en el segundo 

pítulo de éste trabajo cuando hicimos alusión a la evolución jurídico-histórica del Instituto en cuestión, 

de PENSION DINAMICA, concepto que fue empleado en primer término por los legisladores 

cargados de darle vida al precepto legal relativo, el cual por su importancia, consideramos preciso citar 

nuevo, con la Iniciativa Presidencial que se envió al Congreso de la Unión que aparece en la Colección 

Documentos de Dictámen de las Comisiones Unidas de Trabajo y Previsión Social y de Seguridad 

cial de la Cámara de Diputados LIT Legislatura, aprobado por la Cámara de Senadores según se 

prende del Diario Oficial de los Debates del 29 de Noviembre de 1983, Ley del Instituto de Seguridad 

ervicios Sociales de Jos Trabajadores del Estado, Año II, Período Ordinario, LII Legislatura, Tomo II, 

ue a la letra dice 

".,, Por otra parte se establece dentro del Texto del Proyecto del Capítulo V referente al 

ro de jubilación, por edad avanzada y tiempo de servicios, invalidez, muerte, cesantía en edad 

nzada e indemnización global, el concepto de PENSION DINAMICA, cuya cuantía aumenta al mismo 

po y en la misma proporción en que aumenten los sueldos básicos de los trabajadores en activo, con 

que se otorga un beneficio indudable que evitará en lo futuro que en pow tiempo las pensiones se vean 

ucidas en su poder adquisitivo al no aumentarse al mismo tiempo que el aumento en el costo de los 
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'isfactores básicos. Este concepto va todavía más lejos y otorga un aguinaldo igual a Jos pensionados 

e a los trabajadores en activo ... ". 

Ahora bien, e~ menester hacer el seiialamie¡ito de que para poder gozar del beneficio en 
' 

estión, el trabajador pensionado o jubilado requiere pn¡sentar ante la Subdirección de Prestaciones 
1 • ~ ' 

onómicas, Área de Pensiones y Jubilaciones correspomli~'lltc, un escrito en el cual maqifieste su deseo 

~1 derecho que tiene para ver incrementada su pensión hasta llegar a percibir el salario (con to?o lo que 

confonna) de un trabajador activo que desempeñe sus labores en el mismo puesto y categoría con el 

al él pensionado se retiró. 

Para ello, el escrito deberá estar acompañado del último talón de pagos que el jubilado o 

nsionado haya recibido hasta antes de la presentación de su escrito; el primero de los talones de pago 

ibido en su condición de trabajador no activo; copia de un talón de pago corre,;pondiente a cualquier 

bajador, pero en referencia al puesto que se tenía, o bien, una revaluación salarial, con lo cual se 

pruebe el incremento que debe hacerse a su percepción y Ja credencial de pensionado que lo acredite 

otaL 

Ingresado éste ante la oficina ~mpetente, lo que le resta al pensionado es esperar la 

testación que el Instituto dé a su petición. En éste momento y dentro de la práctica, vernos que Ja 

puesta de la autoridad es hacer caso omiso de lo pedido, siendo ello base para que nazca una 

sibilidad dentro del ámbito coercitivo del derecho, de obligar al Instituto a hacer efectivas las 

posiciones legales de su propia Ley; dicha posibilidad lo es la constitución de una figura jurídica 

aginaria, la NEGATIVA FICTA, presente cuando en el plazo máximo de tres meses no se conoce 

puesta de una determinada autoridad, hacia la petición de cualquiera de los gobernados y exigible 

te a otro tipo de Instancias y Autoridades Jurisdiccionales, tema que más adelante desarrollaremos con 

or profundidad y detalle. 

Contando en esta forma los trabajadores al servicio• del Estado en un principio, hoy 

sionados y jubilados, con el derecho en la~ manos de poder exigir primordialmente, el equiparamiento 

monto de sus pensiones y jubilacioues, a los sueldos de aquéllós trabajadores que en forma activa, 

ente desempeñan las funciones de aquéllos, ocupando los puestos que se dejaron vacantes, y sin la 

mínima y remota opción de que se les llegue a negar ésta prerrogativa más a su favor, siendo 

ente clara la ley y justo el legislador al tener presente los cam~ios, el encarecimiento de la vida y la 

cultad para sobrevivir en nuestro país, sobre todo si considerarnos la situación de millones de personas 
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habiendo cumplido ya con su deber dentro de la sociedad, no pudiendo seguir laborando, conservan la 

:sidad no sólo de vivir, sino de vivir dignamente, tal y cqmo se señala el nuestra Carta Magna. 

PETICION DE INCREMENTO DE UNA PENSION, POR PARTE DEL TRABAJADORES AL 

lVICIO DEL ESTADO Y RESPUESTA DE LA AUTORIDAD COMPETENTE PARA 

SOLVER DICHA CUESTION. 

Como ya dijimos, el trabajador al servicio del Estado que pase a ser uno más de los 

sionados y jubilados por parte del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del 

ado, tiene en su poder la facultad y derecho de ver im,illmentada su pension o jubilación por mero 

1plimiento de la ley del Instituto, que en dicho sentido se manifiesta a su favor. 

Esta situación que dentro de un sistema de justicia y equidad, fiel desempeño de las 

ciones gubernamentales, así como marco ideal de un claro ejemplo de cumplimiento oficioso de los 

>eres del Estado, sus Instituciones y Dependencias, en n:lación a lo dispuesto por un instrumento 

'dico que no deja espacio a interpretación alguna; ltjos de ello, es una muestra del abuso e ingratitud 

Estado, que requiere para el cumplimiento de un derecho a favor de sus ex-funcionarios, la debida 
~· 

moción de éstos en forma particularizada, una vez agotados los obstáculos a que se le sometan bajo la 

stencia de cada individuo, como si se tratara de un juego par.i matar el tiempo, y no la necesidad que 

el vivir, tratando de hacerlo lo mejor posible, aunque hoy en día, el mayor logro sea tan sólo el 

revivir. 

Sin requerir de mayores conocimientos y aún cuando pudiera quedarnos claro que los 

ilados y pensionados tienen derecho a no pa~ar por la pena de percibir una pensión de hambre y burla, 

vez que cuentan con disposición legal específica que señala que ésta debe de incrementarse conforme 

s sueldos de los trabajadores en activo que ocupen sus cargos, a nuestro parecer tramposameute el 

o, a través del Instituto cuya obligación es la protección de los servidores públicos y el cuidado del 

ido otorgamiento de la seguridad social para éstos, olvidándose de sus objetivos y fines, decide que 

a poder cumplir con lo dispuesto en el articulo 57 de la ley del Instituto de Seguridad y Servicfos 

iales de los Trabajadores del Estado, medie ante la autoridad competente, la petición por parte del 

ajador de su interés en relación al verificativo de tal prerrogativa 
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Es decir, todo jubilado y pensionado que en el monto de su pensión no haya gozado de los 

:ficios otorgados _por el numeral 57 de la ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los 

•ajadores del Estado, par¡¡ poder aspirar a hacerlo, deberá manifestar su deseo expresado en éste 
. ' 

.do al propio I.S.S.S.T.E.~ todo ello en ejercicio pleno .de un derecho constitucional: que no debería 

:rse involucrado en un plar10 totalmente claro. 

A nuestro parecer, no como prerrogativa de;! fiel respeto de las garantíw individuales de 

• ciudadano mexicano, sino como obstáculo para el ciudadano mismo, y tramposo rl~sguardo a toda 

a de Jos intereses patrimoniales del Estado, es en ejercicio del derecho de petición como el trabajador 

Estado podrá gozar del beneficio multirreferido. 
'. 

El derecho de petición, como garantía constitucional, se encuentra regulado por el artículo 

i la Carta Fundamental, que en forma textual señala: 

''.Art. 80.- Los funcionarios y empleados públicos respetarán el ejercicio del derecho de 

ción, siempre que ésta se formule por escrito, de manera paCfjica y respetuosa; pero en materia 

:tica sólo podrán hacer uso de ese derecho los ciudadanos de la República. 

A toda petición deberá recaer un aouerdo escrito de la autoridad a quien se haya 
/ 

gido, la cual tiene la obligación de hacerlo conocer en breve término al peticionario." 

La figura jurídica a la cual nos acabamos de referir, se ve complementada en cuanto a su 

tenido, por la opinión de los Tribunales de más altt Jerarquía en nuestro pais, que a través de tesis y 

sprudencias nos ayudan a entender mejor el concepto, citando a continuación algunas de ellas. 

* Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación 

Epoca: 8a. 

Tomo: X Septiembre 

Página: 263 

DERECHO DE PETICION. SE DEBE CONTESTAR CADA UNA DE LAS 

ICITUDES FORMULADAS. 
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Es innegable que la autoridad responsable i:stá obligada a dar contestación a cada una de 
: . 

>eticiones dirigidas por el agraviado haciéndole saber en breve ténnino el trámite o destino que se <lió 

is solicitudes formuladas., porque el precepto constjtucional que otorga la garantía individual, 

llllente precisa que a toda petición deberá recaer un acuerdo escrito de la autoridad a quien se haya 

;ido; de lo que se trad*e que lo establecido por el precepto constitucional no puede referirse 

:amente a un acuerdo común, sino que debe prove.erse cada una de las solicitudes. 
' 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL DECIMO TERCER CIRCUITO. 

Amparo en revisión 108192. Albino Alejandrino Miguel Cruz. 2 de abril de 1992. 

mimidad de Votos. Ponente: Guadalupe Oiga Mtjía Sánchez. Secretaria: María de los Angeles Pombo 

;as. 

. . 
• Instancia: Tercera Sala 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación 

Epoca: 8a. 

Tomo: IX abril 

Tesis: Tercera. XXXIV/92 

Página: 81 

PETICION. EL DERECHO RELATIVO NO IMPLICA QUE LAS AUTORIDADES 

S RESUELVA NEN UN DETERMINADO SENTIDO. 

El derecho de petición, consagrado en el articulo 80. Constitucional, no implica que las 

oridades emitan su resolución precisamente en el sentido expresado por los interesados, puesto que taf 

antia sólo obliga a contestar oportunamente, eu breve ténnino, y por escrito, las promociones que se 

sen ten. 

Amparo en revisión 1772/91. Caldairou y Saya, Servicios profesionales, S.A. de C.V. 30 

marzo de 1992. Unanimidad e 4 votos. Ponente: Mariano Azuela Güitrón. Secretaria: Gabriela M. 

daDurán. 
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* Instancia: T1ibunales Colegiados de Circuito. 

Fuente: Sema11ario Judicial de la Federación 

Epoca: 8a. 

Tomo: XI- m&rzo 

Página: 331 

PETICION DERECHO DE. TERMINO. 

Si bien es cierto que el artículo 8 Constitucional establei:e que la autoridad debe dictar un 

.erdo escrito y hacerlo conocer en breve término al peticionario, ese breve témúno a que se refiere 

o precepto debe comprender el plazo relativo a los trámites burocráticos de rigor, esto es, a los 

·tes y términos a que están sujetos los funcionarios para dar cuenta con las promociones que se les 

an; por lo tanto, el retardo por el trámite propio que se les debe dar a un escrito no tiene relevancia 

dica para conceder la protección Constitucional, dado que la garantía que consagra el precepto en 

ento, consiste en que a toda petición hecha a la autoridad por escrito y de manera pacífica y 

etuosa, recaiga en breve término el acuerdo respectivo, lo cual supone que la autoridad esté en aptitud 

ca de poder emitir el acuerdo de resolución que proceda. Además, la garantía consagrada en favor de 

partículares en el precepto de referencia no jµlplica que una sola resolución se decida en definitiva 

re lo pedido, pues si para ello se requiere de un trámite especial, éste debe de cubrirse previamente a 

!ver en deñnitiva la petición formulada por el particular. 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO. Amparo en revisión 

/92. Maria del Carmen Mora Mora y Otro. 29 de abril de 1992.Unanimidad de Votos. Ponente: 

avo Calvillo Rangel. Secretario: Jorge Alberto González Alvarez. 

Amparo en revisión 130/88. José Antonio Tapia Papaqui. 17 de mayo de 1988. 

anirnidad de Votos. Ponente: Gustavo Calvillo Rangel. secretario: Jorge Alberto González Alvarez. 

* Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación 

Epoca: 8a. 

Tomo: X- octubre 

Página: 318 
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DERECHO DE PETICION. QUE DEBE ENTENDERSE POR BREVE TERMINO Y 

<\L ES AQUEL EN QUE LA AUTORIDAD DEBE DICTAR EL ACUERDO RESPECTIVO Y 

RLO A CONOCER AL PETICIONARIO. 

No es verdad que sea necesario que transcurran más de cuatro meses sin dar respuesta a 

petición formulada en términos del artículo 8 Constitucional para considerar tra,nsgredido dicho 

~to, puesto que sobre la observancia del derecho de petición debe estarse siempre ~ los términos en 

está concebido el citado precepto Constitucional, en efecto, la respuesta a toda solicitud debe hacerse 

peticionario por escrito y "en breve término", debiéndose entender por éste como aquel en que 

ionalmente puede estudiarse y acordarse una petición. En consecuencia, es inexacto que los 

cionarios y empleados cuenten con un término de 4 meses para dar contestación a una solicitud. 

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL 

IMER CIRCUITO. Amparo en revisión 994/92. Arnulfo Ortíz Guzmán. 28 de mayo de 1992. 

animidad de Votos. Ponente: José Méndez t:alderón. Secretario: Benito Alba Centeno. 

* Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación 

Epoca:Sa 

Tomo: XIII- mayo 

Página: 431 

_, 

DERECHO DE PETICION. DEBE NOTIFICARSE EN FORMA PERSONAL LAS 

•SES DEL TRAMITE PARA CONTESTAR LA SOLICITUD CORRESPONDIENTE. 

Por encima de cualesquiera norma secundaria o decreto, se debe atender el texto del 

tículo 8 Constitucional, que no admite más interpretación que la literal derivada de su simple lectura, de 

mde se obtiene que es necesario notificar el acuerdo recaído a una petición, en forma personal, 

tificación que influye la de todas las fases del trárn!-te requerido para contestar la solicitud. 

TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGESIMO CIRCUITO. Amparo en revisión 50/94. 

sé Rafael Argueta Grajales. 24 de marzo de 1994. Unanimidad de VotÓs. Ponente: Mariano Hernández 

rres. Secretario: José Emigdio Díaz López. 
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JEBA. 

• Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Fuente: Semaiiario Judicial de la Federación y su Gace~ 

Epoca: 9a. 

Tomo: II,julio de 1995 

Tesis: VI.3o.2 K 

Página: 262 

Clave: TC063002.9 KOM 

PETICION. DERECHO DE. ANTE LA AUTORIDAD JUDICIAL. CARGA DE LA 

Si bien es verdad que la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, es 

tiples ejecutorias, ha establecido que la carga de la prueba de la notificación que recaiga al acuerdo 

dio contestación a la petición, recae en la autoridad, también es cierto que éste criterio sólo es 

.cable a la materia administrativa, pues es claro que no está al alcance del gobernado probar el hecho 

.ativo relativo a la falta de notificación del acuerdo que haya recaído a una petición formulada ante un 

anismos de la Administración Pública. Sin embargo, tratáridose de la falta de notificación del acuerdo 

: recaiga a un ocurso presentado ante un órgllllo jurisdiccional, la situación es radicalmente distinta, 

:s para probar la ausencia de notificación de un proveído, Jo único que tiene que hacerse es exhibir las 

tstancias del juicio de que se trate, lo cual lógicamente está al alcance del quejoso y por lo mismo es él 

en debe probar dicha ausencia de notificación de acuerdo con la regla general prevista en el tercer 

rafo del articulo l 49de la ley de amparo, que se establece que es a cargo del quejoso la prueba de los 

:hos que determinen la inconstitucionalidad del acto reclamado. 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO. Amparo en revisión 

'')195. Natividad Murrieta Martinez. 20 de abril de 1995. Unanimidad de Votos. Ponente: Jaime Manuel 

uTOquí Zaleta. Secretaria: Luz del Cannen Herrera Calderón. 

* Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación 

Epoca: 8a. 

Tomo: XI- junio 

Página: 292 
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PETICION. DERECHO DE. A LA AUTORIDAD CORRESPONDE PROBAR EL 

BER DADO RESPUESTA A LO SOLICITADO. 

Si la responsable no acreditó haber dado respuesta a una petición dentro de los plazos 

rnados como prudentes, tal omisión constituye conculc¡uniento de la g~antía de petición, consagrada 

:1 artículo 80. Constitucional. 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEGUNDO CIRCUITO. Amparo en revisión 

'/92. Javier Carrillo Estrada. 3 de jwrio de 1992. Unanimidad de Voto. Ponente: Salvador Bravo 

rnez. Secretario: Jaime Arturo Cuayahuitl Orozco. 

Véase: Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 191 i-1988, Segunda Parte, Tesis 

Jurisprudencia 1316, página2139. 

Destacándose la lucha de los mexicanos, jubilados o pensionados interesados en ver 

ementada su percepción por los conceptos pensión o jubilación a que se han hecho acreedores, que con 

<ladero ímpetu y admiración, decidiendo los que pueden hacerlo, aceptar el reto que representa todo 
/ 

ceso burocrático en nuestro país como lo es la expresión por escrito de sus deseos, presentados en 

respetuosa y pacifica a quien corresponde, y con el fin de ver respetados sns derechos, para 

ender el camino del pedregoso sendero inventado corno prueba máxima, para quienes en ocasiones, 

iquiera reciben el respeto más mínimo y Ja oportunidad de enseñar con sus experiencias Ja mejor furma 

· vir y ser feliz. 

A pesar de ello, desgraciada y vergonzosamente, después de cruzada la meta por los 

tas de tan gran resistencia a pesar de la incapacidad fisica y mental de Ja mayoria de ellos, llegarnos a 

eta de la carrera para ver que en los casos de aumento de la pensión y jubilación solicitados por Jos 

funcionarios públicos, en pleno cumplimiento de los requisitos establecidos para tal efecto y 

cimiento de los obstáculos encontrados desde antes de iniciada la competencia, la autoridad 

petente de determinar éstos en estricto cwnplirniento del texto legal, simplemente decide utilizar ·el 

cío como respuesta y así, no emitir ningún tipo de respuesta, ni afirmativa, ni negativa, 
.. 

stituyéndose así la figura jurídica materia de estudio de los órgan,os jurisdiccionales involucrados por 

petencia para conocer de éstos asuntos y de nuestro trabajo, como última parte de la investigación . 

• 
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REQUISITOS y PROCEDIMIENTO QUE DEBEN DE SEGUIR J,os TRABAJADORES AL 

lVICIO DEL ESTADO O FAMILIARES DERECHOHABIENTES PARA HACER VALER EL 

RECHO DE JUBILACION FRENTE AL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS 

:JALES DE LOS TRA~AJADORES DEL ESTAD(). 

El Instituto de Seguridad y Servicios Sodales de los Trabajadores del Estado como ya 

os, gracias a la organización que le permite cumplir a través de los órganos respectivos con la 

tiplicidad de funciones que conforman el terna seiru1dad social en favor de los trabajadores al 

'icio del Estado y dentro de ésta misma, cuenta con una serie de instrumentos juridicos de aplicación 

ma que hacen posible el cumplimiento de dicho cometido. 

Una parte importante de los mencionados instrume]\toS juridicos, nos resultan útiles en 

nto a la determinación del círculo en el cual nos movemos al realizar el presente trabajo, por alguna 

ición guardada con el tema jubilación o pensióll, destacando en cuanto a los requisitos y propio 
·~· .,.... 

cionarniento del ejercicio de tales derechos, los· Siguientes, no olvidando que el órgano competente 

a su desahogo y tramitación es la Subdirección General de Prestacienes Económicas del Instituto. 

Primeramente, el Reglamento Fil1jlnciero del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales 

los Trabajadores del Estado, que al efecto señala: 

"Art. lo.- Para los efectos de este Reglamento se entenderá por: 

... V.- REGIMENES O SISTEMAS FINANCIEROS, las técnicas de valuación aplicables 
·' tipo de prestación, a fin de equilibrar los ingresos y egresos a lo largo de los distintos años de 

'""'~ cionarniento del Instituto; 

A) 'REGIMEN O SISTEMA DE PRIMAS ESCALONADAS', el aplicable a las 

staciones referidas del Instituto que implican la acumulación de pasivos que deben contar con una 

erva actuaria!. Este régimen, de acuerdo con lo establecido por el artículo 181 de ésta ley, comprenderá 

siguientes casos: 

.• 

l. - Pensiones en el seguro de accidentes y enfermedades en el trabajo, 

2.- Seguro de jubilación, 
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3. - Seguro de retiro por edad y tiempo de servicios.. 

4.- Seguro de invalidez, 

5. - Seguro por causa de muerte, 
.. 

6.- Seguro de cesantía en edad avanzada, y 

7.- Indemnización global ... " 

"Art. 6.- Para la aplicación de los ingresos a los seguros, prestaciones y servicios que 
• 

~a la ley, deberá contarse con los siguientes fondos: 

l.- El de pago de subsidios de atención médica para los seguros de enfermedades y 

lmidad, servicios de medicina preventiva y de rehabilitación fisica y mental, según las fracciones !, II 

del artículo 3o. de Ja ley, siguiendo el régimen o sistema financiero de reparto anual; 

II. - El de las pensiones en el seguro de accidentes y enfermedades de trabajo, a que se 

::re la fracción IV del artículo 3o. de la ley, siguiendo el régimen o sistema financiero de primas 
_,. 

ilonadas; 

fil- El de atención médica en el seguro de accidentes y enfermedades de trabajo, 

forme a la fracción IV del artículo 3o. de la ley, siguiendo el régimen o sistema financiero de reparto 

al; 

IV. - El de pensiones de los seguros de jubilación, de retiro por edad y tiempo de servicios, 

ilidez, muerte, cesantía en edad avanzada e indemnización global, que menciona las fracciones V, VI, 

, VIII, IX y X del artículo 3o. de la ley, siguiendo el régimen o sistema financiero de las primas 

alonadas; 

V. - El de financiamiento de la vivienda para el otorgamiento de créditos, según la fracción 

V del artículo 3o. de la ley, siguiendo el régimen o sistema financiero de reparto anual; 

VI.- El de devolución de los depósitos constituidos a favor de los trabajadores para el 

tdo de la vivienda, siguiendo el régimen o sistema financiero de capitales constitutivos; 
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VII.- El de prestaciones sociales y cultwaks, siguiendo el régimen o sistema financiero de 

lrto anual; 

VIII.- El de los créditos a corto y mediano plazo, siguiendo el régímen o sistema 

nciero de reparto anual; 

IX.- El de amortización de créditos por Cl!lusa de muerte, siguiendo el régimen o sistema 
' ' 

nciero de prima graduada; y 

X.- Los demás que se establezcan por acuerdo de la Junta Directiva. 

Se deberá asegurar el equilibrio financiero de acuerdo con lo establecido en el presente 

lamento, en condiciones tales que garantice la suficiencia de todos y cada uno de los referidos fondos. 

la fondo será objeto de registro contable por separado." 

"~· 7.- Los regímenes o sistemas financieros.se valuarán de acuerdo con los siguientes 

todos: 

l.- Primas escalonadas.- El de proyecciones demográficas y financieras; 

11.- Capitales constitutivos.- El de cálculo del pasivo contingente; 

ID. - Reparto anual. - El de análisis de costos unitarios; y 

IV.- Prima graduada.- El de temporal a plazo fijo con suma asegurada decreciente." 

Para efectos del presupuesto, se deberá considerar que el ejercicio anual comprende del 

de enero al 31 de diciembre de cada año, y se refiere a ingresos y egresos. 
,,¡ 

Y para el So. bimestre del afio, el Director General someterá a consideración de la Junta 

ectiva el anteproyecto de la Junta Directiva presupuesta! anual de ingresos y egresos para el siguiente 

cicio, así como la constitución de las reservas actuaríales y financieras. 
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En segundo lugar, para complementar el as.pecto económico o financiero del Instituto, y lo 

:nado a través del reglam'ento citado, contamos con el texto del Acuerdo de Ja H. Junta Directiva del 

ftuto de Seguridad y Sen•icios Sociales de los Trabajador~ 'del Estado por el que delega facultades a 

ubdirección General de ,Prestaciones Económicas del propio Instituto (Publicado en, el Diario Oficial 

a Federación el día 13 de julio de 1989), que a la letra dice: 

"En sesión celebrada por la Junta Directiva el 19 de junio del año en CJlTSO, al tratarse lo 

tivo al acuerdo de delegación de facultades de ese órgano de gobierno a la Subdirección General de 

;taciones Económicas para resolver sobre jubilaciones y pensio,nes, se tomó el siguiente: 

Acuerdo 31.1123.89.- "Con fundamento en los artículos lo., 149, 150 fracción !l, 151 

:ción I, 157 fracción XVI, del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del 

ado, IX fracciones, VIII y XXI del Estatuto Orgánico del mismo Instituto, y 

CO~SIDERANDO: 

Que la H. Junta Directiva emitió el acuerdo número 4.1076.85 de fecha 11 de abril de 

5, por el cual se establecieron los lineamientos generales en, qiateria de pensiones, jubilaciones, 
, 

·tos y qutjas médicas, delegando dicha función al área operativa correspondiente, sin sefialar 

resamente las facultades específicas para la resolución casuística de solicitudes de pensionistas y 

ilados. 

Que en atención a lo anterior y con finalidad de puntualizar las atribuciones y funciones 

la Subdirección General de Prestaciones Económicas, ésta H. Junta Directiva, ha tenido a bien expedir 

iguiente: 

ACUERDO DE LA H. JUNTA DIRECTIVA DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y 

VICIOS SOCIALES DE LOS TRABAJADORES DEL ESTADO POR EL QUE DELEGA 

CULTADES A LA SUBDIRECCION GENERAL DE PRESTACIONES ECONOMICAS DEL 

OPIO INSTITUTO. 
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PRJMERO.- Se delega a la Subdirección General de Prestaciones Ec1>nómicas de éste 

tuto las atribuciones y funciones que en éste acuei:do se' detallan, síEmdo las siguientes: 

1.- Recibir la. solicitud y documentación en 'materia de pensiones y jubilaciones; 

ll. - Requerir informe y documentos a l\lS dependencias y derechohabientes que sean . . 
~sarios para la integración de los expedientes de pensionados y jubilados. 

III.- Tramitar y dictaminar las solicitudes de pensiones y jubilaciones, así como resolver 

:e la procedencia de los incrementos; y 

IV.- Conceder, negar, suspender, m:o~car o revocar las pensiones o jubilaciones . . ,,,,.. 
SEGUNDO.- La delegación de éstas facultades se hace sin.perjuicio de que en los casos . ~ 

se estime pertinente, la H. Junta Directiva reasuma las facultades que delega. 

TRANSITORJOS. 
/ 

PRIMERO.- El presente acuerdo entrará en vigor el día siguiente de su publicación en el 

rio Oficial de la Federación. 

SEGUNDO.- Las solicitudes de incremento que se encuentren pendientes de resolución, 

ramitarán conforme al presente acuerdo. 

México, Distrito Federal a 20 de junio de 1989.- El Secretario, Raúl Nocedal Moneada-

brica." 

En tercer término, y ya en forma más específica, se <,'!ea el Reglamento de Prestaciones 

Jnómicas y Vivienda del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, del 

~ podemos decir lo siguiente: 

Dicho Reglamento tiene por objeto regular administrativamente la aplicación de la ley del 

tltuto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado en materia de pensiones, 

172 



. . 

mmización global, prevención de accidentes y enfermedades de trabajo, sufridos por enfermedades no 

fesionales, así como el otorgamiento y recuperación de créditos. 

El Instituto ·proporcionará a los afiliados, así como a los trabajadorns, pensionistas y 
' . 

íliares derechohabientes, en su caso, los seguros, prestaciones y servicios a q1,¡e se refiere éste 

lamento, previo cumplimiento de los requisitos y utilizando los formatos que µara tal efecto se 

1blezcan, debiendo acompañarse a la solicitud respectiva los documentos que en cada easo se seilalen. 

El Instituto podrá ordenar en cualquier tiempo la verificación y autenticidad de los 

:umentos y la justificación de los hechos base para conceder el beneficio correspondiente. 

La calidad de pensionistas se adquiere a partir del momento en que el interesado ha 

.sado baja; la fecha se señalará en la resolución mediante la cual el Instituto concede el beneficio 

1sionario. Dicha resolución se notificará al interesado yen la mima se especificará el tipo de pensión 

1cedida, la cuota asignada, la fecha de inicio de pago así como la del ténníno de la pensión y el número 

ve asignado al pensionísta. 

. 
El Instituto notificará de ignal forma, la resolución por la que llegase a negarse el , 

ieficio pensionario cuando no se reúnan los requisitos que para tal efecto se establezcan, fundando y 

tivando la causa que origine tal negativa 

Cuando un pensionísta se encuentre impedido fisica o mentalmente, el pago de la pensión 

ará al representante acreditado para tal efecto. 

Para protección del patrimonío del Instituto, si una pensión no es cobrada durante tres 

ses consecutivos, la emisión de los cheques respectivos se suspenderá temporalmente hasta que dicha 

gularidad quede aclarada a satisfacción del mismo. 

Se considera fecha de baja del servicio, el día siguiente a aquél en que el trabajador 

iese percibido su último sueldo. El derecho del pago de las pensiones a los deudos se inicia el día 

·ente a la fecha en que fallezca el trabajador o pensionista que las origine. 

Los documentos, datos o informes que en materia de crédito e proporcionen la Instituto, 

á estrictamente confidenciales y no podrán comunicarse ni darse a conocer en forma nominativa e .. 
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1vidual, salvo cuando se trata de juicios o procedimientoos en los que el Instituto sea parte y en los casos 

nstos por la ley. 

Abordando el tema de lo que es ya el trámite de una jubilación o de una pensión, es éste 
' ' 

ilamento el que determilla los lineamientos a seguir para la obtención de tales fir1es, estipulando a 

'és de su artículo 12: 

"Art. 12.- Para inicial el trámite con el fin de obtener una pensión, el Instituto requerirá 

trabajador o sus familiares derechohabientes, según proceda, la solicitud respectiva a la cual se 

:grarán, la hoja única de servicios, la lice'lcia pre-pensionaria, el aviso oficial de baja y la copia 

tificada del acta de nacimiento. 

Las pensiones se otorgarán conforme a las bases siguientes: 

l.- La de jubilación, cuando el trabajador tenga 2<;1 .años, 6 meses y 1 día o más de 

vicios e igual tiempo de cotización al Instituto; en el caso de.las trabl\,iadoras, cuando tengan 27 años, 6 

:ses y 1 día o más de servicios e igual tiempo de cotización al Institu1D; 

11.- La de retiro por edad y tiempo de servicios, ciµmdo el trabajador que habiendo 
/ 

mplido 55 años de edad, tenga 14 años, 6 meses y 1 día de serVicio como mínimo e igual tiempo de 

tización al Instituto; 

ID. - La de invalidez, cuando el trabajador se inhabilite física o mentalmente por causas 

mas al desempeño de su cargo o empleo, si hubiese cotizado al Instituto cuando menos durante 14 años, 

eses y 1 día; 

IV. - La de muerte por cansas ajenas al servicio, cuando el trabajador haya cotizado al 

· tuto cuando menos durante 14 años, 6 meses y 1 día, cualquiera que sea su edad, o bien, cuando 

·era 70 o más años de edad y haya cotizado un mínimo de 9 años, 6 meses y 1 día a dicho Instituto; 

V.- La de cesantía en edad avanzada, cuando el trabajador después de haber cumplido 70 

os de edad, tenga por lo menos 9 años, 6 meses y 1 día de servicios e igual tiempo de cotización al 

titulo." 

. ' 
174 



Dedicando 1:1 espacio de artículos subsecuentes a la tramitación de los distintos tipos de 

sión que puede el trabajador hacer valer pa sí, al mo~ento de actualizarse los supue1>tos marcados por 

:y del Instituto, debiendo: observarse los aspectos siguientes: 

Para el otorgamiento de la pensión por in,validez, además de cumplir c<,m los requisitos a 

se refiere el artículo anterior, se integrará a la solicitud respectiva, el dictámen inédico y el aviso 

:ial de baja 

El dictámen médico de invalidez deberá ser expedido por personal médico que preste sus 

ricios en las clínicas, centros hospitalarios o unidades especializadas del Instituto. debiendo estar 

liado con un máximo de 6 meses anteriores a la presentación de la solicitud de la pensión, bajo la 

Jonsabilidad del área médica. 

Si el afectado no estuviese de acuerdo con el dictámen del Instituto, él o sus 

resentantes podrán designar médicos partículares para que dictaminen dentro de un plazo máximo de 

dias hábiles, contados a partir de la fecha de su designación; en caso de desacuerdo entre ambos 

táinenes, el Instituto propondrá una tema de. especialistas de notorio prestigio profesional al afectado 

:a que de entre ellos elija uno, quien dictaminará ·en forma defuritiva, en la inteligencia de que una vez 
~· 

:ha la elección por el afectado del tercero en discordia, el dictáinen de éste se presentará a las partes 

~tro de un término de 15 días hábiles contados a partir de la fecha de su designación y será inapelable y 

ligatorio para el interesado y para el propio Instituto. 

Para el otorgamiento de la pensión a la viuda o concubina, el Instituto requiere la 

licitud respectiva, y en su caso, la hoja única de servicios, así como la copia c.ertificada del acta e 

rtrimonio expedida con posterioridad a la fecha de fallecimiento del cónyuge del acta de defunción y de 

resolución dictada dentro de la información testimonial para acreditar eÍ ~ncubinato. 

Para el otorgamiento de la pensión al viudo o concubinario, se requerirá además, copia 

· ficada del acta de su nacimiento, de la resolución testimonial para acreditar la dependencia económica 

1 concubinato, así como el dictámen médico que certifique su incapacidad si es menor de 5 5 años de 

ad. 

Para solicitar la pensión por oifandad, los hijos menores podrán ser representados por su 

e o su padre, a falta de éstos, por los abuelos paternos y matemos y a falta de éstos últimos, por el 
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•r designado por la autoridad judicial competente, de quienes el Instituto reqt;erirá la solicitud 

>ectiva, así como copias certificadas de las actas de nacimiento de los hijos y defunción del trabajador 

~sionista, integrándose la hoja única de servicios. 

Para el otor¡\arniento de la pensión a los hijos mayores de edad, incapacitados, además de 

documentos antes mencionados, se deberá integrar el dictámen médico expedido por el área 

respondiente del Instituto que certifique su incapacidad para trabajar. 

Para poder continuar percibiendo Ja pensión al llegar a Ja mayoría d edad, el Instituto 

uerirá el cumplimiento de los requisitos: constancia expedida dentro de los 30 días hábiles siguientes al 

;io de cada ciclo escolar para acreditar que se encuentra realizando estudios de nivel medio o superiores 

nteles oficiales o reconocidos, así como un escrito mediante el cual los solicitantes se manifiesten bajo 

•testa de decir verdad, ser solteros y no tener trabajo remunerado. 

Para el otorgamiento de la pensión por ascendencia el Instituto requerirá la presentación e 

solicitud respetiva y copia certificada del acta de nacimiento, acta de defmtción y de la resolución 

.tada dentro de la información testimonial para acreditar la dependencia económica de los ascendientes 

ntro de los últimos 5 años anteriores a la muei:e del trabajador o pensionista. Se integrará la hoja única 

servicios expedida por la afiliada. 

Cuando los solicitantes de una pensión carezcan de la copia certificada de su acta de 

· imiento, el Instituto tendrá por acreditado su nombre y la fecha de nacimiento mediante la exhibición 

cualquiera de los documentos siguientes: 

- Filiación de empleado federal; 

- Credencial única de identificación, expedida por la Secretaría de Gobernación; 

- Pasaporte; 

- Registro Federal de Contribuyentes; 

- Cartilla del Servicio Militar Nacional. 
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El área correspondiente del Instituto debe:rá cerciorarse de la identidad ele los pensionistas 

iuniliares derechohabient1is que soliciten los seguros, prestaciones y servicios, con los documentos que 

propio Instituto determine, y cuando tales documentos se encuentren eri trámite, con la constancia 

pectiva. 

Cuando el pensionista designe represent¡mte, se le expedirá credenci~ para efectos de 

ntificación al momento del cobro de la pensión. 

Documentos todos ellos, adjuntados a la solicitud correspondientes y presentados a la 

bdirección General de Prestaciones Económicas del Instituto, serán sometidos al análisis 

rrespondiente del que se desprenda el cumplimiento fehaciente o no de los requisitos precisados para 

ia supuesto jurídico, recordando que cuenta el trabajador con los servicios de pre-pensión para la 

mitación de ésta y de post-pensión, para la debida consecución de los trámites iniciados. 

Siendo de esta manera como el trabajadore al servicio del Estado con el mero 

mplimiento de los requisitos legales establecidos, y la presyntación de los documentos señalados en 

iglones anteriores para cada caso, le darán la posibilidad de carnbi!lf dicha categoria por la de jubilado 

pensionado, según sea el caso; categoria que como ya mencionamos, será notificada a él.1e por parte del 

stituto, al igual que la resolución negativa que se derivara del hecho que es el no cubrir los paránletros 

spuestos para la obtención de tales beneficios. 

. .. 
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CAPITULO IV 

"LA DEFENSA JURIDICA DEL DERECHO DE LO~ TRABAJADORES, 

DE INCREMENTO A SUS PENSIONES Y JUBILACIONES 

FRENTE A LOS TRIBUNALES MEXICANOS" 

INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS TRABAJADORES DEL 

TADO, AUTORIDAD DE CARACTER FISCAL O DE CARACTER ADMINISTRATIVO EN 

:LACION A LAS PENSIONES DE TIPO CIVIL. 

El Instituto de Seguridad y Servicios~Sociales de los Trabajadores del Estado del que tanto 

nos hablado a lo largo del presente trabajo, durante los últimos meses del, año 1997 y todo el año 1998, 

enfrentó al acrecentanúento del número de juicios seguidos en su contra y promovidos por todos 

iéllos pensionados y jubilados que trataron mediante el ejercicio del derecho de petición, conseguir del 

.S.S.T.E. el aumento que a sus pensiones debía de efectuarse por acatamiento a las disposiciones 

:ales, obteniendo lamentablemente de dicho Instituto, simplemente un silencio durante más de 3 meses, 

e no concedía ni negaba en fonna explícita, la petición fonnnlada, apareciendo en el plano de batalla la .. 
ílfiguración de la figura de la negativa ficta. 

Con tal presencia como punto central del problema, se ventilaron la mayor parte de los 

cios ante el Tribunal Fiscal de la Federación a través de sus Salas Regionales y Regionales 

etropolitanas que conocieron del juicio principal, y de la Sala Superior, que resolvió los recursos de 

elación que el Código Fiscal de la Federación en su texto vigente durante el año 1997 permitía 

terponer a ambas partes, aún cuando en esencia se trató de un recurso legal incorporado al 

ocedimiento fiscal para el beneficio de las autoridades demandadas. 

Independientemente de dicho beneficio, el LS.S.S.T.E. como autoridad demandada y 

omovente del recurso de apelación, encontraba en primera instancia una serie de fallos desfavorables 

lfa éste, y en segunda instancia con el surgimiento de un criterio a nuestro parecer erróneo, el triunfo 

'seado y liberador del pago de las actualizaciones de Jos montos de las pensiones y jubilaciones 

mforme a Jos sueldos de los trabajadores en activo, punto de vista que después fue considerado como 

'vaco también por los Tribunales de alzada 

Bajo éste marco de actuación, al lado de la existencia de la negativa fleta se presentaron 

os problemas de fondo que originaban algunas limitantes de competencia, tales como la naturaleza 
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al o administrativa del Instituto, la competencia del Tribunal Fiscal de la F.ederación para el 

.ocimiento y resolución de los juicios, el debido agotamiento de otros procedimientos antes que la 

:rposición de las demandas ante dicha instancia y coroµ punto primordial, la toma de, la resolución más 

gada a derecho y al pri)lcipio de justicia. En éste ap¡rrtado, abordando el primero de los obstáculos 

sentados, siguiendo para su desarrollo en cierta medida, uno de los criterios de l~ Sala Superior del 

bunal Fiscal presentado como Voto Particular por uno de sus Magistrados integrantes, nos 

:ontramos en condición de mencionar lo siguiente. 

Consideramos que tratándose de la materia pensionaria.ctvil, las autoridades a quienes se 

.buye la presunta resolución negativa, son autoridades fiscales para efectos de la procedencia del juicio 

1tencioso administrativo. 

Las autoridades competentes en materia pensionaria civil se han considerado, para los 

:ctos de la procedencia del juicio como autoridades fiscales, dado que el establecimiento de la 

npetencia material del Tribunal en asuntos pensionarios desde 1943, cuando ésta materia fue una de las 

IS importantes en la depuración de los créditos y demás oqligaciones pecuniarias a cargo del Erario 

deral, incluso las a1ribuibles a cargo de organismos descentralizados como lo fue la Dirección General 

Pensiones Civiles desde 1925, antecesora del actual Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los 

abajadores del Estado. 

Teniendo ésta idea, otros fundamentos, por ejemplo: 

Conforme a lo dispuesto por los artículos 1, 3, 4 y 150 fracciones II, III, IV y VII de la 

))' del Instituto de _Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, compete al citado 

stituto la administración de los seguros, prestaciones y servicios de seguridad social, obligatorios a favor 

: los trabajadores al servio del Estado, así como de las pensiones a que tienen derecho los jubilados y los 

:rechohabientes de estos y de los propios trabajadores, y en fomra correlativa, determinar y cobrar el 

iporte del Instituto de las cuotas y aportaciones, así como los demás recursos financieros del Instituto 

ira proceder conforme a la ley aplicables a los fondos, reservas y pagos de los propios seguros, pensiones 

prestaciones sociales. 

El artículo 22 de la ley en cita, estable<::e que las dependencias y entidades públicas harán 

tregas quincenales al Instituto del importe de las cuotas y aportaciones a que se refieren los artículos 16, 

y 25 fracción II, del invocado ordenamiento y también el import~ de los descuentos que el Instituto 
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::ne que se hagan a los trabajadores por otros adeudos derivados de la aplicación de la ley del Instituto, 

más de señalar que no se concentrarán en la Tesorería de la Federación los ingresos provenientes de las 

rtaciones, las que deb$rán ser entregadas al propio Instituto, excepción hecha de las aportaciones 

:espondientes al Sistema· de Ahorro para e! Retiro. 

Por tanto, la naturaleza del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores 

Estado es evidentemente de carácter fiscal, siendo que dicho Instituto es competente para resolver en 

:oncerniente a jlensiones civiles, materia que forma parte·de la competencia del Tribunal Fiscal de la 

leración, puesto que las funciones que la ley confiere, si bien se encuentran acotadas a una porción de 

~ue ordinariamente corresponde al fisco, es indudable que en ese campo delimitado, el Instituto realiza 

ividades y tareas que son propias de las autoridades fiscales, no únicamente en lo referente a la 

erminación y cobro de los ingresos fiscales, .sino también y co'll,, mayor importancia, en la legal 

ninistración de esos recursos financieros y en su adecuada aplicación a las finalidades específicas que 

Jropia ley le señala. 

El fisco, es una palabra que nuestro ordenamiento jurídico siempre ha tenido la 

motación de la representación financiera del Estado, laque en modo alguno se limita a considerarlo 

icamente en la determinación y cobro de sus fe9~S financieros, debiendo tomársele así, también en lo 

ncerniente a la administración y aplicación de los invocados recursos a las finalidades que la ley regula, 

: cuales no pueden ser otras que los gastos públicos que determinan la justificación constitucional de 

la contribución. 

Dicho razonamiento adquiere más fuerza en el caso que nos ocupa, toda vez que es claro 

e el Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, como organismo 

:scentralizado y autónomo cuyo propósito es realizar con mayor eficiencia las fünciones que la ley le 

contienda, entre las que se encuentra la determinación y cobro de las aportaciones, sino también el . 
orgamiento y la ministración de jubilaciones y pei¡siones a los derechohabientes, debiendo de colegirse 

: ello que el legislador le atribuyó una porción específica de las funciones del fisco federal al orgaiúsmo 

1e estableció 9on el objeto de hacer más eficiente la administración de eSiis recursos financieros para los 

ies particulares. 

Debemos de tener presente que desde el lo. de enero de 1983, comenzaron a regir los 

imeros cinco Títulos del Código Fiscal de la Federación, atribuyendo el carácter de contribuciones a los 

os que obligatoriamente debe efectuar el Gobierno Federal y las demás entidades incorporadas al 
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ilnen de la Ley que establece el Instituto que nos ocupa, conforme a las disposiciones de los artículo 1 

del Código en cita, que las clasifica como aportaciom~s de seguridad social, naturale:za que se confirma 

el texto del artículo 1 fracción II, inciso 4 de la Ley :de Ingresos. de la Federación para el Ejercicio de 

17. 

Reafirma lo anterior, lo dispuesto en los artículos 1 del Código Fiscal .de la Federación y 

tercer párrafo, de la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de Jo:s Trabajadores del 

ado que se expresa en el sentido de que " .. Sólo mediante ley podrá destinarse una contribución a un 

to público específica: .. ", y que Jos ingresos provenientes de las referidas aportaciones de seguridad 

:ial no se concentrarán en la Tesoreria de la Federación y, que se recaudarán por el referido htstituto y 

afectarán las finalidad previstas en su ley respectiva, toda vez que éstas disposiciones confirman la 

uraleza esencialmente fiscal del mencionado Instituto y de las autoridiides del mismo, encargadas de 

olver todo lo concerniente a las pensiones civiles que administra. 

Siendo indisoluble la vinculación entre el ingreso y el gasto a que se condiciona la 

ctación específica de las aportaciones de seguridad social a ,que esta sujeto el htstituto de que se trata, 

es posible disociar o fracturar, el concepto de autoridad fiscal, para atribuirle esa calidad únicamente a 

que actúa en el cobro de contribuciones, dado que en el caso que nos ocupa, la afectación de las 
/ 

ortaciones a las finalidades legales, entre ellas, Ja de suministrar las pensiones a los derecbohabientes, 

;e extensivo el carácter fiscal a la autoridad facultada para resolver sobre el otorgamiento de pensiones 

fe sus incrementos, pues para ello debe tomar en cuenta lo dispuesto por Ja ley que establece las citadas 

ortaciones de seguridad social, que evidentemente gozan de la naturaleza fiscal. 

Concluyendo que la autoridad pensionaría al resolver sobre la procedencia y monto de 

nsiones y jubilaciones debe aplicar la ley de Ja materia, consider:mdo el monto de los fondos 

nstituidos por las aportaciones de seguridad social de que se trata, es decir, atendiendo a las finalidades 

pecíficas de dichas contribuciones. 

- NEGATIVA FICTA DE LAS AUTORIDADES. 

La negativa ficta de las autoridades, se presenta en el mundo del Derecho Administrativo 

1mo una de las presentaciones o derivaciones de lo que se conoce como Silencio Administrativo, figura 

rídica que responde a una práctica viciosa de Ja Administración Pública que como consecuencia de lo 
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hado del número de veces que no contesta expr•!samente a las peticiones o recursos que se le 

nulan, pone terminación al procedimiento administrativo en forma casi habitual. 

El silencio de la autoridad puede m(IIIÍfestarse en una de dos formas: cuando la 

ministración Pública decide dar el tratamiento del silencio en relación ya no con peticiones cuyo 

respondiente expediente no ha sido tramitado o lo h~ sido parcialmente, sino incl~o respecto a actos 

tados y no notificados. 

Antes ésta situación podrán ocurrir dos cosas: 

a) Que el interesado desconozca la existencia del acto administrativo expreso . no 

ificado, precisamente por no haberlo sido, lo que normalmente dará lugar a que utilice las vías del 

mcio administrativo, sin que, lógicamente, la Administración Pública pueda oponer en vía contencioso­

ninistrativa la existencia real de un acto administrativo expreso, toda vez que tal notificación 

icamente es constatable para el interesado después de que le ha sido notificado. Sin serle exigible a éste 

ivinar Ja existencia real de un acto expreso no notificado. 

b) Es posible que el interesado, examinando el expediente, conste la presencia del acto 
/' 

ministrativo expreso no notificado, supuesto en el que podrá darse por notificado. 

De manera definitiva, el silencio administrativos una práctica viciosa de la Administración 

tblica que quizá debería para ser erradicada con algún tipo de responsabilidad que se finque a la 

rsona o personas causantes de tal situación. 

Renglones anteriores nos referimos a la negativa ficta como una de las formas del silencio 

· strativo y en efecto lo es, teniendo como compañera de jerarquía la figura de la positiva ficta, que 

manera muy somera decimos se trata de una forma con la que intrinsecamente se responde a la 

cesidad de dar agilidad administrativa a determinados sectores, entendiendo como concedidas las 

ticiones del particular después de transcurrido el término fijado por la ley sin obtenerse respuesta 

presa de la autoridad consultada; independientemente de su interés e imp01tancia, concentraremos 

estra atención en la primera de las instituciones jurídicas mencionadas y que dá nombre y razón de ser 

presente apartado. 
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La negativa ficta que podemos defuúrla como una mera ficción de la ley, al atribuirle un 

rificado al silencio de la autoridad, entendiéndose que se resuelve en sentido rn~gativo a lo que el 

ticular solicita en su instancia o petición, atacando 2µ demandar la nulidad de una resolución de éste 

>, el silencio de la autoridad como si se tuviera por escirlto la resolución negando lo solicitado. 

La resolución negativa ficta, surge en 19:?7 para la m~eria tributaria¡ y con el tiempo se 

ampliando a detemrinadas resoluciones en materia administrativa, que el día de hoy se ha hecho 

cnsiva al Tribunal Fiscal de la Federación para toda clase de actos sobre los cuales dicho órgano 

:sdiccional tenga conferida alguna competencia. 

Desde la vigencia de la Ley de Justicia Fiscal y del primer Código Fiscal de la Federación, 

lo. de enero de 1939, se reglamentó el silencio de la autoridad fiscal para materia exclusivamente 

mtaria, al expresar el artículol62 de dicho ordenamiento que "El silencio de las autoridades fiscales se 

isiderará como resolución negativa cuando no den respuesta a la instancia de un particular en el término 

~la ley fije o, a falta de término estipulado, en noventa días." 

Se previó, en el artículo 180, que el demandante tendrá el derecho de ampliar la demanda 

:úro de los 15 días siguientes a la fecha de Ja contestación de la nrisma, cuando se demande una 

~ativa ficta. 

En el Código Fiscal de la Federación de 1966, que derogó el de 1938, entró en vigor el lo. 

abril de 196 7, estableciendo en el artículo 92 que "Las instancias o peticiones que se formulen a las 

toridades fiscales deberán ser resueltas en el término que la ley fija o, a falta de ténnino establecido, en 

venta días: El silencio de la autoridad se considerará como resolución negativa cuando no den respuesta 

el término que corresponda" y en el artículo 194 se consignó que "El demandante tendrá el derecho a 

tpliar la demanda dentro de los 15 días siguientes al en qne surta efectos el acuerdo recaído a la 

ntestación de la nrisma, cnando se demanda una negativa ficta. .. " 

La novedad del artículo 92 con respecto al 162 se encuentra al decoro "o a falta de 

mino establecido" por lo que la resolución negativa podria configÜrarse en un plazo menor o mayo; si 

i lo establecía la ley específica. 

El Código Fiscal de la Federación de diciembre de 1981, entró en vigor el lo. de enero de 

'83 excepción hecha del Título VI "Del procedinriento Contencioso Administrativo", que inició su 
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encia el 1 o. de abril siguiente. Por ende, lo relativo a la negativa ficta tuvo dos momentos de vigencia: 

>rimero, su articulo 37 consignado en el Título Jll "De las facultades de las Autor..idades Fiscales'', el 

de enero y el artículo 21 O, en el Título VI del "Pro"edimiento Contencioso A~strativo", hasta el 

de abril. 

El articulo 37 nos dice: "Las instancias o peticiones que se formulein a las autoridades 

:ales deberán ser resueltas en un plazo de tres meses; transcurrido dicho plazo sin ;que se notifique la 

olución, el interesado podrá considerar que la autoridad resolvió negativamente a interponer los medios 

defensa en cualquier tiempo posterior a dicho plazo, mientras no se dicte la resolución, o bien, esperar a 

: ésta se dicte." 

El artículo 21 O expresa que "Se podrá ampliarla demanda, dentro de los veinte días 

uientes al en que surta efectos la notificación del acuerdo que admita la contestación de la misma .... , 1.-

ando se impugne una negativa ficta." 

De una necesaria comparación entre ambos preceptos legales, se observa que el articulo 

eliminó "o a falta de término'', lo que significa que el plazo mínimo para estar en presencia de una 

:olución negativa ficta es de cuatro meses y mayor si la ley específica señala un témrino mayor para 
/ . 

:olver. 

A consideración de algunos autores, podemos desprender como en todo, un lado positivo 

lllla lado negativo de la figura juridica en estudio, que traducidas en ventajas y desventajas podemos 

tar a continuación. 

. 
- Ventajas: 

l.- Transcunido el plazo para que se configure la negativa ficta, el particular tiene la 

1ción de continuar esperando que se dé por escrito la respuesta a su instancia o bien de acudir 

rectamente al medio de defensa que proceda: recurso administrativo o juicio de nulidad. La autoridad 

, puede arbitrariamente prolongar innecesariamente la contestación a una instancia. 

2.- Cuando se tiene la certeza que la autoridad no va a concedemos la razón y por ende 

solver la instancia, sabemos que el término de los cuatro meses signientes a su presentación se estará en 

esencia de una resolución negativa, pudiendo acudir al medio de defensa correspondiente. 
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3.- Durant1' los cuatro meses que hay qui' dejar pasar,.sabiendo que la autoridad no nos va 

' intestar, podemos plaqear con cuidado las causales de ilegalidad que plantearemos en el escrito de 

ianda y pensar lo que. baria la autoridad al mo~en\o de presentar la contestación a Ja demanda, las 

~has, etc. 

4.- La autoridad demandada, frente al jµicio en contra de una resolu~ión negativa, se le 

:a casi siempre desprevenida y los demás asuntos que debe de atender le impiden concentrarse para 

rtar los argumentos que ayuden a la defensa del caso. 

- Desventajas: 

.. 
1.- Al no esperar la resolución po( ~to, no se presentan los errores en que incurre la 

Jridad, como pueden ser a indebida aplicación de las disposiciones en el acto o no haberse aplicado las 

1idas. 

2.- Se dan a conocer por anticipado, en el escrito de demanda, las defensas del particular y 

~e la autoridad, además, observar los errores u /omisiones en que él ha incurrido. 

3. - Si hay dudas respecto a quién le. asiste el detecho, sería un error dar el primer paso, 

1sideran algunos estudiosos del derecho, ya que muchas veces le asiste toda la razón a la autoridad, 

:ontrando apoyo en el derecho, perdiendo el particular el asunto por no haber sabido apoyarse en las 

posiciones debidas o bien por no haber razonado o motivado correctamente el acto que reclamaba. 

Como mero complemento de todo lo expuesto, haciendo uso de uua más de las fuentes del 

·echo, como lo es la jurisprudencia, nuestros Organos de Justicia se han expresado en diversos sentidos 

no por ejemplo: 

* Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación. 

Epoca: 8a. 

Tomo: 7 - junio 

Página: 331 

.. 
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NEGATIVA FICT A. CONCEPTOS DE ANULAClON OPERANTES. 

La institución de la negativa ficta, conforme a lo estatuido por el articulo 3 7 del Código 

:al de la Federación, consiste en que transcurrido cl plazo que la ley concede a. una autoridad para 

>lver una petición fom\ulada por un particular aquélia no la hace. Por disposición de la propia ley se 

ende que ha emitido resolución en sentido adver$0 a los intereses del particu/ar; generándose el 

echo del interesado para impugnar la resolución negativa mediante el juicio anulatorio. La autoridad, 

acuerdo con el segundo párrafo del artículo 215 del Código Federal Tributario, en su oficio de 

testación a la demanda de nulidad, debe fundar y otivar ante el Tribunal Fiscal de la Federación la 

:ativa anticipándose a los razonamientos que pudieran servir de fundamentación y motivación a la 

~ridad, debe argumentar sobre la ilegalidad de la resolución ficta, y si sus conceptos de anulación están 

'tlcturados a fin de desvirtuarla es evidente que no se puede decretar la inoperancia de los agravios, la 

i fiscal obra incorrectamente si omite analizar los argumentos que la parte actora hizo en su demanda, 

1ciendo que debe ser en la ampliación en donde controviera los fundamentos y motivos de la autoridad, 

:sen cumplimiento de la disposición contenida en el artículo 237 del Código Fiscal de la Federación, la 

a debe hacer el estudio de todos los puntos controvertidos. 

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL 

lMER CIRCUITO. 

Amparo Directo 5491. Adolfo Moreno Cruz. 4 de abril de 1991. Unanimidad de votos. 

nente: Hílario Bárcenas Chávez. Secretario: Osear Germán Cendejas Gleason. 

* Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación. 

Epoca: 8a. 

Tomo: 9 - mayo 

Página: 471 

NEGATIVA FISCAL. EL TRIBUNAL FISCAL DE LA FEDERACION, NO PUEDE 

:<:CLARAR SU VALIDEZ FUNDANDOSE EN CAUSAS DE LA INSTANCIA INTENTADA. 
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El artículo 37 del Código Fiscal de la foderación señala: "Las instancias o peticiones que 

formulen a las autoridades fiscales deberán ser resueltas en un plazo de 4 meses. transcurrido dicho 

120 sin que se notifique la resolución, el interesiIDo podrá considerar que la aut01idad resolció 

~ativamente e interponer los medios de defensa en '<llalquier tiempo posterior a dicho plazo, mientras 

se dicte la resolución,; o bien, esperar a que ésta sé dicte". De lo anterior se avierte que, cuando la 

toridad no contesta en ·el término del articulo antes. transcrito señala, la instanci~ o petición que se 

rmula, se deberá estimar que la autoridad resolvió negativamente, en cuanto al fondo; de lo solicitado por 

interesado, no respecto a la procedencia de la vía intentada, lo anterior, se corrobora con lo dispuesto 

•r el articulo 215 del Código Fiscal de la Federación, el que precisa sustancialmente que al dar 

ntestación a la demanda, la autoridad, deberá expresar los hechos y el derecho en que se funda la 

mlución negativa ficta, de ahí que resulte evidente, que nada puede alegar respecto a la procedencia de 

instancia, sino únitamente en cuanto a la legalidad de Sil negativa; en consecuencia, el Tribunal Fiscal 

: la Federación. debe de pronunciarse respecto del fondo de la negativa ficta demandada, y no tratar 

pectos de procedencia del recurso, pues deberá ponerse de relieve que lo que generó la negativa ficta, 

e el no dictar expresamente resolución dentro del término legal y no aspectos de la procedencia del 

ismo. 

SEGUNDO TRIBUNAL COLI;GIADO EN MATERIA ADMINISTRA11VA DEL 

OUMER CIRCUITO. 

Amparo directo 1382/91. Impulsora¡iaxcalteca de Jndnstrias, S.A. de C.V. 17 de octubre 

1991. Unanimidad de Votos. ponente: Carlos Amado Yáñei. Secretario: Miguel Angel Cruz 

emández. 

En el mismo sentido, existen tesis y jnrisprudencias originarias del propio Tribunal Fiscal 

la Federación que dirigidas en forma particular al Instituto de Segnridad y Servicios Sociales de los 

bajadores del Estado se expresan así: 

Jnrisprudencia establecida durante el Código Fiscal de la Federación y la Ley Orgánica 

1 Tribunal Fiscal de la Federación de 1996. 
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NEGATIVA FICTA.- SE CONFIGURA EN CUALQUIER ASUNTO QUE SEA 

>MPETENCIA DE ESTE TRIBUNAL.- La figura de la negatividad ficta debe ·ser atribuible a las 

toridades fiscales o adnúnistrativas que no resuelven los recmsos o peticiones de los particulares, en el 

mino que establece el ~culo 92 del Código Fiscal. de la Federación, en relación; con cuestiones que 

rresponden a la competencia del Tribunal Fiscal de Iá Federación, llegando inclusive a presentarse ésta 

uación, cunado los organismos descentralizados encartados de otorgar. las pensiones civilies o militares 

· resuelven las solicitudes de los beneficios en el lapso de 90 días . 

• 
C.S. No. 5170.- Resuelta el 10 de octubre de 1992 por Unanimidad de Votos. 

R.T.F. AÑO XXXVI, Cuarto Trimestre de 1992, T. 50 

JURJSPRUDENCIA NUMERO 125 DE LA SALA SUPERIOR DEL TRIBUNAL 

SCAL DE LA FEDERACION. 

NEGATIVA FICTA.- EL TÉRMINO DE 90 DÍAS ESTABLECIDO EN EL ARTÍCULO 

! DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN ES APLICABLE A LAS AUTORIDADES 

MINISTRATIVAS.- La figura de la negativa ficta establecida por el artículo 92 del Código Fiscal de 

Federación es atribuída también a las autoridades adnúnistrativas que no resuelven los recurso o 

· ciones de los particulares en el término de 90 días, en relacióncon cuestiones que corresponden a la 

mptencia del Tribunal Fiscal de la Federación, porque aunque el precepto legal se refiere expresamente 

las autoridades fiscales, ello se explica porque originalmente el TribuiiaJ Fiscal de la Federación sólo 

·a competencia en materia fiscal y, por lo mismo, debe inferirse que al irse ampliando su competencia 

legislador estimó innecesario hacer previsiones de vocabulario, puesto que era lógico que al darse es 

pliación tendria las caracteristicas de todo el sistema del juicio de nulidad. Así se desprende el artículo 

de la Ley Orgánica del Tribunal que dispone que cuando una ley otorgue competencia del Tribunal 

scal de la Federación sin señalar el procedimiento o los alcances de la sentencia, se estará a lo que 

sponga el Código Fiscal de la Federación y la propia ley. Por tanto, como la figura juridica de la 

gatividad ficta tiene por objeto hacer posible el acceso a la jurisdicción contenciosa administrativa y 

ncretameute al juicio de nulidad ante éste Tribunal, a pesar del silencio de las autoridades, no puede 

almente considerarse inaplicable en relacióncon las instancias formuladas a las autoridades 

· · strativas distintas de las fiscales, si sus resoluciones expresas están sujetas al control jurisdiccional 

éste propio Cuerpo Colegiado. 
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Revisión número 701/78.- Resuelta en sesión de 18 de febrero de 1982, por Unanimidad 

6 Votos. 

. .. 
Revisión número 692/81.- Resuelta en ?esión de 3 de marzo de 1982, por Mayoría de 6 

:os y 1 voto en contra. 

Revisión número 1541/80.- Resuelta en sesión de 3 de marzo de 1982, por mayoría de 6 

tos y 1 voto en contra. (Texto aprobado en sesión de 6 de abril de 1982). 

Publicada en la Revista del J"ribunal Fiscal de Ja Federación Año IV, No. 28 de abril de 

82. p.376. 

La práctica vivida por los postulantes en relación al tema que nos ocupa, por cierto, a 

vés un número amplísimo de juicios que ponían en tela de juicio el carácter del I.S.S.S.T.E. para efectos 

procedencia de éstos, orillaron a los Tribunales Colegiados de nuestro país a la emisión de tesis que 

ortaran la solución a la problemática; lamentablemente, lejos de conseguir ese fin, los Tribunales de 

'3da fueron fuente de creación de tesis contradictorias entre sí, donde se notaba el criterio subjetivo de 

da uno de los entes que les dan vida. 

Al complicarse un poco más el problema, la Suprema Corte de Justica de la Nación, 

gano máximo y cabeza de la actividad jurisdiccional en nuestro país, resolviendo la contradicción de 

sis, adopta y sustenta el siguiente criterio: 

"Contradicción de Tesis 76/97. 

NEGATIVA FICTA, SE GENERA ANTE EL SILENCIO DEL INSTITUTO DE 

~GURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS TRABAJADORES DEL ESTADO, RESPECTO DE 

DLICITUDES FORMULADAS POR SUS PENSIONADOS.- De conformidad con lo dispuesto por el 

tículo 37 del Código Fiscal de la Federación, la figura de la negativa ficta, se configura respecto de 

rtancias o peticiones que se formulen a las autoridades fiscales que no sean resueltas en un plazo de tres 

¡eses; sin embargo, de la interpretación sistemática de éste precepto con el artículo 11 de la Ley Orgánica 

l Tribunal Fiscal de la Federación, se concluye que la figura de Ja negativa fleta, que esa norma 

ntempla, no se constriñe únicamente a las autoridades de carácter fiscal, sino que su aplicación, se 
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tiende a las autoridades administrativas, cuyas resoluciones expresas se encuentran sometidas a la 

mpetencia del TribWlal Fiscal de la Federación que es un órgano tipicam.:nte a~istrativo, ya que sus 

iciones jurisdiccionales encuentran campo de aplicación en distintas ramas: y materias de la 

ministración pública fc:deral y no sólo en el área fiscal, pues así se desprende :de la redacción del 

:ncionado artículo 11 \le su Ley Orgánica,que incoipora un catálogo de hipótesii¡ que representa los 
' 

;os en que se surte su competencia, con la particular!dad de que en esa ~amplia gama de supuestos, se 

•serva que las resoluciones administrativas susceptibles de combatirse en el juicio de nulidad son de 

turaleza diversas y no sólo de carácter fiscal, como ocurre precisamente con las resoluciones a que se 

liere la fracción V1, relativas a las que dicten en materia de pensiones civiles, sean estas con cargo al 

ario Federal o al instituto de Seguridad y Servicios Sociales de Jos Trabajadores del Estado. Por tanto 

be concluir que el silencio de éste instituto de Seguridad Social también constituye la figura de la 

gativa ficta. 

Así lo resolvió la Segunda Sala de la Suprenla Coite de Justicia de la Nación, por 

1anintidad de cuatro votos de los señores Ministros: Juan Días Romero, Mariano Azuela Guitrón, 

uillermo Y. Ortíz Mayagoitia, Presidente y Ponente Sergio Salvador Aguirre Anguiano. Ausente el 

'inistro Genaro David Góngora Pinlentel, previo aviso dado a la Presidencia." 

r- TRIBUNAL FISCAL DE LA FEDERACION, COMPETENCIA DE ESTE PARA CONOCER 

ASUNTOS EN MATERIA PENSIONARIA CML. 

Recordando, la regulación de la negativa ficta en el ordenamiento fiscal federal data del 

. de enero de 1937 en que comenzó a regir la Ley de Justicia Fiscal, misma que en su artículo 16 

evíó: "el silencio de las autoridades fiscales se considerará como resolución negativa cuando no den 

spuesta a la instancia de un particular en el término que la ley fije o, a falta de término estipulado, en 

venta días." 

Lo anterior pone de manifiesto que desde sus orígenes, la institución de la negativa ficta 

estableció como un asunto de la competencia material del Tribunal Fiscal de la Federación, así también 

sde un principio se estableció su naturaleza y objetivos, precisándose en la exposición de motivos de la 

encionada ley, que el propósito de la institución es que, en paralelo a la garantía constitucional 

nsagrada en el derecho de petición, el gobernado cuente con " ... una protección más eficaz cuando por 

circunstancias del caso, que al particular toca apreciar, éste cuente ya con los elementos para iniciar la 
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fensa jurisdiccional de sus intereses respecto al fondo de los problen1as controvertidos, a pesar del 

encio de la autoridad ... " 

Para el legislador fue claro que la negativa ficta era una cuestión de competencia del 

ibunal Fiscal de la Federación, que o estableció en ellartículo 16 de la Ley de Justida Fiscal, enseguida 

1 artículo 14 que establecía las hipótesis de impu$11ación de resoluciones expr1¡:sas, en el Capítulo 
' 

gundo de dicha Ley, denominado "De la competencia". Por tanto, al seguir la institución, nacjó como 

mplemento de la competencia del Tribunal Fiscal de la Federación respecto de las resoluciones 

presas. 

Posteriormente, se mantuvo la disposición legal en los mismos ténninos, por el Código 

scal de la Federación vigente a partir d~l lo. de enero de 1939; ordenamiento que la mantuvo en el 

tículo 162 ya mencionado, conservándose en paralclo a la competencia sobre resoluciones expresas 
' .. 

evistas en el artículo 160. 

. ,)· 
La razón de su establecimiento en el Código Fiscal de la Federación de 1938 radica en la 

:mica legislativa que se siguió de codificar los preceptos relativos a competencia y organización \}el 

ribunal Fiscal de la Federación, instaurado dos años antes, en unión de las disposiciones relativas al 

·ocedinliento y a los recursos en el juicio de anul¡¡ción que se sigue ante el propio Tribunal. 

Es por ello conveniente recordar que desde el año de 1937 en que se inicia la vigencia de 

'Ley de Justicia Fiscal, hasta el año de 1967 en que el referido Código Fiscal de la Federación de 1938 

abrogó, la disposición de la negativa ficta se mantuvi en el mismo Título y Capítulo referentes a la 

mpetencia del Tribunal en cita, que es el lugar conceptual en el que, siguiendo una sistemática 

entífica, debe ser colocada legislativamente. 

No obstante las razones de orden lógico y científico anteriores, al expedirse la Primera 

Orgánica del Tribunal Fiscal de la Federación en el año de 1967, se separan del nuevo Código Fiscal 

la Federación, las materias relativas a organización y competencia de aquél órgano jurisdiccional de 

das las referentes al procedimiento, de tal manera queel legislador decide que el precepto relativo a la 

gativa ficta se conserve en el Código en el articulo 92, es decir, en una disposición muy alejada de las 

rrespondientes al juicio de anulación. 
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Si bien la decisión de técnica legislativa no fue correcta, no por ello debe desorientarse al 

:to criterio científico que debe regir en la interpeetación e una norma, y más aún, en la fonnación de la 

isprudencia 

Por ello, a pesar de la separación formal del precepto, la disposiciÓJJ¡ de la negativa fleta 

cal es una regla de competencia material del Tribun,'il que nos ocupa, independieniemente que también 

~fica la creación de un derecho en favor del particular y, Ínás que un derecho sustantivo, el 

lablecimiento de una acción procesal para hacer efectivo aquél, para citar la que parece ser, ratio legis, 

su inclusión el artículo 92 del Código Fiscal de la Federación de 1967. 

En lo que toca al texto de dicha disposición, se empleó uno, muy similar al de la Ley de 

sticia Fiscal y del Código Fiscal de la Federación da 1938 la redacción fue la siguiente: 

"Artículo 92.- Las instancias o peticiones que se formUlen a las autoridades fiscales 

:berán ser resueltas en el término que la ley fija o, a falta de término establecido, en 90 días. El silencio 

' la autoridad se considerará como resolución negativa cuando no den respuesta en el término que 

>rresponda". 

• 

Por lo que toca al Código Fiscal de la Federación en vigor, inició vigencia en sus primeros 

Títulos con fecha lo. d enero de 1983, ya dijimos en el apartado anterior, e incluye la negativa fleta en el 

uiente precepto: 

"Artículo 37.- Las instancias o peticiones que se formulen a las autoridades fiscales 

berán ser resueltas en un plazo de 3 meses; transcurrido dicho plazo sin que se notifique la resolución, el 

teresado podrá considerar que la autoridad resolvió negativamente e interponer los medios de defensa 

cualquier tiempo posterior a dicho plazo, mientras no se dicte la resolución, o bien, esperar a que ésta 

dicte. 

El plazo para resolver las consultas a que hace referencia el articulo 34-A será de 8 

ses. 

Cuando se requiera al promovente que cumpla los requisitos omtidos o proporcione los 

mentos necesarios para resolver, el término comenzará a coi:rer desde que el requerimiento haya sido 

plido". 
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En lo que concierne a la competencia metrial del Trib~ Fiscal de la Federación para 

ocer de los asuntos referenyes a las pensiones civiles y militares, l¡i pnmera referencia legislativa la 

ontramos en los artículo 7 y 8 de la Ley de Depuración de Créditos a cargo dél Gobierno Federal, 

,lícada en el Diario Oficial de la Federación el 31 de diciembre de 1941 los que, si bien no precisaron el 

icter de las autoridades que otorgan dichas pensiones, concedieron dicha compet¡mcia al mencionado 

>una! para conocer de las contrqversias que resultaren de su pago, en los siguientes términos: 

"Artículo 7o.- Quienes perciban pensiones de derecho, ya sea de caráctercivil o militar, 

cargo al erario Federal, están obligados a presentar ante el Tribunal Fiscal de la Federación su 

onformidad con la cuota asignada dentro de los 15 días hábiles siguientes al del primer cobro. Cuando 

inconformidad sea por el otorgamiento de una compensación, porqu el interesado estime que le 

responde haber de retiro o pensión, será condición indispensable para tramitar la demanda, que el 

;mo otorgue fianza por una cantidad igual al importe de la compensación cobrada, para garantizar la 

rolución de ésta en caso deque prospere la demanda, pasado el plazo señalado, caducará el derecho y . 
1sará estado para todos sus efectos la resolución de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público que 

'ª otorgado o sancionado el beneficio". 

"Artículo So.- Qyuien creyendo tener derecho a una pensión, haber de retio o 

npensación, recibiere decisión adversa de la autoridad competente, deberá formular también 

lamación ante el Tribunal Fiscal de la Federación dentro de los 15 díassiguientes a qué! en que se le 

:ifique el acuerdo respectivo. 

Las sentencias que el Tribunal Fiscal de la Federación dicte en los casos a que se refiere 

e artículo y el anterior, respeto a reclamaciones que tengan por causa la prestación de servicios en el 

~cito, Fuerza Aérea y Annada de México, sólo se limitarán a depurar las resoluciones pecuniarias a 

:go del Gobierno Federal, pero no tendrán efectos sobre jerarquía, servicios y situaciones militares, 

;onocidas o desconocidas por la Secretaría de la defensa Nacional o de Marina, en su caso. 

Cuando se niegue el beneficio, porque el interesado o casuante no tenga reconocida 

rsonalidad militar alguna, será necesario que, previamente, la autoridad judicial federal competente 

melva en definitiva sobre la calidad militar en los términos del artículo 71 de la Ley de retiros y 

1D.siones Militares y demás leyes militares relativas vigentes". 
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La lectura de los preceptos mencionados permite descubrir, que para el legislador fue 

:lamenta! señalar la competencia jurisdiccional en éi_;te tipo de asuntos, dependiendo ésta, básicamente, 

.a circunstancia de qm: la pensión, haber de reito o compensación fuese una obligación pecuniaria "con 

io del Erario federal". Este supuesto que destaca sobremanera, al grado de que sondisposiciones que 

iten precisar en modo absoluto, el nombre de lru¡ autoridades que pagaren los, créditos respectivos, 

ido lo importante que éstos fuesen responsabilidad pe! fisco federal. Dado que el ·propósito primordial 

la ley que nos ocupa, fue la depuración de toda obligación pecuniaria y de todo crédito a cargo del 

bierno federal. 

El Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado se establece 

no ya sabemos, a partir del 1 o. de enero de 1960, al entrar en vigor su ley promulgada el 20 de 

:iembre de 1959. 

;\hora bien, por derecho publicada en el Diario Oficial de la Federación el 31 de 

:iembre de 1965, (con vigencia a partir del lo. de enero de 1966) se reformó el artículo 160 del Código 

;cal de la Federación (de 1938) para regular con toda pecisión y claridad la competencia deltribunal para 

;olver los asuntos pensionarios respecto de resoluciones expresas del lnstituto de Seguridad y Servicios 

dales de los Trabajadores del Estado recién creado conservando la misma competencia para los casos 
~· 

que la pensión fuese a cargo del Fisco Federal. Dicha disposición estableció: 

'. 
"Artículo 160.- Las salas del Tribunal Fiscal de la Federación conocerán de los juicios que 

lDlCten: 

IX. - Contra las resoluciones administrativas de carácter definitivodictadas en materia de 

msiones civiles, con cargo del Erario Federal o al INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS 

)CIALES DE LOS TRABAJADORES DEL ESTADO". 

La mención anterior, es la primera que se encuentra en nuestra legislacifión que otorga 

>mpetencia al Tribunal Fiscal de la Federación para conocer de resoluciones en materia pensionaria con 

irgo al Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado. 

Por otra parte, la Ley Orgánica del Tribunal Fiscal de la Federación, promulgada el 24 de 

iciembre de 1966 y publicada en el Diario Oficial de la Federación el 19 de enero de 1967, estableció lo 

iguiente: 
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"Artículo 22.- Las salas del Tribunal conocerán de los juicios que se, inciien en contra de 

resoluciones definitivilS que se indican a continuación: 

VI.- Las que se dicten en materia de Pl(llsionesciviles, sea con cargo al erario Federal o al 

tituto de Seguridad y Servicios Sociales de.los Trabajadores del Estado." 

Cabe mencionar que en la Ley Orgánica del Tribunal Fiscal de la F:ederación en cita, se 

nifestó respecto del tema que nos interesa lo siguiente: 

"La confianza que el Tribunal Fiscal de la Federación ha merecido revela el hecho de que, 

oposición de los sectores interesados ni de la opinión pública, su jurisdicción jamás se ha modificado 

.o para ampliarla. Así, despué de la ampliación de competencia que le otorgó la Ley de Depuración de 

éditos a cargo del Gobierno Federal del 31 de diciembre de 1941, pueden destacarse las reformas 

uientes: las queentraron en vigor en enero de 1943 atribuyendo al Tribunal Fiscal de la Federación el 

ocirniento de los juicios iniciados en contra de la determinación, liqui\lación y percepción de créditos 

·vados de la Ley del Seguro Social; las de junio el mismo año que establecian una copetencia 

tenciosa administrativa para examinar la procedencia de los requerimientos en materia de fianzas, las 

enero de 1947 que encomendaron al propio Tribuna el conocimiento de la Justicia Fiscal en asuntos del 

strito Federal; las de nero de 1962 que le dieron competencia para decidir controversias suscitadas sobre 

interpretación y cumplimiento de contratos de obras públicas celebrados por la dependencias del poder 

cutivo; y, último, las de enero de 1966 que ampliaron su jurisdicción para conocer de los juicios 

ciados en contra de acuerdos en materia de pensiones civiles con cargos al Instituto de Seguridad y 

· cios Sociales de los Trabajadores del Estado, así como en contra de las resoluciones que impusieren 

tas definitivasdictadas por las autoridades administrativas federales y las del Distrito Federal." 

El artículo Tercero Tansitorio de la ley en comento derogó los artículos 7 y S de la Ley de 

uración de Créditos a cargo del Gobierno Federal. 

La Ley Orgánica del Tribunal Fiscal de la Federación de 1978 seftalaba en su artículo 23 

a letra: 

"Artículo 23.- Las salas regionales conocerán de los juicios que se inicien contra las 

oluciones definitivas ue se indican a continuación: 

195 



. -

VI.- Las que se dicten en materia de p1:nsiones civiles, sea con cargo al erario federal o al 

título de Seguridad y Servicios Sociales de los Trab~jadores del Estado." 

La Ley Orgánica del Tribunal Fiscal de.la Federación vigente en su ~aculo 11 establece: 

"Artículo 11.- El Tribunal Fiscal de la Federación conocerá de los juicios que e 

>muevan contra las resoluciones que se indican a continuación: 

VI.- Las que se dicten en materia de pensiones civiles, sea con cargo al Erario federal o al 

;tituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado." 

En lo que toca a los antecedentes jurisdiccionales de la cuestión, podemos citar un caso 

teresante muy ilustrativo de la evolución observada en ésta materia acerca de la comprención del asunto . 
su apropiada interpretación. 

El caso aludido fue resuelto hace 28 años, esto ¡:s, el 13 de enero de 1970, según el cual el 

"bunal Fiscal de la Federación esclareció !a procedencia de la begativa fleta en materia pensionaria, 

luso respecto de pensiones mlitares, aspecto de mayor dificultad. Este caso es consultable en la Revista 

1 Tribunal Fiscal de la Federación, números 397 a 399, correspondiente a los meses enero a marzo de 

70, páginas 14 a 23. 

La argumentación del pleno del Tribunal se centró, en el tópico de la procedencia del 

"cío fiscal, bajo el postulado de que "la materia pensionaria ... forma parte del derecho fiscal". 

La tesis se apoyó en 3 distintos razonamientos, de los cuales dos fueron confirmados por 

legislación y la jurisprudencia de aquél tiempo, el tanto que, el tercero fue entendido en la parte toral y 

edular conforme el postulado juridico de referencia. 

Así se sostuvo que el derecho positivo apoya las tesis, dado que desde la expedición de la 

de Depuración de Créditos a cargo del Goierno Federal antes citada, ya se había dado competencia: al 

"bunal para dar competencia de créditos adeudados por el Gobierno y señaladamente en materia de 

siones civiles y militares, por lo que en su exposición de motivos se había puntualizado queel paso 

·tía avanzar dela materia tributaria y alcanzar un campo mucho más amplio, constituí do por los 

untos fiscales. 
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La cuestión medular fue examinada por el tribuna len ese caso y en muchos otros 

cidos antes y después de esa fecha, llegándose a la conclusión de que en éstos asuntos, el juicio de 

ición es procedente en razón de satisfacerse la COIIl]i>etencia material del propio Tiibunal. 

En elasunto analizado, los razonamientos del pleno del Tribunal pata declarar infundado 

curso de revisión, confirmando la negativa de sobre:seimiento impugnada, fueron \os siguientes: 

"Por lo que se refiere al primer agravio formulado por la recurrente debe considerarse 

ndado atento a que sibien es cierto que la Secretaría de Hacienda y Crédito Público entre las facultades 

¡ue está investida, figuran algunas que nos fiscales, también lo es que la materia pensionaria, de que 

oie'n conoce la e~esadaSecretaria, forma parte del derechofiscal. La anterior afirmación tiene su 

{Oen el mismo derecho positivo. En efecto, la Ley de depuración de Créditos a cargo del Gobierno 

eral, dió competencia a éste Tribunal para conocer de créditos a cargo del Estado y señaladamente en 

ería de pensionesciviles y militares, así, en la exposícion de motivos de dicho cuerpo legal se 

tualizó que hasta el momento el propio T riunal venía conociendo sól ode materia tributaria; pero que a 

ir de ese momento, se ampliaba su competencia a términos que no eran tributarios, pero sí ficales. Por 

¡ue se refiere al Código Fiscal de la Federación en vigor, aún cuando ·el legislador empeó en el artículo 

del propio Código el término "autoridad fis,c;tl" en otros preeptos del mismo cuerpo legal habla de 

toridad administrativa'', lo que permite pensar que usó en dicho articulo la especie poligénero; de 

de es posible concluir que cuando se refiere a "autoridad fiscal" puede entenderse "autoridad 

lÍllÍstrativa". Por otro lado, desde el punto de visthdoctrinario aún ~-uando no existe unanimidad al 

iecto, es factible sostener el carácter fiscal de dicha materia pensionaría, dado que el fisco no es sino la 

1creción jurídica-económica del Estado; en consecuencia, si en ·e1' cas ose está en presencia de una 

stación a cargo del Estado o e una obligación pecuniaria correspondiente al mismo, tendrá carácter 

:al en esas condiciones, la autridad que actúe en dicha materia fiscal, paryicipando de dicho carácter; de , 
1de se sigue qne la Dirección de Crédito en la especie, obró como autoridad fiscal. por lo que es posible 

1cluir que si dich autoridad se abstuvo de concluir una instancia de particular hecha valer ante ella, se 

lfiguró la negativa fleta, puesto que, por un lado, dihca negativa fleta ne es sino un procedimento 

aico para dar lugar al particular para defenderse ante el silencio de la autoridad y por otro lado, si como 

tiene expuesto la abstención corresponde a una autoridad fiscal, compete a éste Tribuna le! juzgar sobre 

legalidad de dicha negativa ficta De todo lo anteriormente dicho, cabe concluir que no resulta cierto 

~ la sentenciadora haya violado en perjuicio de la recurrente, los artículos 92, 190 fracciones I, VII y 

l, 191 fracción II y 222 fracción fil del Código Fiscal de la Federación, así comoel 22 fracción V de la ., 
, Orgánica de éste Tribunal en relación con el artículo 6 de la Ley de secretaría y Departamentos de 
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ado, ya que la negativa de sobreseimiento fonnulada por la sala en la interlocutoria correspondiente, se 

:uentra apegada a derechosegún lo que se ha expuesto." 

De lo anterior se sigue que lo realment¡e relevante en la competencia del Tribunal Fiscal de 

Pederación para resolver los asuntos de la negativa peta, es ue la cuestión relativa a la naturaleza fiscal 
! . 

las autoridades a quienes se atribuye dicha negativa, debe enten!lerse satisfech;i ampliamente en los 

m.tos pensionarios ya que en ellos se está en prese¡icia de una prestación pecuniaria a cargo del fisco, o ... 
una obligación correspondiente al mismo, por loque tienen también carácter fiscal las autoridades que 

úen en dicha materia pensionaría. 

Criterio expresado que se corrobora con el texto de algunas jurisprudencias. 

* Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación. 

Epoca: 8a. 

Tomo: 8- septiembre 

Página: 161 

NEGATIVA FICTA. NO PRODUCE SU IMPUGNACION ANTE LA PROPIA 

ORIDAD QUE INCURRIO EN LA. 

Siendo la negativa ficta una ficción jurídica creada por el legislador en virtud de la cual, 

do una petición, instancia o recurso fiscal instaurado por un particular no es resuelto en un plazo de 4 

ses (artículo 37 del Código Fiscal de la Federación), se entiende resuelto negativamente y tiene como 

alidad dejar al particular en aptitud de combatir por los· medios legales dicha resolución, en esas 

cunstancias, ante la presencia de una resolución negativa que se considera acto definitivo de la 

oridad, el único medio de impugnación lo es a través de la instauración del juicio de nulidad ante el 

ºbunal Fiscal de la Federación, varias son las razones que permiten sostener la anterior afinnación, dos 

las cuales sonjurídicsas por derivar expresamente de la ley y la tercera es de índole práctico, a saber: a) 

la interpretación sistemática de los articulos 37 y 207 del Código Fiscal de Ja Federación, se obtiene 

e la demanda debe presentarse al Tribunal Fiscal de la Federación dentro de los 45 días siguientes a 

uél en que haya surtido efecto la notificación del acto impugnado, excepto en el caso mencionado en 

e expresamente se previene que, entratándose de negativa ficta el interesado podrá interponer la .. 
da en cualquier tiempo, mientras no se dicte resolución expresa en éste aspecto, es de considerarse 
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una resolución de negativa ficta nunca es realmente notifcada al particular y, por éste motivo, el 

ligo Fiscal de la Federación exime del plazo de 45:días para promover la demanda ante el Tribunal; b) 

otro lado, resulta' lógico cuestionar el hech!) 'ele que es dificil impugnar upa resolución que se 

:onoce y, por la misma razón, se desconoce también su fundamento y su motiyación, encontrándose 

~fenso el particular para combatirla; sin embargo,; ésta situación se ~cuentra r~suelta por el Código 

:al de la Federación; cuyo artículo 210 concede ¡tl demandante el derecho de: ampliar su demanda 

tro de los 45 dias siguientes al en que surte efecto~ la notificación del auerdo recaído a la contestación 

la demanda, lo anterior es evidente, toda vez q~e en la contestación de la demanda de nulidad la 

)ridad fundamentará y motivará su actuación y hasta entonces el particular conocerá dichos 

damentos, y es hasta ese momento en el que podrá combatir pública y eficazmente la resolución que le 

desfavorable; e) Finalmente, una razón práctica que hace concluir que la impugnación de éste tipo de 

)luciones no puede hacerse valer ante la propia autoridad administrativa lo es el simple hecho que al no 

oer resuelto la petición formulada por el particular dentro del término legalmente establecido, bien 

:de igualmente dejar de resolver indefinidamente las subsecuentes promociones que aquél le haga, 

lSionándole un perjuicio mayor, lo que hace neceario por un sólo principio de seguridad jurídica, quela 

mgnación correspondiente a una resolución negativa fleta ·se haga ante una autoridad diversa de la 

ninistrativa, que no es otra más que el Tribunal Fiscal de la Federación, lo que se corrobora con la 

ulación que de tal figura jurídica así como d~ su impugnación mediante el juicio anulatorio, hace el 

lenamiento tributario federal. 

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL 

lMER CIRCUITO. 

Amparo directo 394/91. Gloria Violeta Contreras. 9 de mayo de 1991. Unanimidad de 

>tos. Ponente: Hilario Bárcenas Chávez. Secretario: Fernando A Ortiz Cruz. 

· ¿SOBRESEIMIENTO COMO UNICO CAMINO A SEGUIR PARA RESOLVER EL 

.lOBLEMA? 

Para comenzar, precisaremos el significado del término sobreseimiento. 
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"Sobreseimiento.- Del latín supersedere significa desistir de la pretensión que se tenía. 

solución de un tribiinal por la cual se da por tenninado un proceso penal o de otra matt:ria, o bien se 

;pende indefinidamente su tramitación, por no exist:Í!" méritos suficientes para segujr adelante. "34 

"Se entiende, en general, por sobreseiipiento la detención del curso de un proceso por falta 

sus elementos constitutivos de carácter fundamootal>'35 

Bajo éste orden de ideas, diremos que viene a colación el tema sobreseimiento al caso en 

tudio, toda vez que fue el camino seguido por la autoridad jurisdiccional, específicamente el Tribunal 

;cal de la Federación en un principio para resolver las controversias que en materia de pensiones 

orgadas por el Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado se le sometíau 

ra su conocimiento y resolución; juicios en los que la el Instituto señalado como autoridad demandada, 

:nseguia a su favor el fallo que sobreseía el juicio con ayuda de los siguientes argumentos que en forma 

: 'machote', se presentaban en todos los juicios sin mayor variación que los datos especificos de cada 

l.into. 

Expresándose las contestaciones del Instituto demandado, en relación a las demandas 

erpuestas en su contra, en el siguiente sentido: /' 

* CONTESTACION DE LA DEMANDA INTERPUESTA POR EL PENSIONADO O 

!LADO ANTE LAS SALAS REGIONALES DEL REFERIDO TRIBUNAL FISCAL DE LA 

"ACTO IMPUGNADO 
. ' 

La pretendida negativa fleta recaída al escrito presentado ante el Subdirector General de 

estaciones Económicas del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, a 

vés del cual se solicita el incremento de la cuota pensionaría conforme al articulo 57 de la Ley del 

tituto. 

MARGAIN MACOUTOU, Emilio. De lo Contencioso Administrativo. De anulación o de ilegítinñdad. Edit. 
rrúa. México, D.F., 1988 pág. 387 
ALSINA, Rugo. Estudio de Derecho Procesal en Honor de Rugo Alsina. Sucesiones de Cía. Argentina de 
"tores, S.R.L., Buenos, Aires, Argentina, 1946 pág. 3 
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IMPROCEDENCIA Y SOBRESEIMIENTO 

PRIMERO.- El presente juicio es improcedente de conformidad con las causales previstas 

las fracciones II y XI del artículo 202 del Código Fiscal de la Federación, en relación con el 37 y 203 
' ' 

;ción Ji del mismo ordenamiento legal, ante la inex;istencia del ru.'to señalado como impugnado, ya que 

a la materia administrativa de seguridad social no se, prevé la figura de la negativa.J:icta. 

En efecto, el primero de los preceptos citados señala r-omo cansa de improcedencia del 

cio la impugnación de un acto que no corresponde conocer al Tribunal, así como también cuando de las 

1stancias de autos apareciera claramente que no existe el acto reclamado. 

Por su parte, el artículo 37 del Código invocado, señala que la begativa ficta se configura 

r Ja falta de contestación de las autoridades fiscales a las instancias o peticiones que hayan formulado 

te ellas cuando no se efectúa dentro del plazo de 4 meses. 

Del precepto anterior se advierte que la falta de contestación a las instancias o peticiones 

lo puede configurarse como negativa ficta si se dan los requisitos siguientes: 

1. - Que exista Ja presentación de la instancia o petición. 

2.- Que debe ser formulada ante las ailtoridades fiscales .. 

3. - Que transcurra el plazo de 4 meses sin que la antoridad haya dado contestación. 

En éstas condiciones, se aprecia que la disposición legal que prevé la figura de la negativa 

ta no se refiere a las constancias o peticiones formuladas ante toda autoridad, sino que concretamente 

"ala que es respecto de aquéllas que se formulan antes las autoridades administrativas de carácter fiscal. 

Por ello la figura jurídica sólo puede aplicarse cuando se trate de autóridades fiscales. 

Como se puede apreciar de la ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los 

ajadores del Estado, en la misma no se prevé la figura de la negativa ficta como tampoco se 

ntempla la posibilidad de aplicar supletoriamente las disposiciones del Código Fiscal de la Federación, 
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. ' 

ón por la cual es evidente que no puede aplicarse a la autoridad que 'se representa, la disposición que 

:vé dicha figura. 

Es el caso si bien es cierto, que se elevó una instsncia o petición ante una autoridad del 

tituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, también lo es que no se 
' . ¡ 

:sentó dentro del ámbito competencional específü:o;de carácter fiscal además de q)ie la autoridad ante la 

e se presentó la autoridad no es una autoridad fiscal. 
,• •. 

En efecto, la instancia que nos ocupa se presentó ante una autoridad del Instituto de 

guridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, cuyas facultades corresponden al ramo de 

estaciones de seguridad social y de ninguna manera tienen el carácter de fiscales. 

En consecuencia no se dan los supuestos legales para considerar que pueda aplicarse la 

1ura de la negativa ficta en la materia específica de que conoce las autoridades administrativas 

presentadas, máxime que es requisito sine-cua-non para considerar las existen<-'ias de tal figura, que la 

y así lo establezca expresamente, pues de lo contrario se está ampliando el sentido de la disposición 

al y como consecuencia el ámbito copetencional de ese H. Tribunal Administrativo, contraviniendo el 

· cipio de legalidad, ya que las autoridades sólo yueden hacer lo que expreamente les permite la Ley. 

Más aún cabe señalar que la figura de la negativa ficta solamente se encuentra 

nternplada dentro de los siguientes elementos: Ley Federal de Competencia Económica, Ley del Banco 

México, Ley federal deProcedimientos Administrativos y Código Fiscal de la Federación; sin embargo, 

la ley de éste Instituto no se contempla dicha figura y menos aún la aplicación supletoria del Código 

sea! de la Federación, de modo tal que no existe fundamento legal alguno para considerar que en contra 

éstas autoridades administrativas, puede configurarse la multicitada negativa fleta. 

SEGUNDO.- En el supuesto no concedido de que llegara a considerarase que en la 

teria administrativa específica sí se prevé la negativa fleta y que se estimara configurada, el juicio 

bién resultaría improcedente con base en los artículos 202 fracción VI del Código Fiscal de· 1a 

eración, en relación con los diversos 203, fracción II del mismo ordenamiento y· 23 de la Ley Orgánica 

l Tribunal Fiscal de la Federación, así como 162 de la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios 

ciales de los Trabajadores del Estado. 
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Al respecto, el artículo 23 de la Ley Orgánica del Tribunal fo;cal de la Federación 

:ablece que las salas regionales de ese H. Tribunal conoceránde resoluciones definitivas, entendiéndose 

• éstas cuando no adlniten recursos administrativos o que Ja interposición de ellos sea optativa para el 

:eresado. 

En consecuencia, el juicio ante ese Tribunal es improcedente contra actos que puedan 

lpugnarse por medio de algún recurso o medio de defensa, excepto aquéllos c:uya interposición sea 

,tativa." 

Vigentes hasta diciembre de 1998, estuvo el recurso de apelación contemplado como una 

stancia más para las autoridades promoventes, en el Código Fiscal de Ja Federación, mismo que en 

lSOS como el que nos ocupa, se utilizó por el Instituto multirreferido, de la siguiente mmera, en forma 

¡neral: 
! 

* RECURSO DE APELACION INTERPUESTO POR EL INSTITUTO DE 

GURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS .TRABAJADORES DEL ESTADO , 

MBATIENDO LAS SENTENCIAS DE PRIMERA INSTANCIA EMITIDAS POR LAS SALAS 

GIONALES DEL TRIBUNAL FISCAL DE LA FEDERACION, Y PRESENTADO ANTE LA SALA 

ERIOR DEL MISMO. 

"AGRAVIOS 

PRIMERO.- Violación a los artículos 202 fracción II y XI, 203 fracción II del Código 

scal de la Federación en relación con el diverso 37 del mismo ordenamiento legal, en su texto vigente 

ta el día 31 de diciembre de 1995, así como a las tesis de jurisprudencia del Tribunal Fiscal de la 

eración número 125 denominado: "NEGATIVA FICTA.- EL TERMINO DE 90 DIAS 

ARTICULO 92 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, ES 

LICABLE A LAS AUTORIDAD$ ADMINISTRATIVAS", publicado en Ja Jurisprudencia del mismo 

·bunal 1977-1993 a fojas 389. 

En la sentencia que se cuestiona, la sala fiscal señala que: 

" Tal como se señaló con antelación es claro que se configura la negativa ficta 

pugnada por la hoy actora, toda vez que en el caso específico la autoridad no dió contestación a la 
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:tancia presentada por el particular en el término dt.: ley, ni mucho menos antes de la presentación de la 

manda" 

Aplicando para ello la jurisprudencia 125, establecida por la Sala Superior que lleva como 

)ro: 

"NEGATIVA FICTA- EN EL TERMINO DE 90 DIAS ESTABLECIDO EN EL 

ilTICULO 92 DEL CODIGO FISCAL" OE LA FEDERACION ES APLICABLE A LAS 

UTORIDADES ADMINISTRATIVAS". 

La consideración de la sala fiscal en la !';entencia, cailsa agravio a la parte que represento, 
• 

da vez que realiza una errónea interpretación del contenido del artículo 3 7 del Códig~ Fiscal de la 

lderación, al determinar que la figura jurídica de la negativa ficta se aplica ante solicitudes que son 

·esentadas ante una autoridad que no es fiscal. 

Ciertamente, de acuerdo con el artículo 37 del código citado, se determinaba que "las 

1stancias o peticiones que se formulen a las autoridades fiscales d~berán ser resueltas en un plazo de 4 

1eses, transcurrido dicho plazo sin que se notifi3ue la resolución, el interesado podrá considerar que la 

~toridad resolvió negativamente e interponer los medios "de defensa en cualquier tiempo posterior a dicho 

lazo mientras no se dicte la resolución, o bien, esperar que ésta dicte". 

Del precepto legal mencionado se advierte que las instancias o peticiones respecto de las 

¡ue se configura la negativa fleta, deben ser aquellas que se presentan ante autoridades fiscales que no son 

entestadas dentro del plazo de 4 meses. 

En el presente caso, si bien es cierto que existió una solicitud de inc.-remento a la cuota 

liarla de pensión y ésta no fue contestada de manera expresa dentro del plazo e 4 meses por la autoridad 

111te quien fue elevada, también lo es que la autotidad ante quien fue presentada la promoción, no es de 

:arácter fiscal sino que corresponde al ámbito competencional meramente administrativo en materia de 

;eguridad social para los trabajadores al servicio del Estado, es el caso que la ley del Instituto · de 

)eguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, no prevé tal figura jurídica, lo cual es un 

requisito sine-cua-non para considerar la existencia de un acto presunto como 1 es la negativa fleta y 

itribuirla en ese sentido a la autoridad correspondiente. 
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La negativa ficta no opera legalmente, respecto de una solicitud presentada ante 

toridades del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de Jos Trabajadores del Estado, en materia de 

;remento a la cuota ~aria de pensión en virtud de que conforme al articulo 37 d.el Código Fiscal de la 

deración, Ja figura solo se presenta respecto de ÍnSffillCia O peticiones que se forrjlulan ante a¡¡toridades 

' naturalezafiscal. 

En estas condiciones es claro que no se dan los supuestos de la norma legal que 

presamente señala que la negativa ficta se configura tratándose de instancias o peticiones presentadas 

te autoridades fiscales y por tanto el presente· :iuicio es improcedente por inexistencia del acto 

1pugnado, ya que estamos en presencia de autoridad admiistrariva en el .sentido formal y material . . 
'. 

Por" lo tanto, es indebida la aplicación que formula la a quo respecto del atículo 23 

ción VI de la Ley Orgánica del Tribunal Fiscal de la Federación, yaque si bien es cierto que en el 

smo se señala la competencia en materia de pensiones civiles sea con cargo al Erario federal oal 

tituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado. pero es el cas oque la 

mptencia de los actos presuntos no se dan por voluntad del interesado, de la autoridad administrativa o 

· sdiccional, sino porque el sentido de acto presunto lo preveé Ja ley. 

Es por ello que la negativa fleta, esa ficción la debe contemplar expresamente la ley 

pecto de determinadas instancias y en el caso se trata de instancias o peticiones a las autoridades del 

titulo de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado cuando en su ley no establece 

cepto alguno que contemple la negativa fleta. 

En consecuencia no es fundado que con la finalidad de hacer posible el acceso a la 

"sdicción contenciosa administrativa, se amplíe la competencia del Tribunal Fiscal de ia Federación, 

conocer de un acto presunto que no prevé la ley, ya que ello importaría unaviolaciónal principio de 

alidad, porque la autoridad sólo puede hacer lo que la ley le permite. 

De tal manera que en el caso a que se refiere dicho precepto, se debe estar en lo 

blecido en el Código Fiscal de la Federación, y a la propia ley, pero resulta que el cuestionamiento de 

negativa ficta no se trata de procedimiento ni en nillguno de los alcances de la sentencia, sinoa la 

cedencia del juicio. 
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No es obice para la anterior conclusiqn lo sostenido en la t1<5is de jurispmdencia fijada por 

'ribunal Fiscal de la Federación que se identifica con el rubro de: 

"NEGATIVA FICTA.- EL TER.l\1INO E 90 DIAS ESTABLECID() EN EL ARTICULO 

DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN ES APLICABLE A LAS ACTORIDADES . . . 
MINISTRATIVAS.", por las razones siguientes: 

1.- Del texto de las tesis jurisprudenciales referidas, se advierte que cuestionó la 

posición legal que estableció en el artículo 92 del Código Fiscal de la Federación, que en su momento 

~rpetó la negativa ficta, aprobando el texto en sesión del 6 e abril de 1982, y no el artículo 3 7 del código 

.ente. 

2.- Las razones ue se consideran en la tesis en cuestión ya no son aceptabes en la . . 
ualidad, habida cuenta de que considera que si el precepto se refeire expresamente a las autoridades 

~es, " ... ello "se ecpica porque originalmente el Tnbunal Fiscal de la Federación sólo tenía 

cnpetencia en materia fiscal y, por lo mismo, debe entenderse que al irse ampliando su competencia, el 

:islador estimó innecesario hacer precisiones de vocabulario, puesto que era lógicoque al darse esa 

tplicacióntenía las características de todo el sistc;ma del juicio de nulidad .. " 

Lo anterior no es aceptable en la actualidad, dado que si bien el artículo 37 del Código 

;cal de la Federación contiene en esencia el sentido nom1ativo del que fuera el artículo 92 del mismo 

digo, también 1 oes que precisamente al ser efonnad oel precepto, el legislador nuevamente insistió en 

rralar de manera clara que la begativa se configurarla respecto de instancia o peticiones que se presenten 

te las autoridades fiscales, por lo que si realmente hubiera sido la intención del legislador ampliar tal 

1ura a otras materias que son competencia del Tribunal Fiscal de la Federación, así lo habría establecido 

1 la reforma al precepto legal. 

Por lo tanto respecto de la solicitud que nos ocupa no se configura la negativa ficta, ya que 

> se dan los supuestos del precepto que contempla dicha figura juridica, porque si bien estamos en 

·esencia de una solicitud y se ha dado el silencio de la autoridad, también lo es que ésta no es de la 

1turaleza que precisa la ley. 

Por ello, la correcta interpretación que debe darse al artículo 37 del código invocado, es 

ie la negativa ficta sólo se configura respecto de instancias o peticiones que se elevanante autoridades 
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1cales y no comoen el presente caso que se trata de una solicitud de incrementode pensión ante 

toridades del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, que son de la 
' ' 

•mpetencia administrativaen el ramo de la seguridad social para los trabajadores aJ servicio del Estado, y 

tr lo tanto, no se conf!gura el supuesto del artículo 37 del Código Fiscal de la Federación. 

Es más, el artículo 37 cuestionado se encuentra dentro del título tll,denominado "De las 

teultades de las Autoridades Fiscales", por lo que no puede aplicarse a las autoridades que actúan por 

irtud de facultades meramente administrativas, como en el presente caso sucede con el Instituto de 

uridad y Servicios Sociales de !os Trabajadores del Estado, en materia de solicitudes de pensión, por lo 

e es una autoridad formal y materialmente administrativa en el caso. 

Más aún, la negativa ficta 'únicamente se configuraría en el caso de que el pensionista 

biese agotado la definitividad a que se rfiere el artículo 162 de la ley del Instituto de Seguridad y 

ervicios Socialeg de los Trabajadores del Estado ante la Secretaria de Hacienda y Crédito Público que sí 

una autoridad formal y materialmente fiscal, y solamente si está en conducto de la Procuraduría Fiscal 

e la Federación, como facultada para resolver en definitiva, incurriera en la falta de contestación dentro 

el plazo de 4 meses, entonces si seria aplicable el artículo 37 del Código Fiscal de la Federación. 

En apoyo a lo anterior, cabe citar la tesis siguiente: 

NEGATIVA FICTA, SOLO OPERA RESPECTO DE AUTORIDADES. FISCALES 

TICULO 37 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN).- La expresión "autoridades :fiscales" 

pleada por el legislador en el artículo 37 del Código Fiscal de la Federación qne prevé la figura de la 

egativa fleta, no debe confundirse con el término "autoridades administrativas" que en su sentido lato se 

nsigna en algunas disposicones del propio ordenamiento, pues aunque las autoridades fiscales tienen 

se carácter, no toda autoridad administrativa es fiscal, por eso, aI establecer el anota precepto que "las 

stancias o peticiones que se formulen a las autoridades fiscales deberánser resueltas en un plazo de 4 

eses", debe entenderse que la negativa fleta opera únicamente respecto de peticiones no contestadas por 

autoridades fiscales o bien por autoridades fonnalmente administrativas pero materialmente fiscales, 

ues se trata de una norma que forma parte del sistema de disposiciones reguladas "de las facultades de 

as autoridades fiscales" a que se refiere el Título Il1, Capítulo Unico del Código Fiscal de la Federación. 

sí, el numeral 37 en cita no tien el alcance 'cte comprender en la negativa :ficta las peticiones no 

ntestadas por las autoridades fonnal y materialmente administrativas respecto de cuestiones diversas al 
' 

rden fiscal, puesto que no fue esa la intención del legislador. 
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SEGUNDO TRIBUNAL COLEIADO DEL CUARTO CIRCUITO. 

Revisión Fiscal 19/95. Subdirector ~eneral Jurídico del Instituto d~ Seguridad y Servicios 

>ciales de los Trabajadores del Estado. 10 de mayo de 1995. Unanimidad de Votos. Ponente: Arturo 

arocio Villalobos. Secretario: Carlos Rafael Domínguez Avilán. 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. 9a:Epoca. Tomq I. junio de 1995. Tesis 

1. Segunda. 5a. página 482 

NEGATIVA FICTA, SU OPERACION (INSTITUTÓ DE SEGURIDAD Y SERVICIOS 

OCIALES DE LOS TRABAJADORES DEL ESTADO).- El Institu~ de Seguridad y Servicios Sociales 

e los Trabajadores del Estado, como organismo descentralizado, es una autoridad formalmente 

iministrativa aunque materialmente fiscal, si el asunto de que se trata es de naturaleza fiscal (verbigracia, 

¡iestiones relacionadas con aportaciones de sehuridad social) evento en el que cobra vigencia el artículo 
1 

!7 del Código Fiscal de la Federación que prevé la negativa fleta pues dicha figura jurídica opera 

· camente respecto de autoridades fiscales o bien de autoridades formales administrativas pero 

aterialmente fiscales: en cambio, el propio ~tituto es una autoridad formal y materialmente 

· · strativa cuando lo discutido está vincullldo· con prestaciones de .seguridad social, como lo es el 

cremento de una pensión jubiltoria, situación qne de modo alguno versa sobre aspectos de naturaleza 

scal y no se ubica, por tanto, en la hipótesis prevista por la norma en cita que, como se ve, no tiene ese 

canee. 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL CUARTO CIRCUITO. 

Revisión Fiscal 19/95. Subdirección General Jurídico del Instituto de Seguridad y 

ervicios Sociales de los Tral>ajadores del Estado. 10 e mayo de 1995. Unanimidad de Votos. ponente: 

to Barocio Villalobos. Secretario: Carlos Rafael Domínguez Avilán. 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. 9a Epoca. Tomo I. junio de 1995. Tesis 

. Segundo. 4a. página 482. 

NEGATIVA FICTA. IMPROCEDENCIA DE LA. (I.S.S.S.T.E.).- De conformidad con lo 

·spuesto por el artículo 37 del Código Fiscal de la Federación, la ñgurajuridica de la negativa fleta, solo 
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... 
: configura respecto de instancias o peticiones que se presenten ante autoridades de naturaleza fiscal, 

iesto que dicho precepto establece expresamente que: "la~ instancias o peticiones que formulen a las 

itoridades fiscales deberán ser resueltas en un pl~o de 4 meses. Transcurrido dicho plazo sin que se 

)tifique la resolución, el interesado podrá considerar que la autoridad resolvió negativamente e 

1terponer los medio~ de defensa en cualquier tiempo posterior a dicho plazo ·mientras no se dicte la 

:solución o bien, esperar a que ésta se dicte. Ciíando se requieraa lpromovente que cumpla con los . 
:quisitos omitidos o proporcione los elementos necesarios para resolv~, el témrino comenzará a correr 

esde que el requrimiento baya sido cumplido". Consecuentemente, si existe una solicitud de incremento a 

l cuota diaria de pensión y ésta no fue contestada de manera expresa dentro del plazo seilalado por el 

rtículo antes citado porla auroridad denominada ante quien fue elevada dicha petición, también lo es que 

! naturaleza de dicha autoridad que recibió la solicitud no es de carácter fiscal sino que corresponde al 

mbito competencia! meramente administrativo en materia de seguridad social para los trabajadores al 

ervicio del Estado, advirtiéndose que la ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los 

~rabajadores del Estado no prevé la figura jurídica de la negativa fleta, lo cual es un requisito sine-cua-

1on, para considerar la existencia de éste acto y poderselo atnbuir en este sentido a la autoridad 

oorrespondiente. Por ende, la causal de improcedencia prevista por el artículo en comento, que hizo valer 

a recurrente en el juicio de nulidad se surte plenamente en la especie. 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL OCTAVO CIRCUITO. 

VIII.lºJ/4" 

Haciendo notar que a pesar de lo convincente que pudieran parecer dichos argumentos, 

)Or todo lo expuesto a lo largo del desarrollo de éste capítulo, no le asiste la razón a la autoridad 

demandada, al tratar de ir, bajo nuestra persoual opinión, en contra de un legítimo interés de los 

particulares. 

5.- ULT™O RECURSO: EL JUICIO DE AMPARO. 

Aún cuando en la mayoría de las ocasiones se concedía la razón al particular demandante, 

la Sala Superior del Tribunal Fiscal de la Federación que conoció del gran número de juicios de apelaéión 

promovidos ante competencia durante el año de 1997, decidió tomar un criterio por medio del cual 

inclinaba la balanza en forma errónea hacia el Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los 

Trabajadores del Estado, lo cual orilló a los pensiones y jubilados, actores en los juicios, a acudir ante la 

máxima instancia de nuestros procesos legales, el Juicio de Amparo a través del cual se manifestaron 
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gumentos que como ya vimos contradictorios en üricio, pero aclarados por la propia Corte, de entre los 

ales podemos señalar algunos como los siguientes para obtener el resultado del otorgamiento del 

JJparo y Protección iie la Justicia Federal hacia los quejosos. 

"lnter¡'>ongo el presente juicio de gapmtías para efecto de que la Justicia de la Unión me 

npare y proteja de ll¡S autoridades y actos reclama¡los. Para efectos de que no se viole en mi perjuicio la 

:y Procesal del Trabajo, que para nada tomó en cuenta la Segunda Sección ~e la Sala Superior del 

ribunal Fiscal de la Federación, en ese asunto de materia de pensiones que deviene del derecho del 

ibajo y previsión social que consagra el artículo 123 de la Constitución. solamente tomó en cuenta lo 

spuesto por el Código Fiscal de la Federación el cual no fue propiamente legislado para tratar asuntos de 

:guridad social, sino que fue creado para tratar asuntos de los infractores de impuestos ante la Secretaria 

: Hacienda y Crédito Público, nada más ingrato e injusto que apicarlos en contra de los derechos de los 

nnildes y sin iJifluencia pensioni>1a Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del 

stado como si también fueran infractores de la ley, razón por la cual nos encontramos en la extrema 

)breza, sin más esperanzas o sueños de alegria que la muerte, ya que tal Código Fiscal de la Federación y 

iertos funcionarios públicos no respetan los principios y lineamientos juridios del derecho del trabajo y 

revisión social que concede el artículo 123 Constitucional, que en su parte relativa nos ciuda y protege a 

ivel de orden públicode la miseria a través e lo~_ artículo 15, 57 y 186 de la ley del Instituto de Seguridad 

Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, concediéndonos pensiones de monto suficiente para 

!ltisfacer las necesidades de un jefe de familia en lo material para alimentos, en lo social para 

istracciones sanas' y en lo cultural para la educación obligatoria de los hijos; no obstante que las leyes 

specíales que rigen los derechos y obligaciones el Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los 

'rabajadores del Estado y sus derechohabientes no se admiten juicios o recurso alguno que implique 

::nuucia a tales pensiones. 

En efecto, la Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Fiscal de la Federación, al 

ictar su resolución y sentencia viola en perjuicio de los pensionistas Instituto de Seguridad y Servicios 

:Ociales de los Trabajadores del Estado, la ley procesal del trabajo en los términos de sus artículos del 685 

11010, que establecen: .. 

a) La suplencia de la deficiencia de la demanl!á; complementándola o mandándola 

orregrr en su caso. 

b) La suplencia de la deficiencia de la probatoria por parte del trabajador. 
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c) La eliminación prácticamente del principio fundamental de la carga probatoria al 

~vertirla hacia la contraparte del trabajador, quedar¡do en consecuencia sin aplicación el ouus probandi, 

le quien debe probar el que esté en mejor posibilidaq de hacerlo. 

d) El quebrantamiento del principio de paridad procesal y se obliga a la autoridad del 

rabajo a constituirse en juez y parte, en favor d~ la garantía de legalidad del derecho del trabajo y 

•revisión social que consagra el artículo 123 Constitucional. 

e) El rompimiento de la estructura de varios principios del derecho procesal de carácter 

¡niversal, en aras de darle preminencia al principio inquisito del derecho del trabjo y previsión social que 
' . 
f<>nsagra el artículo 123 Constitucional. 

f) Se aparta de la verdad material en la aplicación del derecho, en aras de un 

roteccionismo hacia determinado sector, propio de un país ne~ente obrerista como lo es México a 

artir de la Constitución de 1917. 

g) En suma se provoca in~encionalmeate a lo largo del proceso el estad ode indefención 

•ara la contraparte del trabajador, con el pretendido de ser la clase fuerté dentro del juicio. 

Con lo cual la tendencia obrerista legislativa es indiscutible, y la clase trabajadora se 

ncuentra protegida de todas las estipulaciones que impliquen renuncias a sus derechos, aún en contra de 

a ropia voluntad del trabajador y aunque se expresen en contra del contrato por vía de los artículos 123 

racción XXVII incisos g) y h) de la Constitución, 10 de la Ley Federal de los trabajadores al servicio del 

~stado y 5o. de la Ley Federal del Trabajo. 

> • 

Es decir, que cuando sólo la volunt¡id del Código Fiscal de la Federación manda en estos 

untos del derechodel trabajo y pevisión social que consagra el artículo 123 ·constitucional, y no se toma 

cuenta lo dispuesto por el artículo 123 Constitucional para emitir autos y laudos hay ilegitimidad, hay 

'.!justicia, hay despotismo y cuando no es así, y se toma encuenta lo dispuesto por el artículo 123 

'onstitucional, la razón impera, hay legitimidad, hay justicia y hay libertad. 

Los actos de autoridad que no han emanado de la razón, son actos de autoridad injustos, y 

1 hacer un acto de autoridad declaración del derecho y la justicia su finalidad es para ser justa y legítima 

1 emanar de la razón. 
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- APLICABILIDAD DE LA JURISP~UDENCIA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE •.. 
A NACIÓN Y DE LOS TRIBUNALES COLEGIA~OS Y FISCAL DE LA FEDERACION EN 

ELACION A LAS PENSIONES OTORGAQAS POR EL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y 

E:RVICIOS SOCIALES DE LOS TRABAJADl?RES DEL ESTADO. 

Como, mero recordatorio de los principios y reglas generales de la ciencia juridica, 
' 

encionamos la obligatoriedad y apicabilidad de los criterios jurisprudenciale~ emitidos por nuestros 

·ganos jurisdiciconales, especialmente los de los Tribunales Colegiados y Suprema Corte de Justicia de 

Nación para ellos mismo y Tribunales de menor jerarqufa. 

Conforme al artículo 193 de la Ley de Amparo se establece que la Jurisprudencia es 

>ligatoriapara los Tribunales Administrativos y que la Jurisprudencia no es una ley emanada del Poder 

egislativo, pero con la misma fuerza que tiene la ley, ya que es la interpretación que hacen los Tribunales 

olegiados y la Suprema Corte de Justicia de la Nación de las leyes, por lo tanto la Jurisprudencia 

;considerada Ley para los efectos de su aplicación. 

Principio con el cual sin duda alguna, todas las tesis y jurisprudencias transcritas en éste 

apítulo, son totalmente válidas, de manera que ¡>ara el caso de contradicción entre ellas, son las mismas 

1toridades judiciales, las wue resuelven dicha contradición, tal es el caso de la materia pensionaría civil 

1 relación con el Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado qne ha dado 

gar al surgimiento de la siguíente tesis, 'norma' tomada ya hoy en día, para ventilar los juicios que en 

;ta materia, se interpongan ante el Tribunal Fiscal de la Federación. 

"RUBRO: NEGATIVA FICTA. SE GENERA ANTE EL SILENCIO DEL INSTITUTO 

E SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS TRABAJADORES DEL ESTADO RESPECTO 

E SOLICITUDES FORMULADAS POR SUS PENSIONADOS. 

El articulo 37 del Código Fiscal de la Federación prevé que cuando las instancias o 

)ticionesque se formulen a las autoridades fiscales no sean resueltas en un plazo de 3 meses, el 

.teresado pordrá considerar que la autoridad resolvió negativamente e interponer medios de defensa ·en 

ialquier tiempo posterior a dicho plazo. Ahora bien, una interpretación sistemática de este precepto, la 

tal es permitida por el artículo 5o. del propio ordenamiento legal, permite concluir que la figura de la 

)gativa ficta que dicha norma contempla, no se constriñe únicamente a las autoridades de carácter 

ormalmente fiscal, sino que su aplñicación se extiende rtambién a autoridades formalmente 
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lminístrativas pero cuyas facultades guarda relacióu con la materia fiscal.y que a la vez e::.'tán sometidas a 

. competencia del Tribunal Fiscal de la Federación. Tal es el .:aso del Instituto de Seguridad y Servicios 

ociales de los Trabajadores del Estado, el cual, au¡ique reviste el carácter de uni.1 autoridad formalmente 

;ministrativa por tener como objeto la adm~stración de seguros, prestaciones y servicios que 

)mpenden la seguridad social; también comparte: la naturaleza fiscal, pues p~a el logro de sus fines 

:iliza la recaudación de las contribuciones que el artículo 2 del Código Fiscal pe la Federación define 

)mo "aportaciones de segyuridad social", consistentes en cuotas establecidas en la ley a cargo de 

monas que son sustituidas por el Estado ene! cumplimiento de obligaciones fijadas por la ley en materia 

e seguridad social o a las personas que se benefician. en forma especial por servicios de tal naturaleza 

roporcionados por el mismo Estado. Por otra parte, el Tribunal Fiscal de la Federación es un órgano 

picarnente administrativo, ya que sus funciones jurisdciccionales encuentran campo de aplicación en 

istintas ramas y materias de la Administración Pública Federal y no sólo en el área fiscal, pues así se 

esprende de la redacción del artículo 11 de su Ley Orgánica, que incorpora un catálogo de hipótesis que 

:presentan los casos en que se surte su competencia, con la particularidad de que en esa amplia gama de 

upuestos, se observa wue las resoluciones administrativas susceptibles de combatirse en el juicio de 

ulidad son de naturaleza diversa y no sólo ·de carácter fiscal, como ocun·e precisamente con las 

~soluciones a que serefiere la fracción VI, relativas a las que se dicten en materia de pensiones civiles, 

ean éstas con cargo al Erario Federal o al nú§mO Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los 

'rabajadores del Estado. En este contexto, cabe concluir que el sil~qo de las autoridades de la naturaleza 

estacada, de la que participa la nombrada institución de seguridad social, también constil'.iye la figura .. ~· 

mdica de la negativa fleta, pues de estimar lo contrario, contravendria la garantia contenida en el 

egundo párrafo del artículo 17 Constitucional ya que coartaría el derecho que tienen los pensionados por 

ste Instituto de reclamar vía juicio de nulidad su silencio ante las dpnandas que guarden relación directa 

on Is prestaciones que se hubieren otorgado. 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL DECIMOCUARTO CIRCUITO. 

PRECEDENTES: 

TC142023.9 en 
Amparo directo 289/97.- Fernando Emilio Mézquita Rejón. 3 de julio de 1997. 

nanimidad de Votos. Ponente: Pablo V. Monroy Gómez. Secretario: José Guadalupe Orta Méndez . 

.¡. 

214 



TC142023.9 CI2 

Amparo directo 290/97.- Wilma Elena Puc Madero. 3 de julio ele 1997. Unanimidad de 

'otos .. Ponente: Raquél Al dama Vega. Secretario: Agustín López Díaz. 

TC142023.9 CI13 

Amparo directo 337/97.- Irma Aguilar Quiñones. 10 de julio d~ 1997. Unanimidad de 
' 

'otos .. Ponente: Pablo V. Monroy Gómez. Secretario: José Guadalupe Orta Méndez. 

TCl42023.9 CI4 

Amparo directo 335/97.- J. Jesús Morales Rosas. 10.'de julio de 1997. Unanimidad de 

·otos .. Ponente: Raquel Aldama Vega. Secretario: Agustín López Díaz . 
• 

TC142023.9 CI5 

Amparo directo 339/97.- Deisy Agustina Castilla Montalvo.- 10 de julio de 1997. 

lnanimidad de Votos .. Ponente: Raquel Aldama Vega. Secretario: Lucía Díaz Moreno. 

El Licenciado Jesus Ariel Sosa Radúk. Secretario de Acuerdos del Segundo Tribunal del 

Jécimo Cuarto Circuito. Certifica: Que el rubro 'y texto de la anterior Tesis Jurisprudencia! fue aprobada .. ·' 

or unanimidad de votos de los Señores Magistrados Licenciada RHquel Aldama Vega Presidente; 

icenciado Femando Amoros Izaguirre, y Licenciado Pablo V. Monroy Gómez, en sesión del día de hoy. 

férida Yucatán a 10 de julio de 1997." 

'El interés tiene piés y anda', repetimos muchos, algunos sabiendo el alcance e la frase 

tros cuantos imaginándolo y unos más desconociéndolo; sumado ello a otro principio de derecho 

enominado de 'economía procesal', es que hoy en día, el Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de 

>S Trabajadores del Estado, ha tratado de poner fin desde el inicio de éste año, a la serie de innumerables 

'· cios promovidos en su contra ante el Tribunal Fiscal de la Federación por cuenta del incremento de las 

siones civiles por éste Instituto otorgadas, con fundamento en lo dispuesto por el numeral 57 de su ley 

e les concede tal derecho a los pensionados y jubilados. 

El fin felíz que el Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del 

o implementó, fue abriendo las puertas de sus instalaciones con el planteamiento fisico de la 

guridad de que todo pensionado o jubilado que acuda ante él con la intención de ver incrementda sn 

sión o jubilación conforme al sueldo de los trabajadores en activo wue ocupan sus mismas plazas, 
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podrán hacerlo con tan sólo cubrir los requisitos que la propia ley señala y con la petición correspondiente, 

concediéndole un tiempo razonable a la autoridad para que lo realice, pero sin perder de vista la certeza de 

sus actuaciones sin que se requiera para ello procedimiento judicial alguo. 

Lamentable y desgraciadamente, ésta no es la excepción a la regla de abusos de los 

incapacitados, ancianos, enfermos, ignorantes, humillados, pobres y en algunos casos hasta miserables ex 

trabajadores al servicio del Estado, que depositando toda su confianza en el Instituto de Seguridad y 

Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado que tiene a su cargo la protección de su bienestar y el 

aseguramiento de la seguridad social con todo lo que implica para ellos, el único tesoro que les queda en 

las manos después de trabajos y esfuerzos reflejados en la dedicación por gran parte de su vida y 

seguramente de sus mejores años, al cumplimiento de las funciones estatales, su confianza y esperanza de 

ser respetados como seres hum\l°os. 

Decimos que no es la excepción a la burla de las autoridades, porque si bien es cierto en 

fo1ma aparente se facilitó el camino a los pensionados y jubilados para obtener el aumento en sus 

pensiones y jubilaciones a través de 'sencillo trámite', también lo es que debiendo de practicarse éste 

desde la fecha en que como dice la propia ley del Instituto de Seguridad y Servicl?s Sociales de los 

Trabajadores del Estado el trabajador causó baja y se volvió jubilado o pensionado, en forma de dádiva se 

ofrece a los ex servidores públicos, el debido anmento sólo en lo que concierne a los meses que han 

transcurido del año en curso, es decir, desde el día lo. de enero hasta el día de hoy, dejando en el olvido 

(quien sabe porqué), dios lapsos que desde un mes hasta ya 15 o 20 años pueda tener una personaen su 

haber como jubilado o como pensionado. 

No restándonos nada más que decir que ojalá los funcionarios que toman determinaciones 

tan ilógicas e injustas el día de hoy al ocupar altos cargos dentro de la Administración Pública, al tener el 

tesoro de contar con el regalo de la vida por muchos años más, no llegoen a estar algún día en los 

'zapatos' de quienes no pueden decir más que 'gracias' a los abusos practicados en cumplimiento de sus 

órdenes, creyendo hacerles un favor a quienes labraron el camino y marcaron la senda por la que ellos 

mismos se desenvuelven, y se identifica con una sola palabra que es incluso una de las garantías 

individuales de todo ciudadano mexicano: el 'trabajo'. 
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CONCLUSIONES 

1.- El Estado, como elemento fundamental e imperativo en el orden de cualquier sociedad, concebido 

como un ente meramente ficticio pues físicamente es irreal, para el cumplimiento cabal de sus acciones ha 

creado a través de los tiempos diversos mecanismos que le permiten dicho fin, tal es el caso de la función 

pública, que bajo nuestro personal punto de vista, concebimos como el conjunto tanto de derechos como de 

obligaciones, que puedan derivarse y se derivan, de la relación de tipo laboral que existe entre el Estado y sus 

trabajadores, figura juridica que tiene el origen mismo de su esencia, en el cúmulo de ramificaciones que de 

dicho rubro podemos derivar y que a final de cuentas, es lo que mantiene con vida al propio Estado 

2. - Como un ente meramente incorpóreo e indiscutiblemente necesario, el Estado se conforma y 

existe gracias a todos los seres humanos que sin duda alguna lo dotan de existencia y vida, aportando para el 

cumplimiento de las diversas funciones que tiene a su cargo, ya sea una actividad fisicia y/o intelectual con el 

fin de atender los propósitos es\atales, y como todo trabajo, mediante la justa retribución a tales esfuerzos, de 

manera que la Administración Pública se realiza por los hombres y mujeres que la conforman, a quienes se les 

denomina de manera indistinta como funcionarios públicos, servidores públicos o de manera más 

generalizada, trabajadores al servicio del Estado, aunque en la mayoria de las ocasíones y con total 

despotismo y desprecio bien ganado por algunos malos elementos, tan sólo conocidos como burócratas, a 

recordar parte bilateral y no contraria del Estado, dentro de la función pública. 

3. - El derecho como punto primordial en las relaciones humanas, a través del aspecto laboral y 

siendo de éste tipo el vinculo que existe entre el Estado y sus trabajadores, motivando que los legisladores de 

su tiempu, en forma pionera y en algunas ocasiones los de la actualidad, desviaran su atención a los 

trabajadores que laboraban para el Estado, siendo así como con base en la Constitución Política los Estados 

Unidos Mexicanos, mediante el nacimiento de la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado, se 

consagran una serie de derechos y deberes específicos para los entes fisicos que conforman al Estado, 

abarcándose como puntos primordiales y en forma de agradecimiento a los esfuerzos desempeñados por 

éstos, tras el debido cumplimiento de los requisitos que la ley exige, el derecho a la jubilación y el derecho a 

la pensión, como seguro de una vida digna al momento en que por diversas razones quizá, ya no pueda ser 

considerado el ser humano como un elemento activo para la prosecución de una labor. 

4.- Siendo los Trabajadores del Estado, susceptibles de clasificarse, la ley que regula su actuar y que 

antes anotamos, haciendo refürencia a los trabajadores de base y a los de confianza, sujeta a los primeros a la 

organización y desarrollo de su vida en forma conjunta, al desempeño de un ente más creado para el manejo 

existente de manera importante en nuestro país por muchos años hasta el 31 de agosto de 1960, que mediante 

ley expresa encuentra sucesor con la existencia en la vida juridica. de lo que se denominó como el Instituto de 

Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, cuyo organigrama destaca a nuestra atención, 



a la Subdirección de Prestaciones Económicas, Sociales y Culturales del Instituto en mención como autoridad 

encargada de la satisfacción de derechos innegables de sus servidores, como son las pensiones y las 

jubilaciones. 

5.- El Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado como ente juridico, 

es un organismo descentralizado por servicios , con personalidad, patrimonio, objeto, fines y recursos propios, 

sujeto a las disposiciones contempladas en el texto de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal 

y de la Ley Federal de las Entidades Paraestatales, considerado como uno de los organismos auxiliares del 

Poder Ejecutivo de nuestro país, que tienen como origen incambiable, su contemplación en el texto de una 

ley, decreto del Congreso de la Unión ó decreto del Poder Ejecutivo, con el objetivo de obtener y aplicar 

recursos determinados en la propia ley del Instituto, para fines de asistencia o de seguridad social. 

6.- Creadas las prestaciones en especie para los funcionarios públicos, como garantías del 
\ 

cumplimiento de la seguridad social; representan la posibilidad del goee•de un sueldo íntegro porp arte del 

trabajador, cuando éste se encuentre íncapacitado para desempeñar sus labores, sueldo que será cubierto por 

las dependencias o entidades que conforman a la Administración Pública. 

7.- Sin olvidar el resto de los derechos de que son titulares los servidores púelicos como. 

cualesquiera otros trabajadores, a pesar de manejarse casi de manera análoga y dentro de los considerados 

derechos obligatorios, encontramos la pensión y la jubilación; constituyendo la primera el derecho del titular 

o de sus familiares, a percibir por parte del Estado, una suma de dínero en forma periódica y durante el tiempo 

determinado por la ley, proporcional al tiempo de servicios del causante de éste derecho, a su edad, a 

determinada invalidez que sufriera o en caso extremo por su muerte; en tanto que la jubilación representa de 

cierta manera el retiro de los trabajadores, pagándoseles por parte del Estado una renta vitalicia, previa la 

satisfacción de los requisitos legales. 

8. - Colateralmente a los derechos, encontramos las obligaciones de los entes de trabajo del Estado, 

que bajo la denominación de responsabilidades en el ámbito civil, administrativo y hasta penal, mantienen el 

equilibrio de la balanza para el no abuso de cualquier tipo de situación que siendo laboral se quisiera convertir 

en personal y lucrativa para el trabajador, base para la creación de autoridades y Tribunales encargados de 

éstos menesteres. 

9.- Sín duda alguna, el derecho a una pensión o a una jubilación, nació de la preocupación de los 

legisladores de garantizar una vida digna y cómoda a los que pasarian sus últimos años de vida sin poder 

lI aLaja1 i11<1s, 1,;ouí.an<lo quizá en su haOOr con un cún1uio de años, un sin fin de e:¡ife1 raedades, eí óeseu de una 

vida tranquila antes de la muerte y seguramente. con toda una vida puesta en la realización de los fines del 

Estado, con e! cumplimiento de las obligaciones que en su medida le fueron asignadas al puesto ocupado 

como servidor público y el paso de sus mejores años tras un escritorio como buen burócrata. Esta 



año de 1981 y vigente en sus cinco primeros Títulos a partir de 1983, que el concepto negativa ficta se vuelve 

competencia del denominado Tribunal Fiscal de Ja Federación, con base y fundamento en lo dispuesto por los 

numerales 37 del ordenamiento citado en último término, y 22 de la Ley Orgánica de dicho órgano de carácter 

jurisdiccional. 

14.- Como única solución para el Estado, mediante el Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de 

sus trabajadores, frente a un problema que llegó más allá de lo por todos pensados, se propone ante el 

Tribunal Fiscal de la Federación, el sobreseimiento de una demanda bien requisitada de forma, fuerte de 

fondo y esperanza de los ex funciones públicos como única respuesta a la petición de incremento de una 

pensión, sin duda una muy fhlaz creencia. 

15.- Llegados los cambios de los textos legales en el ámbito fiscal, obligatorios para cada fin de año, 

con la ayuda de múltiples criterios sentados en resoluciones que resolvieron recursos de apelación de los que 
\ 

conoció la Sala Superior del Tribunal Fiscal de la Federación, instancia inexistente desde enero de 1999, se 

dio vida en forma de luz, a la solución de nuestro problema, la aplicaci~n de un criterio hijo de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación y de una contradicción de tesis, que aún cuando más que uniforme es 

obligatoria su aplicación, procurando para los funcionarios del Estado ya cesados por pensión o jubilación, 

un fin digno de vivir. 

16.- Por desagracia y con toda seguridad por intervenir en ello la mano del hombre, la esperanza de 

nuestros olvidados funcionarios, es ignorada por una minoría que podria catalogarse como insignificante, 

abusada por los que llegan a tener algún dominio sobre la interpretación de las leyes mexicanas, negada 

injustamente por los entes encargados de Administrar Públicamente a nuestro país, exigida legalmente en su 

mayoría por ancianos que mueren antes de conocer una resolución que ponga fin al procedimiento por elles 

iniciado, muchas veces utópico y del que tuvieron conocimiento porque un buen amigo se los llegó a 

comentar y obligada por una autoridad que frente a un incumplimiento, podría a la propia Administración 

Pública, imponer una sanción por desacato a una orden. Todos éstos, extremos ineludibles en el andar de los 

que piden respeto y una oportunidad de vida cono ciudadanos de un país completamente sin igual, en el claro 

ejemplo de lo manifestado por uno de los psicólogos más brillantes de nuestros tiempos presentes, Erick 

Fronun, al definir al hombre como el lobo del hombre, sin olvidar claro la justificación de su actuar, el 

bienestar del país o el propio cuando los intereses que se encuentran en juego son bastante provechosos, o 

mejor dicho productivos. 
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ANEXO UNO 

EVOLUCION CRONOLÓGICA DE LAS PENSIONES EN MEXICO. 

1761.- Decreto creando un Montepío para empicados del V1rrcynato. 

1770.· La Ley de Montcpio para viudas y huérfanos de Ministcrior de Justicia y Real Hacienda. 

1776.- Reglamento para la organización de Oficinas y para la aplicación de la Ley de 1761. 

1784.- Decreto de Montepío de Oficinas para subalternos de Justicia y Real Hacienda. 

1811.- Octubre 28.- Decreto para reglamentar el otorgamiento de los Montepíos. 

1814.- Septiembre 10.- Circular del Ministerio Universal de Indias mandando que las pensiones que se concedan a las 

familias de los individuos que mueran cu función de b'Uerra, o que inhabiliten, se deben regir por el decreto de 28 de 

octubre de 1811 . (Concede pensión a viudas, huérfanos, madres y padres pobres de familia). 

1814.- Octubre 24.- Circular del Ministerio de Guerra, que manda que los padres pobres de los oficiales muertos en 

acción. gocen la pensión correspondiente al empleo de sus hijos, en la misma fonna señalada en el Decreto de 23 de 

octubre de 1811, para clases inferiores. 

1819.- Junio 8.- Real orden que previene que las viudas e hijos de los enlpleados que tomen partido contra el Gobierno y 

sufran la pena de delito, no se les conceda derecho a pensión de Montepío. 

1820.- Abril 21.- Real Orden de Ministerio de Hacienda para que nadie disfrute dos sueldos ni p00sion.-s del Erario 

(Prohibe también percibir sueldo y pensión). 

1820.- Noviembre 7.- Se autoriza al Gobierno para que pueda conceder a los oficales del Ejército sus retiros con la escala 

que expresa (El tercio del sueldo a los 15 años, la mitad a los 20, dos tercios a los 25 y todo a los 30). 

1824.- Noviembre 16.- Decreto.- Arreglo de la Administración de Hacienda Pública.- Extingue los Montepíos y se 

agregan a la l-lacienda Pública quedando el pago de pensiones a cargo del Estado. 

1828.- Mayo 20.- Sobre pensión a los trabajadores de la Casa de la Moneda. (Se ~cede a ios jornaleros y destajo por 

ini.1.abilitación aunque no tengan 20 años de servicios=. 

1829.- Junio 3.- Que !as certificaciones para cobrar pensión de Montepío han de ser expedidas por los alcaldes primeros 

de los ayuntamieutos. 

1829.- Noviembre 3.- Reglamento de Montepío Militar.- Se descuenta una paga inregra del primer empleo; el exceso de 

sueldo en cada ascenso y cuatro granos por peso del haber mensual. Pensión máxima es la terrera parte del sueldo a su 

fallecimiento según tiempo de servicios. El máximum se concede a los 24 años de servicio y el mínimo a los doce. 

1830.- Marzo 31.- Que a los retirados se paguen sus pensiones por la Federación., sin perjuicio del sueldo que les 

satisfagan los Estados que los "'-'Upeu. 

1830.- Junio 25. - Reglas para el pago de sueldos y descuentos para montepío de inválidos y militares. 

1832.- Febrero 9.- Que los descuentos que dene hacerse a los empleados en los Estados incorporados al montepío se 

remitan a la Federación. 

1832.- Septiembre 3.- Reglamento sobre Montepíos. 

1833.- Julio 30.- Bando que contiene la circular sobre jubilación o retiro de los españoles que tengan cargo, o empleo de 

provisión de los poderes Federales, exceptúandose a los que han hecho los servicios que se indican. 

1834.- Enero 25.- Que no puedan dispensarse jubilaciones a los empleados civiles sm que justifiquen imposibilidad para 

servir. 

1837.- Septiembre: 2.- Pensión que deben dish1.1tar los empleados diplomáticos cuando cesen en su encargo, y en quienes 

deben proveerse éstas vacantes. (Se refiere a pensiones que se debían pagar cuando quedaban en disponib1hdad). 

1837 - Ahril !8.- Sobre jul:lÜilt)iOné_"'(; a los ,empJ~3<los de f-!~cicnd~ {Sólo i;;e concJ~·-Oen ~r anc-i::ini<la<l n irrt:'apoci<l~uj H::ista 

15 años tercera parte del sueldo, hasta 20 años la n11tad, dos terceras partes hasta 25~ tres cuartas partes con 25, después 

de 30 todo el sueldo. Por inhabilitación, tercera parte del sueldo) 



JUS.- Febrero 12.- Decreto sobre pensiones de cónsules. 

1838.- Agosto 27.- Que todos los empleados nombrados a consecuencia de las nuevas leyes oonstituc1ona1cs están sujetos 

a la Ley de 3 de septiembre de 1832 sobre montepíos. 

1839.- Febrero 19.- Sobre el número de Generales del EJCrc1to. sus atnbucioncs, sueldos y prcmincncias y pcnnisos de 

n1ontcpíos. (Pensiones para viudas. madres e hijos de generales por la cuarta parte de su sueldo, por la muerte la mitad). 

1846.- Mayo 7.- Decreto sobre reducción de sueldo, pensiones, etc., a cargo del Tesorero Público. (Se reducen a las !res 

cuartas partes de su monto, con excepción de los que no excedan de $300.00 anuales). 

1848.- Noviembre 16.- Se dispone que el pago de la pensión. sueldo o retiro, que no exceda de $20.00 mensuales. se haga 

íntegro. 

1849.- Febrero 19.- Que las familias de los empleados y militares cesados y que se casen sin licencia del Gobierno, tienen 

opción del Montepío. 

1849.- Mayo 18.- Se les abone a los empleados proletarios sus hojas respectivas, el tiempo que hayan servido corno 

meritorios (para el efecto de tomarlo en cuenta en la liquidación del tiempo que deba servir de base a la declaración de su 

cesantía). 

1849.- Agosto lo.- Cual es el montepío que deben disfrutar las familias de los capitanes de fragata ($23.00, 4 reales, 5 

granos mensuales o sea la cuarta parte de su sueldo). 

1851.- Julio 4.- Que los pagadorcis traten con bwnanidad y comedimiento a lao ~'.-~uérfanos que gozan pensión del 

Erario. (Tanto de los montepíos civil y militar). Considerando que 110 se les debe de !!raeia, sino por justicia muy estrecha 

lo que se les dá). 

1853.- Marzo 12.- Jubilaciones de los generales que desempeñan la magistratura y fiscalia del Tribunal de Guerra.) Todo 

el sueldo si tienen 35 años de servicio y 4 meses en ese destino. Los demás empleados, de 12 a 15 años con cuarta parte; 

de 15 a 20 con tercera parte; de 20 a 25 la mitad; de 25 a 30 dos terceras partes; más de 30 años todo el sueldo. Sólo se 

conceden por avanzada edad o enfermedad habituai a juicio del Tribunal Pleno.) 

1853.- Agosto 25.- Decreto.- Arreglo del Cuerpo Diplomático.- Título l;uarto. Pensiones y retiro en los empleados del 

Cuerpo Diplomático. (Los Ministros con seis años quedan a disposición, con pensión de $2,000.00 anuales; de 8 a 12 años 

$21, 500.00; de 12 hasta 16 $3,000.00; más de 16 hasta 20 $4,000.00; después de 20 retiro con pensión. Encargados de 

negocios, $1,200.00, $1,500.00, $1,800.00 y $2,000.00. Por inutilización, pensión vitalicia para ministros, de $3,000.00, 

encargados $2,000.00, Secrtarios $1,200.00 y Oficiales $800.00 Los Seere>.arios quedan agregados con seis años y 

$1,200.00; de 6 a 12 $1,500.00; de 12 a 16 $1,800.00: de 16 a 20 $2,000.00; despues de 20, retiro con pensión. Los 

oficiales por seis años $600.00, $1,000.00 con diez años, $1,200.00 con cieciséis; $1,500.00 con 20. Se abona todo el 

tiempo aunque sea interrumpido.) 

!854.- Enero 24.- Decreto sobre montepíos militares. (Las viudas o hijas huérfanas pierden todo el derecho al casarse). 

1854.- Octubre 12.- Decreto sobre pensiones del Cuerpo Diplomático. ) Sólo los que sirvan los puestos en propiedad, no 

interinos). 

1855.- Julio 26.- Decreto sobre reglas del Montepío ci,11 de oficinas. (Se constituye corno fondo particular de los 

empleados, desde el lo. de agosto de 1855. Abarca a todos los empleados, salvo los comprendidos en los montepíos 

militar, judicial, diplomático o consular y los que desempeñen comisiones o encargos, regla general, para contribuir 5% de 

los sueldos; los de nuevo ingreso pagarán, además tres mesadas. no hay devolución en ningún caso. Son a su cargo todas 

las pensiones de montepío civil de oficmas. Cada 4 meses se prorratea entre todos los acreedores al monto la cantidad 

colectada. El Director lo será la Direción General de Impuesto. Lo colectado se depositará en el montepío de Animas. Se 

establece una Junta para Gobierno dei Ivionte. De la recaudación del fondo se reducirán los gastos y ayudas que fije la 

l855.- Agosto 2l.- Se suspenden los efectos del Decreto de 26 de julio sobre montepío ctvd. 

1855.- Agosto 2.5_- Decreto que concedía gestiones a los traba,1adores en disponibilidad del cuerpo diplomático. 



1855.- Octubre 30.- Se establecen pagadores para pensionistas civiles y militares. (Son tres: tcccsantes, jubilados y 

pensionistas de montepío civil y de montcpio miliUU"). 

1856.- Enero 6.- Sobre arreglo del Cuerpo Diplomático. (Se refiere a pensiones). 

1856.- Noviembre 20.- Se concede una pensión a los individuos que se innutihccn en el servicio de correos. ($150.00 

anuales a cargo de la renta del correo, para ellos y sus familias. para éstas últimas. dcacucrdo con la ley de 3 de septiembre 

de 1832). 

1857.- Marzo 5.- Sobre pensiones a los empleados del Cuerpo Diplomático. Circular. (Ministro de 10 a 15 años $1,333,28 

anuale:;; más de 15 a 20 $2.000.00 anuales; de 20 a 25 $2,666.54 anuales; de 25 a 30 $3.000.00; más de 30 s:i.o00.00. 

Encargados de 10 a 15 $666.54; de 15 a 20 $1,000.00; de 20 a 25 $1;333.28; de 25 a 30 $1,500.00; más de 30 $2,000.00 

Secretarios igual que los anteriores. Oficiales de 10 a 15 $500.00; de 15 a 20 $750.00; de 20 a 25 $1,000.00; de 25 a 30 

#l,125.00; más de 30 $1,500.00. Es reglamentaria de las leyes de 25 de agosto de 1853 y 6 de enero de 1856. 

J 861.- Febrero 12.- Providencia.- Sobre que no sse haga pago a los retirados y pensionistas que reconocieron al Gobierno 

reaccionario. 

1861.- Febrero 14.- Decreto.- Sobre capitalización de los Montepíos y pensiones de viudas y huérfanos, (Se capitalizarán 

al respecto de 5 unidades; se expedirá el certificado respectivo y éste se admitirá a 40% en la parte de dinero en los 

remates de los conventos de monjas; los productos de los remates se destinarán a amortizar los certificados de 
\ 

capitali2ación; lo que se les deba hasta diciombre de 1860 entrará al crédito público dándoles cerJficados admisibles 
~ '.: 

corñ~ bonos sin réditos en todas las oficinas del gobierno). 

1861.- Mayo 8.- Circular de Hacienda- Sobre cesantes y jubilados a quienes se pueda pagar sus pensiones. (Se refiere a 

aquéllos que fueron ocupados durante la reacción y siempre que no hubieren tenido empleo en propieóad, formando una 

junta para calificar cada caso). 

1861.- Julio 5.- Circular de Haciroda s(Jbre insiibsistencia de las pensiones de montepío de<:laradas desde el 2o. de enero 

de 1856. (Por hallarse en contraposición-con la ley de presupuesto de 31 de diciembre de 1855). 

1868.- Abril 23.- Decreto de) Congreso.· Declara que las viudas y huérfanos cuyos maridos n.o sirvieron a Ja intervención 

y el imperio pueden percibir sus montepíos. (Las de los que suvieron y el usurpador les dió montepíos, no tienen derecho 

salvo al reintegro de las sumas que se les descontaron mientras sirvieron a la República). 

1868.- Diciembre 5.- Resolución de Hacienda declarando que las viudas de los empleados civiles y militares no están 

obligados a nombrar tutor para percibir sus haberes, aún cuando no tengan 21 años cumplidos. 

1871.- Diciembre 29.- Decreto de Gobierno.- Establece una pensión para las familias de los que hayan sucumbido en 

campaña sosteniendo la Constitución. (Mitad del sueldo del causante, se les considerará en las mismas condiciones de que 

traten las leyes comunes sobre montepíos militares). 

1876.- Enero 31.- Circular de Hacienda- Sobre suspensión de las pensiones concedidas conforme a la ley de 7 de marzo 

de 1873, cuando la interesada pase a segundas nupcias.- (Se refiere a la pensión vitalicia concedida a las familias de los 

que murieron conbatiendo contra el extranjero, por considerar que al casar nuevamente pasan a formar nueva familia). 

1877.- Octubre 5.- Comunicaciones de Hacienda.- Toma de razón de patentes de pensionistas.- (Se ordena a la Contaduría 

Mayor tome razón de las partes expedidas por disposición de 19 de enero de 1853 a los pensionistas del erario). 

1896.- Mayo 29.- DeLTeto del Congreso.- LEY DE PENSIONES, MONTEPIOS Y RETIROS. (Los montepíos civiles y 

nulitares se considei'afán a favor de las familias cuyos deudos sufneron los descuentos para el fondo hasta el 31 de 

diciembre de 1855 en que se extinguieron muchos descuentos; se concede como montepío la cuarta parte del sueldo del 

causante. Tienen derecho desde la muerte del causante, Ja esposa viuda; hijos e hijas huérfanos o cuyas madres casen 

nuevamente: hijos hasta 21 años; hijas hasta que se casen o mueran~ la rnadre viuda hasta que se case y no haya hijos 

se go:r..ará de la pensión mayor. Al fallecer uno de los beneficiarios, su parte no acrece la de los otros. Se pierde por 

pérdida de ciudadanía o nacionalidad. S1 reside fuera del territorio, sólo percibirá la mitad. Se concederán por producto de 



Hacienda o de Guerra, mediante patente y según la tarifa. La tarifa toma como base: asignación anual primitiva. 

percepción anual anterior. nueva percepción anual y dotación mencual. partiendo para cada titulo desde $6.000.00, 

$1,200.00, $1,680.00 y $140.00 hasta $51.10, $51.65, debia justificar su supervivencia en enero, mayo y septiembre. 

Debían registrarse en la Contaduria Mayor, Relaciones~ Hacienda, Guerra y Tesorería y la falta de registro de la parte 

impedía el pago. 

1896.- Junio 3.- Ley Reglamentaria de la lnstutcción Obligatoria. (Con disposiciones relativas a jubilación). 

1896.- Junio 19.- Reglamento de Ja Ley Orgánica del Cuerpo Diplomático Mexicano. (Con disposiciones sobre 

jubilación). 

1898.- Decreto reformando la Ley de 29 de mayo de 1896 (militar). 

1898.- Diciembre.- Ley de Educación Primaria (Otorgaba pensiones a los maestros). 

1902.- Noviembre 29.- Decreto reformando la ley de 29 de mayo de 1896 (militar). 

J 908.- Agosto 15 .- Ley de Educación Pública. (Contiene disposiciones sobre jubilaciones de maestros). 

1909.-Julio 6.- Reglas para otorgar pensiones a empleados federales. 

1912.- Diciembre.- Presupuesto de Egresos para los años 1912-1913. Disposiciones sobre pensiones contenidas en el 

presupuesto. 

1916.-Abril 20.- Reglas palaviccini. (Para otorgdrpensiones). 

1922.- En~ 9.- Ley Orgánica del Cuerpo Diplomático. (CQllcede pensiones por retiro, de 4 a 8 años, 4 meses de sueldo; 
'• . . 

de 8 a 12 ados, 8 meses; de 12 a 16, 12 meses; de 16 a 14, pensión vitalicia por tercera parte del último sueldo; Ciás de 24 

el 50% del sueldo; terminan por muerte, por aceptar otro cargo, por sentencia mayor de 6 meses o por pérdida de 

nacionalidad). 

1922.- Febrero 15.- Reglamentos del Cuerpo Diplomático. (Las compensaciones y pensiones de retiro se fijarán sobre 

base del sueldo personal, podrán optar por la compensación de 12 meses única, o por pensión). 

• 1923.- Enero 9.- Disposiciones de la Ley Orgánica del Servicio Consular. (Disposiciones sobre pensiones). 

1923.- Octubre 25 .- Reglamento del Servicio Consular. (Con disposiciones sobre pensiones). 

1923 .• Abril 24. - Acuerdo presideucial para recibir las pensiones de los profesores. 

1923. - Mayo 30.- Acuerdo modificando las Reglas Palaviccini. 

1924.- Julio 8.- Decreto para concesión de pensiones al profesorado. 

1924.- Octubre 7.- Decreto reformaudoel de 8 de julio de 1924. 

1924.- Diciembre 23.-Decretoreformaudo el de 8 de julio y el de 7 de octubre de 1924. 

1925.- Febrero 13.- Decreto adicionando el Reglamento de la Ley Orgánica del Cuerpo Diplomático, de 17 de enero de 

1922. 

• 1925.- Febrero 25 .- Otro decreto de nuevas adiciones 

1925.-Agosto 12.- LEY GENERAL DE PENSIONES C!VILES DE RETIRO. 

1925.- Agosto 19.- CREACION DE LA DIRECCION GENERAL DE PENSIONES VICILES DE RETIRO. (Ley 

General de Pensiones). 

1925 .- Diciembre 3 L- Decreto que reforma la Ley General de Peusiones. (Primera Reforma). 

1926.- Junio 29.- Decreto que reforma la Ley General de Peusiones. (Segunda Reforma y adición a la ley de peusiones). 

1927.- Febrero 23. - Decreto que reforma la Ley General de Peusiones. (Tercera Reforma y adición a la ley de pensiones). 

1927.- Febrero 25.- Ley de Operaciones Bancarias de la Dirección General de Pensiones. 

l 927. - Agosto 24.- Decreto relativo a la revisión de pensiones otorgadas a los profesores federales. 

1927.- Agosto 26 - Decreto que reforma el articulo 70 de la Ley de Pens!ones. (Cuarta Reforma). 

1929.-Juho 10.- Ley Orgánica de la UniYersidad. 

1929 - Diciembre 21.- Reglamento para !a tramitación de pensiones. 



1930.- Diciembre l 2.- Reglamento para la tramitación de pensiones con cargo al Erario Federal. 

1932.- Febrero 4.- Dccrclo refomlando el articulo 58 de la Ley de Pensiones 

I 932.- Febrero 9.- Decreto estableciendo un impuesto de 1 Oo/o sobre pensiones con cargo al erario. (Se exceptúan las que 

se pagan con cargo al fondo). 

1932 - Febrero 12 - Cuarta rcfonna al articulo 58 de la Ley General de Pensiones C1v1lcs de Retiro. 

1933.- Diciembre 27.- Decreto relativo a los empleados del poder legislativo 

1934.-Julio 24.- Decreto que establee.e un impuesto proporcional sobre las pensiones con cargo al erario. 

1934.- Diciembre 31.- Decreto que faculta al Ejecutivo Federal para legislar en materia de pensiones y legislación en 

materia de ingresos. 

1935.- Septiembre 30.-Acuerdo presidencial referente al cómputo de servicios durante el período de Victoriano Huerta. 

1936.- Diciembre 26.- Ley de Jubilaciones a los funcionarios y empicados del poder legislativo. 

1837.-Julio 20.- Reglamento de préstamos a corto plazo y reforma al articulo 58. 

l 937.- Agosto 24.- Ley que reforma el artículo de la Ley de Pensiones Civiles de Retiro. (Qumta Reforma). 

1938.- Diciembre 5.-Estatuto de los Trabajadores al Servicio del estado. (Contiene disposiciones sobre pensiones). 

1938.- Diciembre 22.- Circular número 305-5-53, en la que se dan instrucciones para el pago de pensiones con cargo al 

Erario. 
' 1939 .- Febrero 4. - Decreto que concede \llla pensión vitalicia a los supervivientes del Constituyente mayores a 55 años . 

• 1939.- Abril 19.- Ley de pensiones por méritos civiles o heróicos. (Excluyen los beneficios establecidos por la ley de 

pensiones civiles, la de retiro y pensiones del ejército, la de la armada y de jubilaciones de empleados y funcionarios de 

poder legislativo). 

1939.- Diciembre 30.-Ley de Retiros y Pensiones del Ejército y la Armada. 

1941.; Diciembre 31.- Ley de depuración de crédito a cargo del gobierno federal. (Contiene disposiciones de 

procedinúentos para impugnar resoluciones relacionadas con los bienes de la Dirección de Pensiones). 

1942.- Enero 8.-Acuerdo de hacienda Cómputo de servicios a empleados mayores de 65 años. 

1942. - Enero 15. - Ley en favor de los Veteranos de la Revolución. 

1944.- Septiembre 12.- Decreto que reforma diversos artículos de la Ley de Pensiones Civiles de Retiro. 

1946.- Marzo 5.- NUEVA LEY GENERAL DE PENSIONES CIVILES DE RETIRO. (En vigor solamente para los 

maestros veteranos de la revolución). 

1946.-Marzo 13.-LEY GENERAL DE LA DIRECCION DE PENSIONES CIVILES Y DE RETIRO. 

1946.- Diciembre 30.- Decreto que reforma el artículo 35 del Estatuto de los Trabajadores. (Disposiciones relativas a los 

descuentos ordenados por la Dirección de Pensiones)_ 

1946.- Diciembre 30.- Decreto que modifica la Ley General de Pensiones Civiles y de Retiro. (Modifica el artículo 58, 

ordena invertir el fondo de retiro en la Nación Financiera, S.A. y sujeta las operaciones hipotecarias al Banco Nacional 

Urbano y de Obras Públicas). 

1947. - Enero 2. - Reglamento de la Ley de Secretaria y de Departamento de Estado. 

1947.- Enero 17.- Sexta refonna a la Ley General de pensiones Civiles y de retrro. 

1947.- Febrero 27.- Decreto que fija normas para el otorgamiento de préstamos hipotecarios, en tanto que el Banco 

Nacional Hipotecario Urbano y de Obras Públicas esté en aptitud de retramitar los que solicitan los trabajadores al 

servicio del Estado. (F acuita a la Dirección para seguir operando en el ramo de préstamos hipotecarios). 

1947 - Mavo 30.- Reglamento del control de adquisiciones destinado a los servicios del gobierno federal incluyendo a los 

terntorios y al departamenlo. 

I 94 7_ - Díc1cn1brc 30 _ - Ley para el control de Ios Organismos Descentralizados y Empresas de Participación Estatal_ 

(Incluye entre dichos organismos a la Dirección de Pensiones). 

. 
I 



1947~ Diciembre 31.- Séptima refonna a la Ley General de la Dirección General de Pensiones Civiles de Retiro. 

1948.· Enero 27.· Decreto que crea la Comisión Nacional de Inversiones. (Se comprenden los bienes y operaciones de 

pensiones). 

1948.- Mayo 14.- Interpretación del articulo 61 de la Ley. (Hecha por la Secretaria de Hacienda sobre exenciones de 

impuestos de casas para Lrabajadorcs al servicio del estado construidas con fondos de pensiones). 

1948.- Diciembre 6.· Decreto que adiciona el articulo 9 transitono de la Ley de Pensiones Civiles. 

1949.- Abril 11.- Acuerdo que amplía la interpretación del articulo 61 de la Ley de Pensiones Civiles. 

·1949.- Diciembre 31.- Nueva Ley de Veteranos de la revolución como servidores del Estado. (Contiene disposiciones 

para pensionar a los Veteranos). 

1959.- Diciembre 30.- TRANSFORMACION DE LA DIRECCION DE PENSIONES CIVILES DE RETIRO A 

INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALEW DE LOS TRABAJADORES DEL ESTADO. 

1960.- Agosto 3 L- LEY DEL INSTITUTO DE SEGURJDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS TRABAJADORES 

DEL ESTADO. 

1962.- Abril 19.- Interpretación de la Secretaria de Hacienda y Crédito Público al artículo 75 de la Ley del Instituto de 
' Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado. 

1963.- Diciembre 28.- Octava Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del estado, reglamento del Apartado B del 

articulol23 Constitucional. 

1971.- Enero 28.- Bases para la coordinación de las ref0nnas administrativas del secu.' pÍiblico federal. 

1971.-Jllilio 26.-Creación del Centro Nacional de Capacitación Administrativa (C.N.C.A.). 

1972.- Julio 14.- Incorporación de Bienes muebles e inmuebles al Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los 

Trabajadores del Estado, como parte de su patrimonio. 

1973.- Abril 5.- Creación del Centro Nacional de Capacitación en el Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los 

Trabajadores del Estado. 

1974.- Diciembre 31.- Novena reforma al articulo 43 de la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los 

Trabajadores del Estado. 

1975.- Diciembre 31.- Décima y décima primera reformas al artículo 43 de la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios 

Sociales de los Trabajadores del Estado. 

1971.·· Diciembre 30.- Décima segunda reforma a los artículos 104, 116-A. 116-C y 116-E de la Ley del Instituto de 

Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado. 

1978.- Septiembre 19.- Reglamento de Delegaciones Estatales del lnstin1to de Seguridad y Servicios Sociales de los 

Trabajadores del Estado. 

1981.- Enero 2.- Décima tercera reforma a diversos artículos de la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de 

los Trabajadores del Estado. 

1982.- Diciembre 28.- Reforma a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

1982.-Diciembre 30.- Reforma al artículo 104 de la Constitución Política Mexicana. 

1982.- Diciembre 31.- LEY DE RESPONSABILIDADES DE LOS SERVIDORES PUBLICOS. 

1983.- Octubre 5.- REGLAMENTO JNTERIOR DEL JNSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE 

LOS TRABAJADORES DEL ESTADO. 

1983.- Diciembre 27.- Décima Cuarta reforma a la Ley del Instituto de Soguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores 

del Estado 

i984.- Febrero lo.- REGLAMENTO INTERIOR DEL H~Sí'iTúTO Ot. SEüt.JRJDAü Y SER\'I4:'i\~S S~CiA..LES DE 

LOS TRABAJADORES DF.L ESTADO. 

1984.- Abril 30.- Reformas y adiciones al Reglamento interior del Instituto de Seguridad y SerYicios Sociales de los 

Trabajadores del Estado. 

• 



1984.- Junio 7.- REGLAMENTO DE PRESTACIONES ECONOMICAS DEL INSTITlITO DE SEGURIDAD Y 

SERVICIOS SOCIALES DE LOS TRABAJADORES DEL ESTADO. 

1985. ~ Febrero 7 .~ Reformas y adiciones a diversas disposiciones relacionadas con inmuebles en arrendamientos. 

1986.- Agosto 22.- Delegación de facultades en Unidades de Auditoria Interna en cada Delegación Eststal y del Distrito 

Federal del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado. 

1986.- Diciembre 24.- Refonnas y adiciones a la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores 

del Estado, articulo 60. (Juf,ilación a los 28 años de servicio para las mujeres). 

1993.- Enero 4.- Se modifica el TERCER PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 57 DE LA LEY DEL INSTITUTO DE 

SEGURJDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS TRABAJADORES DEL ESTADO, por medio del cual se dispone 

que las cuotas pcnsionarias deberán awnentarse al mismo tiempo y en la misma proporción en que alimentaron los 

sueldos básicos de los trabajadores en activo. 

2000.- Texto Vigente del TERCER PARRAFO DEL ARTICULO 57 DE LA LEY DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD 

Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS TRABAJADORES DEL ESTADO, ordena que "Los jubilados y pensionados 

tendrán derecho a ... en su proporción, a las prestaciones en dinero que les sean awnentadas de manera general a los 

trabajadores en activo siempre y cuando resulten compatibles a los pensionados". 

\ 

• 
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ANEXO DOS 

TEXTO DE INICIATIVA PRESIDENCIAL DE LA LEY DE PENSIONES DE 1925 

Presentamos parte del texto de la Iniciativa Presidencial que se envió al Congreso de la Unión en 

relación a la reforma mencionada en el paITafo anterior, y que aparece en la Colección de Docwncntos de Dictámcn de las 

Comisiones Unidas de Trabajo y Previsión Social y de Seguridad Social de la Cámara de Diputados Lll Legislatura, 

aprobado por la Cámara de Senadores según se desprende del Diario Oficial de. los Debates del 29 de Noviembre de 1983, 

Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, Año 11, Periodo Ordinario, Lll 

Legislatura, Tomo 11, expresando a la letra lo siguiente: " ... Por otra parte se establece dentro del Texto del Proyecto del 

Capítulo V referente al seguro de jubilación., por edad avanzada y tíempo de servicios, invalidez, muerte, cesantía en edad 

avanzada e indemnización global, el concepto de PENSION DINAMICA, cuya cuantía aumenta al mismo tiempo y en la 

misma proporción en que aumenten los sueldos básicos de los trabajadores en activo, con lo que se otorga W1 beneficio 

indudable que evitará en lo futuro que en poco tiempo las pensiones se vean reducidas en su poder adquisito al no 

aumentarse al mismo tiempo que el aumento en el costo de los satisfactores básicos. Este concepto va todavía más lejos y 

otorga un aguinaldo igual a los pensionados que a los trabajadores en activo ... '~ 
\ 

r 
Debemos añadir a ~Os los movimientos legislaiívos antes listados, un texto que consideramos es 

básico y fundamental para el Instituto en est\Jdio, pues a través de él es que se le dá vida al mismo, creando su más 

inmediato antecedeute jurídico, la Ley de Pensiones de 1925. 

"INFORME DE LA COMISION QUE PRESENTO EL PROYECTO 

DE LA LEY DE PENSIONES DE 1925 

Señor Ingeniero Don Alberto J. Pani. 

Secretario de Hacienda y Crédito Público. 

La Comisión especial que se dignó usted nombrar para formar un proyecto de ley de pensiones, ha 

terminado ya sus labores y tiene la honra de someter respetuosamente a la alta consideración de usted el fruto de ellas, al 

mismo tiempo que expone en éste oficio, de manera suscinta, las bases fundamentales del sistema que propongo. 

El anexo proyecto de LEY GENERAL DE PENSIONES CIVILES DE RETIRO, pretende abarcar en 

su conjunto lo relativo a la materia comprer..diendo todos los servicios civiles, sin excluir sino aquellos que están regidos 

directamente por la Constitución o que por referirse a las más altas funciones políticas, deben someterse a principios 

diferentes de los que rigen los servicios de carácter exclusivo o principalmente administrativo. Como era natural, la 

comisión se abstuvo de tocar las pensiones militares. 

La base que se aceptó como fundamental fue la qut: la pensión debe ser la consecuencia del retiro 

obtenido a razón de haberse llegado a una edad en que se haya reducido, por lo menos, las aptitudes del trabajo, o aún 

antes si el servidor público ~~ u.1capacita, sin tomar como factor único el tientpo de servicios pues si el funcionario por su 

continúe en servicio activo. 



El sistema de pensiones por retiro tiene como una de sus bases pnneipalcs la de que la pensión debe de 

ser siempre menor que el sueldo percibido, en favor de las dos partes interesadas: la Administración Pública. para 

conservar el mayor tiempo posible los servicios del fwtcionario útil, y éste, para asegurar personalmente y para su familia. 

también por el mayor tiempo, una cantidad superior a la que ha percibido cuando se retire. Por supuesto que es 

consideración de capital importancia la necesidad de impedir que el monto de las pensiones concedidas exceda de los 

límites de la posibilidad del Estado, pues excedidos esos límites se llega de manera inevitable a la reducción o supresión 

de pensiones después de abrumar a l-OS contribuyentes con cargas excesivas y desatender servicios pfablicos de interés. 

El sistema de seguridad social que la Conusión tiene la honra de proponer es hoy el generalmente 

aceptado en las naciones más cultas y mejor administradas. 

La pensión no debe ser considerada como una mera gracia que otorga el Estado, sino como una de las 

condiciones aceptadas por la Administración Pública y los funcionarios que la sirvan, y que es origen de mutuos derechos 

y obligaciones, siendo la principal de sus características el hecho de que la fuente principal de fondos para el pago de las 

pensiones es el descuento reducido que se hace a los funcionarios sobre el Un.porte de sus sueldos en proporción a su edad 

al ingresar al servicio, para que d'urante su carrera, tanto más larga probablemente cuanto más tempra.'13 la edad en que 

comenzó, formen ellos mismos el fondo que a de invertiise en la p.,'l!Sión. En el proyecto, el descuento es del 3% por cada 

año, si Hega a 9% para los 45 años, límite de edad a que pueden ingresar nuevos funcionarios con derecho a pensión. Con 

el proyecto se establecen auxilios para el caso de defunción y aún para algunos de separación, a los funcionarios que 

comiencen sus servicios de 46 años en adelante, se le somete también a descuento, pero muy reducido, pues empieza en 

11/4 y termina en 6% para los 65 años, edad de retiro obligatorio. 

El Estado no debe desconocer la obligación de contribuir a la seguridad y bienestar de sus servidores 

cuando pierden su aptitud para el trabajo._ Así lo reconoce expresamente el proyecto (Art. 47), estableciendo que el Estado 

debe contribuir al Fondo de pensiones con tma subvención anua1 cuyo monto no ha de bajar del So/o de lo que hayan 

importado los descuentos hechos a los empleados del año anterior, ade!ll2s de cubrir el déficit que en cualquier tiempo 

queda para el pago de las pensiones y asuxilios con sólo descuentos. La Comisión cree que una vez regularizado el 

sistema, no es de temerse que haya deficienci3S, a no ser por motivos extraord.inmi.os. 

Consecuencia del sistema de cooperar los funcionarios mismos el Fondo de Pensiones, es la supresión 

de muchas texativas y restricciones para los pensionistas, que han sido hasta ahora tradicionales. Tal supresión no 

constituye una liberalidad, sino que es de mera justicia, puesto que el pensionista mismo es parte principal para la 

formación del Fondo, en otros términos, compra el derecho a su pensión en forma análoga a la contratación de su seguro. 

Consecuencia del mismo principio es la transmisión de la pensión a los deudos del pensionista, al 

fallecer éste, sobre el cual se eucuentran diversos preceptos en el proyecto. 

Se consulta que las pensiones ya concedidas con anterioridad a la ley que se expida, o por servicios 

exclusivamente anteriores a ella. (Art. 23, 24 y 82) sigan pagándose con cargo al Erario como hasta ahora y que las nuevas 

sean a cargo del Fondo de Pensiones. El motivo de esta dísposición es patentt. al implantarse el sistema. el Fondo no 

año fiscal de 1925 se han presupuestado en $1,500,000.00 y, adcn1ás seria injusto aplicar el producto de los descuentos a 

empicados que no los han sufrido en proporción alguna 



En g'Cncral y luego que el nuevo sistema llega a funcionar nonnalmcntc, las erogaciones del Erario por 

concepto de pensiones serán cada vez menos, pues las de nueva conscción serán cubiertas por el fondo y las actuales irán 

extinguiéndose gradualmente hasta desparecer por completo en el transcurso del tiempo. Sólo los primeros años podrá 

suceder que el Erario tenga que erogar cantidades superiores a las actuales en razón de pensiones que se concedan por 

servicios exclusivamente anteriores a la nueva ley, o por los tropiezos que pueda encontrar el establecimiento del nuevo 

sistema, los cuales por su propia naturale7.a habrán de ser transitorios y excepcionales. 

Por la íntima trabazón que hay entre el retiro, sea forzoso o potestativo, y las pensiones a los 

servidores de la Administración Públi~ la Comisión se vió en la necesidad ineludible de incluir en su proyecto algunas 

reglas sobre el retiro, aún cuando ellas sean más propias de la ley sobre servicio civil pero lo ha hecho con la mayor 

sobriedad posible y procurando respetar no sólo la Constitución, sino también el campo de las leyes administrativas y 

orgánicas de los diferentes servicios públicos. 

Como lo com~renderá la Secretaría del muy digno cargo de usted, cuando se sirva examinar al anexo 

proyecto, la Co~sión ha procurado comprender en él, en su conjunto, las cuestiones ~elativas a pensiones <:fe ~o del 

setvicio civil, de· tal manera, que quede depurado todo lo consemiente al pasado, mediante una revisión escrupulosa de las 

penciones concedidas con anterioridad, y que para lo futuro, toda la acción administrativa se pueda desarrollar sobre bases 

sólidas y justas. Ojalá no haya sido este intento uua mera ilusión de parte de los comisionados a o'U}'O cargo se dignó esa 

Secretaría ponerla a labor. 

En cuanto a la Administración del Fondo y en general de! ramo de pensiones, se consulta que se 

enc:rrgue a una junta especial en cuya formación te11drá parte muy principal el Ejecutivo y el Gobierno del Distrito, 

además de elementos que sean por completo extraños al Gobierno y la cual la junta habrá de funcionar con autonomía 

como corresponde a fondos de origen particular en su mayor parte. 

Las resoluciones de la junta quedarán sujetas a la revisión de la Secratria de Hacienda cuando los 

soliciten los funcionarios a quienes ellas efecteo (Art. 7l del Proyecto). La Comisión considerará que altjados del 

contacto gubernamental y político directo los asuntos de pensiones serán administrados de manera más eficiente y con 

más provechosos resultados. 

Con el fin de beneficiar directamente los servidores de la Nación, se eS;lab!eoe qtie las cantidades 

sobrantes del Fondo se empleo en facilitarles la adquisicón de casas y aún, el establecimiento de pequeñas empresas 

agrícolas o industriales. Esto favorecerá también directamente a todos los funcionarios por las }itilidades que se obtengan,. 

engrosarán el Fondo destinado a las pensiones y auxilio. La unportancia y trascendencia de esta disposición es tan obvi~ 

que parece innecesario entrar en mayores explica<;iones sobre ella. 

La Comisión debe hacer constar expresamente que en lo relativo a la proporción del descuento sobre 

sueldos: al im.porte de las pensiones, que está directamente relacionad(' -:-f)n el de los descuentos y sus ir.te.reses; a la 

subvención que se debe conceder al Fondo y a la edad apropiada para que los funcionarios se rettren del servicio., tuvo 

particularmente en cuanto a mortalidad según la clase de trabajo y la región en donde se desempeñe; al número de 

pensionistas actuales y sus condiciones de edad, estado civil, etc .. ; tiempo de los servicios de los funcionarios y demás 



hechos o factoo:s que deben influir sobre la determinación cuantitativa asi de los descuentos. corno de las pensiones y 

a1Lxilios que se corn;cdan y del tiempo por el cual puedan los deudos de los pensionistas fallecidos go1.ar de las pensiones. 

Uno de los principales trabajos de la Dirección de pensiones cuyo establecimiento se propone, será fonnllf el censo de los 

funcionarios en actual sc1Vicio, con todos los datos relativos a su clasificación para los efectos indicados (Art. 75 del 

Proyecto). En consecuencia las proporciones cuantitativas que ésta Comisión se pcnnitc proponer. deben considerarse 

como simples tanteos o ensayos sujetos a corrccción tan luego como se tengan los datos numéricos y cs.tadisticos 

necesarios, labor absolutamente indispensable pllla el buen funcionamiento del sistema. 

También será necesario para el indicado objeto,\ si el Ejecutivo se digna a probar el proyecto que 

tenemos la honra de elevar a su consideración, fonnar a la mayor brevedad posible el Reglamento de la ley, labor, a no 

dudarlo, prolija y delicada. Habrá de dictarse, iguabnente, importantes medidas administrativas para preparar la aplicación 

del sistema, haciendo el cambio de sistema. 

La mayoría de la Comisión estima de su deber consignar en este infonne que sus labores 

considerablemente facilitadas por el hecho de haber presentado el <eñor D. Maximiltano M. Chaber, desde que se 

iniciaron los trabajos un extenso y completo estudio sobre los sistemas de pensiones ideados hasta ahora del que es anexo 

un ejemplar y wi anteproyecto dela Comisión. Esta aceptó, desde luego, las ideas del Señor Chaber, y en realidad limitó 

sus trabajos ha revisar dicho ant proyecto, procurando perfeccionar y complementarlo,'pero sin alterar sus ideas directriocs 

ni sns bases fundamentales y reconociendo todo el mérito del trabajo del señor Chaber y el elogio de el que es digno. 

La Comisión trabajo con el mayor empeño y sin omitir esfuerzos. Seguramente habrá transcurrido en 

enores en el proyecto adolecerá de deficiencia por la dificultad de proveer teóricamente y resolver todas las cuestiones 

derivadas a quo habrá de dar origen la aplicación del sistema si se llega a aceptar el proyecto. La práctica permitirá 

corregir esos defeCtos. 

Tenninamos el pn:scnte informe manifi:stando a usted, señor Secrebrio. nuestro sincero 

agradecimiento por la confianza con que se dignó honran1os y poniéndonos a sus disposición para todas ias explic.aciones 

o aclaraciones que estime necesarias, ya que el presente informe se limita a los puntos que hemos oonsiderado de mayor 

importancia. 

Reiteramos a usted las seguridades de nuestra respetuosa consideración. 

México, 6 de jimio 1925.- Miguel S. Macedo.- Fernando de la Fuente.- Mario Guasp.- Maximiliano 

M. Chabert- Rúbricas. 

El proyecto de ley formulado por la Comisión antes dicha, fue remitido, por acuerdo presidencial del 

10 de junio de 1925, a todas las Secretarias y Departamentos de Estado, con el objeto de que se sirvieran proponer 

aquellas observaciones que estimare pertinentes, 

Acatando dicho acuerdo, las Secretarias de Gobernación, de Agricultura y Fomento, de 

Comru11cac1ones y Obras Púbiicas, de Educación Públlca y los i.Jepartamentos de Contraioria, de establecmuentos 

f?hril~,<; v A.9rovecharnlento~ Miht~res y de Sa.luhridad Pública, formularon algunas importantes modificaciones. las que 

fueron turnad.as a la Comisión que p~entó el proyecto de ley. y después de lU1 deterudo estudio , la referida Comisión 



oonsultó que el proyecto fuese modificado en varios de los puntos observados, en virtud de habcr.;c encontrado, fundados 

los reparos que se hicieron. 

Con las modificaciones que se introdujeron al proyecto primitivo, el mismo fue elevado a la catcgoria 

de ley. porta sanción que le dió el C. Presidente de la Repilblica oon fecha 12 de agosto de 1925." 

\ .· 



ANEXO TRES 

ANÁLISIS DE LAS LEYES DE 1925 Y 1947 

Siendo rccmplaz.ada la Ley de Pensiones Civiles de 1925 por la que se crea e en el año de 1947 de 

Pensiones Civiles de Retiro, de entre las dos se derivan algunas diferencias. 

LEY DE 1925 

- Para el Presidente de la República y altos funcionarios 
es optativo quedar sujetos a la Ley de Pensiones. 

- Excluía a los artesanos, obreros, operarios, o a los que 
formaran parte de la servidwnbre si sus servicios no te­
nían el carácter de permanente. 

- Art. 7.- Tienen derecho a pensión: 1.- Los funcionarios 
que cumplan 60 años de edad. 

- Art. 8.- El retiro será obligatorio a los 65 años; sólo en 
casos excepcionales será hasta los 70 años. 

- Art. 8.- Los funcionarios que ingresen al servicio habiendo 
cumplido 45 años d edad, no gozan del retiro voluntario. 

- Cuota de la pensión por edad 1 Y,% del promedio de los -
sueldos disfrutados en los 5 años inmediatos, multiplicado 
por el tiempo de servicios. 

- Cuota pma los inhabilitados por causa de servicio? el 50% 
del sueldo en disfrute. 

- Cuota de inhabilitación por causas ajenas al servicio, se -
entrega el 1 % del sueldo promedio de los 5 último años rnul 
tiplicado por el tiempo de servicios. 

- Familiares con derecho a pensión: esposa, hijos, nietos, pa-
dres y he1manos. · 

- El monto de los descuentos a los sueldos de los trabajadores 
se tabuló con una cuota progresiva teniendo como base el 3% 
a la edad de 18 años, hasta el 9% a los 55 años. 

- El trabajador debía contribuir con un 10% del sueldo de los 
primeros 30 días cuando ingresare al servicio o reingresare 
después de haber estado separado por un tiempo mayor de 6 
meses. 

- El trabajador debía contribuir con la deficiencia de sueldo -
correspondiente a 30 días por cada ascenso. 

- El Estado estaba obligado a contribuir con una suhvención 
de 3,üú0 pesos mensuales durante ~us tres primeros anos. Dei. 
cuarto en adelante,con una cantidad voluntaria pero no menor 

. ~¡ 5~ó-<lt..:: ia~ ~J<:~'..!íÍ<:{•_,;, •o<>::~ Úe i.fu tiaL•i">~riJ.:,:.-;.;; Cii (-: ,.fi.0 mtLc-

nor 

LEY DE !947 

- La sujeción a la ley de pensiones es obligatoria 
para todos los empicados públicos y altos fun­
cionarios. 

- Comprende a obreros, servidumbre, etc., sin 
exigir que sus servicios sean permanentes, re­
quiriéndose sólo que se les expidiera nombra­
miento. 

- Art. 73.- Disminuyó el requisito a 55 años. 

- Suprimió el retiro ~orzoso. 

.. 
- Todos los trabajadores &l servicio del Estado 
quedan protegidos, independientemente de -

su edad. 

- Tabla que va del 40°/o del sueldo promedio -
de los 5 últimos años, a los de servicio, a un 
100% del mismo salario a los 30 años de servi 
cio. 

- Cuota para inhabilitados por cansa de servi-­
cio, el !00% del sueldo en disfrute. 

- Cuota de inhabilitación por causas ajenas al 
servicio se aplican los procentajes de la tabla -
40 a l 000/o dismunuida en u.~ 25%. 

- Suprimió el derecho de pensión a los herma­
nos y nietos; pero lo hizo exiensivo a la concu 
bina y a los abuelos y demás descendientes. 

- La contribución al fondo es unfionne, con -
Wia cuota nivelada de 5.5% del sueldo. 

- Suprimió esa contribución de ingreso y rein­
greso. 

- Suprimida esa contribucón por ascenso. 

- El Estado aporta ""ª cantidad igual al I 00°/o 
de la::. u;iq1:acic;r.i;;s de ios trabajadores. 



- Para obtener préstamos hipotecarios se requcóa: 5 años de 
servicios para obtener $5.000.00. Diez años de servicios pnra 
obtener $20,000.00 

- PréstMnos quirografiarios a trabajadores que tengan más de 
5 años de servicios, pero siempre que otorguen prenda o fian­
Y..a. 

- El tipo mínimo de interés en los préstamos hipotecarios de­
bía ser el 9% anual. 

- El presupuesto de gastos es a cargo del Gobierno Federal. 

- Las inversiones del Fondo son: préstamos hipotecarios. -
préstamos quirografarios y para construcción de casas para 
trabajadores. 

·~=prestan hasta $20,000.00 al trabajador des 
de ... Que cumpla 6 meses de servicios. 

- Los préstMnos qwrografarios se conceden 
con sólo el requisito de 6 meses de servicios y 
sjn más garantía que el propio sueldo. climi-­
nándosc el requisito de fianza o prenda. 

- El tipo máximo de interés en préstMnos hipo 
tecarios es 90/o pudiendo la Junta Directiva 
acordarlo menor. 

- El presupuesto de la Dirección se paga con 
cargo a su propio patnmonio. 

- Además de las inversiones permitidas por la 
ley de 1925, autorizó la inversión en la forma 
ción y construcción de colonias para trabajado 
res: emisiones de bonos hipotecarios destina-­
dos a financiar la adquisicón. construcción, -
acondicionamiento, explotación de imnuebles 
destinados a solucionar el problema de la habi 
tación de los trabajadores al servicio del Esta­
do: la adquisición de acciones de compañías -
mexicanas; compra o descuentos de bonos 
hipotecarios, bonos de caja, cédulas hipoteca­
rias y obligaciones emitidas o garantizadas 
por instituciones de crédito y préstamos pren­
darios. 
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~AS Dr;1~, ,1)¡,(:_ 
, FLICAClON, Rf.PRESENTADAS POJ( Ü f1C lRAN INTEGRANDO CON LAS OIVfRSAS HORMAS APROBADAS POR LA JUNTA DIRECTIVA Y EL DIRECTOR GENERAL DEL INSTITUTO 
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